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de casación interpuesto por Mariano Paulino Then y compartes. pág. 725.— Labor 

de la Suprema Corte de Justicia. correspondiente al mes de marzo de 1958. pág. 727. 

::;UMARIO DE LA JURISPRUDENCIA CORRESPONDIENTE A 
LOS MESES DE ENERO, FEBRERO Y MARZO DEL ARO -MIL 

NOVECIENTOS CINCUENTA Y OCHO (1058) 

ABUSO DE FUNCIONES. V. RESPONSABILIDAD CIVIL— 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. — Cuando una persona 
consiente en ser transportada en un automóvil, a sabiendas de que 
el conductor del vehículo se encuentra en estado de embriaguez o 
muy excitado por la injestión de bebidas alcohólicas, comete una 
falta, pues es evidente que en semejante estado del conductor se 
aumentan considerablemente los riesgos ordinarios del transporte. 
—B.J. 571, pág. 287. 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. V. VEHICULOS DE MO-
TOR.— 

APELACION.— Materia penal.— Art. 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal.— El plazo de la apelación y el de la oposición 
son simultáneos y no sucesivos.-- B.J. 572, pág. 616. 

ARRENDAMIENTO.— V. COMPETENCIA. 

AUTOMOVILES.— V. ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. 

BASE LEGAL. V. CONTRATO DE TRABAJO. 

CASACION.— Depósito del memorial.— Art. 37 Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación.— No basta la simple enunciación de los 
textos legales y de los principios jurídicos cuya violación se invoca, 

'sino que es indispensable que el recurrente desarrolle, además, 
aunque sea de una manera suscinta, al declarar su recurso o en 
el memorial que depositare posteriormente, los medios en que se 
funda, y que explique en qué consisten las violaciones de la ley o 
de los principios jurídicos por él denunciados.— B. J. 570, pág. 179. 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES.— Es una regla de nues-
tro derecho que las circunstancias atenuantes en materia correc-
cional sólo pueden ser acogidas cuando se trata de delitos previs-
tos por el Código Penal y no cuando se trata de delitos previstos 
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NOVECIENTOS CINCUENTA Y OCHO (1958) 

ABUSO DE FUNCIONES. V. RESPONSABILIDAD mili.- 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. — Cuando una persona 
consiente en ser transportada en un automóvil, a sabiendas de que 
el conductor del vehículo se encuentra en estado de embriaguez o 
muy excitado por la injestión de bebidas alcohólica.s, comete una 
falta, pues es evidente que en semejante estado del conductor se 
aumentan considerablemente los riesgos ordinarios del transporte. 
—B.J. 571, pág. 287. 

ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. V. VEHICULOS DE MO-
TOR.— 

APELACION.— Materia penal.— Art. 203 del Código de Prom.. 
1)iento Criminal.— El plazo de la apelación y el de la oposición 

L.L simultáneos y. no sucesivos.— B.J. 572, pág. 616. 

r ARRENDAMIENTO.— V. COMPETENCIA. 

AUTOMOVILES.— V. ACCIDENTE AUTOMOVILISTICO. 

BASE LEGAL. V. CONTRATO DE TRABAJO. 

CASACION.— Depósito del memorial.— Art.. 37 Ley sobre Pro-
imiento de Casación.— No basta la simple enunciación de los 

textos legales y de los principios jurídicos cuya violación se invoca, 
sino que es indispensable que el recurrente desarrolle, además, 
aunque sea de una manera suscinta, al declarar su recurso o en 
el memorial que depositare posteriorrnente, los medios en que se 
funda, y que explique en qué consisten las violaciones de la ley o 
de los principios jurídicos por él denunciados.— B. J. 570, pág. 179. 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES.— Es una regla de nues- 
/ derecho que las circunstancias atenuan'tes en materia correc- 

al sólo pueden ser acogidas cuando se trata de delitos previs- 
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por leyes especiales, caso en el cual es necesario que éstas lo  
permitan expresamente.— B.J. 570, pág. 50. 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES.— V. VEHICULOS Dg 
MOTOR. 

COMPETENCIA.— Juzgados de Paz.— Arrendamientos.— , 
1", párrafo 2, reformado, del Código de Procedimiento Civil.—
Esta competencia excepcional de los juzgados de paz cesa cuando 
surge contención sobre la existencia de un contrato o cuando se 
suscite una cuestión que ponga en causa el derecho de propiedad 
del inmueble. Pero el hecho de que el demandado niegue la exis-
tencia del contrato de arrendamiento no impide que los jueces 
de paz puedan-apreciar, en vista de los documentos y circunstan-
cias de la causa, que dicha negativa no es seria, puesto que de lo 
contrario esa competencia excepcional atribuida a los juzgados 
de paz quedará frustrada, si el simple alegato del demandado 
en ese sentido obligara a los jueces a declararse incompetente.-
B. J. 572, p. 480. 

CONCORDATO.— Matrimonio.— Las leyes dictadas para la 
ejecución del Concordato admiten la existencia de dos clases de 
matrimonio: el civil y el canónico.--- Los oficiales del Estado Civil 
están siempre obligados a transcribir en los Registros del Estado 
Civil el acta de matrimonio canónico, aún en el caso de que los 
cónyuges hubiesen celebrado previamente el matrimonio civil, por 
tratarse de una forinalidad exigida por la ley, que no puede ser 
sustituida por ninguna otra equivalente.— B.J. 571, pág. 402. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que se limita a ex-
presar que el trabajador contestó al patrono cuando éste le llamó 
la atención' con motivo de su trabajo, con "frases de indignación", 
sin precisar en qué consistieron esas frases. Es indispensable que 
se indique con rigurosa exactitud cuáles fueron esas frases. La 
sentencia fué casada.— B.J. 570, pág. 105. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Desobediencia al patrono o sus 
representantes.— Art. 74 inciso 14 del Código de Trabaja-
B.J. 571, pág. 212. • 

CONTRATO DE TRABAJO.— Presunción establecida por el 
artículo 16 del Código de Trabajo.— Carácter de la misma.-
B.J. 571, pág. 205. 

DEFECTO.— Defecto por falta de concluir.— Regla "oposi-
ción sobre oposición no vale".— B.J. 572, pág. 503. 

DEPOSITO.— Depósito voluntario.— Prueba.— Arts. 1923 del 
Código Civil y 1347 del mismo Código.— B.J. 570, pág. 30. 

DERECHO DE DEFENSA.— El rechazamiento de una medida 
de instrucción no implica necesariamente la violación del derecho 
de defensa, si el tribunal apoderado, mediante la ponderación sobe-
rana de otros elementos de prueba aportados está en aptitud de 
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dificar su convicción sobre el objeto del litigio.— B.J. 572, pág. 
534 - 

DERECHO DE DEFENSA. V. EXPERTICIO. 

DESISTIMIENTO.— Parte civil.— Formalidades.— B.J. 570, 
pág. 179. 

EMBARGO CONSERVATORIO.— Art. 417 del Código de Pro-
cedimiento Civil.— Su propósito.— B.J. 570, pág. 159. 

EMBARGO CONSERVATORIO.— V. LETRA DE CAMBIO.— 

EMPLAZAMIENTO.— Persona sin domicilio conocido en la 
República.— Art. 69, inciso 7 9  del Código de Procedimiento Civil.— 

Para citar a una persona en la forma prescrita por dicho texto 
legal es necesario que el alguacil actuante compruebe y deje cons-
tancia en el acta de que el prevenido no tiene domicilio ni residen-
cia conocidos en la República.— B.J. 571, pág. 305. 

EXPERTICIO.— Art. 315 del Código de Procedimiento Civil.— 
La indicación hecha por los peritos. del lugar, día y hora de su 
operación, contenida en el acta que certifique la prestación del 
juramento, si se hallaren presentes las partes o sus abogados val- 
drá como citación y la notificación para hallarse presente en un 
experticio vale para toda la duración de éste y no tiene necesidad 
de ser reiterada para cada actuación.— Estas disposiciones sólo 
son aplicables cuando las operaciones del experticio se inician en 
la fecha indicada en el acta de juramentación y se continúan ininte- 
rrumpidamente hasta su terminación, o cuando los expertos, al 
terminar la primera sesión, han aplazado las otras a horas y días 
fijos. nero no cuando han aplazado o reenviado el inicio o la con- 
tinuación de su trabajo para una fecha indeterminada, caso en 
el cual las partes deberán ser advertidas, en una forma cualquiera, 
del día, en que realmente serán iniciadas las operaciones o en que 
estas serán continuadas; todo ésto es así porque de esa manera 
solamente se asegura el principio de la contradicción, que en ma- 
teria de exnerticio. es  la garantía del derecho de defensa.— Por 

Ofrotra parte. la  disposición del art. 320 del Código de Procedimiento 
Civil se refiere al caso en que el experto, una vez realizadas las 
r , peraciones en el término indicado, se niega depositar su informe 
o se demora en hacerlo y no al hecho de no iniciar aquél sus 
operaciones en la fecha señalada.— Además, la falta de cumpli- 
miento de las formalidades prescritas por los arts. 302 y siguientes 
141 Código (le Procedimiento Civil entrañan la nulidad del exper- 
ticio v. nor ende la de la sentencia que funda su decisión en él, 

r . , cuando las irregularidades cometidas han tenido por consecuencia 
atentar a la libre flefensa <Ir 1-, s n-trto -13.J. 570. 'pág. 39. 

EXPERTICIO.— Materia comercial.— El derecho común, pres- 
crito para los experticios ante los tribunales civiles es aplicable a 

, los experticios comerciales, salvo las reglas especiales contenidas 
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por leyes especiales, caso en el cual es necesario que astas 
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del inmueble. Pero el hecho de que el demandado niegue la exis-
tencia del contrato de arrendamiento no impide que los jueces 
de paz puedan-apreciar, en vista de los documentos.y circunstan-
cias de la causa, que dicha negativa no es seria, puesto que de lo 
contrario esa competencia excepcional atribuida a los juzgados 
de paz quedará frustrada, si el simple alegato del demandado 
en ese sentido obligara a los jueces a declararse incompetente.— 
B. J. 572, p. 480. 

CONCORDATO.— Matrimonio.— Las leyes dictadas para la 
ejecución del Concordato admiten la existencia de dos clases de 
matrimonio: el civil y el canónico.— Los oficiales del Estado Civil 
están siempre obligados a transcribir en los Registros del Estado 
Civil el acta de matrimonio canónico, aún en el caso de que los 
cónyuges hubiesen celebrado previamente el matrimonio civil, por 
tratarse de una forMalidad exigida por la ley, que no puede ser 
sustituida por ninguna otra equivalente.— B.J. 571, pág. 402. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Sentencia que se limita a ex-
presar que el trabajador contestó al patrono cuando éste le llamó 
la atención' con motivo de su trabajo, con "frases de indignación", 
sin precisar en qué consistieron esas frases. Es indispensable que 
se indique con rigurosa exactitud cuáles fueron esas frases. La 
sentencia fué casada.— B.J. 570, pág. 105. 

CONTRATO DE TRABAJO.— Desobediencia al patrono o sus 
representántes>— Art.; 72y inciso 14 del Código de Trabajo.— 
B.J. 571, pág. 212. • 

CONTRATO DE TRABAJO.— Presunción establecida por ei 
artáculo 16 del Código de Trabajo.— Carácter de la misma.— 
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DEFECTO.— Defecto por falta de concluir.— Regla "oposi-
olón sobne oposición no vale".— B.J. 572, pág. 503. 

DEPOSITO.— Depósito voluntario.— Prueba.— Arts. 1923 del 
Código Civil y 1347 del mismo Código.— B.J. 570, pág. 30. 

DERECHO DE DEFENSA.— El rechazamiento de una medida 
de instrucción no implica necesariamente la violación del derecho 
de defensa, si el tribunal apoderado, mediante la ponderación sobe-
rana de otros elementos de prueba aportados está en aptitud de  

car su convicción sobre el objeto del litigio.— B.J. 572, pág. 
534. 

DERECHO DE DEFENSA. V. IMPERTICIO. 

DESISTIMIENTO.— Parte civil.— Formalidades.— B.J. 570, 
pág. 179. 

EMBARGO CONSERVATORIO.— Art. 417 del Código de Pro-
cedimiento Civil.— Su propósito.— B.J. 570, pág. 159. 

EMBARGO CONSERVATORIO.— V. LETRA DE CAMBIO.— 

EMPLAZAMIENTO.— Persona sin domicilio conocido en la 
República.— Art. 69, inciso 79 del Código de Procedimiento Civil.— 

Para citar a una persona en la forma prescrita por dicho texto 
legal es necesario que el alguacil actuante coinpruebe y deje cons-
tancia en el acta de que el prevenido no tiene domicilio ni residen-
cia conocidos en la República.— B.J. 5'T1, pág. 305. 

EXPERTICIO.— Art. 315 del Código de Procedimiento Civil.— 

La indicación hecha por los peritos, del lugar, día y hora de su 
operación, contenida en el acta que certifique la prestación del 
juramento, si se hallaren presentes las partes o sus abogados val-

.: drá como citación y la notificación para hallarse presente en un 
experticio vale para toda la duración de éste y no tiene necesidad 
de ser reiterada para cada actuación.— Estas disposiciones sólo 
,:on aplicables cuando las operaciones del experticio se inician en 
la fecha indicada en el acta de juramentadón y se continúan ininte-
riimpidamente hasta su terminación, o cuando los experto*, al 

.orminar la primera sesión, han aplazado las otras a horas y días 
fijos. nero no cuando han aplazado o reenviado el inicio o la con-
tinuación de su trabajo para una fecha indeterminada, caso en 

cual las partes deberán ser advertidas, en una forma cualquiera, 
del dia, en que realmente serán iniciadas las operaciones o en que 
i;stas serán continuadas; todo ésto es así porque de esa manera 
olatnente se asegura el principio de la contradicción, que en ma-

teria de exnerticio, es la garantía del derecho de defensa.— Por 
- otra parte. la  disposición del art. 320 del Código de Procedimiento 
Civil se refiere al caso en que el experto, una vez realizadas las 
operaciones en el término indicado, se niega depositar su informe 

ge demora en hacerlo v no al hecho de no inidar aquél sus 
operaciones en la fecha señalada.— Además, la falta de cumpli-
miento de las formalidades prescritas por los arts. 302 y siguientes 

Código de Procedimiento Civil entrañan la nulidad del exper-
ticio v, por ende la de la sentencia que funda su decisión en él, 
cuando las irregularidades cometidas han tenido por consecuencia 
atentar a lo libre Ccfonsa: dr las nartes. —B.J. 570, <pág. 39. 

EXPERTICI0J— Materia comercial.— El derecho común, pres-
crito para los experticios ante los tribunales civiles es aplicable a 
los experticios comerciales, salvo las reglas especiales contenidas 



en los artículos 429 a 431 del Código de Procedimiento Civil y en 
los aálculos 106, 295 y 407 del Código de Comercio.— B.J. 570, 
pág. 39. 

EXPERTICIO. V. PERITAJE.— 

FILIACION.— Prueba.— Cuando la cuestión de filiación no 
constituye el objeto de un debate directo, la prueba del parentesco 
es libre y no está sujeta a ninguna restricció- --EJ. 572, pt7 cc2 • 

FIRMA.— V. PERITAJE. 

INQUILINATO.— V. COMPETENCIA.— 

LETRA DE CAMBIO.— Prot,esto por falta de pago. De la 
combinación de los arts. 172 del Código de Comercio y las dispo-
siciones generales de los arts. 417 y 557 del Código de Procedi-
miento Civil, resulta que, independientemente de las formalidades 
prescritas para el uso de la acción en garantía, el portador de una 
letra de cambio protestada por falta de pago puede, con permiso 
del juez. embargar conservatoriamente los bienes muebles del 
librador y de los aceptantes y endosantes.— B.J. 570, pág. 159. 

MATRIMONIOS.— V. CONCORDATO.— 

MOTIVOS.— V. SENTENCIAS.— 

NOTARIOS.— No hay incompatibilidad entre las funciones 
de Notario Público y la de Gobernador Civil Provincial.— B.J. 571, 

pág. 400. 
OPOSICION.— Plazo.— Art. 157 del Código de Proc,edimiento 

Civil.— El plazo de la oposición señalado en dicho artículo es fran-, 

co.—B.J. 572, pág. 568. 

OPOSICION SOBRE OPOSICION NO VALE.— V. DBFECTO. 

PERITAJE.— Verificación de la firma de un documento.— 
Incompetencia de los testigos.— B.J. 570, pág. 124. 

PERITAJE.— V. EXPERTICIO. 

PRUEBA.— V. EXPERTICIO.— V. FILIACION.— V. PERI-
TAJE. V. TKSTIMON10.— V. DEPOSITO VOLUNTARIO. 

RESPONSABILIDAD CIVIL. Art. 1384, 8ra. parte, del Có-
digo Civil.— El comitente es responsable del dan° causado por su 
empleado. aún cuando éste haya abusado de sus funciones, salvo 
si la víctima sabía o debla saber que el empleado actuaba por su 
propia cuenta.— En virtud de este temperamento, cuando la vícti-
ma de un accidente automovilístico se encontraba en el vehículo 
por beberla admitido el chófer habitual o el tercero a quien dicho 
chófer le había confiado la dirección del mismo, el comitente que-
da liberado de responsabilidad, si la víctima sabía que se asociaba 
a un abuso de funciones y que el "preposé" accidental. al  aceptarla 
en el vehículo lo hacía por su cuenta personal.— B.J. 571, pág. 381. 

IV 

,rj RESPONSABILIDAD CIVIL.— V. ACCIDENTE AUTOMOVI-
LISTIC0.— 

SENTENCIAS.— Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
y Párrafo II, art. 40 de la Ley de Organización Judicial N° 821, de 
1927.— Al tenor de lo dispuesto por esos textos legales, y de acuer-
do con la práctica constante de nuestros tribunales, los jueces es-
tán obligados a exponer sumariamente en sus sentencias los 
puntos de hecho y de derecho, esto es, a hacer una relación de los 
Lechos que constituyen la litis, su objeto y el procedimiento que 
ha sido seguido, y dar a conocer las cuestiones que han sido esta-
Wecidas ante el tribunal y que éste ha tenido que resolver, y no 
or esto tienen la obligación de mencionar todos los hechos y 
cimientos invocados por cada parte en apoyo de sus alegatos. 

or otraParte, una omisión o insuficiencia en los puntos de hecho 
de derecho puede ser reparada en los motivos de la sentencia.— 
J. 571, pág. 331. 

SENTENCIAS.— Motivos.— Una sentencia no es válida sólo 
-porque contenga motivos, sino que es necesario que éstos sean 
:serios, claros, precisos, especiales y pertinentes. Estas reglas refe-
lentes a la motivación de las sentencias, deben ser observadas 

ás estrictamente, cuando se trata de decidir sobre medidas cuyo 
.ordenamiento es facultativo para los jueces, para evitar que esa 
-facultad se ejerza canrichosamente.— B.J. 572, pág. 631. 

SENTENCIA EVTERLOCUTORIA.— No puede ser casada una 
sentencia interlocutoria por el solo hecho de que haya prejuzgado. 
—Este prejuicio puede no imponerse finalmente, porque el tribu-
nal que ha ordenado una medida de instrucción no está ligado a 
los resultados de la prueba y 'puede, aún cuando los hechos se 
hayan establecido, decidir en un sentido contrario a aquel que 
hacia prever la sentencia interlocutoria, apoyándose en otros ele-
mentos de convicción.— B.J. 572, pág. 58'7. 

TESTIMONIO.— Desacuerdo de los testigos.— Los jueces del 
rondo tienen un poder Soberano para apreciar el valor del testimo-
.0 en justicia, y pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los 
,,stigos, acoger las deposiciones que aprecien como sinceras, sin 
oresidad de motivar de una manera especial o expresa cada una 

las declaraciones que se hayan producido en sentido contrario. 
—B.J. 571, pág. 220 y B.J. 570, pág. 87. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Procedimiento in rem para la 
depuración y adjudicación de los derechos inmobiliarios suscepti-
bles de registro.— En virtud de este principio los jueces del sanea-
miento catastral tienen potestad para suplir de oficio el medio deri-
vado de la prescripción, y de darle a la adjudicación este funda-
mento, sin incurrir por ello en el vicio de ultra petlta, ni exceder 
los límites de su apoderamiento, siempre, desde luego, que no se 
haya violado el derecho de defensa.— B.J. 571, pág. 281. 

VEHICULOS DE MOTOR.—Ley N9 2022.--Dicha ley constituye 
una disposición especial y no simplemente una ley reforínatoria de 

1 
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en los artículos 429 a 431 del Código de Procedimiento Civil y en 

los artículos 106, 295 y 407 del Código de Comercio.— B.J. 570, 

pág. 39. 

EXPERTICIO. V. PERITAJE.— 

FILIACION.— Prueba.— Cuando la cuestión de filiación no ,  
constituye el objeto de un debate directo, la prueba del parentesco 
es libre y no está sujeta a ninguna restricci6 -  572, p;g. 642.. 

FIRMA.— V. PERITAJE. 

INQUILINATO.—  V. COMPETENCIA.— 

LETRA DE CAMBIO.— Protesto por falta de pago. De la 
combinación de los arts. 172 del Código de Comercio y las dispo-
siciones generales de los arts. 417 y 557 del Código de Procedi-
miento Civil, resulta que, independientemente de , las formalidades 
prescritas para el uso de la acción en garantía, el portador de una 
letra de cambio protestada por falta de pago puede, con permiso 
del juez, embargar conservatoriamente los bienes muebles del 
librador y de los aceptantes y endosantes.— B.J. 570, pág. 159. 

MATRIMONIOS.—  V. CONCORDATO.—

MOTIVOS.— V. SENTENCIAS.— 

NOTARIOS.— No hay incompatibilidad entre las funciones 
de Notario Público y la de Gobernador Civil Provincial.— B.J. 571, 
pág. 400. 

OPOSICION.—  Plazo.— Art. 157 del Código de Procedimiento 

Civil.— El plazo de la oposición señalado en dicho artículo es fran-

co.—B.J. 572, pág. 568. 

OPOSICION SOBRE OPOSICION NO VALE.— V. DEIFECTO• 

PERITAJE.— Verificación de la firma de un documento.—

Incompetencia de los testigos.— B.J. 570, pág. 124. 

PERITAJE.— V. EXPERTICIO. 

PRUEBA.— V. EXPERTICIO•—  V. FILIACION.— V. PERI-

TAJE. V. TF.STIMONIO.—  V. DEPOSITO VOLUNTARIO. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— Art. 1384, Sra. parte, del Có-
digo Civil.— El comitente es responsable del daño causado por su 
empleado. aún cuando éste haya abusado de sus funciones, salvo 
si la víctima sabía o debía saber que el empleado actuaba por su 
propia cuenta.— En virtud de este temperamento, cuando la vícti-
ma de un accidente automovilístico se encontraba en el vehículo 
por haberla admitido el chófer habitual o el tercero a quien dicho 
chófer le habla confiado la dirección del mismo, el comitente que-
da liberado de responsabilidad, si la víctima sabía que se asociaba 
a un abuso de funciones y que el "preposé" accidental, al aceptarla 
en el vehículo lo hacía por su cuenta personal.— B.J. 571, pág. 381. 

RESPONSABILIDAD CIVIL.— V. ACCIDENTE AUTOMOVI-
LISTICO.—  

SENTENCIAS.— Art. 141 del Código de Procedimiento Civil 
párrafo II, art. 40 de la Ley de Organización Judicial N° 821, de 

7,— Al tenor de lo dispuesto por esos textos legales, y de acuer-
o con la práctica constante de nuestros tribunales, los jueces es-
n obligados a exponer sumariamente en sus sentencias los 

untos de hecho y de derecho, esto es, a hacer una relación de los 
echos que constituyen la litis, su objeto y el procedimiento que 

sido seguido, y dar a conocer las cuestiones que han sido esta-
cidas ante el tribunal y que éste ha tenido que resolver, y no 

or esto tienen la obligación de mencionar todos los hechos y 
ocumentos invocados por cada parte en apoyo de sus alegatos. 

r otra, parte, una omisión o insuficiencia en los puntos de hecho 
de derecho puede ser reparada en los motivos de la sentencia.-
. 571, pág. 331. 

SENTENCIAS.— Motivos.— Una sentencia no es válida sólo 
porque contenga motivos, sino que es necesario que éstos sean 
serios, claros, precisos, especiales y pertinentes. Estas reglas refe-
rentes a la motivación de las sentencias, deben ser observadas 
más estrictamente, cuando se trata de decidir sobre medidas cuyo 
ordenamiento es facultativo para los jueces, para evitar que esa 
facultad se ejerza caprichosamente.— B.J. 572, pág. 631. 

SENTENCIA INTERLOCUTORIA.— No puede ser casada una 
sentencia interlocutoria por el solo hecho de que haya prejuzgado. 
—Este prejuicio puede no imponerse finalmente, porque el tribu-
nal que ha ordenado una medida de instrucción no está ligado a 
los resultados de la prueba y 'puede, aún cuando los hechos se 
hayan establecido, decidir en un sentido contrario a aquel que 
hacia prever la sentencia interlocutoria, apoyándose en otros ele-
mentos de convicción.— B.J. 572, pág. 587. 

TESTIMONIO.— Desacuerdo de los testigos.— Los jueces del 
fondo tienen un poder soberano para apreciar el valor del testimo-
nio en justicia, y pueden, por tanto, en caso de desacuerdo de los 
testigos, acoger las deposiciones que aprecien como sinceras, sin 
necesidad de motivar de una manera especial o expresa cada una 
de las declaraciones que se hayan producido en sentido contrario. 
—B.J. 571, pág. 220 y B.J. 570, pág. 87. 

TRIBUNAL DE TIERRAS.— Procedimiento in rem para la 
depuración y adjudicación de los derechos inmobiliarios suscepti-
bles de registro.— En virtud de este principio los jueces del sanea-
miento catastral tienen potestad para suplir de oficio el medio deri-
vado de la prescripción, y de darle a la adjudicación este funda-
mento, sin incurrir por ello en el vicio de ultra petita, ni exceder los limites de su apoderamiento, siempre, desde luego, que no se 
haya violado el derecho de defensa.— B.J. 571, pág. 281. 

VERICULOS DE MOTOR.—Ley N9  2022.--Dicha ley constituye 
una disposición especial y no simplemente una ley reforMatoria de 
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un texto del C¿digo Penal, que pueda considerarse como incluida 
en él, ponme dicha ley no se limita a imponer una pena Tné S grave 
a los delitos previstos y sancionados por los arts. 319 y 320 del 
Código Penal, en el caso particular en que estas infracciones son 
causadas con el manejo de un vehículo de motor, sino porque 
en ella se organiza un nuevo estatuto sobre licencias, prisión pre. 
ventiva y libertad provisional bajo fianza en conexión con dichas 
infracciones que no son materia, por su índole, para ser incorpora. 
das al Código Penal, creando además un delito nuevo, el delito de 
abandono de la víctima.— Por otra parte, para la existencia de los 
delitos previstos por la Ley N° 2022 no basta una falta cualquiera, 
slno que es necesario una de las faltas que están allí limitativa-
mente determinadas.— B.J. 570, pág. 50. 

VEHICULOS DE MOTOR.— Ley N° 2022, modificada, de 1941 
—Art. 3, párrafo IV de la citada ley.— Cancelación de, la Licencia_ 
Distinción entre lesiones permanerttes y lesiones temporales, en 
cuanto a la duración de la cancelación de la licencia.— B./ 571. 
pág. 314. 

VEHICULOS DE MOTOR.— V. ACCIDENTE ÁUTOMOVILLS-
TICO.--  

•••••• 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE mmizo. DE'.195.8 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instanclaodel Distrito 
Judicial de Trujillo, de fecha 17 de mayo de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis María Bonnet Báez. 
Abogado: Dr. Tulio Pérez Martínez. 

Recurrido: Francisco Javier Nina. 
Abogado: Dr. Ramón O. Rivera Alvarez. 

Dios, Patria y Liberta& 
República Dominicana.. 	'1 '-ár" 

• 	• 	1 
En Nombre de la República, la Súprétrai, Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Juecel licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista. C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituta 
de Presidente; Damián l3áez B., Luis Logroño Cohén, Dr.. 
Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licenciados Fernasá) 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y C'lodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General,. en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distriln 
Nacional, hoy día cuatro del mes de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independencia, 95' 'de 
la Restauración y 28' de la Era de 'Trujillo, dicta.en audien-
cia pública, como corte de casación, la ~lente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto pór Luis María 
Bonnet Báez, dominicano, mayor de edad, casilde,.Ingeniero 
Constructor, cédula 32296, serie 1., sello 8'2, con oficinas 
principales instaladas en la prolongación de la Avenida Jasa. 
Trujillo Valciez, de Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, con-
tra sentencia pronunciada por el Juzgado de_Printera Ins—
tancia del Distrito Judicial de Trujillo, etniA0 Tribunal de. 

VI 
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un texto del adigo Penal, Que pueda considerarse como incluida 
en él, porane dicha ley no se limita a imponer una pena más grave 
a los delitos previstos y sancionados por los arts. 319 y 320 dei 
Código Penal, en el caso particular en que estas infracciones son 
causadas con el manejo de un vehículo de motor, sino porque 
en ella se organiza un nuevo estatuto sobre licencias, prisión pre-
ventiva y libertad provisional bajo fianza en conexión con dichas 
infracciones que no son materia. nor su índole, para ser incorpora. 
das al Código Penal, creando además un delito nuevo, el delito de 
abandono de la víctima.— Por otra parte, para la existencia de los 
delitos previstos por la Ley N° 2022 no basta una falta cualquiera, 
sino que es necesario una de las faltas que están allí limitativa. 
mente determinadas.— B.J. 570, pág. 50. 

VEHICULOS DE MOTOR.— Ley N° 2022, modificada, de 1949. 
—Art. 3, párrafo IV de la citada ley.— Cancelación de la Licencia.—
Distinción entre lesiones permanentes y lesiones temporales, en 
cuanto a la duración de la cancelación de la licencia.— B.J. 571, 
pág. 314. 

VEHICULOS De MOTOR.— V. ACCIDENTE ÁUTOMOVILIS• 
TICO.— 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO,Wil951 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia.del Distrito 
Judicial de Trujillo, de fecha 17 de mayo che 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Luis María Bonnet Báez. 
abogado: Dr. Tulio Pérez Martínez. 

Recurrido: Francisco Javier Nina. 
Abogado: Dr. Ramón O. Rivera Alvarez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Domi nicana..  

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr_ 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernan dto 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confin Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General,.en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, .Distrito 
Nacional, hoy día cuatro del mes de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 'de 
la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto pdr Luis Maria"- 
Bonnet Báez, dominicano, mayor de edad, casado, Ingeniero 
Constructor, cédula 32296, serie P, sello 82, con oficinas 
principales instaladas en la prolongación de la Avenida Jasa,  
Trujillo Valdez, de Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, con-
tra sentencia pronunciada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia de: Distrito Judicial de Trujillo, como Tribunal de, 

VI 
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Trabajo de segundo grado, en fecha diez y siete de mayo de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón O. Rivera Alvarez, cédula 10655, se-

rie 2, sello 31805, abogado del recurrido Francisco Javier 
Nina, dominicano, mayor de edad, casado, empleado priva-
do, provisto de la cédula 15942, serie 2, sello 83338, domi-
ciliado y residente en la casa N^ 20 de la calle Padre Ayala, 
de la Ciudad Benemérita de San Cristóbal, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
veintiuno de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, 
suscrito por el. Dr. Tulio Pérez Martinez, cédula 2947, serie 
2, sello 3210, abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Ramón 
O. Rivera Alvarez, abogado del recurrido. notificado al abo-
gado del recurrente, en fecha primero de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81, 82 y 691 del Código de 
Trabajo; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 
€5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la demiüiiia intentada por Luis Javier Nina contra Luis M. 
Bonnet Báez, después de agotado el preliminar de la con-
ciliación, en pago de las prestaciones que el Código de Tra-
bajo acuerda a los trabajadores despedidos sin causa jus-
tificada, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, 
después de ordenar una información testimonial, la cual se 
realizó oportunamente, dictó una sentencia con el siguiente 
.dispositivo: "Falla: Primero: que debe rechazar y rechaza 
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por  improcedente y mal fundada la presente demanda; Se-
gundo: Que debe condenar y condena a la parte que sucum-
be al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Francisco Javier Nina, el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: admite el recurso de ape-
lación interpuesto por Francisco Javier Nina, contra sen-
tencia dictada en materia laboral, por el Juzgado de Paz 
de este Municipio de San Cristóbal en fecha 21 de noviem-
bre de 1956, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer 
grado y cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
que debe rechazar y rechaza por improcedente y mal fun-
dada la presente demanda; Segundo: que debe condenar y 
condena a la parte que sucumbe al pago de las costas';—
Segundo: revoca la referida sentencia y declara resuelto el 
contrato de trabajo intervenido entre los señores Francisco 
Javier Nina e Ingeniero Luis M. Bonnet Báez;— Tercero: 
Declara injustificado el despido del trabajador Francisco 
Javier Nina por culpa del patrono Ingeniero Luis M. Bon-
net, y condena al mencionado patrono a pagar al trabajador 
referido, el importe de 24 días de salarios por concepto de 
desahucio, el importe de treinta días de salarios por concep-
to de preaviso y auxilio de cesantía y el importe de los sala-
rios correspondientes a tres meses por concepto de salarios 
que habría recibido el trabajador desde el día de su deman-
da hasta la fecha de la sentencia definitiva dictada en últi-
ma instancia, tomando como base para determinar las pres-
taciones especificadas precedentemente, al salario prome-
dio semanal de treinta pesos oro con noventa y seis centa-
vos (RDS30.96);— Cuarto: Condena a la parte demandada 
al pago de las costas'; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
L .  medios: "a) Violación de los artículos 55 de la Ley N' 637, 

de 1944, sobre Contratos de Trabajo, y 5 del Código de Pro- 
cedimiento Civil"; "b) Violación de los Artículos 81 y 82 
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Trabajo de segundo grado, en fecha diez y siete de mayo de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón O. Rivera Alvarez, cédula 10655, se-

rie 2, sello 31805, abogado del recurrido Francisco Javier 
Mula, dominicano, mayor de edad, casado, empleado priva-
do, provisto de la cédula 15942, serie 2, sello 83338, domi-
ciliado y residente en la casa NQ 20 de la calle Padre Ayala, 
de la Ciudad Benemérita de San Cristóbal, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República: 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 
veintiuno de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, 
susOrito por el. Dr. Tulio Pérez Martinez, cédula 2947, serie 
2, sello 3210, abogado del recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Dr. Ramón 
O. Rivera Alvarez, abogado del recurrido, notificado al abo-
gado del recurrente, en fecha primero de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 81, 82 y 691 del Código de 
Trabajo; 133 del Código de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 
*15 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta que con motivo de 
la derrilála intentada por Luis Javier Nina contra Luis M. 
Bonnet Báez, .después de agotado el preliminar de la con-
InTrarión, en pago de las prestaciones que el Código de Tra-
bajo acuerda a los trabajadores despedidos sin causa jus-
tificada, el Juzgado de Paz del Municipio de San Cristóbal, 
después de ordenar una información testimonial, la cual se 
realizó oportunamente, dictó una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "Falla: Primero: que debe rechazar y rechaza 
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por improcedente y mal fundada la presente demanda; Se-
gundo: Que debe condenar y condena a la parte que sucum-
be al pago de las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Francisco Javier Nina, el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "Falla: Primero: admite el recurso de ape-
lación interpuesto por Francisco Javier Nina, contra sen-
tencia dictada en materia laboral, por el Juzgado de Paz 
de este Municipio de San Cristóbal en fecha 21 de noviem-
bre de 1956, en funciones de Tribunal de Trabajo de primer 
grado y cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: 
que debe rechazar y rechaza por improcedente y mal fun-
dada la presente demanda; Segundo: que debe condenar y 
condena a la parte que sucumbe al pago de las costas';—
Segundo: revoca la referida sentencia y declara resuelto el 
contrato de trabajo intervenido entre los señores Francisco 
Javier Nina e Ingeniero Luis M. Bonnet Báez:— Tercero: 
Declara injustificado el despido del trabajador Francisco 
Javier Nina por culpa del patrono Ingeniero Luis M. Bon-
net, y condena al mencionado patrono a pagar al trabajador 
referido, el importe de 24 días de salarios por concepto de 
desahucio, el importe de treinta días de salarios por concep-
to de preaviso y auxilio de cesantía y el importe de los sala-
rios correspondientes a tres meses por concepto de salarios 
que habria recibido el trabajador desde el día de su deman-
da hasta la fecha de la sentencia definitiva dictada en últi-
ma instancia, tomando como base para determinar las pres-
taciones especificadas precedentemente, al salario prome-
dio semanal de treinta pesos oro con noventa y seis centa-
vos (RD$30.96) ;— Cuarto: Condena a la parte demandada 
al pago de las costas'; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "a) Violación de los artículos 55 de la Ley N9  637, 
de 1944, sobre Contratos de Trabajo, y 5 del Código de Pro-
cedimiento Civil"; "b) Violación de los Artículos 81 y 82 



BOLETÍN JUDICIAL 

del Código de Trabajo"; y "e) Violación de los Artículos 
47, inciso 7, 49 y 78 inciso 11 del Código de Trabajo"; 

Considerando que el recurrido sostiene en su memorial 
de defensa que "todo cuanto invoca el recurrente en su 
memorial de casación es de orden privado y no fué pro.. 
puesto en ninguna de sus partes anteriormente, ya que di._ 
cho intimante no fué parte activa en la una ni en la otra 
jurisdicción apoderadas", y que, por tanto, los medios del 
recurso son nuevos y como tales inadmisibles en casación; 
pero, 

Considerando que el recurrente no hubiera podido en 
ninguna circunstancia invocar ante el Tribunal a quo los 
agravios contenidos en el segundo medio, en el cual se de-
nuncia la violación de los artículos 81 y 82 del Código de 
Trabajo, ya que el recurrido no alegó en aquella jurisdic-
ción que el despido debía considerarse injustificado por no 
haber sido comunicado a la autoridad de trabajo corres-
pondiente dentro del plazo legal, lo cual fué suplido de 
oficio en la sentencia impugnada; que, además, el medio de 
que se trata, el cual será examinado en primer término 
dado su carácter perentorio, es un medio de puro derecho 
que puede ser propuesto por primera vez en casación; que, 
en consecuencia, procede el examen de dicho medio; 

Considerando que en apoyo del mismo el recurrente 
sostiene que "el juez de segundo grado para aceptar como 
injustificado el despido del trabajador Francisco Javier 
Nina y como consecuencia de ello condenar al Ingeniero 
Luis M. Bonnet B. a las prestaciones indicadas en el Código 
de Trabajo, da como fundamento el que dicho despido no 
fué comunicado a la autoridad de trabajo correspondiente en 
el término que indica la ley sobre la materia", contraria-
mente a la realidad de los hechos, ya que —continúa expre-
sando el recurrente— "esa formalidad de la ley fué correc-
tamente cumplida. .., según se comprueba por la copia de 
la carta que en fecha 10 de octubre de 1956, fecha del des-
pido, fuera dirigida al Inspector Encargado del Distrito de 
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Trabajo de San Cristóbal, y que éste diera por recibida en 
fecha 11 del mismo mes, firmándola y sellándola . .."; 

Considerando que, ciertamente, el Tribunal a quo de-
claró injustificado el despido del trabajador Francisco Ja-
vier Nina, sobre el único fundamento de que el actual recu-
rrente no lo comunicó a la autoridad de trabajo, al tenor 
del articulo 81 del Código de Trabajo; 

Considerando que en el presente caso ha quedado esta-
blecido de conformidad con los documentos depositados por 
el recurrente en apoyo de su recurso, los cuales no han sido 
impugnados, que el trabajador Francisco Javier Nina fué 
despedido el diez de octubre de mil novecientos cincuenta y 
seis, y que ese mismo día el recurrente lo comunicó por 
escrito al Inspector Encargado del Distrito de Trabajo de 
San Cristóbal, quien recibió dicha participación en fecha 
once del mismo mes y año, dándole la debida constancia en 
la copia de la carta que con tal motivo le enviara; que, por 
consiguiente, en la sentencia impugnada se han cometido las 
violaciones de la ley denunciadas por el recurrente en el 
medio que se examina, lo cual justifica la anulación del 
fallo impugnado, sin que sea necesario examinar los demás 
medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo 
•grado, en fecha diez y siete de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez; y 
Segundo: Condena al recurrido al pago de las costas, cuya 
distracción se ordena en provecho del Dr. Tulio Pérez Mar-
tínez, abogado del recurrente, quien afirma haberlas avan-
zado. 

(Firmados) H. Herrera 	Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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del Código de Trabajo"; y "c) Violación de los Artículos 
47, inciso 7, 49 y 78 inciso 11 del Código de Trabajo"; 

Considerando que el recurrido sostiene en su memorial 
de defensa que "todo cuanto invoca el recurrente en su 
memorial de casación es de orden privado y no fué pro-
puesto en ninguna de sus partes anteriormente, ya que di-
cho intimante no fué parte activa en la una ni en la otra 
jurisdicción apoderadas", y que, por tanto, los medios del 
recurso son nuevos y como tales inadmisibles en casación; 
pero, 
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agravios contenidos en el segundo medio, en el cual se de-
nuncia la violación de los artículos 81 y 82 del Código de 
Trabajo, ya que el recurrido no alegó en aquella jurisdic-
ción que el despido debía considerarse injustificado por no 
haber sido comunicado a la autoridad de trabajo corres-
pondiente dentro del plazo legal, lo cual fué suplido de 
Oficio en la sentencia impugnada; que, además, el medio de 
que se trata, el cual será examinado en primer término 
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que puede ser propuesto por primera vez en casación; que, 
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mente a la realidad de los hechos, ya que —continúa expre-
sando el recurrente— "esa formalidad de la ley fué correc-
tamente cumplida ..., según se comprueba por la copia de 
la carta que en fecha 10 de octubre de 1956, fecha del des-
pido, fuera dirigida al Inspector Encargado del Distrito de 

Trabajo de San Cristóbal, y que éste diera por recibida en 
fecha 11 del mismo mes, firmándola y sellándola . .."; 

Considerando que, ciertamente, el Tribunal a quo de-
claró injustificado el despido del trabajador Francisco Ja-
vier Nina, sobre el único fundamento de que el actual recu-
rrente no lo comunicó a la autoridad de trabajo, al tenor 
del articulo 81 del Código de Trabajo; 

Considerando que en el presente caso ha quedado esta-
blecido de conformidad con los documentos depositados por 
el recurrente en apoyo de su recurso, los cuales no han sido 
impugnados, que el trabajador Francisco Javier Nina fué 
despedido el diez de octubre de mil novecientos cincuenta y 
seis, y que ese mismo día el recurrente lo comunicó por 
escrito al Inspector Encargado del Distrito de Trabajo de 
San Cristóbal, quien recibió dicha participación en fecha 
once del mismo mes y año, dándole le debida constancia en 
la copia de la carta que con tal motivo le enviara; que, por 
consiguiente, en la sentencia impugnada se han cometido las 
violaciones de la ley denunciadas por el recurrente en el 
medio que se examina, lo cual justifica la anulación del 
fallo impugnado, sin que sea necesario examinar los demás 
medios del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Trujillo, como Tribunal de Trabajo de segundo 
grado, en fecha diez y siete de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez; y 
Segundo: Condena al recurrido al pago de las costas, cuya 
distracción se ordena en provecho del Dr. Tulio Pérez Mar-
tínez, abogado del recurrente, quien afirma haberlas avan-
zado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nésto r 

 Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezameinto, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu e 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 4 DE MARZO DE 1958 

Moteada impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 25 
de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Walter Blum o Balta B. 
Abogado: Dr. Victor E. Almonte Jiménez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituta 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Feinández, asistidos del Secretario General, en la Sa- 

■ - la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to Nacional, hoy día cuatro del mes de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo. dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Walter 
Blum o Balta B., dominicano, mayor de edad, soltero, colono, 
domiciliado y residente en Sosúa, jurisdicción de Puerto 
Plata, cédula 15873, serie 37, sello 1700, contra sentencie 
de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinticint.a 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cnctacv,  
en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copla < 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95 
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Walter 
. Blum o Balta B., dominicano, mayor de edad, soltero, colono, 

domiciliado y residente en Sosúa, jurisdicción de Puerto 
Plata, cédula 15873, serie 37, sello 1700, contra sentencie 

S de la Corte de Apelación de Santiago, de fecha veinticin...a 
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en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copla < 
otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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'Oído á .doCtor Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, 
mello 49471, en representación del Dr. Víctor E. Almonte 
JIménéz, cédula 39782, serie 1*, sello 22675, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a quo., en fecha catorce de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
doctor Miguel Angel Luna Morales, cédula 39879, serie 31, 
.sello 25895, a nombre y en representación del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción y se expresa, que no está conforme, y que "está al día 
en el pago de la pensión"; 

Viste:el Memorial de Casación depositado en fecha diez 
de febrero de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el doctor Víctor E. Almonte Jiménez, abogado del recu-
rrente, en nombre y en representación de éste, en el cual se 
invocan los medios de casación que más adelante se ex-
pondrán 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 155 del Código de Procedi- 
miento Criminal, 1, 2, 4 párrafo IV de la Ley N° 2402, 
de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
;documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta 
y seis, compareció por ante el Oficial del Día, del Cuartel 
General de la Policía Nacional, (12 Compañía) en la ciudad 
de Puerté Plata, la señora Josefa Ureña, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de los quehaceres domésticos, domiciliada 
y residente en la Colonia Agrícola de la Sección de Saba- 
neta de Yásica, cédula 13190, serie 37, (sin indicación del 
número Jet sello), y presentó una querella contra Walter 
Blum &Balla B., por no querer éste atender a sus obliga- 
ciones de padre con respecto al menor de nombre José Ure- 
Km, de cuatro años de edad al momento de la querella, y 
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qtke la exponente dijo haber procreado con él, solicitando 
que se le asignara una pensión de RD$20.00 oro mensuales, 
para las atenciones del referido menor; b) que en la misma 
fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta y seis, 
dicho Oficial de la Policía Nacional le hizo un requerimiento 
a l presunto padre para que compareciera en fecha siete de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis ante el Juzgado 
de Paz del Municipio de Puerto Plata a fin de que allí se 

fiera a cumplir con las indicadas obligaciones, con la ad- 
encia de que, en el caso contrario, la parte interesada 
a continuar el procedimiento establecido por la Ley; 

que el día y hora indicados en la citación las partes com- 
cieron al mencionado Juzgado de Paz en donde la ma- 
querellante ratificó los términos de su querella y a su 

, Walter Blum o Balta B., no ofreció nada, sino que negó 
paternidad del menor; d) que a solicitud de la interesada. 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Puerto Plata 

en inovimiento la acción pública; e) que apoderado 
del conocimiento de la causa el Juzgado de Primera Ins- 
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, se ordenó un 
análisis de las sangres del prevenido, de la madre quere- 
llante y dei menor, acerca de cuyo resultado rindió un infor- 
me el Dr. Jc.Isé de Jesús Alvarez, establecido er la ciudad dr 
Santiago de los Caballeros, en fecha seis de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y seis, que así concluye: "El exa- 
men de las sangres de las personas envueltas en el imesente 
cdso no manifiesta ninguna incompatibilidad biológica entre 
el acusad') Walter Blum y el niño José Ureña que per- 
mita excluir a dicho señor como posible padre de este niño"; 
f) que fijado el conocimiento de la causa para el día veinte 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, el men- 
cionado Juzgado de Primera Instancia después de conocerla 
en audier cia pública aplazó el fallo para el día veintisiete 
del mismo mes y año, dictando ese día una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla- 
rar y  declara, que el nombrado Walter Blum o Balta B., de 
generales anotadas, es culpable del delito de violación a la 
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viniera a cumplir con las indicadas obligaciones, con la ad-
rtencia de que, en el caso contrario, la parte interesada 

ría continuar el procedimiento establecido por la Ley: 
que el día y hora indicados en la citación las partes com-
recieron al mencionado Juzgado de Paz en donde la ma-

re querellante ratificó los términos de su querella y a su 
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me el Dr. Jcsé de Jesús Alvarez, establecido er la ciudad de 
Santiago de los Caballeros, en fecha seis de noviembre de 
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de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, el men-
cionado Juzgado de Primera Instancia después de conocerla 
en audier cia pública aplazó el fallo para el día veintisiete 
del mismo mes y año, dictando ese día una sentencia cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar y declara, que el nombrado Walter Blum o Balta B., de 
generales anotadas, es culpable del delito de violación a la 

(Oido él dottor Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, 
sello 49471, en representación del Dr. Víctor E. Almonte 
Jiménez, cédula 39782, serie 1., sello 22675, abogado del 
recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha catorce de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
doctor Miguel Angel Luna Morales, cédula 39879, serie 31, 
sello 25895, a nombre y en representación del recurrente, 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de casa-
ción y se expresa, que no está conforme, y que "está al día 
en el pago de la pensión"; 

Vist9:el Memorial de Casación depositado en fecha diez-
die febrero, de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el doctor Víctor E. Almonte Jiménez, abogado del recu-
rrente, en nombre y en representación de éste, en el cual se 
Invocan los medios de casación que más adelante se ex-
pondrán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 155 del Código de Procedí-
.miento Criminal, 1, 2, 4 párrafo IV de la Ley N° 2402, 
de 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de enero de mil novecientos cincuenta 
y seis, compareció por ante el Oficial del Día, del Cuartel 
General de la Policía Nacional, (12 Compañía) en la ciudad 
de Puerto Plata, la señora Josefa Ureña, dominicana, mayor 
de edad, soltera, de los quehaceres domésticos, domiciliada 
y residente en la Colonia Agrícola de la Sección de Saba-
neta de Yásica, cédula 13190, serie 37, (sin indicación del "" 
número ciel sello), y presentó una querella contra Walter 

o*Balta B., por no querer éste atender a sus obliga-
ciones de padre con respecto al menor de nombre José Ure-
lb, de cuatro años de edad al momento de la querella, y 
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Ley N9 2402 (de 1950), que impone a los padres la obliga, 
eión de atender a los hijos menores de 18 años de edad; y 
en consecuencia, declara que el nombrado Walter Bluin 
Balta B., es el padre del menor José Ureña, de cinco añ os 

 de edad, que tiene procreado con la madre querellante se. 
ñora Josefa Ureña; SEGUNDO: Que, en consecuencia, al 
haberse establecido que está en falta, lo condena a sufrirla 
pena de dos años de prisión correccional; y fija una pensión 
de doce pesos (RD$12.00) oro mensuales, a partir de la 
fecha de la querella, que deberá pasarle a la madre que. 
rellante, para atender a las necesidades del referido menor; 
disponiéndose que la prisión sea suspensiva mientras cum-
pla con su obligación de padre del repetido menor; TERCE-
RO: Que debe ordenar y ordena, que la presente sentencia 
sea ejecutarla provisionalmente, no obstante cualquier re-
curso; que, finalmente, debe condenarlo y lo condena, al 
pago de las costas"; g) que de esta sentencia apeló el pre-
venido en fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cunta y seis; h) que en el conocimiento de dicho recurso, la 
Corte de Apelación de Santiago dictó varias sentencias de 
reenvío para fines de una mejor sustanciación de la causa: 
el ventisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y siete 
a fin de que se citara nuevamente a la madre querellante 
y de que compareciera con el menor de que se trata; el 
veinticinco de abril de mil novecientos cincuenta y siete, 
a fin "de conducir a la audiencia a la querellante, en com-
pañía de: menor, y de que se citara al testigo Arturo Kir-
cheiner, residente en Sosúa"; y luego, de darse constancia 
de que dicha madre estaba en cama, por haber estado de 
parto, la causa se conoció nuevamente en fecha veintidós 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, dictándose 
nueva sentencia de reenvío a fin de citar a los testigos Pa-
blo Ureña, residente en Sabaneta de Yásica y a Rafael Rey-
noso, residente en Puerto Plata y de que se obtuviera el 
acta de nacimiento del menor cuya paternidad se investiga-
ba; i) que ante dicha Corte la causa se prosiguió en fecha 
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xejntiisé3 de agosto, veinte y veinticinco de septiembre, elle- 
tándose en está última fecha la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada es el siguiente: "FALLA. PRIMERO: Admite 
en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha 27 del mes de noviembre del año 1956, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, mediante la cual condenó al nombrado Walter Blum 
o Balta. B., a la pena de dos años de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de violación a la Ley Nq 
2402, de 1950, en perjuicio del menor José Ureña, 'de cinco 
años de edad, procreado con la señora Josefa Ureña; fijó , 

 en la cantidad de doce pesos oro mensuales, la pensión que 
debía pasar a la madre querellante, a partir de la fecha de 
]a querella, para atender a las necesiddes del referido menor 
y ordenó la ejecución provisional de la sentencia, no obs-
tante cualquier recurso, en el sentido de rebajar la pensión 
a la cantidad de ocho pesos (RD$8.00) oro mensuales, con-
firmando la expresada sentencia en sus demás aspectos; y 
TERCERO: Condena al procesado al pago d" las costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Violación del artícolo 
155, del Código de Procedimiento Criminal, falta de motivos, 
contradicción de los mismos, desnaturalización de los he-
chos de la causa, y falta de base legal"; 

Considerando que por dichos medios de casación, lo que 
aduce el recurrente, es: Primero: Que para admitir en el 
fallo impugnado que hace alrededor de seis años y medio 
"que la querellante trabajó en la casa de Arturo Kirscheiner 
en Sosúa, en la que tenía por habitación un cuarto separado 
de dicha casa" y que allí recibió en varias ocasiones al pre-
venido, yendo ella en otras, a la casa de él, en la cual vivía 
sola, muy cerca de la habitación que ella ocupaba, la Corte 
a qua no tomó en consideración la afirmación del testigo 
Kirscheiner corroborada por el testimonio de Daniel Rosa-
rio, en el sentido de que dicha querellante "jamás trabajó en 
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Ley N9 2402 (de 1950), que impone a los padres la obliga. 
ción de atender a los hijos menores de 18 años de edad; y 
en consecuencia, declara que el nombrado Walter Blurn 
Balta B., es el padre del menor José Ureña, de cinco años  
de edad, que tiene procreado con la madre querellante se. 
ñora Josefa Ureña; SEGUNDO: Que, en consecuencia, al 
haberse establecido que está en falta, lo condena a sufrir la 
pena de dos años de prisión correccional; y fija una pensión 
de doce pesos (RD$12.00) oro mensuales, a partir de la 
fecha de la querella, que deberá pasarle a la madre que. 
rellante, para atender a las necesidades del referido menor; 
disponiéndose que la prisión sea suspensiva mientras cum-
pla con su obligación de padre del repetido menor; TERCE-
RO: Que debe ordenar y ordena, que la presente sentencia 
sea ejecut aria provisionalmente, no obstante cualquier re-
curso; que, finalmente, debe condenarlo y lo condena, al 
pago de las costas"; g) que de esta sentencia apeló el pre-
venido en fecha cinco de diciembre de mil novecientos cin-
cunta y seis; h) que en el conocimiento de dicho recurso, la 
Corte de Apelación de Santiago dictó varias sentencias de 
reenvío para fines de una mejor sustanciación de la causa: 
el ventisiete de marzo de mil novecientos cincuenta y siete 
a fin de que se citara nuevamente a la madre querellante 
y de que compareciera con el menor de que se trata; el 
veinticinw de abril de mil novecientos cincuenta y siete, 
a fin "de conducir a la audiencia a la querellante, en com-
pañía de: menor, y de que se citara al testigo Arturo Kir-
cheiner, residente en Sosúa"; y luego, de darse constancia 
de que dicha madre estaba en cama, por haber estado de 
parto, la causa se conoció nuevamente en fecha veintidós 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, dictándose 
nueva sentencia de reenvío a fin de citar a los testigos Pa-
blo Ureña, residente en Sabaneta de Yásica y a Rafael Rey-
noso, residente en Puerto Plata y de que se obtuviera el 
acta de nacimiento del menor cuya paternidad se investiga-
ba; i) que ante dicha Corte la causa se prosiguió en fecha 

xeintiisé3 de agosto, veinte y veinticinco de septiembre, die- 
tándose en está última fecha la sentencia ahora impugnada; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
iinpugiada es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha 27 del mes de noviembre del año 1956, por el Juz-
gado de Primera Instancia 'del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, mediante la cual condenó al nombrado Walter Blum 
o Balta. B.. a la pena de dos años de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de violación a la Ley N° 
2402, de 1950, en perjuicio del menor José Ureña, de cinco 
años de edad, procreado con la señora Josefa Ureña; fijó 
en la cantidad de doce pesos oro mensuales, la pensión que 
debía pasar a la madre querellante, a partir de la fecha de 
la querella, para atender a las necesiddes del referido menor 
y ordenó la ejecución provisional de la sentencia, no obs-
tante cualquier recurso, en el sentido de rebajar la pensión 
a la cantidad de ocho pesos (RD$8.00) oro mensuales, con-
firmando la expresada sentencia en sus demás aspectos; y 
TERCERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que por su memorial el recurrente invoca 
los siguientes medios de casación: "Violación del artículo 
155, del Código de Procedimiento Criminal, falta de motivos, 
contradicción de los mismos, desnaturalización de los he-
chos de la causa, y falta de base legal"; 

Considerando que por dichos medios de casación, lo que 
aduce el recurrente, es: Primero: Que para admitir en el 
fallo impugnado que hace alrededor de seis años y medio 
"que la qi erellante trabajó en la casa de Arturo Kirscheiner 
en Sosúa, en la que tenía por habitación un cuarto separado 
de dicha casa" y que allí recibió en varias ocasiones al pre-
venido, yendo ella en otras, a la casa de él, en la cual vivía 
sola, muy cerca de la habitación que ella ocupaba, la 'Corte 
a qua no tomó en consideración la afirmación del testigo 
Kirscheincr corroborada por el testimonio de Daniel Rosa-
rio, en el sentido de que dicha querellante "jamás trabajó en 
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su casa del poblado de Sosúa" sino "por sólo ocho días en 
el campo", quedando así, según sostiene el recurrente, como 
única justificación de la prueba oral, "las declaraciones de 
la propia querellante y la de su hermano Pablo o Laureano 
Ureña, qu'en no es un testigo, en el sentido técnico de la 
palabra"; que, además, los motivos del fallo impugnado 
tampoco se justifican en cuanto se admite como cierta la 
descripción de los muebles de la casa del prevenido, hecha 
por la querellante, sin otra comprobación, "ya que no hubo 
una visita a los lugares, ni testimonio al respecto", con lo 
‹cual afirma el recurrente, se violó el artículo 155 del Código 
de Proceuimiento Criminal; y Segundo: Que ro existe en,  el 
expediente una sentencia que ordenara el examen de las 
sangres, y designara al experto, ni constancia de que ésta 
prestara juramento; que en este aspecto además de violarse 
los preceptos que rigen la materia y muy especialmente el 
artículo 155 del Código de Procedimiento Criminal, la sen-
tencia recurrida "se 'basa sobre motivos que carecen de 
base legar': pero 

Considerando en cuanto a lo primero, que los jueces del 
fondo tienen un poder soberano para apreciar el valor del 
testimonio en justicia; que los jueces no están obligados a 
exponer los motivos que han tenido para admitir la sinceri-
dad de las declaraciones de unos testigos y para desestimar 
las declaraciones de otros; que, además, en cuanto concierne 
al testimonio de Pablo o Laureano Ureña, su condición de 
hermano de la madre querellante alegada por el recurrente, 
no constituye para dicho testigo una incapacidad de testi-
moniar en la causa seguida al prevenido, ya que el artículo 
254 del Codigo de Procedimiento Criminal sólo incapacita 
a los parientes y afines más próximos del prevenido; que, 
por otra parte, las razones dadas por la Corte a qua, al ad-
mitir como cierta la descripción sobre la disposición interior 
y mobiliario de la casa del prevenido, se justifican plena-
mente, en cuanto dicha Corte para admitirla, no solamente 
tuvo en cuenta la declaración de la querellante sino además, 
,otros elementos de la causa, inclusive las declaraciones del 411. 

prevenido, parte de las cuales se reproducen en la sentencia 
impugnada en relación con este punto; 

Considerando en cuanto a lo segundo, que si ciertamene 
te, como lo aduce el recurrente, en el fallo impugnado no 
hay constancia de que la medida de instrucción consisten-
te en el examen de las sangres se ordenara por sentencia; 
n i de que se hiciera la designación del experto; ni de que,. 
en fin, a éste se le tomara juramento; no es menos cierto 
que el resultado del referido examen de sangre no constitu-
ye el único fundamento de la sentencia impugnada, sino 
solamentf: uno más entre los otros elementos de apreciación 
ya existentes en el proceso, los cuales son suficientes por sí 
mismos, para justificar el fallo impugnado; eme, en efecto, 
la Corte a qua dió por establecido en dicho fallo, además 
de otros hechos y circunstancias ya expresados . , lo siguiente: 
a) la posibilidad que admitió el prevenido Blum en sus 
declaraciones ante el Juzgado a quo de que tuviera contacto 
carnal con la querellante en su casa. "en la cual recibía 
mujeres de todas clases sin tener en cuenta raza o color"; 
b) la coincidencia del período de gestación con la época en 
que el testigo Arturo KirSheiner admite que trabajó la 
querellante en su casa, época que coincide con lo afirmado 
por la querellante; y e) el "extraordinario parecido físico 
del menos• José Ureña con el prevenido Walter Blum"; 

Considerando que, por otra parte, en la sentencia im-
puenada no se han desnaturalizado los hechos de la causa; 
que, por el contrario, las comprobaciones realizadas por los 
jueces del fondo, fueron el resultado de la ponderación de 
las pruebas sometidas a la discusión de las partes en los 
debates y al examen del juez en la decisión; que, además, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como una exposi-
ción completa de los hechos y una descripción de las cir-
zen3i.ancias de la causa, que han permitido verificar que di-
cho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la Ley 
a los hechos que fueron soberanamente comprobados por 
los Jueces del fondo; 
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su casa del poblado de Sosúa" sino "por sólo ocho días en 
 el campo", quedando así,, según sostiene el recurrente, como 

única justificación de la prueba oral, "las declaraciones de 
la propia querellante y la de su hermano Pablo o Laureano 
Ureña, quien no es un testigo, en el sentido técnico de la 
palabra"; que, además, los motivos del fallo impugnado 
tampoco se justifican en cuanto se admite como cierta la 
descripción de los muebles de la casa del prevenido, hecha 
por la querellante, sin otra comprobación, "ya que no hubo 
una visita a los lugares, ni testimonio al respecto", con lo 
<cual afirma el recurrente, se violó el artículo 155 del Código 
de Procedimiento Criminal; y Segundo: Que ro existe en el 
expediente una sentencia que ordenara el examen de las 
sangres, y designara al experto, ni constancia de que éste 
prestara juramento; que en este aspecto además de violarse 
los preceptos que rigen la materia y muy especialmente el 
artículo 155 del Código de Procedimiento Criminal, la sen-
tencia recurrida "se 'basa sobre motivos que carecen de 
base lega!"; pero 

Considerando en cuanto a lo primero, que los jueces del 
fondo tienen un poder soberano para apreciar el valor del 
testimonio en justicia; que los jueces no están, obligados a 
exponer los motivos que han tenido para admitir la sinceri-
dad de las declaraciones de unos testigos y para desestimar 
'las declaraciones de otros; que, además, en cuanto concierne 
al testimonio de Pablo o Laureano Ureña, su condición de 
hermano de la madre querellante alegada por el recurrente, 
no constituye para dicho testigo una incapacidad de testi-
moniar en la causa seguida al prevenido, ya que el artículo 
234 del Codigo de Procedimiento Criminal sólo incapacita 
a los parientes y afines más próximos del prevenido; que, 
por otra parte, las razones dadas por la Corte a qua, al ad-
mitir como cierta la descripción sobre la disposición interior 
y mobiliario de la casa del prevenido, se justifican plena-
mente, en cuanto dicha Corte para admitirla, no solamente 
tuvo en cuenta la declaración de la querellante sino además, 
otros elementos de la causa, inclusive las declaraciones del  

prevenido, parte de las cuales se reproducen en la sentencia 
impugnada en relación con este punto; 

Considerando en cuanto a lo segundo, que si ciertamen , 
 te, como lo aduce el recurrente, en el fallo impugnado no' 

hay constancia de que la medida de instrucción consisten-
te en el examen de las sangres se ordenara por sentencia; 
ni de que se hiciera la designación del experto; ni de que, 
en fin, a éste se le tomara juramento; no es menos cierto 
que el resultado del referido examen de sangre no constitu-

. ye el único fundamento de la sentencia impugnada, sino 
solamente uno más entre los otros elementos de apreciación 
ya existentes en el proceso, los cuales son suficientes por sí 
mismos, para justificar el fallo impugnado; cine, en efecto, 
la Corte a qua dió por establecido en dicho fallo, además 
de otros hechos y circunstancias ya expresados . , lo siguiente: 
a) la posibilidad que admitió el prevenido Blum en sus 
declaraciones ante el Juzgado a quo de que tuviera contacto 
carnal con la querellante en su casa. "en la cual recibía. 
mujeres de todas clases sin tener en cuenta raza o color"; 
b) la coincidencia del período de gestación con la época en 
que el testigo Arturo Kirsheiner admite que trabajó la 
querellante en su casa, época que coincide con lo afirmado 
por la querellante; y c) el "extraordinario pnrecido físico 
del menee .  José Ureña con el prevenido Walter Blum"; 

Considerando que, por otra parte, en la sentencia im-
pugnada no se han desnaturalizado los hechos de la causa; 
que, por el contrario, las comprobaciones realizadas por los 
jueces del fondo, fueron el resultado de la ponderación de 
las pruebas sometidas a la discusión de las partes en los 
debates y al examen del juez en la decisión; que, además, 
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que 
justifican plenamente su dispositivo, así como una exposi-
ción completa de los hechos y una descripción de las cir-
z-znsiancias de la causa, que han permitido verificar que di-
cho fallo es el resultado de una exacta aplicación de la Ley 
a los hechos que fueron soberanamente comprobados por 
los Jueces del fondo; 
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Considerando que, finalmente, en los hechos compro-
bados y admitidos por la referida Corte a qua está caracte. 
rizado el delito de violación a la Ley N9  2402, de 1950, 
puesto a cargo del prevenido, en perjuicio del menor José 
Ureña, procreado con la señora Josefa Ureña; que la men-
cionada Corte al declarar a dicho prevenido culpable de ese 
delito ie dió a los hechos la calificacion legal que les corres_ 
ponde, y al condenarlo a un año de prisión correccional por 
el referido delito, hizo una correcta aplicación del artículo 
2 de la mencionada Ley; 

Considerando en cuanto al monto de la pensión; que la 
Corte a qua al modificar la sentencia apelada en el sentido 
de rebaje. la  pensión de doce pesos oro mensuales que le 
fué impuesta al prevenido por el Juez de primer grado a la 
suma de ocho pesos oro mensuales, expresó en el fallo im-
pugnado lo siguiente: "que el prevenido Walter Blum tra-
baja en la Dorsa, donde devenga un sueldo mensual según 
sus propias declaraciones de RD$240.00 aparte de otras 
entradas que le vienen de su finca y no tiene familia a quien 
mantener, ni en el país ni en el extranjero" y que la indicada 
suma de "ocho pesos ajusta tanto a las posibilidades econó-
micas del padre en falta, como a las necesidades físicas de 
sostenimiento, alimentación y ambiente del menor de cuyo 
interés se trata"; 

Considerando que al estatuir así la Corte a qua hizo 
también en este aspecto una correcta aplicación de la Ley 
Nr> 2402, de 1950, en sus artículos 1 y 4 párrafo IV; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Walter Blum o Balta B., contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein-
ticinco de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segunda: Condena 
a dicho recurrente al pago de las costas; 

• (Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
—Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu•". 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que, finalmente, en los hechos compro. 
bados y admitidos por la referida Corte a qua está caracte-
rizado el delito de violación a la Ley N9  2402, de 1950, 
puesto a cargo del prevenido, en perjuicio del menor José 
Ureña, procreado con la señora Josefa Ureña; que la men-
cionada Corte al declarar a dicho prevenido culpable de ese 
delito le dio a los hechos la calificacion legal que les corres-
ponde, y al condenarlo a un año de prisión correccional por 
el referido delito, hizo una correcta aplicación del artículo 
2 de la mencionada Ley; 

Considerando en cuanto al monto de la pensión; que la 
Corte a qua al modificar la sentencia apelada en el sentido 
de rebaja.. la pensión de doce pesos oro mensuales que le 
fué impuesta al prevenido por el Juez de primer grado a la 
suma de ocho pesos oro mensuales, expresó en el fallo im-
pugnado lo siguiente: "que el prevenido Walter Blum tra-
baja en la Dorsa, donde devenga un sueldo mensual según 
sus propias declaraciones de RD$240.00 aparte de otras 
entradas que le vienen de su finca y no tiene familia a quien 
mantener, ni en el país ni en el extranjero" y que la indicada 
suma de "ocho pesos ajusta tanto a las posibilidades econó-
micas del padre en falta, como a las necesidades físicas de 
sostenimiento, alimentación y ambiente del menor de cuyo 
interés se trata"; 

Considerando que al estatuir así la Corte a qua hizo 
también en este aspecto una correcta aplicación de la Ley 
N9  2402, de 1950, en sus artículos 1 y 4 párrafo IV; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación: 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Walter Blum o Balta B., contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha vein-
ticinco de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
dictada en atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
a dicho recurrente al pago de las costas; 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
_Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Mi. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 
octubre de 1956. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Odette Nader Seguie de Dauhajre. 
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez. 

Recurrido: Victoria Nasser Vda. Yeara. 
Abogada: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
ma rche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
dez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día seis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Odette 
Nader Seguie de Dauhajre, dominicana, mayor de edad, ca 
sada, de quehaceres domésticos, domiciliada y residen 
en esta ciudad, cédula 6476, serie 27, sello 615480, cont 
sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en grado de apela  

,ción, de fecha. veintidós de octubre -del' año ntil. novecientos 
cincuenta y seis, cuyi dispositivo se copia ~adelante; 

Oído el: alguacil de turno en la lectura: del.; rol; 
Oído el , Dr. Ramón 'Pina Acevedo ty, Ma rtInez, cédula 

43139, serie 19 , .sello 49130, abogado de.la *parte recurrente,, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Pericles Andújar Pimentel,, cédula 51613, 
serie 1, sello 50857, en representación del Lic..,Quírico Elpi-
Aio Pérez B., cédula 3726, serie 1, sello 59565  abogado de la 
parte recurrida Victoria Nasser Vda. Yeara,..libanesa, ma-
yor de edad, comerciante, domiciliada y residente en esta 
ciudad, cédula 5844, serie 1, sello 3212, ,en. la:lectura de sus 
conclusiones; 	 :• 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el:día ocho. de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y seis, smacrito, por el Dr_ 
Ramón Pina Acevedo y Martínez, abogado de. la recurrente; 
' Visto el memorial de defensa, suscrito por el Lic. Quitl-
co Elpidio Pérez B., abogado de la recurrida; notificado al 
abogado de la recurrente en fecha dos de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

Vistos los escritos de ampliación del abogado de la re-. 
currente; 

Visto el escrito de ampliación del abogado de la recu-
rrida; • 

La Suprema Corte de Justicia, después de .haber deff-
berado, y vistos los artículos 1, reformado por la Ley 
571, del año 1941; 141 y 170 del Código de Procedimiento 
Civil; 36 del Decreto del Poder Ejecutivo N 9.5541, del año 
1948; 1 al 8 del Decreto del Poder Ejecutivo,N9 6823, 'del 
año 1950; 1101, 1108, 1134, 1691, 1709, 1714,4715, 1737, 
1739 y 1743 del Código Civil, 1, 2 y. 65 ,  de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los. 
documentos a que ella se refiere consta: a)' .tjue .en fecha 



Recurrente: Odette Nader Seguie de Dauhajre. 
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez. 

.ROLETÍN JUDICIAL 	 :48.1 480 	 BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 
octubre de 1956. 

Materia: Civil. 

Recurrido: Victoria Nasser Vda. Yeara. 
Abogaba: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

	

Dios, Patria y Libertad. 	
"fe- 

! 

	 República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
ma rche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
dez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día seis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Odette 
Nader Seguie de Dauhajre, dominicana, mayor de edad, 
suda, de quehaceres domésticos, domiciliada y reside 
en esta ciudad, cédula 6476, serie 27, sello 615480, con 
sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
Primera Instancia del Distrito Nacional, en grado de apela  

"ón, de fecha. veintidós de octubre -dele año Mit novecientos 
-éincuenta y seis, cuyi dispositivo se copia , máS:kadelante; 

Oído el. alguacil de turno en la lectura debrol; 
Oído el , Dr. Ramón • Pina Acevedo ,y, Martínez, cédula 

43139, serie 1 1, sello 49130, abogado de.la,parlie recurrente, 
en la lectura de sus conclusiones; . • • 

Oído el Dr. Pendes Andújar Pixnentel,,eédula 5161T„, 
serie 1, sello 50857, en representación del Lic.',Quírico Elpi-
,dio -  Pérez B., cédula 3726, serie 1, sello. 59513, abogado de la 
parte recurrida Victoria Nasser Vda. Yearay.libanesa, ma-
yor de edad, comerciante, domiciliada .y residente en esta 
ciudad, cédula 5844, serie 1, sello 3212, en. la:lectura de sus 
conclusiones; ;. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado ep la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el día ocho ;  de noviem-
bre de mi: novecientos cincuenta y seis, suscrito, por el Dr-
Ramón Pina Acevedo y Martínez, abogado de. la recurrente; 

Visto el memorial de defensa, suscrito pone] Lic. Quid-
co Elpidio Pérez B., abogado de la recurrida; notificado al 
abogado de la recurrente en fecha dos de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y siete; 

Vistos los escritos de ampliación del abogado de la re-
currente; 

Visto el escrito de ampliación del- abogado de la recu-
rrida;  . 

La Suprema Corte de Justicia, después de ,haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, reformado por la Ley NTI 
571, del año 1941; 141 y 170 del Código de Procedimiento 
Civil; 36 del Decreto del Poder Ejecutivo N9. 5541, del año 
1948; 1 al 8 del Decreto del Poder Ejecutivo, N? 6823, del 
ario 1950; 1101, 1108, 1134, 1691, 1709, 1714 # :1715, 1737, 
1739 y 1743 del Código Civil, 1, 2 y. 65 ,  de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; • • 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
'documentos a que ella se refiere' consta a)' que 'en fecha 
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1 
'veinticuatro,  de abril de mil novecientos cincuenta y dos, la 
Sucesión Michelena dió en alquiler a la actual recurrente 
Cdette Nader Seguie de Dauhajre, la casa N° 44 de la Ave. 
pida Mella, ele esta ciudad, por la suma de cien pesos oro 
mensuales; b) que la actual recurrida. Victoria Nasser Vda. 
Yeara, compró a la Sucesión Michelena el mencionado in. 
mueble, según acto de fecha cuatro de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, expidiéndose en su favor el cer-
tificado de título N° 91794; c) que al respalde del contrato 
1e alquiler que correspondió a la Sucesión Michelena se 

'hizo constar que se traspasaba a la compradora dicho con-
trato de inquilinato, así como también la entrega que se hizo 
,á esta última del depósito que había hecho la inquilina, en 
Virtud de la cláusula 7• del mismo contrato; d) que en fecha 
dieciocho de mayo de mil novecientos cincuenta y cinco la 
nueva propietaria del inmueble elevó una instancia al Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios, en solicitud de la 
autorización requerida por la ley para iniciar un procedi-
'Miento do desalojo en contra de Odette Nader Seguie de 
Dauhajre, como inquilina de dicha casa, con el propósito de 

Walizar en el inmueble trabajos, reparaciones y ampliacio-

nes; e) que en esa misma fecha, dieciocho de mayo de mil 
loovecientos cincuenta y cinco, le fué notificada dicha ins-
tancia a Odette Nader Seguie de Dauhajre, por el Control 
de Alquileres de Casas y Desahucios; f) que en fecha diez 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, a requeri-
'Miento de Odette Nader Seguie de Dauhajre y de la Casa 
Nader, C. por A., se notificó a Victoria Nasser Vda. Yeara, 

lun acto de alguacil, que entre otras cosas dice lo siguiente: 
"atendido: que por comunicación N 9  1471 de fecha 18 de 

7nay-o de 1955, el Control de Alquileres de Casas y Desahu-
cios ha participado a la señora Oddete Nader de Dauhajre 

'(cuyo nombre de soltera era Odette Nader Seguie) que la 
señora Victoria Nasser viuda Yeara, en su calidad de pro-
pietaria de la casa citada en la Avenida Mella N° 44, de 
esta ciudad, ha dirigido una instancia a dicha oficina de 
Control en interés de obtener la autorización requerida en 

el derecho N° 5541, publicado en la Gaceta Oficial N° 5873, 
pára proceder al desalojo de la referida casa, con el propó- 
sito de efectuarle trabajos de modificación y ampliación; 
atendido que la mencionada casa N' 44 de la Avenida Mella 
se encuentra actualmente instalado el establecimiento co- 
mercial de la Casa Nader, C. por A.; atendido que la solici- 
tud de autorización de desalojo elevada al Control de Alqui- 
lares de Casas y Desahucios por la señora Victoria Nasser 
Viuda Yeara, según antes se ha dicho, no está justificada 
por motivos serios y por un interés legítimo, y que en caso 
de ser acogida y llevarse a efecto el desalojo causaría graves 
perjuicios a mis requerientes; atendido, en efecto, que los 
trabajos de modificación y ampliación que la propietaria 
pretende ejecutar en la mencionada casa no están justifica-
dos por motivos de seguridad, puesto que las edificaciones 
actuales no ofrecen ningún género de peligro y muy bien 
podrían permanecer en las mismas condiciones durante mu-
chos añoz; ni por razones de comodidad, porque los ocupan- 

0, tes de la indicada casa se sienten conformes con las condi-
ciones en que actualmente se hallan; ni por el propósito de 
darle mayor valor para obtener mejores rentas, porque los 
ocupantes están en disposición, y así se lo han manifestado 
a la propietaria en reiteradas ocasiones, y por este medio lo 
ratifican, de aumentar el alquiler hasta el doble de lo que 
actualmente pagan; atendido, además, que las modificacio-
nes que la propietaria pretende realizar, son en su mayor 
parte --como lo demuestran los planos depositados junto con 
su solicitud—destinadas a preparar dicha casa para una se-
gunda planta, la cual no va a ser levantada en la actualidad, 
sino en una época futura indeterminada, y para tal fin se 
construirán columnas y vigas y se reservarán espacios para 
escaleras; atendido que el hecho de querer introducir tales 
modificaciones antojadizamente en este momento, sin un 
interés actual, pone de manifiesto que el espíritu que guía a 
la propietaria no es más que su interés en obtener el des-
alojo de sus actuales inquilinos"; g) que en fecha veintidós 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, el Control de 



412 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 	 483 

'veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y dos, la 

Sucesión Michelena dió en alquiler a la actual recurrente 
edette Nader Seguie de Dauhajre, la casa Nn 44 de la Ave. 
midaMella, de esta ciudad, por la suma de cien pesos oro 
Iinensual; b) que la actual recurrida. Victoria Nasser Vda. 
Yeara, compró a la Sucesión Michelena el mencionado in. 
Mueble, según acto de fecha cuatro de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y cinco, expidiéndose en su favor el cer-
tificado cie titulo Nv 91794; c) que al respaldo del contrato 
de alquiler que correspondió a la Sucesión Michelena se 

túz' o constar que se traspasaba a la compradora dicho con-
trato de inquilinato, así como también la entrega que se hizo 
». esta última del depósito que había hecho la inquilina, en 
'irtud de la cláusula 7* del mismo contrato; d) que en fecha 
!dieciocho de mayo de mil novecientos cincuenta y cinco la 
nueva propietaria del inmueble elevó una instancia al Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios, en solicitud de la 
áutorización requerida por la ley para iniciar un procedi-
tniento da desalojo en contra de Odette Nader Seguie de 
IDauhajre, como inquilina de dicha casa, con el propósito de 
'realizar en el inmueble trabajos, reparaciones y ampliacio-
bes; e) que en esa misma fecha, dieciocho de mayo de mil 
]novecientos cincuenta y cinco, le fué notificada dicha ins-
tancia a Odette Nader Seguie de Dauhajre, por el Control 

de Alquileres de Casas y Desahucios; f) que en fecha diez 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, a requeri-
miento de Odette Nader Seguie de Dauhajre y de la Casa 

Nader, C. por A., se notificó a Victoria Nasser Vda. Yeara, 
trn acto de alguacil, que entre otras cosas dice lo siguiente: 
"atendido: que por comunicación N 9  1471 de fecha 18 de 

mayo de 1955, el Control de Alquileres de Casas y Desahu-

cios ha participado a la señora Oddete Nader de Dauhajre 
lcuyo nombre de soltera era Odette Nader Seguie) que la 
señora Victoria Nasser viuda Yeara, en su calidad de pro-
pietaria de la casa citada en la Avenida Mella N° 44, de 
esta ciudad, ha dirigido una instancia a dicha oficina de 
Control en interés de obtener la autorización requerida en 

el derecho No 5541, publicado en la Gaceta Oficial N9  5873, 
para proceder al desalojo de la referida casa, con el propó-
sito de efectuarle trabajos de modificación y ampliación; 
atendido que la mencionada casa N" 44 de la Avenida Mella 
se encuentra actualmente instalado el establecimiento co-
mercial de la Casa Nader, C. por A.; atendido que la solici-
tud de autorización de desalojo elevada al Control de Alqui-
lares de Casas y Desahucios por la señora Victoria Nasser 
Viuda Yeara, según antes se ha dicho, no está justificada 
por motivos serios y por un interés legítimo, y que en caso 
de ser acogida y llevarse a efecto el desalojo causaría graves 
perjuicios a mis requerientes; atendido, en efecto, que los 
trabajos de modificación y ampliación que la propietaria 
pretende ejecutar en la mencionada casa no están justifica-
dos por motivos de seguridad, puesto que las edificaciones 
actuales no ofrecen ningún género de peligro y muy bien 
podrian permanecer en las mismas condiciones durante mu-
chos años; ni por razones de comodidad, porque los ocupan-
tes de la indicada casa se sienten conformes con las condi-
ciones en que actualmente se hallan; ni por el propósito de 
darle mayor valor para obtener mejores rentas, porque los 
ocupantes están en disposición, y así se lo han manifestado 
a la propietaria en reiteradas ocasiones, y por este medio lo 
ratifican, de aumentar el alquiler hasta el doble de lo que 
actualmente pagan; atendido, además, que las modificacio-
nes que la propietaria pretende realizar, son en su mayor 
parte —como lo demuestran los planos depositados junto con 
su solicitud—destinadas a preparar dicha casa para una se-
gunda planta, la cual no va a ser levantada en la actualidad, 
sino en una época futura indeterminada, y para tal fin se 
construirán columnas y vigas y se reservarán espacios para 
escaleras; atendido que el hecho de querer introducir tales 
modificaciones antojadizamente en este momento, sin un 
interés actual, pone de manifiesto que el espíritu que guía a 
la propietaria no es más que su interés en obtener el des-
alojo de sus actuales inquilinos"; g) que en fecha veintidós 
de junio de mil novecientos cincuenta y cinco, el Control de 
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Alquileres de Casas y Desahucios, dictó una resolución po r 
 medio de la cual autorizó ala propietaria de la casa en cues... 

tión para iniciar el procedimiento de desalojo solicitado Con-
tra la inquilina de la casa Odette Nader Seguie de Dauhajre; 
h) que con motivo del recurso de apelación interpuesto p 
esta última contra la deciáión que se acaba de mencionar, la 
Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y Des: 
ahucios confirmó en todas sus partes la decisión apelada, 
en fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y cin-
co; i) que por acto de alguacil de fecha veintinueve de julio 
de mil novecientos cincuenta y cinco, Victoria Nasser Vda. 
Yeara intimó a dicha Odette Nader de Dauhajre al desalojo 
de la mencionada casa, en el plazo de" 180 días; j) que por 
acto de alguacil de fecha catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la misma intimante demandó a la 
intimada a los fines de obtener el desalojo inmediato de la 
casa para realizar los trabajos a que había sido autorizada; 
k) que en fecha veinte de abril de mil novecientos cincuenta 
y seis, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, apoderado del caso, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declararse y se declara este Juzgado de Paz incompetente 
para conocer y fallar la demanda de Victoria Nasser Vda. 
Yeara contra Odette Nader de Dauhajre, a razón de que 
no se trata de deuda alguna por alquileres de casas, por no 
haberse probado en este tribunal la existencia del contrato 
que la parte demandante alega intervino entre ambas par-
tes; SEGUNDO: Que debe reenviar y reenvía a las partes 
Victoria Nasser Vda. Yeara, demandante, y Odette Nader 
de Dauhajre, demandada, ante el tribunal que fuere de de, 
recho; TERCERO: Que debe condenar y condena a Victoria 
Nasser Vda. Yeara, parte demandante que sucumbe, al pa-
go de las costas"; I) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto contra este fallo, la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha veintidós de octubre de mil novecientos recuenta Y 
seis, la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispo -- 

ROLETIN JUDICIAL 	 485 

yo dice asi: "FALLA: PRIMERO: Acoge, por ser justo 
posar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter- 

puesto por Victoria Nasser Viuda Yeara contra la sentencia 
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de fecha 

de abril del año 1956 dictada en favor de Odette Nader 
de Dauhajre, rechazando por infundada, las conclusiones de 
esta parte, y, en consecuencia, por los motivos precedente-
/a  ente expuestos, revoca la sentencia recurrida y ordena el 
desalojo de la casa NQ 44 de la avenida Mella, de esta ciu-
dad, de la oue es inquilina Odette Nader de Dauhajre, a fin 
de que la demandante, actual apelante, pueda realizar los 
-trabajos de reparación, modificación y ampliación de dicha 
casa;— SEGUNDO: Condena a Odette Nade' de Dauhajre, 
que sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casacion los siguientes medios: "1.—Violación de los 
arts. 1, reformado y 170 del Código de Procedimiento Civil 
y violación de la Ley N° 571 publicada el 8 de octubre de 
1941 y del art. 2 de la vigente Ley N° 3726 sobre Procedi-
miento de Casación del 29 de diciembre de 1953 por desco-
nocimiento de la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte de Justicia como Corte de Casación en sus sentencias 
de fechas 29 de septiembre de 1950 (B.J. 482, pág. 911 y 
siguientes) y 27 de junio de 1952 (B. J. N° 503, pág. 1186) 
y violación del art. 36 del Decreto N° 5541 del Poder Ejecw.- 
tivo, del 18 de diciembre de 1948 y finalmente violación en 
general de todas las reglas de competencia vigentes respec-
to del caso y violación de los artículos 1 a 8 del Decreto 
N° 6823 19 de septiembre de 1950, del Poder Ejecutivo; 
2.—Violación de los arts. 1101, 1108, 1134, 1315, 1690, 1691, 
1709, 1714 y 1715 del Código Civil por falsa aplicación y 
desconocimiento en parte de ellos y desnaturalización de 
los hecho.-; y pruebas del proceso;— 3.—Violación de los 
arts. 1737, 1739 del Código Civil y 1° reformado del Código 
de Procedimiento Civil y de la Ley N° 571 del 8 de octubre 
de 1941 y del Decreto N° 6823 del Poder Ejecutivo del 19 de 
septiembre de 1950;— 4.—Desnaturalización de los hechos y 
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Alquileres de Casas y Desahucios, dictó una resolución por  
medio de la cual autorizó ala propietaria de la casa en cues, 
tión para iniciar el procedimiento de desalojo solicitado con-
tra la inquilina de la casa Odette Nader Seguie de Dauhajre; 
h) que con motivo del recurso de apelación interpuesto po r 

 esta última contra la decisión que se acaba de mencionar, la 
Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y De s

-ahucios confirmó en todas sus partes la decisión apelada, 
en fecha catorce de julio de mil novecientos cincuenta y ein.. 
co; i) que por acto de alguacil de fecha veintinueve de julio 
de mil novecientos cincuenta y cinco, Victoria Nasser Vda. 
Yeara intimó a dicha Odette Nader de Dauhajre al desalojo 
de la mencionada casa, en el plazo de 180 días; j) que por 
acto de alguacil de fecha catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la misma intimante demandó a la 
intimada a los fines de obtener el desalojo inmediato de la 
casa para realizar los trabajos a que había sido autorizada; 
k) que en fecha veinte de abril de mil novecientos cincuenta 
y seis, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del 
Distrito Nacional, apoderado del caso, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declararse y se declara este Juzgado de Paz incompetente 
para conocer y fallar la demanda de Victoria Nasser Vda. 
Yeara contra Odette Nader de Dauhajre, a razón de que 
no se trata de deuda alguna por alquileres de casas, por no 
haberse probado en este tribunal la existencia del contrato 
que la parte demandante alega intervino entre ambas par-
tes; SEGUNDO: Que debe reenviar y reenvía a lás partes 
Victoria Nasser Vda. Yeara, demandante, y Odette Nader 
de Dauhajre, demandada, ante el tribunal que fuere de de-
recho; TERCERO: Que debe condenar y condena a Victoria 
Nasser Vda. Yeara, parte demandante que sucumbe, al pa-
go de las costas"; 1) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto contra este fallo, la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó 
en fecha veintidós de octubre de mil novecientos e4ncuenta y 
seis, la sentencia ahora impugnada en casación, euyo.dispo -- 
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-hvo dice así: "FALLA: PRIMERO: Acoge, por ser justo 
y reposar sobre prueba legal, el recurso de apelación inter-
puesto por Victoria Nasser Viuda Yeara contra la sentencia 
del Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de fecha 
22 de abril del año 1956 dictada en favor de Odette Nader 
de Dauhajre, rechazando por infundada, las conclusiones de 
esta parte, y, en consecuencia, por los motivos precedente-
mente expuestos, revoca la sentencia recurrida y ordena el 
desalojo de la casa 1\1 9  44 de la avenida Mella, de esta ciu-
dad, de la que es inquilina Odette Nader de Dauhajre, a fin 
de que la demandante, actual apelante, pueda realizar los 
trabajos de reparación, modificación y ampliación de dicha 
casa;— SEGUNDO: Condena a Odette Nade' áe Dauhajre, 
que sucumbe, al pago de las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca en su memorial 
de casacion los siguientes medios: "1.—Violación de los 
arts. 1, reformado y 170 del Código de Procedimiento Civil 
y violación de la Ley N° 571 publicada el 8 de octubre de 
1941 y del art. 2 de la vigente Ley N° 3726 sobre Procedi-
miento de Casación del 29 de diciembre de 1953 por desco-
nocimiento de la jurisprudencia sentada por la Suprema 
Corte de Justicia como Corte de Casación en sus sentencias 
de fechas 29 de septiembre de 1950 (B.J. 482, pág. 911 y 
siguientes) y 27 de junio de 1952 (B. J. N" 503, pág. 1186) 
y violación del art. 36 del Decreto N9  5541 de! Poder Ejecw.- 
tivo, del 18 de diciembre de 1948 y finalmente violación en 
general de todas las reglas de competencia vigentes respec-
to del caso y violación de los artículos 1 a 8 del Decreto 
N° 6823 del 19 de septiembre de 1950, del Poder Ejecutivo; 
2.—Violación de los arts. 1101, 1108, 1134, 1315, 1690, 1691, • 
1709, 1714 y 1715 del Código Civil por falsa aplicación y 
desconocimiento en parte de ellos y desnaturalización de 
los hechor, y pruebas del proceso;— 3.—Violación de los 
arts. 1737, 1739 del Código Civil y 1° reformado del Código 
de Procedimiento Civil y de la Ley N° 571 del 8 de octubre 
de 1941 y del Decreto N° 6823 del Poder Ejecutivo del 19 de 
septiembre de 1950;— 4.—Desnaturalización de los hechos y 



falta de base legal, y desnaturalización de las pruebas del 
proceso.— Violación del art. 141 del Código de Procedi-
miento Civil por insuficiencia o carencia de motivos en el 
fallo impugnado"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio la 
recurrente alega que la Cámara a qua ha desconocido en su 
fallo 1u: que los Juzgados de paz son incompetentes de una 
manera absoluta para conocer de una demanda en desalojo 
o expulsion de lugares que no tengan su fundamento en un 
contrato de locación o arrendamiento, o cuando el contrato 
es controvertido en su existencia o en su validez, en viola-
ción del artículo 1 9  reformado por la Ley N" 571, del año 
1941, así como también del artículo 2 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, en cuanto se desconoció la jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia al respecto; 2 : que 
dicha Cámara al fallar "llegó tan lejos que prácticamente 
consideré como decisiones inatacables y cor autoridad de 
cosa juzgada ante el Poder Judicial, las decisiones del Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios, que autorizaron 
a Victoria Nasser Vda. Yeara a perseguir a la recurrente 
Odette Seguie de Dauhajre en desalojo", con lo cual violó 
el artículo 36 del Decreto N" 5541 del Poder Ejecutivo que 
establece que todas las cuestiones que puedan surgir en 
relación con los desahucios serán de la exclusiva compe-
tencia de las jurisdicciones judiciales, y de los artículos 1 al 
8 del Decreto N 9  6823, del año 1950, sobre realquiler de las 
casas cuyos inquilinos hayan sido des- alojados para recons-
trucción o reparación, y de los demás Decretos que regla-
mentan y organizan el control de alquileres de casas, los 
cuales se refieren siempre "a locales alquilados a inquilinos 
y a propietarios de dichos locales"; 

Considerando que, ciertamente la competencia excep-
cional que el párrafo 2" del artículo 1° del Código de Proce-
dimiento Civil, reformado por la Ley N" 571, del año 1941, 
atribuye a los Juzgados de Paz, como tribunales de primer 
grado, para conocer de las demandas en resiliación de los 
contratos de arrendamiento por falta de pago de los alqui- 

jeres, en pago de estos alquileres y en desalojo, cesa cuando 
surja contención sobre la existencia de dichos contratos o 
cuando sc suscite una cuestión que ponga en causa el dere-
cho de propiedad del inmueble; pero, 

Considerando que el hecho de que el demandado niegue 
la existencia del contrato de arrendamiento, no iMpide que 
los jueces de paz puedan apreciar, en vista de los docu-
mentos y circunstancias de la causa, que dicha negativa no 
es seria, puesto que de lo contrario esa competencia excep- . 

cional atribuida a los Juzgados de Paz quedaría frustrada, si 
el simple alegato del demandado en ese sentido obligara. 
a los jueves a declararse incompetentes; 

Considerando que la Cámara a qua para revocar la 
sentencia apelada y declarar la competencia del tribunal 
de primer grado y consecuentemente, la suya propia como 
tribunal de apelación, enumera todos y cada uno de los 
documentos que la condujeron a declarar que, en el presente 
caso, "no se está en presencia de una controversia de carác-
ter serio acerca de la existencia del contrato de locación del 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y das,. 
sino de la cuestión de saber si la intimante actual, (la Vda-
Yeara) ha podido usar, frente a la inquilina. de las facul-
tades del propietario originario, entre las cuales se encuen-
tra la de dar desahucio concediendo el término fijado por la 
ley"; que siendo dicha apreciación sobre el carácter de se-
riedad de la controversia una cuestión de hecho, el fallo 
impugnado no puede ser censurado en este aspecto; 

Considerando, por otra parte, que en la sentencia im-
pugnada no se le han dado a las decisiones del Control de 
Casas y D-sahucios, la autoridad de la cosa juzgada, para 
los fines de la solución del litigio, como también alega la 
recurrente; que, en efecto, el juez a quo para declarar ca-
rente de seriedad la excepción de incompetencia propuesta, 
se formó un juicio propio e independiente del criterio admi-
nistrativo valiéndose para ello de elerrientos de prueba 
emanados de las partes y que tenían un carácter irrecusa-
ble; que, además, en la jurisdicción administrativa no fué 
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torm 

1 
falta de base legal, y desnaturalización de las pruebas del 
proceso.— Violación del art. 141 del Código de Procedí_ 
miento Civil por insuficiencia o carencia de motivos en el 
fallo impugnado"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio la 
recurrente aiega que la Cámara a qua ha desconocido en su 
fallo 1°: que los Juzgados de paz son incompetentes de una 
manera absoluta para conocer de una demanda en desalojo 
o expulsion de lugares que no tengan su fundamento en un 
contrato de locación o arrendamiento, o cuando el contrato 
es controvertido en su existencia o en su validez, en viola-
ción del artículo 19  reformado por la Ley N" 571, del año 
1941, así como también del artículo 2 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, en cuanto se desconoció la jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia al respecto; 2': que 
dicha Cámara al fallar "llegó tan lejos que prácticamente 
consideré como decisiones inatacables y cor autoridad de 
cosa juzgada ante el Poder Judicial, las decisiones del Con-
trol de Alquileres de Casas y Desahucios, que autorizaron 
a Victoria Nasser Vda. Yeara a perseguir a la recurrente 
Odette Seguie de Dauhajre en desalojo", con lo cual violó 
el artículo 36 del Decreto N" 5541 del Poder Ejecutivo que 
establece que todas las cuestiones que puedan surgir en 
relación con los desahucios serán de la exclusiva compe-
tencia de las jurisdicciones judiciales, y de los artículos 1 al 
8 del Decreto N 9  6823, del año 1950, sobre realquiler de las 
casas cuyos inquilinos hayan sido desalojados para recons-
trucción o reparación, y de los demás Decretos que regla-
mentan y organizan el control de alquileres de casas, los 
cuales se refieren siempre "a locales alquilados a inquilinos 
y a propietarios de dichos locales"; 

Considerando que, ciertamente la competencia excep-
cional que el párrafo 2" del artículo 1 9  del Código de Proce-
dimiento Civil, reformado por la Ley N° 571, del año 1941, 
atribuye a los Juzgados de Paz, como tribunales de primer 
grado, para conocer de las demandas en resiliación de los 
contratos de arrendamiento por falta de pago de los alqui- 

leres, en pago de estos alquileres y en desalojo, cesa cuando 
surja contención sobre la existencia de dichos contratos o 
cuando se suscite una cuestión que ponga en cama el dere-
cho de propiedad del inmueble; pero, 

Considerando que el hecho de que el deFnanclado niegue 
la existencia del contrato de arrendamiento no iénnide que 
los jueces de paz puedan apreciar, en vista de los docu-
mentos y circunstancias de la causa, que dicha negativa no 
es seria, puesto que de lo contrario esa competencia excep-
cional atribuida a los Juzgados de Paz quedaría frustrada, si 
el simple alegato del demandado en ese sentido obligara 
a los jueces a declararse incompetentes; -./ 

Considerando que la Cámara a qua para revocar la. 
sentencia apelada y declarar la competencia del tribunal 
de primer grado y consecuentemente, la suya propia como 
tribunal de apelación, enumera todos y cada uno de los 
documentos que la condujeron a declarar que, en el presente 
caso, "no se está en presencia de una controversia de carác-
ter serio acerca de la existencia del contrato de locación del 
veinticuatro de abril de mil novecientos cincuenta y dos,. 
sino de la cuestión de saber si la intimante actual, (la Vda, 
Yeara) ha podido usar, frente a la inquilina ;  de las facul-
tades del propietario originario, entre las cuales se encuen-
tra la de ciar desahucio concediendo el término fijado por la 
ley"; que siendo dicha apreciación sobre el carácter de se-
riedad de la controversia una cuestión de hecho, el fallo 
impugnado no puede ser censurado en este aspecto; 

Considerando, por otra parte, que en la sentencia im-
pugnada no se le han dado a las decisiones del Control de 
Casas y D-esahucios, la autoridad de la cosa juzgada, para 
los fines de la solución del litigio, como también alega la 
recurrente; que, en efecto, el juez a quo para declarar ca-
rente de seriedad la excepción de incompetencia propuesta, 
se formó un juicio propio e independiente del criterio admi-
nistrativo valiéndose para ello de elemlentos de prueba 
emanados de las partes y que tenían un carácter irrecusa-
ble; que, además, en la jurisdicción administrativa no fué 
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Controvettida ini'llavétistencia dél contrato ni la' calidad der 
inquilina;:de la , :aétual recurrente; 

Considerando, finalmente, que en este mismo medio se 
-alega la violación de la jurisprudencia de la Suprema Corte 
de Justicia' acerca de la incompetencia de los Juzgados de 
Faz en estos casos; pero, 

'Considerando cincel hecho de que una decisión judicial 
contravenga la ;  jtirisprudencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia, no.ptede'servir de base a un medio de casación; que 
la jurispiruderitia; 'aún constante, es susceptible de ser va-
riada y ~,olí;: en todo caso, los textos legales en que ella se 
funda y que se pretenden violados,* los que deben ser invo-
cados en upc;yo 'del.recurso; que, así entendido el agravio, 
y examinando las 'decisiones contrapuestas, resulta que entre 
dichas decisiones ,  no hay en realidad contradicción alguna, 
toda vez cp el,  juez a quo se ha limitado en el presente ces: ,  
a precisar las condiciones de aplicación de los textos legales 
que gobiernan -la competencia excepcional de que se trata, 
sin desvirtuafel principio proclamado por la Suprema Corte 
de Justicia en las decisiones que se señalan como contra-
rias; que, por conSiguiente, en vista de todo le expuesto, el 
presente medio de casación carece de fundamento y debe 
ser desestimado; 

'Considerando que por el segundo medio se invoca, 
etencialmente, que en el fallo impugnado se desconoció que 
en la espeCie 'no había ningún contrato de arrendamiento 
entre la propietaria del inmueble y la actual recurrente; 
que sólo puede existir este lazo entre ésta y la Sucesión 
klichelena; que la propietaria no ha establecido, como debe, 
la pruelx, de ese 'contrato; que el inmueble lo ocupaba la 
Casa Naden',' C: por A., quien pagaba los alquileres; que "si 
es cierto',Ine la señora Nasser Viuda Yeara pasó a ser pro-
pietaria de la casa N9 44 de la Avenida Mella, y con ella ce-
sionaria del 'contrato suscrito entre la Sucesión Michelena 
y la exponente (en el supuesto de que el mismo estuviese 
aún vigente 'y .1a• exponente ocupara dicha casa) para hacer 
%d'ida dicha cesión y hacerla oponible a la exponente tenía  

que notificarle tales acontecimientos jurídicos..." como 
°producto de la lógica disposición del artículo 1691 del 
código Civil y el 1690 del mismo Código"; 

Considerando que, como se ha visto, la recurrente no ha 
regado que existiera un contrato de arrendamiento entre 
e ll a  y la Sucesión Michelena, sino entre ella y la nueva 
propietaria del inmueble, fundándose en que a ella no le fué 
notificada la cesión del arrendamiento y que la Casa Nader, 
C. por A., era en definitiva la ocupante de la casa y la que 
pagaba el alquiler; 

Consider ando que en virtud del artículo 1743 del Código 
Civil, si e] propietario vende el inmueble alquilado, el loca-
tario que tiene un contrato de arrendamiento con fecha cier-
ta puede oponerlo al comprador y éste está obligado a res. 
pelarlo, salvo que el vendedor haya reservado por dicho 
contrato de arrendamiento al comprador eventual la facul-
tad de expulsar al locatario; que de ese texto legal y de la 
intención de las partes, sobreentendida en el contrato de 
venta, se infiere que, en principio el comprador se subroga 
en los derechos y obligaciones del vendedor resultantes del 
arrendamiento, pudiendo ejercer la facultad de expulsar al 
inquilino en los casos permitidos por la -  ley y mediante el 
cumplimiento de las formalidades prescritas: 

Considerando que, en el presente caso, el contrato de 
inquilinato fué objeto de un transferimiento expreso en 
'favor de la compradora, como consecuencia del contrato 
de venta, y es de regla que la subrogación no está sujeta a 
la fcirmalidad de la notificación exigida por el artículo 1690 
del Código Civil; 

Considerando que el juez a quo para admitir la deman-
da en desahucio de que se trata, tomó en cuenta, además, 
que la arnual recurrente había admitido su condición de 
inquilina frente a la nueva propietaria, al oponerse en dicha 
calidad, conjuntamente con la Casa Nader, C por A., a que 
le fuera concedida a la nueva propietaria la autorización 
que ésta había solicitado al Control de Alqui:eres de Casas 
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toutrovettitia idi'llavexistencia dél Contrato rii la calidad der 
inquiliná . :de la: , '«dtual recurrente; 
, 	Considerando,linalmente, que en este mismo medio se 
alega la violación de la jurisprudencia de la Suprema Corte 
de Justicía'acerca de la incompetencia de los Juzgados de 
Faz en estos casos; pero, 

Cortiderando que elhecho de que una decisión judicial 
contravenga laijdriSPrudencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia, no ptiéttet'servir de base a un medio de casación; que 

jurisPrúderiéta; 'aún constante, es susceptible de ser va-
riada y Soti;:ért todo caso, los textos legales en que ella se 
funda y que se pretenden violados,' los que deben ser invo-
cados en 'apc;yo idee ,  recurso; que, así entendido el agravio, 
y examinando las decisiones contrapuestas, resulta que entre 
dichas decisiones ,  no• hay en realidad contradicción alguna, 
toda vez qUe el!juez a quo se ha limitado en el presente caso. 
a precisar las condiciones de aplicación de los textos legales 
que gobiernan la competencia excepcional de que se trata, 
sin desvirtuár • l principio proclamado por la Suprema Corte 
de Justicia en las decisiones que se señalan como contra-
rias; que, por consiguiente, en vista de todo le expuesto, el 
presente medio 'dé casación carece de fundamento y debe 
ser desestiinaáci; 

Considerando que por el segundo medio se invoca, 
eSencialmehte, que en el fallo impugnado se desconoció que 
en la espeCie no había ningún contrato de arrendamiento 
entre la propietaria del inmueble y la actual recurrente; 
que sólo puede existir este lazo entre ésta y la Sucesión 
Elichelena'; que la propietaria no ha establecido, como debe, 
la prueba dé ese contrato; que el inmueble lo ocupaba la 
Casa Nader,. C: por A., quien pagaba los alquileres; que "sí 
es cierto' 4rie la señora Nasser Viuda Yeara pasó a ser pro-
pietaria de la Casa N 9  44 de la Avenida Mella, y con ella ce-
sionaria del 'Contrato suscrito entre la Sucesión Michelena 
y la exponente (en el supuesto de que el mismo estuviese 
aún vigente. y .1a exponente ocupara dicha casa) para hacer 
válida dicha cesión y hacerla oponible a la exponente tenía  

ue notificarle tales acontecimientos jurídicos..." como 
oproducto de la lógica disposición del artículo 1691 del 

ódigo Civil y el 1690 del mismo Código"; 
Consderando que, como se ha visto, la recurrente no ha 

negado que existiera un contrato de arrendamiento entre 
ella  y la Sucesión Michelena, sino entre ella y la nueva 
propietaria del inmueble, fundándose en que a ella no le fué 
notificada la cesión del arrendamiento y que la Casa Nader, 
C. por A., era en definitiva la ocupante de la casa y la que 
pagaba el alquiler; 

Considerando que en virtud del artículo 1743 del Código 
Civil, si el propietario vende el inmueble alquilado, el loca-
tario que tiene un contrato de arrendamiento con fecha cier-
ta puede oponerlo al comprador y éste está obligado a res. 
petarlo, salvo que el vendedor haya reservado por dicho 
contrato de arrendamiento al comprador eventual la facul-
tad de expulsar al locatario; que de ese texto legal y de la 
intención de las partes, sobreentendida en el contrato de 
venta, se infiere que, en principio el comprador se subroga 
en los derechos y obligaciones del vendedor resultantes del 
arrendamiento, pudiendo ejercer la facultad de expulsar al 
inquilino en los casos permitidos por la -  ley y mediante el 
cumplimiento de las formalidades prescritas: 

Considerando que, en el presente caso, el contrato de 
inquilinato fué objeto de un transferimiento expreso en 
favor de la compradora, como consecuencia del contrato 
de venta, y es de regla que la subrogación no está sujeta a 
la formalidad de la notificación exigida por el artículo 1690 
del Código Civil; 

Considerando que el juez a quo para admitir la deman-
da en desahucio de que se trata, tomó en cuenta, además, 
que la a ,:ltual recurrente había admitido su condición de 
inquilina frente a la nueva propietaria, al oponerse en dicha 
calidad, conjuntamente con la Casa Nader, C por A., a que 
le fuera concedida a la nueva propietaria la autorización 
zl► e ésta había solicitado al Control de Alqui:eres de Casas 



490 	 BoLETS JUDICIAL ROLETÍN JUDICIAL 	 491 

y Desahucios, para demandar en desahucio, a los fines de 
 reparación, modificación y ampliación de la casa alquilada; 

Considerando que la circunstancia de que la casa al. 
quilada estuviera ocupada por una tercera persona, la Casa 
Nader, C. por A., no le podía quitar a la actual recurrente 
el derecho de interponer su acción, previa las formalidades 
que se cumplieron, toda vez que el Contrato existente entre 
las partes le prohibía a la inquilina en su cláusula P ceder 
o subalquilar el inmueble sin la autorización por escrito del 
propietario; que, en tal virtud, el fallo impugnado no ha 
podido incurrir en ninguna de las violaciones ni vicios que 
se indican en este medio; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio la 
recurrente expresa lo siguiente: que "de la combinación de 
los textos legales indicados en el epígrafe del presente me-
dio, se desprende que el comprador de un inmueble alquila-
do, no está obligado a respetar más que aquellos contratos 
de arrendamiento que tengan fecha cierta anterior a su ad-
quisición y que, por consecuencia, los contratos sin fecha 
cierta no ha ni tiene que respetarlos salvo su propio interés, 
pudiendo recurrir a la expulsión del inquilino del viejo dueño 
con el previo desahucio e indemnizaciones de lugar, por 
cuanto la misma ley considera que no existe ningún lazo ju-
rídico entre el viejo dueño y el nuevo respecto de dicho 
contrato ni mucho menos lo existe entre éste y el inquilino 
del viejo propietario"; que al "considerar la ley tal inexis-
tencia de lazo jurídico, es obvio que la competencia no 
podrá ser del tribunal que sólo puede conocer cuando existe 
tal lazo jurídico o cuando la existencia del mismo está dis-
cutida"; y que "tales disposiciones pues, fueron descono-
cidas poi la sentencia impugnada, desconociéndose y mal 
aplicándose asimismo las reglas del control de alquileres, 
cuando de acuerdo con dicho textos eran absolutamente 
improcedentes en el caso por las circunstancias apuntadas"; 

Considerando que en este medio la recurrente vuelve a 
plantear h cuestión de la incompetencia bajo otra forma,  

pretendiendo deducirla del hecho de que el contrato de 
arrendamiento que se invoca carece de fecha cierta; pero, 

Considerando que lo expresado en el examen de los dos 
medios anteriores, especialmente lo dicho sobre el artículo 
1743 del Código Civil, responde a estos alegatos y demuestra 
que en el fallo impugnado se comprobó que la compradora 
tenía el aerecho de intentar la acción en desalojo contra la 
inquilina, para los fines que se perseguían; que, por tanto, 
este medio debe ser igualmente desestimado; 

Considerando que por el cuarto y último medio del re-
curso se alega que la sentencia impugnada" ha desnaturali-
zado el valor o fuerza probante de los documentos aporta-
dos al debate, atribuyéndoseles fuerza probatoria de consen-
timientos que no constan en ninguno de ellos y de obliga-
ciones sinalagmáticas que ninguno de ellos tampoco com-
prueba"; que dicha decisión está insuficientemente motiva-
da "e.i: razón de que no da motivos suficientes que permi-
tan a esta superioridad ejercer su control como Corte de 
Casación y determinar si la ley ha sido bien o mal aplicada, 
ya que no se indica de que hechos contenidos en dichos 
documentos, infiere el Juez a quo. que la señora Victoria 
Nasser Viuda Yeara se obligó frente a Odette Nader Seguie 
de Dauliaire ni ésta frente a aquella, contrayéndose todas 
las obligaciones de un arrendador o locador de la casa 
número 44 de la Avenida 'Mella', ni tampoco se expresa 
de donde sacó dicho Juez que la exponente se obligó direc-
tamente frente a la hoy intimada a cumplir y soportar las 
obligaciones de locatario, inquilino o arrendatario de la 
casa número 44 de la Avenida Mella, ni tampoco de donde 
sacó el magistrado que la dictó, el hecho de que la casa 
número 44 de la Avenida Mella esté ocupada por la expo-
nente y no por la 'Casa Nader, C. por A.' que es quien 
realMentc la ocupa según consta en la documentación del 
expediente.— Asimismo en el fallo impugnado no se dan 
motivos suficientes que permitan apreciar las razones por 
las cuales tanto el Juez a quo se consideró competente para 
conocer en segundo grado y en consecuencia al juez de paz 
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y Desahucios, para demandar en desahucio, a los fines 
reparación, modificación y ampliación de la casa alquil 

Considerando que la circunstancia de que la casa 
quilada estuviera ocupada por una tercera persona, la 
Nader, C. por A., no le podía quitar a la actual recurrente 
el derecho de interponer su acción, previa las formalidades 
que se cumplieron, toda vez que el contrato existente entre 
las partes le prohibía a la inquilina en su cláusula 1• ceder 
o subalquilar el inmueble sin la autorización por escrito 
propietario; que, en tal virtud, el fallo impugnado no 
podido incurrir en ninguna de las violaciones ni vicios 
se indican en este medio; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio la 
recurrente expresa lo siguiente: que "de la combinación de 
los textos legales indicados en el epígrafe del presente me-

dio, se desprende que el comprador de un inmueble alquila-

do, no está obligado a respetar más que aquellos contratos 
de arrendamiento que tengan fecha cierta anterior a su ad-
quisición y que, por consecuencia, los contratos sin fecha 
cierta no ha ni tiene que respetarlos salvo su propio interés, 
pudiendo recurrir a la expulsión del inquilino del viejo dueño 
con el previo desahucio e indemnizaciones de lugar, por 
cuanto la misma ley considera que no existe ningún lazo ju-

rídico entre el viejo dueño y el nuevo respecto de dichp 
contrato ni mucho menos lo existe entre éste y el inquilino 
del viejo propietario"; que al "considerar la ley tal inexis-
tencia de lazo jurídico, es obvio que la competencia no 

podrá ser del tribunal que sólo puede conocer cuando existe 

tal lazo jurídico o cuando la existencia del mismo está dis-
cutida"; y que "tales disposiciones pues, fueron descono-
cidas pm la sentencia impugnada, desconociéndose y mai 
aplicándose asimismo las reglas dei control de alquileres, 
cuando de acuerdo con dicho textos eran absolutamente 
improcedentes en el caso por las circunstancias apuntadas"; 

Considerando que en este medio la recurrente vuelve 
plantear la cuestión de la incompetencia bajo otra forma,. 

pretendiendo deducirla del hecho de que el contrato de 
arrendamiento que se invoca carece de fecha cierta; pero, 

Considerando que lo expresado en el examen de los dos 
medios anteriores, especialmente lo dicho sobre el artículo 
1743 del Código Civil, responde a estos alegatos y demuestra 
que en el fallo impugnado se comprobó que la compradora 
tenía el aerecho de intentar la acción en desalojo contra la 
inquilina, para los fines que se perseguían; que, por tanto, 
este medio debe ser igualmente desestimado; 

Considerando que por el cuarto y último medio del re-
curso se alega que la sentencia impugnada" ha desnaturali-
zado el valor o fuerza probante de los documentos aporta-. 
dos al debate, atribuyéndoseles fuerza probatoria de consen-
timientos que no constan en ninguno de ellos y de obliga-
ciones sinalagmáticas que ninguno de ellos tampoco com-
prueba"; que dicha decisión está insuficientemente motiva-
da "en razón de que no da motivos suficientes que permi-
tan a esta superioridad ejercer su control como Corte de 
Casación y determinar si la ley ha sido bien o mal aplicada, 
ya que no se indica de que hechos contenidos en dichos 
documentos, infiere el Juez a quo. que la señora Victoria 
Nasser Viuda Yeara se obligó frente a Odette Nader Seguie 
de Dauliajre ni ésta frente a aquella, contrayéndose todas 
las obligaciones de un arrendador o locador de la casa 
número 44 de la Avenida 'Mella', ni tampoco se expresa 
de donde sacó dicho Juez que la exponente se obligó direc-
tamente frente a la hoy intimada a cumplir y soportar las 
obligaciones de locatario, inquilino o arrendatario de la 
casa número 44 de la Avenida Mella, ni tampoco de donde 
sacó el magistrado que la dictó, el hecho de que la casa 
número 44 de la Avenida Mella esté ocupada por la expo-
nente y no por la 'Casa Nader, C. por A.' que es quien 
realMente la ocupa según consta en la documentación del 
expediente.— Asimismo en el fallo impugnado no se dan 
Motivos suficientes que permitan apreciar las razones por 
las cuales tanto el Juez a quo se consideró competente para 
conocer en segundo grado y en consecuencia al juez de paz 
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para conocer en primer grado del litigio de que se trata, no  
obstante haberse controwertido el contrato de arrenda 
miento que alegó la intimada existía entre ella y la expo-
nente en razón de este último haberlo negado de plano con 
razones tan serias y poderogas como las que se han vertido 
a lo largo del presente memorial. Asimismo es insuficiente 
en la motvación y enumeración de todos los hechos de la 
causa"; pero, 

Considerando que lo expuesto en el examen de los me-
dios que se acaban de examinar pone de manifiesto que 
en la sentencia impugnada no se ha incurrido en desnatura-
lización aguna para admitir que entre la actual recurrente 
y la recurrida existía el contrato de arrendamiento de que 
se trata; que dicha sentencia contiene motivos suficientes 
nue justifican plenamente su dispositivo, así como una 
exposición de los hechos y una descripción de los documen-
tos de la causa, que han permitido verificar que dicho fallo 
es el resultado de una exacta aplicación de la ley a los he-
chos comprobados por los jueces del fondo; que, en conse-
cuencia, este último medio debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Odette Nader Seguie de Dauhajre, 
contra sentencia pronunciada por la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en grado de apelación, en fecha veintidós de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicha recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. Quírico Elpidio 
Pérez B., quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.  

tá presente 'sentencia ha sido dada y "firníada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados; y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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para conocer en primer grado del litigio de que se trata, no 
obstante haberse controwertido el contrato de arrenda. 
miento que alegó la intimada existía entre ella y la expo-
nente en razón de este último haberlo negado de plano con 
razones tan serias y poderosas como las que se han vertido 
a lo largo del presente memorial. Asimismo es insuficiente 
en la motivación y enumeración de todos los hechos de la 
causa' ; leso, 

Considerando que lo expuesto en el examen de los me-
dios que se acaban de examinar pone de manifiesto que 
en la sentencia impugnada no se ha incurrido en desnatura-
lización aguna para admitir que entre la actual recurrente 
y la recurrida existía el contrato de arrendamiento de que 
se trata; que dicha sentencia contiene motivos suficientes 
(que justifican plenamente Su dispositivo, así como una 
exposición de los hechos y una descripción de los documen-
tos de la causa, que han permitido verificar que dicho fallo 
es el resultado de una exacta aplicación de la ley a los he-
chos comprobados por los jueces del fondo; que, en conse-
cuencia, este último medio debe ser también desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Odette Nader Seguie de Dauhajre, 
contra sentencia pronunciada por la Cámara de lo Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en grado de apelación, en fecha veintidós de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
ha sido copiado en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena a dicha recurrente al pago de las costas, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. Quírico Elpidio 
Pérez B., quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.  

:La presente sentencia ha sido dadá y firrnada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados; y fué 

retada, leida y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

• 	t " 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 

Macorís, de fecha 14 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Gerardino o Pedro Gerardino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Contin Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis del mes 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de 
la Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Gerardino o Pedro Gerardino, dominicano, mayor 
de edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en la 

casa N 9  32 de la Avenida "Caonabo", de la ciudad y Muni-
cipio de San Francisco de Macorís, cédula 8302, serie 56, 
sello 3189859, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís en fecha catorce de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
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a  la fórma el presente recurso de apelación interpuesto por 
la  señora Francisca Paulino de Burgos, contra sentencia 
dictacia en fecha seis de septiembre del año en curso (1957) 
por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo es el siguiente: 
TALLA: Primero: Que debe descargar y al efecto descarga 
al nombrado Ramón Antonio o Pedro Gerardino, de genera-
les anotadas, del hecho puesto a su cargo, o sea del delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la señora Francisca Pau-
lino de Burgos, por no haberlo cometido; Segundo: Que debe 
declarar y declara, regular y válida la constitución en parte 
civil hecha por la señora Francisca Paulino de Burgos y 
contra el prevenido, por haberla realizado en tiempo hábil 
y cumpliendo las formalidades de la ley y rechaza las con-
clusiones por improcedentes y mal fundadas; Tercero: Que 
debe condenar y condena, a la señora Francisca Paulino de 
Burgos, parte civil que sucumbe, al pago de las costas civi-
les y se declaran de oficio las penales'; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia apelada y obrando por propia autoridad declara 
al prevenido Ramón Antonio o Pedro Gerardino culpable 
del delito de ahuso de confianza cometido en perjuicio de la 
señora Francisca Paulino de Burgos; Tercero: Condena al 
prevenido Ramón Antonio o Pedro Gerardino al pago de una 
indemnización de cincuenta pesos oro (RD$50.00) en favor 
de la señora Francisca Paulino de Burgos, parte civil cons-
tituida contra el procesado; Cuarto: Condena al prevenido al 
pago de las costas civiles de ambas instancias declarando 
distraídas las del primer grado en favor del doctor José 
Burgos Ramos, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha quince de noviembre 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 14 de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ramón Antonio Gerardino o Pedro Gerardino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Co-
hén, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor 
Oontin Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis del mes 
de marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de 
la Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Antonio Gerardino o Pedro Gerardino, dominicano, mayor 
de edad, soltero, jornalero, domiciliado y residente en la 

casa N9  32 de la Avenida "Caonabo", de la ciudad y Muni-
cipio de San Francisco de Macorís, cédula 8302, serie 56, 
sello 3189859, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
Francisco de Macorís en fecha catorce de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto 
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la fo% rma el presente recurso de apelación interpuesto por 
señora Francisca Paulino de Burgos, contra sentencia 

dictada en fecha seis de septiembre del año en curso (1957) 
por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, cuyo dispositivo es el siguiente: 
TALLA: Primero: Que debe descargar y al efecto descarga 
al nombrado Ramón Antonio o Pedro Gerardino, de genera-
les anotadas, del hecho puesto a su cargo, o sea del delito de 
abuso de confianza en perjuicio de la señora Francisca Pau-
lino de Burgos, por no haberlo cometido; Segundo: Que debe 
declarar y declara, regular y válida la constitución en parte 
civil hecha por la señora Francisca Paulino de Burgos y 
contra el prevenido, por haberla realizado en tiempo hábil 
y cumpliendo las formalidades de la ley y rechaza las con-
clusiones por improcedentes y mal fundadas; Tercero: Que 
debe condenar y condena, a la señora Francisca Paulino de 
Burgos, parte civil que sucumbe, al pago de las costas civi-
les y se declaran de oficio las penales'; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia apelada y obrando por propia autoridad declara 
al prevenido Ramón Antonio o Pedro Gerardino culpable 
del delito de abuso de confianza cometido en perjuicio de la 
señora Francisca Paulino de Burgos; Tercero: Condena al 
prevenido Ramón Antonio o Pedro Gerardino al pago de una 
indemnización de cincuenta pesos oro (RD$50.00) en favor 
de la señora Francisca Paulino de Burgos, parte civil cons-
tituida contra el procesado; Cuarto: Condena al prevenido al 
pago de las costas civiles de ambas instancias declarando 
distraídas las del primer grado en favor del doctor José 
Burgos Ramos, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha quince de noviembre 
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del año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimie 
del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio de 
minatio de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos los artículos 1, 29 y 65 de la Ley 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 29 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación dispone que "el plazo para interpo. 
ner el recurso de casación es de diez días, contados desde la 
fecha del pronunciamiento de la sentencia, si el acusado 
estuvo presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada 
o si fué debidamente citado para la misma", y que, en 
cualquier otro caso "el plazo correrá a partir de la notifica-
ción de la sentencia"; 

Considerando que, en la especie, la sentencia impug-
nada fué notificada personalmente al prevenido Ramón An-
tonio Gerardino o Pedro Gerardino en fecha diez y nueve de 
octubre del año mil novecientos cincuenta y siete, quien no 
estuvo presente en la audiencia en que la referida sentencia 
fué pronunciada, ni fué debidamente citado para la misma; 
que dicho prevenido interpuso el presente recurso de casa-
ción en fecha quince de noviembre del citado año mil nove-
cientos cincuenta y siete, es decir, cuando ya el plazo de diez 
días a que se refiere dicho texto legal había expirado; que, 
en tales condiciones, el presente recurso es tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Antonio Gerardi -
no o Pedro Gerardino, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, en fecha catorce de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C. 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.-- Luis Logroño Cohén. 

E.'Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Qod. 
gateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Genera/. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento; en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera?, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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que dicho prevenido interpuso el presente recurso de casa-
ción en fecha quince de noviembre del citado año mil nove-
cientos cincuenta y siete, es decir, cuando ya el plazo de diez 
días a que se refiere dicho texto legal había expirado; que, 
en tales condiciones, el presente recurso es tardío; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Ramón Antonio Gerardi -
no o Pedro Gerardino, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Francisco de Macorís, en fecha catorce de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: Condena 
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F, E.'Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín 	Cha 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada per /os 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fié 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencin impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito , 
Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 3 de diciembre, 1957. 

illateria: Penal. 

Recurrente: Luis Antonio Araujo Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito 
Nacional, hoy día seis del mes de marzo de mil novecientos 
cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis An-
tonio Araujo Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, residente en la sección "El Limonal", Municipio 
de. Bani, Provincia Trujillo Valdez. cédula 16750, serie 3, 
sello 3185798, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación, en sus atribuciones correccionales, por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
lag fecha tres de diciembre del año mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

•.de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a quo en fecha tres de diciembre del 
año mii novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 39, 46 y 47 de la Ley N9 124 
del año 1942 sobre Distribución de Aguas Públicas (riego) y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones del Inspector de Aguas Públicas, Francisco 
Antonio Melo Núñez, fué sometido a la justicia, en fecha 
siete de septiembre del año mil novecientos cincuenta y sie-
te, el nombrado Luis Antonio Araujo Guzmán, por el hecho 
de "haber alterado en la sección de "El Carretón", Muni-

, cipio de Baní, Provincia Trujillo VaMez—la organización 
del régimen del servicio público de agua, mediante la eleva-
ción de compuertas en distintos sectores", según consta en 
el acta comprobatoria de la infracción levantada por dicho 
inspector en la fecha indicada; b) que apoderado del hecho 
el Juzgado de Paz del Municipio de Baní, en funciones de 
Tribunal de Aguas, en fecha veinte y siete de septiembre del 
año citado, pronunció la sentencia de la cual es el disposi-
tivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar 
y pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Antonio 
Araujo Guzmán, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a la audiencia para la cual fué legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe condenar y condena a dicho preve-
nido a sufrir la pena de 2 (dos) meses de prisión correc-
cional, por el hecho de haber alterado la organización del 
régimen del servicio de agua mediante la elevación de com-
puertas en distintos sectores; TERCERO: Se le condena al 
pago de las costas"; c) que sobre el recurso de oposición 
del prevenido, dicho Juzgado de Paz pronunció en fecha 
quince de octubre del indicado año mil novecientos cincuen- 
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SENTIOICIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

Sentencia, inagnignada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 3 de diciembre, 1957. 
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Recurrente: Luis Antonio Araujo Guzmán. 
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cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la 
Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis An-
tonio Araujo Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, 
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de: Bani, Provincia Trujillo Valdez, cédula 16750, serie 3, 
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apelación, en sus atribuciones correccionales, por el Juzgado 
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.ea fecha tres de diciembre del año mil novecientos cincuenta 
y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

•.de la República; 

• 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a quo en fecha tres de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 39, 46 y 47 de la Ley N°  124 
del año 1942 sobre Distribución de Aguas Públicas (riego) y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
por actuaciones del Inspector de Aguas Públicas, Francisco 

1  Antonio Melo Núñez, fué sometido a la justicia, en fecha 
siete de septiembre del año mil novecientos cincuenta y sie-
te, el nombrado Luis Antonio Araujo Guzmán, por el hecho 
de "haber alterado en la sección de "El Carretón", Muni-

, cipio de Baní, Provincia Trujillo Varlez—la organización 
del régimen del servicio público de agua, mediante la eleva-
ción de compuertas en distintos sectores", según consta en 
el acta comprobatoria de la infracción levantada por dicho 
inspector en la fecha indicada; b) que apoderado del hecho 
el Juzgado de Paz del Municipio de Baní, en funciones de 
Tribunal de Aguas, en fecha veinte y siete de septiembre del 
año citado, pronunció la sentencia de la cual es el disposi-
tivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar 
y pronuncia el defecto contra el nombrado Luis Antonio 
Araujo Guzmán, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a la audiencia para la cual fué legalmente citado; 
SEGUNDO: Que debe condenar y condena a dicho preve-
nido a sufrir la pena de 2 (dos) meses de prisión correc-
cional, por el hecho de haber alterado la organización del 
régimen del servicio de agua mediante la elevación de com-
puertas en distintos sectores; TERCERO: Se le condena al 
pago de las costas"; c) que sobre el recurso de oposición 
del prevenido, dicho Juzgado de Paz pronunció en fecha 
quince de octubre del indicado año mil novecientos cincuen- 

.1 
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ta y siete, la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe admitir y admite por haber sido in-
tentado en tiempo hábil, el recurso de oposición interpuesto 
por el nombrado Luis Antonio Araujo Guzmán z  de generales 
que constan en el expediente, contra la sentencia 1437, dicta-
da en defecto por este Juzgado de Paz en fecha 27 de sep-
tiembre de 1957, en virtud de la cual se le condenó a sufrir 
la pena de dos meses de prisión correccional, por el hecho 
de haber alterado la organización del régimen del servicio 
de agua mediante la elevación de compuertas en distintos 
sectores; SEGUNDO: Que debe revocar, como al efecto 
revocamos la sentencia 1437, a cargo del nombrado Luis 
Antonio Araujo Guzmán, y en consecuencia se descarga a 
dicho prevenido del hecho que se le imputa, por insuficien-
cia de pruebas; y TERCERO: Se declaran las costas de 
oficios"; 

Considerando que, sobre el recurso de apelación del 
ministerio público, fué pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos, bue-
no y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación 
interpuesto contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
del Municipio de Baní, de fecha 15 del mes de octubre del 
1957, que descargó al nombrado Luis Antonio Araujo Guz-
mán, de generales anotadas, de violación al artículo 39 de 
la Ley N9  124 sobre Aguas Públicas, por insuficiencia de 
prueba; SEGUNDO: Revocar, como al efecto revocamos, 
dicha sentencia en todas sus partes; TERCERO: Declarar, 
como al erecto declaramos, al nombrado Luis Antonio Arau-
jo Guzmán, de generales anotadas, culpable de violación al 
artículo 39 de la Ley N° 124 sobre Aguas Públicas, y en 
consecuencia se condena al pago de una multa de diez pesos.' 
ora (RD$10.00) que en caso de insolvencia compensará a 
razón de un día de prisión por cada peso de multa dejado .  

• de wzar; CUARTO: Condenar, como al efecto lo condena-
mos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, qife "el prevenido Luis Antonio Araujo Guzmán le-
vantó dos compuertas por donde pasaban las aguas (d:1 

- canal de • riego correspondiente) a las propiedades de "los 
señores Balo Arias y Luis León... sin la autorización de 
las autoridades... competentes... alterando así la orga-
nización del régimen del servicio de agua ..."; que, en los 
hechos así comprobados y admitidos por el Tribunal a quo, 
se encuentran reunidos los elementos que caracterizan uno 
de los delitos previstos por el artículo 39 de la Ley N° 124 
del año 1942, y sancionado por dicho texto legal con las 
penas de prisión correccional de seis días a dos meses o mul-
ta de diez a cien pesos o con ambas penas a la vez; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido culpable del delito de 
alteración del régimen del servicio de aguas, que se le im-
puta, el Tribunal a, quo atribuyó a los hechos de la preven-
don la calificación legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de diez pesos 
de multa le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Antonio Araujo Guzmán, contra 
sentencia pronunciada en grado 'de apelación en sus atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en fecha tres de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo 'se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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ta y siete, la sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe admitir y admite por haber sido in-
tentado en tiempo hábil, el recurso de oposición interpuesto 
por el nombrado Luis Antonio Araujo Guzmán z  de generales 
que constan en el expediente, contra la sentencia 1437, dicta-
da en defecto por este Juzgado de Paz en fecha 27 de sep-
tiembre de 1957, en virtud de la cual se le condenó a sufrir 
la pena de dos meses de prisión correccional, por el hecho 
de haber alterado la organización del régimen del servicio 
de agua mediante la elevación de compuertas en distintos 
sectores; SEGUNDO: Que debe revocar, como al efecto 
revocamos la sentencia 1437, a cargo del nombrado Luis 
Antonio Araujo Guzmán, y en consecuencia se descarga a 
dicho prevenido del hecho que se le imputa, por insuficien-
cia de pruebas; y TERCERO: Se declaran las costas de 
oficios"; 

Considerando que, sobre el recurso de apelación del 
ministerio público, fué pronunciada por el Juzgado de Pri, 
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Declarar, como al efecto declaramos, bue-
no y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación 
interpuesto contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz 
del Municipio de Baní, de fecha 15 del mes de octubre del 
1957, que descargó al nombrado Luis Antonio Araujo Guz-
mán, de generales anotadas, de violación al artículo 39 de 

la Ley N9  124 sobre Aguas Públicas, por insuficiencia de 
prueba; SEGUNDO: Revocar, como al efecto revocamos, 
dicha sentencia en todas sus partes; TERCERO: Declarar, 
como al efecto declaramos, al nombrado Luis Antonio Arau-
jo Guzmán, de generales anotadas, culpable de violación al 
artículo 39 de la Ley N9  124 sobre Aguas Públicas, y en 
consecuencia se condena al pago de una multa de diez pesos. 
oro- (RD$10.00) que en caso de insolvencia compensará a 
razón de un día de prisión por cada peso de multa dejado 

de pzyzar; CUARTO: Condenar, como al efecto lo condena-
mos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, qu'e "el prevenido Luis Antonio Araujo Guzmán le-
vantó dos compuertas por donde pasaban las aguas (d!:1 
canal de • riego correspondiente) a las propiedades de los 
señores Balo Arias y Luis León... sin la autorización de 
las autoridades... competentes... alterando así la orga-
nización del régimen del servicio de agua ..."; que, en los 
hechos así comprobados y admitidos por el Tribunal a quo, 
se encuentran reunidos los elementos que caracterizan uno 
de los delitos previstos por el artículo 39 de la Ley N 9  124 
del año 1942, y sancionado por dicho texto legal con las 
penas de prisión correccional de seis días a dos meses o mul-
ta de diez a cien pesos o con ambas penas a la vez; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido culpable del delito de 
alteración del régimen del servicio de aguas. que se le im-
puta, el Tribunal 11, quo atribuyó a los hechos de la preven-
Win la calificadión legal que les corresponde según su 
propia naturaleza, y al condenarlo a la pena de diez pesos 
de multa le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada la sentencia impugnada 
en sus demás aspectos, no contiene ningún vicio que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Antonio Araujo Guzmán, contra 
sentencia pronunciada en grado 'de apelación en sus atribu-
ciones correccionales por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, en fecha tres de 
diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.—
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car- 
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.tos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año er él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito , 
 Judicial de Puerto Plata, de fecha 21 de mayo de 1956. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Carlos Ismael Clark. 
Ahogado: Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz. 

Recurridos. Antonio Cosme Imbert Barrera, Maria Luisa Tessbn 
de Báez y Eduardo Báez 

Abogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus:-. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados. 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Mord, Segundo Sustituto. 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
de; asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; 
hoy día seis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Ismael Clark, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado en Maimón, sección del Municipio de Puer , 

 to Plata, cédula 4717, serie 37, sello 2917197, contra la 
sentencia pronunciada en grado de apelación, en sus atri-
buciones civiles, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata en fecha veintiuno de 
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pos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año er. él expresados, y fué 
firmada, leída. y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 6 DE MARZO DE 1958 

tencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, de fecha 21 de mayo de 1956 

ria: 

urrente: Carlos Ismael Clark. 
legado: Dr. Pablo Juan Brugal Muñoz. 

ecurridos. Antonio Cosme Imbert Barrera, Maria Luisa Tessbn 
de Báez y Eduardo Báez 

bogado: Lic. Amiro Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus4, 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados. 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto.  
de Presidente; Luis Logroño Cohén, Dr. Carlos Manuel La-
marche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro Mateo-Fernán-
de; asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele 
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional; 
hoy día seis del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Carlos 
Ismael Clark, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado en Maimón, sección del Municipio de Fuer , 

 to Plata, cédula 4717, serie 37, sello 2917197, contra la 
sentencia pronunciada en grado de apelación, en sus atri-
buciones civiles, por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Puerto Plata en fecha veintiuno de 
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mayo dél mil'novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacirde turno en la lectura del rol; 
Oído 'el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

.323, serie 40, sello 49374, en representación del Dr. Pablo 
Juan Brugal Muñoz, cédula 14705, serie 37, sello 21354, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José Manuel Pittaluga, cédula 47347, serie 
1*, sello 7094, en representación del Lic. Amiro Pérez, cé- 
• ula .85, :serie 37, sello 21386, abogados de los recurridos 
Antonio Cosme Imbert Barrera, dominicano, mayor de edad, 
• tasado, empleado público, de este domicilio y residencia, 
cédula 12394, serie 37, sello 7051, María Luisa Tessón de 
Báez, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do-
mésticos, de este domicilio y residencia, cédula 635, serie 
37, sello 24824 y Eduardo Báez, dominicano, mayor de edad, 
casado. empleado público, de este domicilio y residencia, cé-
'dula 27454, serie 1k,. sello 48502, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
,cle /a. República; 

Visto el memorial de casación recibido en fecha nueve 

, de julio de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el 
Dr. Pablr* Juan Brugal Muñoz, abogado del recurrente, en 
•e1 cual Se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha cuatro 
'de septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 

,por-.el Lic. Arniro Pérez, abogado de los recurridos; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 22 y 165 del Código de Pro-
cedimiento' Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Consderando que en la sentencia impugnada y en 1 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) qu 
en fecha - veintitrés de febrero del año mil novecientos ciri 
cuenta.Y cinco, y por Acto N° 28 (veintiocho) del ministerial 

Luis M. Peralta Almonte, Alguacil Ordinario del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
Antonio Cosme Imbert Barrera, María Luisa Tessón de 
Báez y su esposo Eduardo Báez, hicieron notificar al señor 
Carlos Ismael Clark, en su domicilio y residencia de "Mai-
món'', sección rural del Municipio de Puerto Plata, formal 
intimación de pagarles, en el término de 8 días por todo 
plazo, la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS 
ORO (RD$250.00) que les adeudaba por concepto de cinco 
meses de arrendamiento, a razón de cincuenta pesos oro 
mensuales, vencidos el día diez de febrero del año en curso, 
de la finca ubicada en 'San Marcos", sitio de 'El Corozo", 
del Municipio de Puerto Plata, propiedad de lo señora Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y que le fué arrendada al señor 
Carlos Ismael Clark por el señor Antonio Cosme Imbert 
Barrera, según contrato que vencía el diez de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y cinco; y por el mismo acto 
de intimación, lo citaron y emplazaron, para el caso de que 
no obtemperase a dicho mandamiento de pago, para que 
el día veintiocho de febrero mencionado, a las diez de la 
mañana, compareciera por ante el Juzgado de Paz del Mu-
nicipip de Puerto Plata, en sus atribuciones civiles, a fin 
de que el citado señor Carlos Ismael Clark oyera pedir ser 
condenado al pago inmediato de la expresada cantidad de 
dos cientos cincuenta pesos oro, que les adeudaba por el 
concepto ya indicado, al pago de los intereses legales de 
dicha cantidad a partir del día de la demanda; a la resolu-
ción del contrato de arrendamiento de la expresada finca; al 
abandono inmediato de ella tan pronto como le fuera noti-
ficada la sentencia que se rindiese al efecto, so pena de 
ser constreñido a ello para su desalojo, con el auxilio de la 

rza pública, si fuere necesario, y por último, al pago de 
as costas; bajo reserva de todo derecho, y especialmente 

1 cobro de los arrendamientos por vencer"; "b) que cono-
da esa demanda por el Juzgado de Paz del Municipio de 
erto Plata, dicho Juzgado de Paz, en fecha cuatro de 
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mayo d'él mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 

se copia en otro lugar del presente fallo; 
Oído álguacil*de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Manuel de Jesús Vargas Polanco, cédula 

, 323, serie 40, sello 49374, en representación del Dr. Pablo 
Juan Brugal Muñoz, cédula 14705, serie 37, sello 21354, 
abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José Manuel Pittaluga, cédula 47347, serie 
1*, sello 7094, en representación del Lic. Amiro Pérez, eé. 
dula 85, .serie 37, sello 21386, abogados de los recurridos 
Antonio Cosme Imbert Barrera, dominicano, mayor de edad, 
casado, empleado público, de este domicilio y residencia, 
cédula 12394, serie 37, sello 7051, María Luisa Tessón de 
Báez, dominicana, mayor de edad, casada, de quehaceres do- - 
mésticos, de este domicilio y residencia, cédula 635, serie 
37, sello 24824 y Eduardo Báez, dominicano, mayor de edad, 
casado. empleado público, de este domicilio y residencia, cé-

'dula 27454, serie 11, sello 48502, en la lectura de sus con-
.clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación recibido en fecha nueve 
(de julio de mil novecientos cincuenta y seis, suscrito por el 

Dr_ Pable' Juan Brugal Muñoz, abogado del recurrente, en 

•el cual Se invocan los medios que luego se indican; 
Visto el memorial de defensa notificado en fecha cuatro 

Nde septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
,por-el Lie. Arniro Pérez, abogado de los recurridos; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 22 y 165 del Código de' Pro-

cedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
ConsIderando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "a) que 
en fecha 'veintitrés de febrero del año mil novecientos cin-

cuenta.y cinco, y por Acto N 9  28 (veintiocho) del ministerial 
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Luis M. Peralta Almonte, Alguacil Ordinario del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, 
Antonio Cosme Imbert Barrera, María Luisa Tessón de 
Báez y su esposo Eduardo Báez, hicieron notificar al señor 
Carlos Ismael Clark, en su domicilio y residencia de "Mai-
món", sección rural del Municipio de Puerto Plata, formal 
intimación de pagarles, en el término de 8 días por todo 
plazo, la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA PESOS 
ORO (RD$250.00) que les adeudaba por concepto de cinco 
meses de arrendamiento, a razón de cincuenta pesos oro 
mensuales, vencidos el día diez de febrero del año en curso, 
de la finca ubicada en 'San Marcos", sitio de 'El Corozo", 
del Municipio de Puerto Plata, propiedad de le señora Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y que le fué arrendada al señor 
Carlos Ismael Clark por el señor Antonio Cosme Imbert 
Barrera, según contrato que vencía el diez de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y cinco; y por el mismo acto 
de intimación, lo citaron y emplazaron, para el caso de que 
no obtemperase a dicho mandamiento de pago, para que 
el día veintiocho de febrero mencionado, a las diez de la 
mañana, compareciera por ante el Juzgado de Paz del Mu-
nicipip de Puerto Plata, en sus atribuciones civiles, a fin 
de que el citado señor Carlos Ismael Clark oyera pedir ser 
condenado al pago inmediato de la expresada cantidad de 
dos cientos cincuenta pesos oro, que les adeudaba por el 
concepto ya indicado, al pago de los intereses legales de 
dicha cantidad a partir del día de la demanda; a la resolu-
ción del contrato de arrendamiento de la expresada finca; al 
abandono inmediato de ella tan pronto como le fuera noti-
ficada la sentencia que se rindiese al efecto. so  pena de 
ser constreñido a ello para su desalojo, con el auxilio de la 
fuerza pública, si fuere necesario, y por último, al pago de 
las costas; bajo reserva de todo derecho, y especialmente 

•del cobro de los arrendamientos por vencer"; "b) que cono-
. cida esa demanda por el Juzgado de Paz del Municipio de 
Puerto Plata, dicho Juzgado de Paz, en fecha cuatro de 
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marzo del año mil novecientos cincuenta y cinco, rindió un a 
 sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: 

 Pronunciar como en efecto pronuncia el defecto contra el 
señor Carlos Ismael Clark; SEGUNDO: Condenar como en 
efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al pago de la 
suma de DOS CIENTOS CINCUENTA PESOS ORO (RD 
$250.00) a favor de los señores Antonio Cosme Imbert 
Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, por 
falta de cumplimiento de él; TERCERO: Condenar como en 
efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al pago de los 
intereses legales de dicha suma; CUARTO: Pronunciar co-
mo en efecto pronuncia la rescisión del contrato de arren-
damiento entre los señores Antonio Cosme Imbert Barrera, 
María Luisa Tessón de Báez y Eddardo Báez y Carlos Ismael 
Clark por falta de este último; QUINTO: Condenar como 
en efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al desalojo 
inmediato de la referida finca, cuyos linderos se describen 
en la página número dos; SEXTO: Condenar como en efecto 
condena al señor Carlos Ismael Clark al pago de las costas; 
SEPTIMO: Comisionar como en efecto comisiona al Algua-
cil Ordinario del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, Ciudadano Luis María Peralta 
Almonte, para la notificación de la presente sentencia'; c) 
que esa sentencia fué notificada a Carlos Ismael Calrk en 
fecha dieciocho de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y cinco, según Acto N9 48 (cuarentiocho) del Alguacil co-
misionado, Luis María Peralta Almonte"; d) que en fecha 
dieciséis de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, y por 
Acto ;lel mismo Alguacil Ordinario Luis María. Peralta Al-
monte, Carlos Ismael Clark, de generales que constan, con 
domicilio elegido en la ciudad de Puerto Plata, en el Estudio 
del Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, su abogado constituí -

do, hizo notificar a los intimados que interponía formal 
recurso de apelación contra la referida sentencia del Juzga-
do de Paz del Municipio de Puerto Plata, de fecha cuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y cinco, con citaci(5. 1  

y emplazamiento para que comparecieran por ante el Juzga-
do  de Primera Instancia de Puerto Plata, en atribuciones 
civiles, en la octava franca de ley, más el término en razón 
de  la distancia, a las nueve de la mañana, a fin de discutir 
dicho recurso de apelación"; "e) que Acto N9 102 (ciento 
dos), de fecha tres de mayo de mil novecientos cincuenta 
y cinco, del repetido ministerial Luis M. Peralta Almonte, 
el Licenciado Amiro Pérez, hizo notificar al Doctor Pablo 
Juan Brugal Muñoz, en su calidad de abogado constituido 
de Carlos Ismael Clark, en el recurso de apelación de que 
se trata. que él, el referido, Licdo. Amiro Pérez, había reci-
bido y aceptado mandato de los señores Antonio Cosme Im-
bert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, 
para constituirse y postular por estos señores en el recurso 
de apelación interpuesto por el señor Carlos Ismael Clark 
contra la sentencia de cuatro de marzo de mil novecientos 
cincuenticinco, del Juzgado de Paz del Municipio de Puerto 
Plata"; "f) que previo acto recordatorio notificado al Doc-
tor Pablo Juan Brugal Muñoz, en su expresada calidad de 
abogado del señor Carlos Ismael Clark, a requerimiento del 
Licdo. Amiro Pérez, abogado de los intimados, para la au-
diencia del día diecinueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenticinco, a las nueve de la mañana. a dicha audiencia, 
que celebró el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en atribuciones civiles, al efecto, 
solamente compareció el abogado de los intimados, el Licdo. 
Amiro Pérez, y concluyó pidiendo. en cuanto al fondo, el 
rechazamiento de la apelación hecha por Carlos Ismael 
Clark, por carecer de fundamento y la confirmación de la 
sentencia apelada, con la consiguiente condenación en cos-
tas"; "g) que en fecha seis de octubre de mi! novecientos 
cincuenticinco, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata rindió una sentencia cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe rati-
ficar y ratifica el defecto que fué pronunciado en audiencia 
contra el intimante Carlos Ismael Clark, por no haberse 
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marzo del año mil novecientos cincuenta y cinco, rindió un a 
 sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMER(); 

 Pronunciar como en efecto pronuncia el defecto contra el 
señor Carlos Ismael Clark; SEGUNDO: Condenar como en 
efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al pago de la 
suma de DOS CIENTOS CINCUENTA PESOS ORO (RE) 
$250.00) a favor de los señores Antonio Cosme Imbert 
Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, por 
falta de cumplimiento de él; TERCERO: Condenar como en 
efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al pago de los 
intereses legales de dicha suma; CUARTO: Pronunciar co-
mo en efecto pronuncia la rescisión del contrato de arren-
damiento entre los señores Antonio Cosme Imbert Barrera, 
María Luisa Tessón de Báez y Eddardo Báez y Carlos Ismael 
Clark por falta de este último; QUINTO: Condenar como 
en efecto condena al señor Carlos Ismael Clark al desalojo 
inmediato de la referida finca, cuyos linderos se describen 
en la página número dos; SEXTO: Condenar como en efecto 
condena a) señor Carlos Ismael Clark al pago de las costas; 
SEPTIMO: Comisionar como en efecto comisiona al Algua-
cil Ordinario del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, Ciudadano Luis María Peralta 
Almonte, para la notificación de la presente sentencia'; c) 
que esa sentencia fué notificada a Carlos Ismael Calrk en 
fecha dieciocho de marzo del año mil novecientos cincuenta 
y cinco, según Acto N9 48 (cuarentiocho) del Alguacil co-
misionado, Luis María Peralta Almonte"; d) que en fecha 
dieciséis de abril de mil novecientos cincuenta y cinco, y por 
Acto , lel mismo Alguacil Ordinario Luis María. Peralta Al-
monte, Carlos Ismael Clark, de generales que constan, con 
domicilio elegido en la ciudad de Puerto Plata, en el Estudio 
del Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, su abogado constituí -

do, hizo notificar a los intimados que interponía formal 
recurso de apelación contra la referida sentencia del 'Juzga-
do de Paz del Municipio de Puerto Plata, de fecha cuatro 
de marzo de mil novecientos cincuenta y cinco, con citación 

y emplazamiento para que comparecieran por ante el Juzga-
do  de Primera Instancia de Puerto Plata, en atribuciones 
civiles, en la octava franca de ley, más el término en razón 
de la distancia, a las nueve de la mañana, a fin de discutir 
dicho recurso de apelación"; "e) que Acto N9 102 (ciento 
dos), de fecha tres de mayo de mil novecientos cincuenta 
y cinco, del repetido ministerial Luis M. Peralta Almonte, 
el Licenciado Amiro Pérez, hizo notificar al Doctor Pablo 
Juan Brugal Muñoz, en su calidad de abogado constituido 
de Carlos Ismael Clark, en el recurso de apelación de que 
se trata. que él, el referido, Licdo. Amiro Pérez, había reci-
bido y aceptado mandato de los señores Antonio Cosme Im-
bert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, 
para constituirse y postular por estos señores en el recurso 
de apelación interpuesto por el señor Carlos Ismael Clark 
contra la sentencia de cuatro de marzo de mil novecientos 
cincuenticinco, del Juzgado de Paz del Municipio de Puerto 
Plata"; "f) que previo acto recordatorio notificado al Doc-
tor Pablo Juan Brugal Muñoz, en su expresada calidad de 
abogado del señor Carlos Ismael Clark a requerimiento del 
Licdo. Amiro Pérez:abogado de los intimados, para la au-
diencia del día diecinueve de septiembre de mil novecientos 
cincuenticinco, a las nueve de la mañana. a dicha audiencia, 
que celebró el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en atribuciones civiles, al efecto, 
solamente compareció el abogado de los intimados, el Licdo. 
Amiro Pérez, y concluyó pidiendo. en cuanto al fondo, el 
rechazamiento de la apelación hecha por Carlos Ismael 
Clark, por carecer de fundamento y la confirmación de la 
sentencia apelada, con la consiguiente condenación en cos-
tas"; "g) que en fecha seis de octubre de mi! novecientos 
cincuenticinco, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata rindió una sentencia cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: Que debe rati-
ficar y ratifica el defecto que fué pronunciado en audiencia 
contra el intimante Carlos Ismael Clark, por no haberse 
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presentado a concluir su abogado, el Doctor Pablo J uan 
 Brugal Muñoz; SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza, 

por carecer de fundamento, el recurso de apelación int er _ 
puesto per Carlos Ismael Clark contra la sentencia rendid a 

 por el Juzgado de Paz de la Común de Puerto Plata en 
 fecha cuatro de marzo de mil novecientos cincuenticinco, 

en' consecuencia, la confirma en todas sus partes; y TEp,_ 
CERO: Que debe condenar y condena al intimante Carlo s 

 Ismael Clark, al pago de las costas de esta alzada"; h) que 
 esa sentencia del seis de octubre de mil novecientos cincuen. 

ticinco, fué notificada al Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, 
en su calidad de abogado constituido de Carlos Ismael Clark, 
en fecha ocho de octubre referido, según acto N° 89 del 
Alguacil de Estrados de este Juzgado, ciudadano Arturo 
Castellanas"; "i) que en fecha catorce del precitado mes de 
octubre, mil novecientos cincuentincinco, y según Acto "N 
90 del mismo Alguacil de Estrados Arturo Castellanos, Car-
los Ismael Clark, quien tiene constituido abogado al Doctor 
Pablo Juan Brugal Muñoz, hizo notificar al licenciado Ami-
ro Pérez, abogado de Antonio Cosme Imbert Barrera, Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y Eduardb Báez,.un escrito de 
oposición a la mencionada sentencia del seis de octubre de 
mil novecientos cincuenticinco; (este q.cto no contiene cita-
ción de comparecencia)"; "j) que previo acto recordatorio 
notificado al Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, abogado del 

. señor Carlos Ismael Clark, a requeriMiento del Licdo. Ami-
ro Pérez, abogado de Antonio Cosme Imbert Barrera, Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, para la audiencia 
del día treintiuno de octubre de mil novecientos cineuenti-
cinco, a las nueve de la mañana, para discutir el fondo de 
la oposición, a dicha audiencia, que se celebró al efecto , 

 comparecieron las partes representadas por sus respectivos 
. abogados, y, mientras los intimados concluyeron al fondo 
el intimarte Clark se limitó a pedir que se ordenara la co -

municación de los documentos que la parte intimada empie,a -

ba en apoyo. de sus pretensiones"; "k) que por sentencia 
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dei juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
puert o Plata de fecha dos de diciembres de mi: novecientos 
cincuenta y cinco, se falló lo siguiente: 'FALLA: Que debe 
rechazar y rechaza, por absolutamente absurdo o impro-
cedente, el pedimento de comunicación de documentos for-
mula lo por el recurrente Carlos Ismael Clark: y, en conse-
cuencia, condena a éste al pago de las costas del inciden 
te"; - . i) que en fecha veinte de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y seis e  y por Acto N° 19 (diecinueve) del 
Alguacil, de Estrados Arturo Castellanos, el Doctor Pablo 
Juan Brugal Muñoz, abogado de Carlos Ismael Clark, hizo 
notificar al Licdo. Amiro Pérez, abogado de Antonio Cosme 
Imbert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo. 
Báez, que había sido fijada la audiencia del día veintitrés 
de febrero, ya dicho, a las nueve de la mañana, "para cono-
cer del recurso de oposición interpuesto por dicho señor 
Carlos Ismael Clark contra sentencia civil dictada en defec-
to por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, de fecha seis de octubre del año mil nove-
cientos cincuenta y cinco, a favor de los señores Antonio 
Cosme Imbert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y 
Eduardo Báez y en contra del señor Carlos Ismael Clark, 
según consta dicho recurso por acto de alguacil N 9  (90) 
noventa, de fecha catorce de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, de mi propio ministerio. La vista y dis-
cusión de la causa que conocerá del referido recurso de opo-
sición, tendrá efecto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del ‘Distrito Jtidicial de Puerto Plata, en sus atribu-
ciones civiles"; "m) que a esa audiencia que celebró dicho 
Juzgado de Primera Instancia, las partes comparecieron 
representadas por sus respectivos abogados y concluyeron 
como se ha hecho constar más arriba, y, a petición, en 
Primer término, del intimante, y de la intimada, después, 
el Juez les concedió un plazo de quince y diez días respec-
ti
vamente, para replicar, habiéndolo hecho solamente la 

Parte intimante"; 



BOLETÍN JUDICIAL 

presentado a concluir su abogado, el Doctor Pablo h an 
 Brugal Muñoz; SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza, 

 por carecer de fundamento, el recurso de apelación inter. 
puesto per Carlos Ismael Clark contra la sentencia rendida 
por el Juzgado de Paz de la Común de Puerto Plata en 
fecha cuatro de marzo de mil novecientos cincuenticinco, y, 
en -  consecuencia, la confirma en todas sus partes; y TER. 
CERO: Que debe condenar y condena al intimante Carlos 
Ismael Clark, al pago de las costas de esta alzada"; h) qu e 

 esa sentencia del seis de octubre de mil novecientos cincuen. 
ticinco, fué notificada al Doctor Pablo Juan Brugal Muñoz, 
en su calidad de abogado constituido de Carlos Ismael Clark, 

•en fecha ocho de octubre referido, según acto N9 89 del 
Alguacil de Estrados de este Juzgado, ciudadano Arturo 
Castellan's"; "i) que en fecha catorce del precitado mes de 

•octubre, mil novecientos cincuentincinco, y según Acto N 
90 del mismo Alguacil de Estrados Arturo Castellanos, Car-
los Ismael Clark, quien tiene constituido abogado al DoCtor 
Pablo Juan Brugal Muñoz, hizo notificar al licenciado Ami-
ro Pérez, abogado de Antonio Cosme Imbert Barrera, Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y Eduard'o Báez,.un escrito de 
oposición a la mencionada sentencia del seis de octubre de 
mil novecientos cincuenticinco; (este g. cto no contiene cita-
ción de comparecencia)"; "i) que previo acto recordatorio 
notificado al Doctor Pablo Juan Brugal Muño2, abogado del 
señor Carlos Ismael Clark, a requerimiento del Licdo. Ami-
ro Pérez, abogado de Antonio Cosme Imbert Barrera, Ma-
ría Luisa Tessón de Báez y Eduardo Báez, para la audiencia 
del día treintiuno de octubre de mil novecientos cineuenti-
cinco, a las nueve de la mañana, para discutir el fondo de 
la oposición, a dicha audiencia, que se celebró al efecto, 
comparecieron las partes representadas por sus respectivos 

. abogados, y, mientras los intimados concluyeron al fondo 
el intimante Clark se limitó a pedir que se ordenara la co-
municación de los documentos que la parte intimada emplea-
ba en apoyo . de sus pretensiones"; "k) que por sentenc!a ,  
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dei Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
puerto Plata de fecha dos de diciembre' de mil novecientos 
cincuenta y cinco, se falló lo siguiente: 'FALLA: Que debe 
rechazar y rechaza, por absolutamente absurdo o impro-
cedente, el pedimento de comunicación de documentos for-
rolado por el recurrente Carlos Ismael Clark: y, en conse-
cuencia, condena a éste al pago de las costas del inciden-
te"; " 1 ) que en fecha veinte de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y seis e  y por Acto N9 19 (diecinueve) del 
Alguacil. de Estrados ArturO Castellanos, el Doctor Pablo 
Juan Brugal Muñoz, abogado de Carros Ismael Clark, hizo 

(

notificar al Licdo. Amiro Pérez, abogado de Antonio Cosme 
Imbert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y Eduardo-
Báez, que había sido fijada la audiencia del día veintitrés 
de febrero, ya dicho, a las nueve de la mañana, "para cono-
cer del recurso de oposición interpuesto por dicho señor 
Carlos Ismael Clark contra sentencia civil dictada en defec 
to por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, de fecha seis de octubre del año mil nove-
cientos cincuenta y cinco, a favor de los señores Antonio 
Cosme Imbert Barrera, María Luisa Tessón de Báez y 
Eduardo Báez y en contra del señor Carlos Ismael Clark, 
según consta dicho recurso por acto de alguacil N 9  (90) 
noventa, de fecha catorce de octubre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, de mi propio ministerio. La vista y dis-
cusión de la causa que conocerá del referido recurso de opo-
sición, tendrá efecto por ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia del \Distrito Ju-dicial de Puerto Plata, en sus atribu-
ciones civiles"; "m) que a esa audiencia que celebró dicho 
Juzgado de Primera Instancia, las partes comparecieron 
representadas por sus respectivos abogados y concluyeron 
corno se ha hecho constar más arriba, y, a petición, en . 

Primer término, del intimante, y de la intimada, después, -
el Juez les concedió un plazo de quince y diez días respec-
tivamente, para replicar, habiéndolo hecho solamente la 
Parte in timante"; 



ROLETIN JUDICIAL 	 511 510 	 BOLETÍN JUDICIAL 

ConsIderando que, sobre el indicado recurso de opo si. 
ción el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar y Declara inadmisible la oposición intentada po r 

 el señor Carlos Ismael Clark contra la sentencia civil ren-
dida por este Juzgado de Primera Instancia en fecha seis 
de octubre del año mil novecientos cincuenticinco, en grado 
de apelación, por aplicación de la regla oposición sobre 
oposición no vale; y Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida; y SEGUNDO: que debe condenar y Conde-
na al intimante Carlos Ismael Clark al pago de las costas 
del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
los siguientes medios: "Primer Medio: Falsa aplicación de 
la regla defecto sobre defecto no vale y en cor,secuencia de 
los artículos 22 y 165 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Motivos erróneos, falsos motivos y falta 
de base legal; Tercer Medio: Contradicción de motivos"; 

Considerando en cuanto al Primer Medio, en el cual 
se alega que la sentencia impugnada "ha desnaturalizado 
los hechos de la causa al considerar que la sentencia inci-
dental, de fecha dos de diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y cinco, fué en defecto contra el señor Carlos 
Ismael Clark por no haber concluido éste al fondo y por 
consiguiente de acuerdo con la regla defecto sobre defecto 
no vale, (sic) declaró inadmisible el recurso de oposición 
interpuesto por el recurrente contra sentencia de 'fecha seis 
de octubre del mil novecientos cincuenticinco; que 'se trata 
de una sentencia incidental contradictoria que no ha tocado 
el fondo del asunto, que en consecuencia  el hecho de que 
una_pazteconcluya al fondo'y la otra no, esiirairrifilica 
manera alguna que se trata de una sentencia en ddetto, 
porque una sentencia  p_o_puecle_  ser  en defecto porque una 
-.parte se 3o imagine o  haya concluido al fondo";  que "es 
necesario que el Juez lo pronuncia o cuando menos lo deje  

entrever tocando el fondo" y que "en el presente caso el 
Juez se limitó pura y exclusivamente a dictar una sentencia 
contradictoriA rechazando el pedimento de comunicación de 
documentos"; pero 

Considerando que, en materia civil, hay defecto por 
falta de concluir o contra abogado cuando el abogado de 
una de las partes, a quien se le notificó acto recordatorio, 
no concurre a la audiencia; o cuando, aún estando presente 
ese abogado en la audiencia; no concluye sobre el fondo de 
la litis, sino sobre una excepción, o promueve algún inciden-
te; que, igualmente, cuando el abogado del demandante o 
intimante concurre a la audiencia y propone una excepción 
o promueve algún incidente, sin referirse al fondo, la sen-
tencia que intervenga será contradictoria sobre el incidente 
si el demandado o intimado concluye sobre el incidente y 
sobre el fondo, pero en defecto sobre el fondo, puesto que el 
demandante o intimante no ha concluido sobre él; que, por 
otra parte, el defecto por falta de concluir no depende del 
pronunciamiento que el Juez haga de él, sino de la ausencia 
de conclusiones respecto de determinado aspecto de la 
litis; 

 Considerando que la regla "oposición sobre oposición 
no vale", consagrada en los artículos 22 y 165 del Código 
de Procedimiento Civil, no permite dejarse condenar por 
defecto, formar oposición, hacer luego defecto sobre esta 
oposición e impugnar esta nueva sentencia por una nueva 
oposición; que estas disposiciones son generales y absolutas 
y se aplican, por tanto, a todas las jurisdicciones, en todas 
las materias, sea cual fuere el objeto de la sentencia, ya 
estatuya sobre el fondo o sobre un incidente; 

Considerando que, en la especie, en la sentencia im-
pugnada consta: que en fecha seeis de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco el Juzgado a quo dictó "una sen-
tencia en defecto por falta de concluir, por la cual se recha-zó el recurso de apelación intentado por Carlos Ismael 
Clark contra sentencia del Juzgado de Paz del Múnicipio ae 
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Considerando que, sobre el indicado recurso de oposi-
ción el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe 
declarar y Declara inadmisible la oposición intentada po r 

 el señor Carlos Ismael Clark contra la sentencia civil ren-
dida por este Juzgado de Primera Instancia en fecha sei s 

 de octubre del año mil novecientos cincuenticinco, en grado 
de apelación, por aplicación de la, regla oposición sobre 
oposición no vale; y Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida; y SEGUNDO: que debe condenar y Conde-
na al intimante Carlos Ismael Clark al pago de las costas 

del procedimiento"; 
Considerando que el recurrente invoca en su memorial 

los siguientes medios: "Primer Medio: Falsa aplicación de 
la regla defecto sobre defecto no vale y en consecuencia de 
los artículos 22 y 165 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo Medio: Motivos erróneos, falsos motivos y falta 
de base legal; Tercer Medio: Contradicción de motivos"; 

Considerando en cuanto al Primer Medio, en el cual 
se alega que la sentencia impugnada "ha desnaturalizado 
los hechos de la causa al considerar que la sentencia inci-
dental, de fecha dos de diciembre del año mil novecientos 
cincuenta y cinco, fué en defecto contra el señor Carlos 
Ismael Clark por no haber concluido éste al fondo y por 
consiguiente de acuerdo con la regla defecto sobre defecto 
no vale, (sic) declaró inadmisible el recurso de oposición 
interpuesto por el recurrente contra sentencia de fecha seis 
de octubre del mil novecientos cincuenticinco; que 'se trata 
de una sentencia incidental contradictoria que no ha tocado 
el fondo del asunto, que en consecuencia el hecho de que 

muna parte concluya al fondo -y  la otra no, esto rí—r-np lea 

manera alguna que  se trata de una sentencia en defecto,  

_porque  una sentencia no puede ser  en defecto porque Ufl 

- arte se._2:imagine o 	haya concluido al fondo "; que "es 

necesario que el Juez lo pronuncia o cuando menos lo deje 
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entrever tocando el fondo" y que "en el presente caso el 
Juez se limitó pura y exclusivamente a dictar una sentencia 
contradictoria, rechazando el pedimento de comunicación de 
documentos"; pero 

Considerando que, en materia civil, hay defecto por 
falta de concluir o contra abogado cuando el abogado de 
una de las partes, a quien se le notificó acto recordatorio, 
no concurre a la audiencia; o cuando, aún estando presente 
ese abogado en la audiencia; no concluye sobre el fondo de 
la litis, sino sobre una excepción, o promueve algún inciden-
te; que, igualmente, cuando el abogado del demandante o 
intimante concurre a la audiencia y propone una excepción 
o promueve algún incidente, sin referirse al fondo, la sen-
tencia que intervenga será contradictoria sobre el incidente 
si el demandado o intimado concluye sobre el incidente y 
sobre el fondo, pero en defecto sobre el fondo, puesto que el 
demandante o intimante no ha concluido sobre él; que, por 
otra parte. el defecto por falta de concluir no depende del 
pronunciamiento que el Juez haga de él, sino de la ausencia 
de conclusiones respecto de determinado aspecto de la 
litis; 

Considerando que la regla "oposición sobre oposición 
no vale", consagrada en los artículos 22 y 165 del Código 
de Procedimiento Civil, no permite dejarse condenar por 
defecto, formar oposición, hacer luego defecto sobre esta 
oposición e impugnar esta nueva sentencia por una nueva 
oposición; que estas disposiciones son generales y absolutas 
y se aplican, por tanto, a todas las jurisdicciones, en todas 
las materias, sea cual fuere el objeto de la sentencia, ya 
estatuya sobre el fondo o sobre un incidente; 

Considerando que, en la especie, en la sentencia im-
pugnada consta: que en fecha seis de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y cinco el Juzgado a quo dictó "una sen-
tencia en defecto por falta de concluir, por la cual se recha-
zó el recurso de apelación intentado por Carlos Ismael 
Clark contra sentencia del Juzgado de Paz del Múnicipio de 
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Puerto Plata, de fecha cuatro de marzo del mismo año' 
mil novecientos cincuenta y cinco; que, asimismo, 'en fécha 
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, y 
sobre recurso de oposición", el Juzgado a quo "rindió una 
senten-ia por la cual rechazó, por absolutamente absurdo 
o improcedente, el pedimento de comunicación de docu-
mentos formulados por el returrente Carlos Ismael Clark 
y lo condenó al pago de las costas del incidente; que en esta 
ocasión el oponente se limitó a presentar esa excepción, 
haciendo defecto sobre el fondo y que la parte intimada 
invocó el principio oposición sobre oposición no vale"; 

Considerando que, en tales condiciones, el Juzgado 
a quo, al comprobar, sin desnaturalización alguna, la exis-
tencia de dos defectos producidos por el abogado del recu-
rrente, uno, por no haberse presentado éste a concluir y 

otro, por no haber concluido al fondo, y al declarar inadmi-
sible, por la sentencia impugnada, el nuevo recurso de 
oposición del recurrente, hizo una correcta aplicación de los 
artículos 22 y 165 del Código de Procedimiento Civil y de la 

regla "oposición sobre oposición no vale", consagrada por 
dichos textos legales; que, consecuentemente, el Primer 
Medio que se examina carece de fundamento y debe, por 
tanto, ser desestimado; 

Considerando que por los medios Segundo y Tercero se 
alega que la sentencia impugnada está viciada de "motivos , 
erróneos, falsos motivos y falta de base legal", así como de 
contradicción de motivos", sobre el fundamento de que el 
Juez a quo invoca en su sentencia una jurisprudencia que 
"no puede tener aplicación en el presente caso" y de que es 
inconniliable que "por una parte declare inadmisible el re-

curso de oposición interpuesto por el señor Carlos Ismael 
Clark contra la sentencia civil de fecha seis de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y cinco y a la vez confirmé 
en todas sus partes la sentencia recurrida, lo que implica 
sin lugar a duda que ha incurrido en contradicción de mo- 

tivos"; pero  

4 Considerando que, aunque, ciertamente la sentencia iio-l-
pugnada en uno de sus motivos transcribe la jurispruden-
cia sentada por la Suprema Corte de Justicia, en su.senten- • 
cia del veintiséis de mayo del mil novecientos cincuenta y 
cinco, a propósito de un asunto penal en que se discutía la 
aplicación del principio "oposición sobre oposición n.o vale», 
que también está consagrado por el artículo 188 del Código 
de Procedimiento Criminal, tal referencia no vicia .de nuli-
dad la sentencia impugnada, sólo porque fuese relativa a: 
materia penal y porque, en apreciación del recurrente, se 
traté de "asuntos completamente distintos", ya .que la mo-

' tivación a que se ha hecho mención es completamente su- 
perabundante, puesto que la sentencia impugnada :se so -
tiene por otros motivos suficientes y pertinentes; . 

Considerando que, además, la circunstancia de que ra 
sentencia impugnada, en su dispositivo, declare inadmi.t-
ble la oposición del recurrente contra la sentencia del Juz-
gado a quo de fecha seis de octubre del mil novecientos 
cincuenta y cinco y, al mismo tiempo, confirme en todas 
sus partes la sentencia recurrida, no constituye el vicio de 
"motivos contradictorios", alegado por el recurrente, ni el 
de fallo contradictorio, tampoco, si es a éste al que ha queri-
do referirse, ya que la anulación de la oposición conlleva 
como consecuencia necesaria la conversión en definitiva de 
la sentencia objeto del recurso; 

Considerando que, por último, la sentencia impugnada 
contiene una exposición completa de los hechos y una (Ins-
cripción cie las circunstancias de la causa, que han pernd-
tido ,verificar que el juez del fondo ha justificado legalmen-
te su fallo; que, como consecuencia de todo lo anteriormente 
expresado, es evidente que los medios que se examinan ca_ 
recen también de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Ismael Clark contra senten- • 
cia pronunciada en grado de apelación, en sus atribuciones 
civiles, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
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Puerto Plata, de fecha cuatro de marzo del mismo año: 
mil novecientos cincuenta y cinco; que, asimismo, 'en fIcha. 
dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, y-
sobre recurso de oposición", el Juzgado a quo "rindió una, 
sentencia por la cual rechazó, por absolutamente absurdo 
o improcedente, el pedimento de comunicación de docu-
mentos formulados por el recurrente Carlos Ismael Clark 
y lo condenó al pago de las costas del incidente; que en esta 
ocasión el oponente se limitó a presentar esa excepción, 
haciendo defecto sobre el fondo y que la parte intimada 
invocó el principio oposición sobre oposición no vale"; 

Considerando que, en tales condiciones, el Juzgado 
a quo, al comprobar, sin desnaturalización alguna, la exis-
tencia de dos defectos producidos por el abogado del recu-
rrente, uno, por no haberse presentado éste a concluir y 
otro, por no haber concluido al fondo, y al declarar inadmi-
sible, por la sentencia impugnada, el nuevo recurso de 
oposición del recurrente, hizo una correcta aplicación de los 
artículos 22 y 165 del Código de Procedimiento Civil y de la 
regla "oposición sobre oposición no vale", consagrada por 
dichos textos ilegales; que, consecuentemente, el Primer> 
Medio que se examina carece de fundamento y debe, po 
tanto, ser desestimado; 

Considerando que por los medios Segundo y Tercero se 
alega que la sentencia impugnada está viciada de "motivos 
erróneos, falsos motivos y falta de base legal", así como de 
contradicción de motivos", sobre el fundamento de que el 
Juez a quo invoca en su sentencia una jurisprudencia que 
"no puede tener aplicación en el presente caso" y de que es 
incon"iiiable que "por una parte declare inadmisible el re -

curso de oposición interpuesto por el señor Carlos Ismael 
Clark contra la sentencia civil de fecha seis de octubre del 
año mil novecientos cincuenta y cinco y a la vez confirmé 
en todas sus partes la sentencia recurrida, lo que implica 
sin lugar a duda que ha incurrido en contradicción de mo- 
tivos"; pero 

Considerando que, aunque, ciertamente la sentencia irn-' 
pugnada en uno de sus motivos trans -cribe la jurisPruclen- 
cía sentada por la Suprema Corte de Justicia, en.su.senten-- • 
cia del veintiséis de mayo del mil novecientos cincuenta 

y • 

cinco, a propósito de un asunto penal en. que se discutía la 
aplicación del principio "oposición sobre oposición no vale", 
que también está consagrado por el artículo 188 del Código , 
de Procedimiento Criminal, tal referencia no vicia,  de nun-
dad la sentencia impugnada, sólo porque fuese relativa a, 
materia penal y porque, en apreciación del recurrente, se 
traté de "asuntos completamente distintos", ya .que la•mo. 
tivación a que se ha hecho mención es completamente sw 
perabundante, puesto que la sentencia impugnada :se mor-
tiene por otros motivos suficientes •y pertinentes;  

Considerando que, además, la circunstancia de que ra 
sentencia impugnada, en su dispositivo, declare inadmi.t-
ble la oposición del recurrente contra la sentencia del Juz-
gado a quo de fecha seis de octubre del mi! novecientos 
cincuenta y cinco y, al mismo tiempo, confirme en todas; 
sus partes la sentencia recurrida, no constituye el vicio de 
"motivos contradictorios", alegado por el recurrente, ni el 
de fallo contradictorio, tampoco, si es a éste al

, que ha queri-
do referirse, ya que la anulación de la oposición conlleva 
como consecuencia necesaria la conversión en definitiva de 
la sentencia objeto del recurso; 

Considerando que, por último, la sentencia impugnada 
contiene una exposición completa de los hechos y una des-
cripción cie las circunstancias de la causa, que han permi-
tido/verificar que el juez del fondo ha justificado legalmen-
te su fallo; que, como consecuencia de todo lo anteriormente 
expresado, es evidente que los medios que se examinan ca 
,recen también de fundamento y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Carlos Ismael Clark contra senteci- • 
cia pronunciada en grado de apelación, en sus atribuciones 
civiles, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Jo- 
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dicial de Puerto Plata, en fecha veintiuno de mayo del jriil 
novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Ii. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos Mi. Lamarche 
II,— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
GeneraL 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1958 

frncia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 
fecha 18 de julio de 1957. 

olerla: Penal. 

itecarrente: José Manuel Valdez. 
Abogado: Dr. César A. Ramos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente -  constituida por los Jueces licenciados 
a Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamárche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel Valdez, dominicano, chófer, soltero, domiciliado y resi-
dente en Ciudad Trujillo, cédula 38519, serie 1 1, sello 306792, 
Para el año 1957, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, dic-
tada en fecha 18 de julio de 1957, y notificádale el die 10 
de octubre del mismo año, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio Ernesto Santana, cédula 24631, serie 

23, sello 19360 para el año 1957, en nombre y representa- 
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dical de Puerto Plata, en fecha veintiuno de mayo del mil 

novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) II. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche 
1L-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—. 

Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General. firmada por los La presente sentencia ha sido dada y  

señores 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

o ertifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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fecha 18 de julio de 1957. 
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ente: José Manuel Valdez. 
Abogado: Dr. César A. Ramos. 

44* 	Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente -  constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamdrche Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 

sen- 
tencia: 

Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
  

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ma-
nuel Valdez, dominicano, chófer, soltero, domiciliado y resi-
dente en Ciudad Trujillo, cédula 38519, serie 1 1, sello 306792, 
Para el año 1957, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, dic-
tada en fecha 18 de julio de 1957, y notificádale el dia 10 
de octubre del mismo año, cuyo dispositivo se copia más 
adelante;  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio Ernesto Santana, cédula 24631, serie 

23, sello 19360 para el año 1957, en nombre y representa- 
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ción del Dr. César A. Ramos, cédula 22842, serie 47, sello 

 6883 para el año 1957, abogado del recurrente, en la lectura  

de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría 

de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente José Ma. 
nuel Valdez, en la cual no se expone ningún medio deterrai. 
nado en apoyo del recurso; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 

del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell. 

berado y vistos los artículos 3, de la Ley N9  2022 del año 
1949, reformado por la Ley 3749, del año 1954; 1, 20, 23, 
inciso 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; .0 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
'documentos a que ella se refiere, consta: a) la siguiente acta 
que dice así: "En Ciudad Trujillo, Capital del Distrito Na- 
cional y de la República Dominicana, siendo las cinco horas 
y cincuenta minutos de la tarde del día once del mes de 
noviembre del año mil novecientos cincuentiséis, años 113° 
de la Independencia; 94° de la Restauración y 27 4  de la Era 

de Trujillo, por ante Nos, Capitán Leonel Díaz Peña, P.N., 
Oficial Comdte. Cía. de Tránsito, P.N., fué conducido por el 
Raso Andrés Emilio Bonilla Quezada, Cía Cuartel General, 
P.N., el nombrado José Manuel Valdez, Cédula N9 38519, Se- 

rie la , dominicano, de 36 años de edad. soltero. chófer, resi- 
dente en la calle Moca N° 89, C.T., con licencia para manejar 
vehículos de motor N° 2899, conductor del carro plaa. pú- 

blica N° 3810, propiedad de Luis Sánchez, residente en la 
calle Juan Pablo Pina N° 27, C.T., y nos declaró lo que a 
continuación se consigna: 'Mientras el Raso Ramón Fermín 
Díaz Contreras, Cía. Intedencia General, A.M.D., conducía 
una bicicleta de su propiedad, sin placa, sin timbre Y si n 

 luz, por la calle "6", en dirección de Este a Oeste, al llegar 
al tramo comprendido entre las calles Juan Erazo y »oc a' 

iba haciendo zig-zag, se desvió hacia la izquierda y se estre-
lló contra el guardalodo delantero izquierdo del carro placa 
pública N9  N°  3810, conducido por el nombrado José Manuel 
'Valdez, de generales más arriba indicadas, que transitaba 
por la misma calle "6', en dirección de Oeste a Este, resul-
tando en el impacto, el ciclista con el fémur de la pierna 
izquierda roto y laceraciones diversas; el carro resultó con 
abolladuras en el guardalodos delantero izquierdo y con el 
bomper delantero desajustado en su parte izquierda, y la 
bicicleta sin desperfectos, el ciclista fué conducido al hos-
pital Militar Prof. Marión, E.N, donde quedó internado"; 
b) que el chófer de dicho carro fué sometido a la acción de 
la justicia, y en fecha nueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, apoderada del 
caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
Primero: Declara buena y válida la constitución en parte 
civil del señor Ramón Díaz Contreras por haber cumplido 
con las formalidades legales; Segundo: Se descarga, al in-
culpado José Manuel Valdei por existir concurrente por 
falta de la víctima e insuficiencia de pruebas a cargo del 
conductor; Tercero: Desestima, la petición de indemniza-
ción hecha por el señor Ramón Fermín Díaz Contreras por 
improcedente y mal fundada; Cuarto: Se le condena al pago 
de las costas penales"; e) que contra la sentencia antes men-
cionada recurrieron en apelación Ramón Fermín Díaz C., en 
su calidad de parte civil constituída y el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, en el plazo y en la forma señaladas por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en sus 
respectivas formas, los presentes recursos de apelación;— 
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
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ción del Dr. César A. Ramos, cédula 22842, serie 47, sello 
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b) que el chófer de dicho carro fué sometido a la acción de 
la justicia, y en fecha nueve de mayo de mil novecientos 
cincuenta y siete, la Segunda Cámara Penal del Juzgado 
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caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
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civil del señor Ramón Díaz Contreras por haber cumplido 
con las formalidades legales; Segundo: Se descarga, al in-
culpado José Manuel Valdei por existir concurrente por 
falta de la víctima e insuficiencia de pruebas a cargo del 
conductor; Tercero: Desestima, la petición de indemniza-
ción hecha por el señor Ramón Fermín Díaz Contreras por 
improcedente y mal fundada; Cuarto: Se le condena al pago 
de las costas penales"; c) que contra la sentencia antes men-
cionada recurrieron en apelación Ramón Fermín Díaz C., en 
su calidad de parte civil constituida y el Magistrado Pro-
curador General de la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, en el plazo y en la forma señalados por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en ca-
sación contiene el dispositivo que se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en sus 
respectivas formas, los presentes recursos de apelación;— 
SEGUNDO: Revoca la sentencia apelada, dictada en atribu-
eignes correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en 
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'echa nueve del mes de mayo del año mil novecientos 
!uenta y siete, cuyo dispositivo aparece copiado en 
lugar del presente fallo; y, obrando por propia auto 
declara al nombrado José Manuel Valdez culpable del d 
de violación a la ley número 2022 en perjuicio de 
Fermín -Díaz Contreras, golpes involuntarios curables 
pués de veinte días, y, en consecuencia lo condena a tres 

 meses de prisión correccional y al pago de una multa de 
cuenta pesos oro (RD$50.00), teniendo en consideración qu e 

 en el accidente intervino también falta de la víctima; TER. 
CERO: Ordena la cancelación de la licencia expedida 
favor del prevenido José Manuel Valdez, para manejar 
hículos de motor, por un período de seis meses a pa 
de la extinción de la pena principal impuéstale: y CUARTO 
Condena al prevenido al pago de las costas penales"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación lo que sigue: "Desnaturalización de los hechos; 
Falta de base legal e insuficiencia de motivos. —Errónea 
aplicación de la Ley N9 2022"; 

Considerando que en el desarrollo de su memorial el 
recurrente alega en apoyo de los medios enunciados: que 
el vehículo del prevenido se encontraba ya detenido cuando 
se produjo el accidente, y la Corte a qua ha desnaturalizado 
los hechos de la causa al darle "un sentido equivocado y 
distinto a la realidad y atribuyendo faltas al chófer por me-
ras suposiciones y alegatos no comprobados"; que dicho 
fallo carece de base legal "porque da por cierto hechos no 
comprobados, como son, entre otros, la existencia del ve-
hículo parado a la derecha y la desviación de la ruta del 
chófer, que nada tiene que ver con el caso"; que en el 

mismo fallo se hizo una errónea aplicación de la Ley IP 
2022, al declarar que en el presente caso el prevenido come-
tió una falta que concurrió a la realización del accidente , 

 desnaturalizando para ello, los hechos de la causa; 
Considerando que el prevenido José Manuel Valdez sos-

tuvo en su defensa, lo cual fué acogido por el juez de Primer  

grado, que el día once de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y seis, mientras él transitaba conduciendo el 
carro placa pública N9 3810 por la calle 6, en dirección de 
Este a Oeste, a eso de las 6 a 6:30 p.m., al llegar al tramo 
comprendido entre las calles Juan Erazo y,.Moca„la bici-
cleta en que venía el raso E.N. Fermín Díaz Contreras, en 
dirección contraria, se estrelló contra dicho automóvil sobre 
el guardalodo izquierdo, recibiendo el ciclista numerosas 
contusiones; que la víctima estaba celebrando que le habían 
dado de alta en el Hospital Marión el día anterior, y en el 
momento del accidente llevaba en la mano un frasco del 
ron, y la bicicleta no tenía ni timbre, ni luz, ni placa; que 
cuando la bicicleta se estrelló contra su automóvil ya éste 
estaba parado a su derecha, pues transitaba a prudente 
velocidad; 

Considerando que la Corte a qua para revocar el fallo 
de primer grado, expresa lo siguiente: "que contrariamente 
a como lo apreció el Juez a quo, fué comprobado en audien-
cia de esta Corte, por la declaración de los testigos juramen-
tados, que si el ciclista Ramón Fermín Díaz Contreras, co-
mo lo estableció el primer juez, iba haciendo zigzag y co-
metió las otras violaciones de la ley indicadas en la sentencia 
apelada, el conductor del carro placa pública 3810, señor 
José Manuel Valdez, que transitaba por la misma calle en 
dirección contraria, alcanzó a ver a considerable distancia 
al ciclista, y, a pesar de ello, en vez de detenerse para 
contribuir a que no tuviese lugar el accidente en el que fué 
lesionado Ramón Fermín Díaz Contreras, se empelló, des.. 
viándose de su ruta, en continuar la marcha, esquivando 
el obstáculo que tenía delante, o sea un automóvil que estaba 
estacionado en la derecha que correspondía al chófer, mien-
tras Díaz Contreras, pese a los zig-zags que hacía, corría 
a la derecha cuando ocurrió el caso del cual se trata; coma 
lo demuestra la circunstancia de que al ocurrir el impacto 
Díaz Contreras cayó en la cuneta que correspondía a su 
derecha; aue en estas condiciones la Corte estima que el 
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'echa nueve del mes de mayo del año mil novecientos ci n 
 ..uenta y siete, cuyo dispositivo aparece copiado en otro. 

lugar del presente fallo; y, obrando por propia autoridad 
declara al nombrado José Manuel Valdez culpable del delito 
de violación a la ley número 2022 en perjuicio de Ramó n 

 Fermín Diaz Contreras, golpes involuntarios curables des. 
pués de veinte días, y, en consecuencia lo condena a tr es 

 meses de prisión correccional y al pago de una multa de cin-
cuenta pesos oro (RD$50.00), teniendo en consideración que 
en el accidente intervino también falta de la víctima; TER. 
CERO: Ordena la cancelación de la licencia expedida a 
favor del prevenido José Manuel Valdez, para manejar ve-
hículos de motor, por un período de seis meses a partir 
de la extinción de la pena principal impuéstale: y CUARTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación lo que sigue: "Desnaturalización de los hechos; 
Falta de base legal e insuficiencia de motivos. —Errónea 
aplicación de la Ley N° 2022"; 

Considerando que en el desarrollo de su memorial el 
recurrente alega en apoyo de los medios enunciados: que 
el vehículo del prevenido se encontraba ya detenido cuando 
se produjo el accidente, y la Corte a qua ha desnaturalizado 
los hechos de la causa al darle "un sentido equivocado y 
distinto a la realidad y atribuyendo faltas al chófer por me-
ras suposiciones y alegatos no comprobados"; que dicho 
fallo carece de base legal "porque da por cierto hechos no 
comprobados, como son, entre otros, la existencia del ve-
hículo parado a la derecha y la desviación de la ruta del 
chófer, que nada tiene que ver con el caso"; que en el 
mismo fallo se hizo una errónea aplicación de la Ley N' 
2022, al declarar que en el presente caso el prevenido come -

tió una falta que concurrió a la realización del accidente. 
desnaturalizando para ello, los hechos de la causa; 

Considerando que el prevenido José Manuel Valdez 
tuvo en su defensa, lo cual fué acogido por el juez de primer 

grado, que el día once de noviembre de mil novecwntos 
cincuenta y seis, mientras él transitaba conduciendo el 
carro placa pública N9  3810 por la calle 6, en dirección de 
Este a Oeste, a eso de las 6 a 6:30 p.m., al llegar al tramo 
comprendido entre las calles Juan Erazo y, yloca, la bici-
cleta en que venía el raso E.N. Fermín Díaz Contreras, en 
dirección contraria, se estrelló contra dicho automóvil sobre 
el gual dalodo izquierdo, recibiendo el ciclista numerosas 
contusiones; que la víctima estaba celebrando que le habían 
dado de alta en el Hospital Marión el día anterior, y en el 
momento del accidente llevaba en la mano un frasco de 
ron, y la bicicleta no tenía ni timbre, ni luz, ni placa; que 
cuando la bicicleta se estrelló contra su automóvil ya éste 
estaba parado a su derecha, pues transitaba a prudente 
velocidad; 

Considerando que la Corte a qua para revocar el fallo 
de primer grado, expresa lo siguiente: "que contrariamente 
a como lo apreció el Juez a quo, fué comprobado en audien-
cia de esta Corte, por la declaración de los testigos juramen-
tados, que si el ciclista Ramón Fermín Díaz Contreras, co-
mo lo estableció el primer juez, iba haciendo zig-zag y co-
metió las otras violaciones de la ley indicadas en la sentencia 
apelada, el conductor del carro placa pública 3810, señor 
José Manuel Valdez, que transitaba por la misma calle en 
dirección contraria, alcanzó a ver a considerable distancia 
al ciclista, y, a pesar de ello, en vez de detenerse para 
contribuir a que no tuviese lugar el accidente en el que fué 
lesionado Ramón Fermín Díaz Contreras, se empeñó, des-
viándose de su ruta, en continuar la marcha, esquivando 
el obstáculo que tenía delante, o sea un automóvil que estaba 
estacionado en la derecha que correspondía al chófer, mien-
tras Díaz Contreras, pese a los zig-zags que hacía, corría 
a la derecha cuando ocurrió el caso del cual se trata; como 
lo demuestra la circunstancia de que al ocurrir el impacto 
Díaz Contreras cayó en la cuneta que correspondía a su 
derecha; nue en estas condiciones la Corte estima que el 
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prevenitib Inc.-tiñió' en una censurable negligencia que lo 
hace eulláble de violación a la Ley 2022, sobre accidentes 
causadds con vehículos de motor"; 

'éoriáiderando que la Corte a qua, como se advierte, 
*:atribuye ej accidente al hecho de que el prevenido "esquivó 

. un que estaba estacionado en la derecha que 
correspondía al chófer"; que siendo la calle en donde ocu-
rrió el accidente una calle ancha, según se admite, y vinien-
do el ciclista a su derecha en dirección contraria al automó-
vil, el .  simple hecho de que el prevenido rebasara el carro 
estacirr`iatio . no puede constituir una falta generadora del 
accidente, a no ser que se precise en qué punto o a qué 
distancia del automóvil estacionado ocurrió el choque, lo 
Cual no se explica en la sentencia impugnada; que esta 
precisión reviste en el caso particular importancia porque el 
prevenido ha negado en todo el curso del proceso que exis-
tiera allí en aquel momento ningún •carro estacionado y se-
ñala en apoyo de su afirmación el testimonio de algunos tes-
tigos; que, por consiguiente, la sentencia impugnada carece 

(de motivos en este aspecto, y debe, por ello, ser casada; 
Considerando que la Corte a qua se abstuvo de fallar 

acción civil; que al ser casada la sentencia impugnada 
..en su aspecto penal procede declarar que la Corte de envío 
queda de igual modo competente para conocer de la acción 
civil, que ha sido ejercida accesoriamente a la acción pú-
Mica; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
étada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha dieciocho de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y. envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 

F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
teo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
-ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
ncia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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prevenidte inciiriió-  en una censurable negligencia que lo 
hace CU-lija:191e de vlólación a la Ley 2022, sobre accidentes 
causadds* con vehículos de motor"; 

éoriáicierando que la Corte a. qua, como se advierte, 
':atribuye el accidente al hecho de que el prevenido "esquivó 
_ .i.iitómóvil que estaba estacionado en la derecha que 
correspondía al chófer"; que siendo la calle en donde ocu-
rrió el accidente una calle ancha, según se admite, y vinien-
do el ciclista a su 'derecha en dirección contraria al automó-
vil, el simple hecho de que el prevenido rebasara el carro 
estacackvno puede constituir una falta generadora del 
accidente, a no ser que se precise en qué punto o a qué 
.distancia del automóvil estacionado ocurrió el choque, lo 
Cual no se explica en la sentencia impugnada; que esta 
precisión reviste en el caso particular importancia porque el 
prevenido ha negado en todo el curso del proceso que exis-
tiera allí en aquel momento ningún , ca rro estacionado y se-
fíala en apoyo de su afirmación el testimonio de algunos tes-
tigos; que, por consiguiente, la sentencia impugnada carece 
de motivos en este aspecto, y debe, por ello, ser casada; 

Considerando que la Corte a qua se abstuvo de fallar 
la acción civil; que al ser casada la sentencia impugnada 
'.en su aspecto penal procede declarar que la Corte de envío 
queda de igual modo competente para conocer de la acción 
civil, que ha sido ejercida accesoriamente a la acción pú-

(Mica; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-

¿lada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha dieciocho de julio de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 

F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
teo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. — 

lo 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 3 de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Astenio de Castro Beras. 

Abogado: Dr. Ercilio de Castro García. 

IntervIniente: Manuel Solano. 
Ahogado: Dr. Jorge Martínez Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre los recursos de casación interpuestos por Aste-

rio de Castro Beras, dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de Las Cu-
chillas, del Municipio y provincia del Seybo, cédula 13025, 
serie 25, cuyo sello de renovación no consta en el expedien -

te, contra las sentencias correccionales pronunciadas por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha tres de sep-
tiembre del mil novecientos cincuenta y siete, doce de feb 

ro del mil novecientos cincuenta y siete y seis de febrero 
del mil novecientos cincuenta y seis, cuyos dispositivos se 
copian en otros lugares del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Francisco de los Santos, cédula 39, serie 

11, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en 
representación del Lic. Ercilio de Castro García, cédula 
4201, serie 25, sello 47711, abogado del recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, 
serie I*, sello 47722, abogado del interviniente Manuel So-
lano, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domi-
ciliado y residente en El Seybo, cédula 8229, serie 25, sello 
1472813, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a qua en fechas ocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis y veintiocho de octubre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Lic. Ercilio de Castro García, en las cuales no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 
enero del mil novecientos cincuenta y ocho, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha treintiuno de 
enero del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por • 
el Dr. Jorge Martínez Lavandier, abogado de Manuel sola-
no, parte civil constituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal, 1, 20, 
30, 43, 57 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ellas se refieren consta lo siguiente: 
a) que en fecha dieciséis de julio del mil novecientos cin- 
cuenta y cuatro compareció Manuel Solano por ante el 
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Recurrente: Astenio de Castro Beras. 
Abogado: Dr. Ercilio de Castro García. 

Interviniente: Manuel Solano. 
Abogado: Dr. Jorge Martínez Lavandier. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre los recursos de casación interpuestos por Aste-

rio de Castro Beras, dominicano, mayor de edad, soltero, ." 
agricultor, domiciliado y residente en la sección de Las Cu-

chillas, del Municipio y provincia del Seybo, cédula 13025, 
serie 23, cuyo sello de renovación no consta en el expedien -

te, contra las sentencias correccionales pronunciadas por la 

Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha tres de sep -

tiembre del mil novecientos cincuenta y siete, doce de feb  

ro del mil novecientos cincuenta y siete y seis de febrero 
del mil novecientos cincuenta y seis, cuyos dispositivos se copian en otros lugares del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Francisco de los Santos, cédula 39, serie 

11, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en 
representación del Lic. Ercilio de Castro García, cédula 
4201, serie 25, sello 47711, abogado del recurrente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, 
serie la, sello 47722, abogado del interviniente Manuel So-. 
lano, dominicano, mayor de edad, casado, jornalero, domi-
ciliado y residente en El Seybo, cédula 8229, serie 25, sello 
1472813, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación levantadas 
en la Secretaría de la Corte a qua en 'fechas ocho de junio 
de mil novecientos cincuenta y seis y veintiocho de octubre 
del mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
Lic. Ercilio de Castro García, en las cuales no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 
enero del mil novecientos cincuenta y ocho, en el cual se 
invocan los medios que luego se indican; 

Visto el escrito de intervención de fecha treintiuno de 
enero del mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Dr. Jorge Martínez Lavandier, abogado de Manuel Sola-
no, parte civil constituida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 355 del Código Penal, 1, 20, 
30, 43, 57 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

CJnsiderando que en las sentencias impugnadas y en 
los documentos a que ellas se refieren consta lo siguiente: 
a) que en fecha dieciséis de julio del mil novecientos cin- 
cuenta y cuatro compareció Manuel Solano por ante el 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal 

fecha 3 de septiembre de 1957. 
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presente decisión; SEGUNDO: Confirma la sentencia recu-
rrida; TERCERO: Condena al inculpado Asterio Castro de 
Beras, al pago de las costas penales y civiles, distrayendo 
las últimas en favor del Dr. Jorge Martínez Lavandier, 
quien afirma haberlas avanzado"; d) que con motivo del 
recurso de casación interpuesto contra la referida sentencia 
por el prevenido Asterio de Castro Beras, la Suprema Corte 
de Justicia, en funciones de corte de casación, dictó en fecha 
veintiséis de julio del mil novecientos cincuenticinco, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, 
Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha doce de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de 
Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Declara de oficio 
las costas"; e) que, en fecha seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, sobre ios recursos de apelación interpuestos por Aste-
rio de Castro Beras y Manuel Solano, contra sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de El Seybo, y en virtud del envío hecho por la senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia cíe fecha veintiséis de 
julio del mil novecientos cincuenta y cinco, dictó el fallo 
ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara buenos y válidos en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por el prevenido Asterio de 
Castro Beras y por la parte civil constituida, Manuel Sola-
no, contra sentencia de fecha 27 de julio de 1954, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seybo, cuyo dispositivo aparece copiado en otra parte 
del presente fallo; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra 
la parte civil constituida, por no haber comparecido a au-
diencia a concluir; TERCERO Modifica en cuanto a la 
pena y la indemnización acordada, la sentencia apelada y, 
en consecuencia, condena al prevenido Asterio de Castro 
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Despacho de la Policía Nacional en El Seybo y presentó 
formal querella contra Asterio de Castro Beras, por el delito 
de gravidez en perjuicio de su hija Gumersinda Solano, de 
17 años de edad; b) que, apoderado del caso, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seybo dictó 
en fecha veintisiete de julio del mil novecientos cincuenti-
cuatro una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declarar al nombrado Asterio de Castro de 
generales anotadas, culpable del delito de gravidez en agra-
vio de la menor Gumersinda Solano, hecho ocurrido en esta 
Común de El Seybo, en fecha no determinada del presente 
año 1954; SEGUNDO: Condenar al nombrado Asterio de 
Castro Beras, por el delito de gravidez, a sufrir diez días 
de prisión correccional y pago de una multa de Ciento Cin-
cuenta Pesos, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuant:s; y pago de costos; TERCERO: Declarar buena y 
válida la constitución en Parte Civil, hecha por el quere-
llante, se le reconoce una indemnización de Quinientos Pe-
sos Oro, a favor de la parte Civil, constituida, y en caso de 
insolvencia se aplique el apremio corporal, la compensación 
de la indemnización de un día por cada peso dejado de pagar. 
Se condena a las costas civiles y penales distrayendo las 
primeras en favor del Abogado, quien dice haberlas avan-
zado en su mayoría"; c) que sobre recurso de apelación del 
prevenido Asterio de Castro Beras y por la parte civil cons-
tituida la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
dictó, en fecha doce de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuan-
to a la forma, los recursos de apelación interpuestos, res-
pectivamente, por la parte civil constituida, señor Manuel 
Solano y por el inculpado Asterio Castro de Beras, contra 
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seybo, 
de fecha 27 de julio del ario mil novecientos cincuenta y 
cuatro, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar de la 
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presente decisión; SEGUNDO: Confirma la sentencia recu-
rrida; TERCERO: Condena al inculpado Asterio Castro de 
Beras, al pago de las costas penales y civiles, distrayendo 
las últimas en favor del Dr. Jorge Martínez Lavandier, 
quien afirma haberlas avanzado"; d) que con motivo del 
recurso de casación interpuesto contra la referida sentencia 
por el prevenido Asterio de Castro Beras, la Suprema Corte 
de Justicia, en funciones de corte de cnsación, dictó en fecha 
veintiséis de julio del mil novecientos cincuenticinco, una 
sentencia con el siguiente dispositivo: "Por tales motivos, 
Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha doce de noviembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de 
Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Declara de oficio 
las costas"; e) que, en fecha seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, sobre los recursos de apelación interpuestos por Aste-
rio de Castro Beras y Manuel Solano, contra sentencia dic-
tada per el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de El Seybo, y en virtud del envío hecho por la senten-
cia de la Suprema Corte de Justicia cíe fecha veintiséis de 
julio del mil novecientos cincuenta y cinco, dictó el fallo 
ahora impugnado, con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Declara buenos y válidos en la forma, los recur-
sos de apelación interpuestos por el prevenido Asterio de 
Castro Beras y por la parte civil constituida, Manuel Sola-
no, contra sentencia de fecha 27 de julio de 1954, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seybo, cuyo dispositivo aparece copiado en otra parte 
del presente fallo; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra 
la parte civil constituida, por no haber comparecido a au-
diencia a concluir; TERCERO Modifica en cuanto a la 
pena y la indemnización acordada, la sentencia apelada y, 
en consecuencia, condena al prevenido Asterio de Castro 

Despacho de la Policía Nacional en El Seybo y presentó 
formal querella contra Asterio de Castro Beras, por el delito 
de gravidez en perjuicio de su hija Gumersinda Solano, de 
17 años de edad; b) que, apoderado del caso, el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de E! Seybo dictó 
en fecha veintisiete de julio del mil novecientos cincuenti-
cuatro una sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declarar al nombrado Asterio de Castro de 
generales anotadas, culpable del delito de gravidez en agra- 4  
vio de la menor Gumersinda Solano, hecho ocurrido en esta 
Común de El Seybo, en fecha no determinada del presente 
año 1954; SEGUNDO: Condenar al nombrado Asterio de 
Castro Beras, por el delito de gravidez, a sufrir diez días 
de prisión correccional y pago de una multa de Ciento Cin-
cuenta Pesos, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuant2s; y pago de costos; TERCERO: Declarar buena y 
válida la constitución en Parte Civil, hecha por el quere 
liante, se le reconoce una indemnización de Quinientos Pe-
sos Oro, a favor de la parte Civil, constituida, y en caso de 
insolvencia se aplique el apremio corporal, la compensación 
de la indemnización de un día por cada peso dejado de pagar.  
Se condena a las costas civiles y penales distrayendo la , 

 primeras en favor del Abogado, quien dice haberlas avan-
zado en su mayoría"; c) que sobre recurso de apelación del 
prevenido Asterio de Castro Beras y por la parte civil cons-
tituida la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís 
dictó, en fecha doce de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, una sentencia con el dispositivo siguiente: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuan-
to a la forma, los recursos de apelación interpuestos, res-
pectivamente, por la parte civil constituida, señor Manuel 
Solano y por el inculpado Asterio Castro de Beras, contra 
sentencia dictada, en atribuciones correccionales, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El Seybo, 
de fecha 27 de julio del año mil novecientos cincuenta y 
cuatro, cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar de la 
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Beras a pagar una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos 
Oro), acogiendo en su favor más amplias circunstancias 
atenuantes, por el delito de gravidez en perjuicio de la joven 
Gumersinda Solano; y condena a dicho prevenido, Asterio 
de Castro Beras a pagar una indemnización de RD$250.00 
(Doscientos Cincuenta Pesos Oro), en favor de la parte 
civil constituida, Manuel Sqlano; CUARTO: Condena al 
prevenido Asterio de Castro Beras al pago de las costas, 
con distracción de las civiles causadas en Primera Instancia 
en provecho del abogado que declaró haberlas avanzado en 
su mayor parte. (Doctor Jorge Martínez L.)"; f) que en 
fecha veinte de marzo del mil novecientos cincuenta y seis, 
el ministerial Federico A. Ruiz Mejía, actuando a requeri-
miento del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de El Seybo, notificó la referida sentencia a Manuel 
Solano, parte civil constituida, quien hizo oposición a la 
misma al pie de dicho acto; g) que sobre el indicado recur-
so de oposición la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha doce de febrero del mil novecientos cincuenta y siete, 
dictó una sentencia, ahora impugnada en casación, con el 
dispositivo siguiente: "FALA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de oposición interpuesto por la parte 
civil constituida, Manuel Solano, contra sentencia dictada 
por esta Corte en fecha 6 del mes de febrero del año 1956, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Asterio 
de Castro Beras, por no haber comparecido a audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Modifi-
ca la sentencia objeto del presente recurso en cuanto a la 
indemnización acordada a la parte civil constituida, señor 
Manuel Solano, y en consecuencia, fija ésta en RD$500.00, 
disponiéndose que en caso de insolvencia, dicha indemniza-
ción sea compensada con prisión a razón de un día por cada 
peso; y CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas, con distracción en favor del Dr. Jorge Martínez Lavan-
dier, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido Asterio de Castro Beras, la Corte 
5  qua dictó en fecha tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, la sentencia ahora también impugnada, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de oposición inter-
puesto por Asterio de Castro Beras, contra sentencia de 
fecha 12 de febrero de 1957, dictada por esta Corte, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente 'fallo; SE-
GUNDO: Rechaza, por improcedentes y mal fundadas las 
conclusiones del oponente, señor Asterio de Castro Beras; 
TERCERO: Modifica la sentencia recurrida y, en conse-
cuencia, tija en Cuatrocientos Pesos (RD$400.00) la indem-
nización que debe pagar el señor Asterio de Castro Beras 
a Manuel Solano, parte civil constituida, como justa repa-
ración de los daños y perjuicios sufridos por él a causa del 
hecho delictuoso cometido por dicho señor Asterio de Castro 
Beras en perjuicio de la menor Gumersinda Solano, dispo-
niéndose que en caso de insolvencia sea compensada con 
prisión, a razón de un día por cada peso; y CUARTO: Con-
dena al señor Asterio de Castro Beras, parte que sucumbe, 
al pago de las costas, disponiendo su distracción en prove-
cho del Dr. Jorge Martínez Lavandier, quien afirma estar-
las avanzando en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso interpuesto en fecha ocho de ju-
nio del mil novecientos cincuentiséis, contra la sentencia del 1 
seis de febrero del mil novecientos cincuentiséis: 

1 . 

Considerando que la parte civil interviniente opone al 
recurso de casación interpuesto por Asterio de Castro Be-
ras contra la sentencia de la Corte a qua, de fecha seis de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, por acta del 
ocho de junio de mil novecientos cincuentiséis, dos medios 
de inadmisión, uno fundamentado en que "en el acta levan-
tada por el Secretario de la Corte de San Cristóbal, en 

11 1 
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Beras a pagar una multa de RD$50.00 (Cincuenta Pesos 
Oro), acogiendo en su favor más amplias circunstancias 
atenuantes, por el delito de gravidez en perjuicio de la joven 
Gumersinda Solano; y condena a dicho prevenido, Asterio 
de Castro Beras a pagar una indemnización de RD$250.00 
(Doscientos Cincuenta Pesos Oro), en 'favor de la parte 
civil constituida, Manuel Solano; CUARTO: Condena al 
prevenido Asterio de Castro Beras al pago de las costas, 
con distracción de las civiles causadas en Primera Instancia 
en provecho del abogado que declaró haberlas avanzado en 
su mayor parte. (Doctor Jorge Martínez L.)"; f) que en 
fecha veinte de marzo del mil novecientos cincuenta y seis, 
el ministerial Federico A. Ruiz Mejía, actuando a requeri-
miento del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de El Seybo, notificó la referida sentencia a Manuel 
Solano, parte civil constituida, quien hizo oposición a la 
misma al pie de dicho acto; g) que sobre el indicado recur-
so de oposición la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
fecha doce de febrero del mil novecientos cincuenta y siete, 
dictó una sentencia, ahora impugnada en casación, con el 
dispositivo siguiente: "FALA: PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de oposición interpuesto por la parte 
civil constituida, Manuel Solano, contra sentencia dictada 
por esta Corte en fecha 6 del mes de febrero del año 1956, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; 
SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el prevenido Asterio 
de Castro Beras, por no haber comparecido a audiencia no 
obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Modifi-
ca la sentencia objeto del presente recurso en cuanto a la 
indemnización acordada a la parte civil constituida, señor 
Manuel Solano, y en consecuencia, fija ésta en RD$500.00, 
disponiéndose que en caso de insolvencia, dicha indemniza-
ción sea compensada con prisión a razón de un día por cada 
peso; y CUARTO: Condena al prevenido al pago de las cos-
tas, con distracción en favor del Dr. Jorge Martínez Lavan-
dier, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad"; 

Considerando que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por el prevenido Asterio de Castro Beras, la Corte 
a  qua dictó en fecha tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, la sentencia ahora también impugnada, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regular y válido el recurso de oposición inter-
puesto por Asterio de Castro Beras, contra sentencia de 
fecha 12 de febrero de 1957, dictada por esta Corte, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente 'fallo; SE-
GUNDO: Rechaza, por improcedentes y mal fundadas las 
conclusiones del oponente, señor Asterio de Castro Beras; 
TERCERO: Modifica la sentencia recurrida y, en conse-
cuencia, tija en Cuatrocientos Pesos (RD$400.00) la indem-
nización que debe pagar el señor Asterio de Castro Beras 
a Manuel Solano, parte civil constituida, como justa repa-
ración de los daños y perjuicios sufridos por él a causa del 
hecho delictuoso cometido por dicho señor Asterio de Castro 
Beras en perjuicio de la menor Gumersinda Solano, dispo-
niéndose que en caso de insolvencia sea compensada con 
prisión, a razón de un día por cada peso; y CUARTO: Con-
dena al señor Asterio de Castro Beras, parte que sucumbe, 
al pago de las costas, disponiendo su distracción en prove-
cho del Dr. Jorge Martínez Lavandier, quien afirma estar-
las avanzando en su mayor parte"; 

En cuanto al recurso interpuesto en fecha ocho de ju-
nio del mil novecientos cincuentiséis, contra la sentencia del 
seis de febrero del mil noivecientos cincuentiséis: 

Considerando que la parte civil interviniente opone al 
recurso de casación interpuesto por Asterio de Castro Be-
ras contra la sentencia de la Corte a qua, de fecha seis de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, por acta del 
ocho de junio de mil novecientos cincuentiséis, dos medios 
de inadmisión, uno fundamentado en que "en el acta levan-
tada por el Secretario de la Corte de San Cristóbal, en 
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fecha ocho del mes de junio de 1956, donde consta la decla-
ración del Lic. Ercilio de Castro, interponiendo el recu rso 

 de Casación..., no consta ninguna referencia a la Cédula 
 Personal de Identidad del recurrente Asterio de Castro Be. 

ras, sino simplemente los datos correspondientes al abogado 
compareciente", y el otro, basado en que el recurso es pr e_ 
maturo porque fué interpuesto en fecha ocho de julio del 
mil novecientos cincuenta y seis, cuando la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, "no había aún estatuido acerca de la 
oposición, que, oportunamente, había interpuesto el señor 
Manuel Solano, contra la misma sentencia del seis (6) de 
febrero de 1956, dictada en defecto del mismo Manuel so-
lano, parte civil constituida, ya que estatuyó definitivamen-
te por medio de sus Sentencias del 12 de febrero de 1957, 
y del 3 de septiembre de 1957"; pero 

Considerando que si bien es cierto que de haberse tra-
mitado en la época en que se levantó el .acta a que se refiere 
el interviniente el indicado recurso hubiera sido prematuro 
por haberse interpuesto en una fecha en que el fallo impug-
nado no había adquirido aún carácter contradictorio res-
pecto de todas las partes en causa, como se señala en el 
segundo medio de inadmisión propuesto por dicha parte ci-
vil interviniente, no menos cierto es que al interponerse 
en fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cincue e-
ta y siete, un recurso de casación contra la sentencia del 
tres d, septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, 
extensivo a las sentencias del doce de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y siete y del seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis y mediante el cual se reitera, ade-
más, de modo expreso, el recurso interpuesto contra la sen-
tencia del seis de febrero del mil novecientos cincuenta Y 
seis, aquel recurso interpuesto prematuramente, a causa 
de haber intervenido vin segundo recurso, en momento 
oportuno, que lo sustituye, se ha convertido en un acto inefi-
caz o frustráneo respecto del cual toda impugnación carece 
ahora de interés, ya que la Suprema Corte de Justicia no  

tenido la oportunidad de estatuir acerca de él, sino hasta 
momento, conjuntamente con el nuevo recurso, por no 
berse remitido el expediente correspondiente, a causa de 
ar en curso la oposición interpuesta contra la misma sen-

ncia por la parte civil constituida, en fecha veinte de 
arzo del mil novecientos cincuenta y seis, por lo que tanto 

1 primero como el segundo .medio de inadmisión propuestos 
por el interviniente deben ser desestimados; 

En cuanto al recurso contra h sentencia del tres de 
septiembre del mil novecientos cincuentisiete, extensivo a 
las sentencias del doce de febrero del mil novecientos cin-

enta y siete y del seis de febrero del mil novecientos 
ncuentiséis; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del derecho de defensa 
del pre-mnido por falta u omisión de ponderación de hechos 
sustanciales del proceso.— Violación del Artículo 312 del 
Código Civil por desconocimiento de la regla legal del perío-
do normal de gestación del hijo.— Falta de base legal.--
Segundo Medio: Violación de los artículos 208 y 187 del 
Código de Procedimiento Criminal por exceso de poder o 
de la regla de competencia funcional del Procurador Fiscal, 
apoderamiento irregular de la Corte con efecto de nulidad 
de la sentencia del 12 de febrero de 1957; Tercer Medio: 
Falta de base legal y de motivos de la sentencia del 6 de 
febrero de 1956 por no hacerse en ella mérito del elemento 
jurídico de honestidad del artículo 355 del Código Penal.—
Falta o insuficiencia de motivos en la sentencia del 12 de 
febrero de 1957 cuando varía la pena de la sentencia ante-
rior, de indemnización a la parte civil"; 

Considerando que el recurrente pretende que su recurso 
de casación es extensivo tanto a la ,:entencia del doce de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete como a la del 
seis de febrero del mil novecientos cincuenta y seis; pero 
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fecha ocho del mes de junio de 1956, donde consta la decía_ 
ración del Lic. Ercilio de Castro, interponiendo el recurso 
de Casación..., no consta ninguna referencia a la Cédul a 

 Personal de Identidad del recurrente Asterio de Castro Be. 
ras, sino simplemente los datos correspondientes al abogado 
compareciente", y el otro, basado en que el recurso es pi-
maturo porque fué interpuesto en fecha ocho de julio del 
mil novecientos cincuenta y seis, cuando la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, "no había aún estatuido acerca de la 
oposición, que, oportunamente, había interpuesto el señor 
Manuel Solano, contra la misma sentencia del seis (6) de 
febrero de 1956, dictada en defecto del mismo Manuel So-
lano, parte civil constituida, ya que estatuyó definitivamen-
te por medio de sus Sentencias del 12 de febrero de 1957, 
y del 3 de septiembre de 1957"; pero 

Considerando que si bien es cierto que de haberse tra-
mitado en la época en que se levantó el .acta a que se refiere 
el interviniente el indicado recurso hubiera sido prematuro 
por haberse interpuesto en una fecha en que el fallo impug-
nado no había adquirido aún carácter contradictorio res-
pecto Je todas las partes en causa, como se señala en el 
segundo medio de inadmisión propuesto por dicha parte ci-
vil interviniente, no menos cierto es que al interponerse 
en fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cincue .i-
ta y siete, un recurso de casación contra la sentencia del 
tres ch septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, 
extensivo a las sentencias del doce de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y siete y del seis de febrero del mil nove-
cientos cincuenta y seis y mediante el• cual se reitera, ade-
más, de modo expreso, el recurso interpuesto contra la sen-
tencia del seis de febrero del mil novecientos cincuenta Y 
seis, aquel recurso interpuesto prematuramente, a causa 
de haber intervenido un segundo recurso, en momento 
oportuno, que lo sustituye, se ha convertido en un acto inefi-
caz o frustráneo respecto del cual toda impugnación carece 
ahora de interés, ya que la Suprema Corte de Justicia no  

tenido la oportunidad de estatuir acerca de él, sino hasta 
momento, conjuntamente con el nuevo recurso, por no 

haberse remitido el expediente correspondiente, a causa de 
estar en curso la oposición interpuesta contra la misma sen-
tencia por la parte civil constituida, en fecha veinte de 
marzo del mil novecientos cincuenta y seis, por lo que tanto 
e] primero como el segundo .medio de inadmisión propuestos 
por el interviniente deben ser desestimados; 

En cuanto al recurso contra h sentencia del tres de 
septiembre del mil novecientos cincuentisiete, extensivo a 
las sentencias del doce de febrero del mil novecientos cin-
cuenta y siete y del seis de febrero del mil novecientos 
cincuentiséls; 

Considerando que el recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del derecho de defensa 
del prevenido por falta u omisión de ponderación de hechos 
sustanciales del proceso.— Violación del Artículo 312 del 
Código Civil por desconocimiento de la regla legal del* perío-
do normal►  de gestación del hijo.— Falta de base legal.--
Segundo Medio: Violación de los artículos 208 y 187 del 
Código de Procedimiento Criminal por exceso de poder o 
de la regla de competencia funcional del Procurador Fiscal, 
apoderamiento irregular de la Corte con efecto de nulidad 
de la sentencia del 12 de febrero de 1957; Tercer Medio: 
Falta de base legal y de motivos de la sentencia del 6 de 
febrero de 1956 por no hacerse en ella mérito del elemento 
juridico de honestidad del artículo 355 del Código Penal.—
Falta o insuficiencia de motivos en la sentencia del 12 de 
febrero de 1957 cuando varía la pena de la sentencia ante-
rior, de indemnización a la parte civil"; 

Considerando que el recurrente pretende que su recurso 
de casación es extensivo tanto a la ,:entencia del doce de 
febrero de mil novecientos cincuenta y siete como a la del 
seis de febrero 'del mil novecientos cincuenta y seis; pero 
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que, habiendo sido la primera de las sentencias mencionadas, 
modificada por la del tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete a consecuencia del recurso de oposición 
del prevenido, no hay por qué examinar esta sentencia que 
fué aniquilada totalmente; que, en cambio, sí es necesario 
extender el recurso de casación interpuesto contra la sen-
tencia del tres de septiembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, a la del seis de febrero del mil novecientos cin-
cuenta y seis que fué la que estatuyó definitivamente so-
bre el aspecto penal del asunto; 

Considerando que; en relación con la sentencia del seis 
de febrero del mil novecientosicincuenta y seis, el recurrente 
alega en los medios primero y tercero de su recurso, en sin-
tesis, jo siguiente: "que cuando la Corte en la audiencia del 
19 de septiembre de 1955 reenvió el conocimiento de la cau-
sa para permitir al Magistrado Procurador General, por su 
pedimento, investigar las incidencias del embarazo y exa- 
men médico de la agraviada y alumbramiento de la criatura, 
fué porque consideró el expediente carente de instrucción 
hacia la prueba del hecho a cargo del prevenido"; que "al 4» 
ser rendido por el Médico Director 'del Hospital de El Seybe, 
donde se asistió a dicha agraviada, en fecha 10 de octubre 
de 1955, informe técnico certificado, que se le solicitó, de 
que la criatura "nació muerto, de tamaño normal", lo que 
quiere de-1r que a partir de la concepción de la criatura 
el periodo de gestación se verificó normalmente; con tal 
informe y el acta de nacimiento del niño de ese embarazo 
el trece de enero del año 1956, como elementos substanciales 
constantes en el expediente, unidos a la declaración de la 
agraviada de que su primer contacto con el prevenido lo fué 
en el mes de mayo de 1954, y del auerellante de que en 
ese mismo mes de mayo llevó a su hija a examinar al Hos-
pital y allí el Dr. Ramos le diagnosticó que su hija estaba 
encinta hacía "dos o tres meses", no podía la Corte a qua 
dejar de ponderar tales medios documentales de prueba com-
binados con las declaraciones de la agraviada y querellante 

ra fijar la fecha cierta de la concepción de la criatura 
nacida "normal" el 13 de enero de 1956, y entonces hubiera 
,establecido que esa concepción tuvo lugar a fines del mes de 
marzo y a principio del mes de abril , de 1954, anterior a la 
fecha del mes de mayo que siempre ha sostenido la agravia-
da haber tenido su primer contacto carnal con el prevenido, 
a cargo de quien, por tanto, mal puede ponerse ese hecho"; 
que "de haber ponderado la Corte los elementos de prueba 
escrita aducidos para el examen de la responsabilidad o no 
del prevenido en el hecho imputado, otra hubiera sido su 
sentencia del 6 de febrero de 1956, y al proceder de otro 
modo, esto es, haciendo caso omiso de tales medios de prue-
ba que la misma Corte había autorizado y los cuales apro- 
vechan al prevenido, es claro que se le niega el derecho de 

tdefensa por rehusar ponderar tales hechos substanciales de 
Sla causa"; que "se omite hacer la necesaria relación de 

hechos y circunstancias de la causa que conduzcan a la 
verdad de que se ha cometido el delito y si ha sido aplicado 
el derecho"; que "aún cuando el artículo 355 del Código 
Penal establece para la existencia del delito de gravidez, en- 
tre otros elementos el de la horiestidad reputada 'de la joven, 
por la sentencia recurrida del 6 de febrero 'de 1956 en ningún 
momento se demuestra que la Corte comprobara ese ele-

ento del delito"; y que "no' solo deja de establecer ese 
lemento sino que deja existente el mismo vicio por el cual 
é casada la de San Pedro de Macorís, porque para resolver 

n 'derecho el caso debió, teniendo fija la fecha de naci-
ente, el 13 de enero de 1956, de "tamaño normal" el 

rato del embarazo, precisar el "momento de la concepción 
la criatura", y al no hacerlo ha quedado sin motivo y en 
secuencia carece de base legal"; 
Considerando que, ciertamente, el examen de la sen-

cia del seis de febrero del mil novecientos cincuenta y 
s, —que fué la que estatuyó sobre el aspecto penal del 
nto, y que se hizo definitiva al estatuirse contradictoria-

ente acerca del aspecto civil del mismo por la sentencia 
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que, habiendo sido la primera de las sentencias mencionadas, 
modificada por la del tres de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete a consecuencia del recurso de oposición 
del prevenido, no hay por qué examinar esta sentencia que 
fué aniquilada totalmente; que, en cambio, sí es necesario 
extender el recurso de casación interpuesto contra la sen-
tencia del tres de septiembre del mil novecientos cincuenta 
y siete, a la del seis de febrero del mil novecientos cin-
cuenta y seis que fué la que estatuyó definitivamente so-
bre el aspecto penal del asunto; 

Considerando que, en relación con la sentencia del seis 
de febrero del mil novecientos•cincuenta y seis, el recurrente 
alega en los medios primero y tercero de su recurso, en sín-
tesis, 10 siguiente: "que cuando la Corte en la audiencia del 
19 de septiembre de 1955 reenvió el conocimiento de la cau-
sa para permitir al Magistrado Procurador General, por su 
pedimento, investigar las incidencias del embarazo y exa-
men médico de la agraviada y alumbramiento de la criatura, 
fué porque consideró el expediente carente de instrucción 
hacia la prueba del hecho a cargo del prevenido"; que "al 
ser rendido por el Médico Director del Hospital de El Seybo, 
donde se asistió a dicha agraviada, en fecha 10 de octubre 
de 1955, informe técnico certificado, que se le solicitó, de 
que la criatura "nació muerto, de tamaño normal", lo que 
quiere de'iír que a partir de la concepción dg la criatura 
el periodo de gestación se verificó normalmente; con tal 
informe y el acta de nacimiento del niño de ese embarazo 
el trece de enero del año 1956, como elementos substanciales 
constantes en el expediente, unidos a la declaración de la 
agraviada de que su primer contacto con el prevenido lo fué 
en el mes de mayo de 1954, y del auerellante de que en 
ese mismo mes de mayo llevó a su hija a examinar al Hos-
pital y allí el Dr. Ramos le diagnosticó que Ti hija estaba 
encinta hacia "dos o tres meses", no podía la Corte a qua 
dejar de ponderar tales medios documentales de prueba com-
binados con las declaraciones de la agraviada y querellante  

ra fijar la fecha cierta de la concepción de la criatura 
nacida "normal" el 13 de enero de 1956, y entonces hubiera 
estable-ciclo que esa concepción tuvo lugar a fines del mes de 
marzo y a principio del mes de abriltde 1954, anterior a la 
fecha del mes de mayo que siempre ha sostenido la agravia-
da haber tenido su primer contacto carnal con el prevenido, 
a cargo de quien, por tanto, mal puede ponerse ese hecho"; 
que "de haber ponderado la Corte los elementos de prueba 
escrita aducidos para el examen de la responsabilidad o no 
del prevenido en el hecho imputado, otra hubiera sido su 
sentencia del 6 de febrero de 1956, y al proceder de otro 
modo, esto es, haciendo caso omiso de tales medios de prue-
ba que la misma Corte había autorizado y los cuales apro-
vechan al prevenido, es claro que se le niega el derecho de 
defensa por rehusar ponderar tales hechos substanciales de 
la causa"; que "se omite hacer la necesaria relación de 
hechos y circunstancias de la causa que conduzcan a 'la 
verdad de que se ha cometido el delito y si ha sido aplicado 
el derecho"; que "aún cuando el artículo 355 del Código 
Penal establece para la existencia del delito de gravidez, en-
tre otros elementos el de la honestidad reputada 'de la joven, 
por la sentencia recurrida del 6 'de febrero de 1956 en ningún 
momento se demuestra que la Corte comprobara ese ele-
mento del delito"; y que "no* solo deja de establecer ese 
elemento sino que deja existente el mismo vicio por el cual 
fué casada la de San Pedro de Macorís, porque para resolver 
en 'derecho el caso debió, teniendo fija la fecha de naci-
miento, el 13 de enero de 1956, de "tamaño normal" el 
fruto del embarazo, precisar el "momento de la concepción 
de la criatura", y al no hacerlo ha quedado sin motivo y en 
consecuencia carece de base legal"; 

Considerando que, ciertamente, el examen de la sen-
tencia del seis de febrero del mil novecientos cincuenta y 
seis, —que fué la que estatuyó sobre el aspecto penal del 
asunto, y que se hizo definitiva al estatuirse contradictoria-
mente acerca del aspecto civil del mismo por la sentencia 
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impugnada del tres de septiembre del mil novecientos cin-
cuenta y siete—, pone de manifiesto que los jueces del fondo 
se limitaron a expresar, en cuanto a la infracción puesta 
a cargo del recurrente lo que sigue: "que no obstante la 
Inocencia alegada por el prevenido, esta Corte, de los ele-
mentos de la causa, muy especialmente de las déclaraciones 
de los testigos producidos por ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seybo y por ante la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, hechas contra-
dictorias en el plenario, estima que Asterio de Castro Beras 
es culpable del hecho puesto a su cargo, pero pondera en 
su provecho más amplias circunstancias atenuantes, y he-
chos que justifican la modificación de la sentencia apelada, 
en cuanto a la pena impuesta . ."; 

Considerando que, en tales condiciones los motivos da-
dos por los jueces no permiten reconocer si los elementos 
de hecho necesarios para la aplicación del artículo 355 del 
Código Penal se hallan presentes en la sentencia impugnada 
por lo cual la Corte a qua, en cuanto al aspecto penal, no 
justificado legalmente su sentencia del seis de febrero del 
mil novecientos cincuenta y seis, y por tanto, ésta debe sea 

anulada ; 
Considerando que, además, como las condenaciones ci-

viles piestas a cargo del recurrente, que adquirieron carác-
ter derintivo por la sentencia, también impugnada, del tres 
de septiembre del mil novecientos cincuenta y siete, fueron 
impuestas al prevenido, de acuerdo con lo expresado por 
los jueces del fondo, "como reparación de los daños y per-
juicios que causó" a la parte civil constituida, Manuel So-
lano, "con su hecho delictuoso", esto es, que son una conse-
cuencia directa del delito puesto á cargo del recurrente, 
procede que la sentencia mencionada, por las mismas razo-
nes anteriormente expuestas, sea también anulada, sin ne-
cesidad de examinar los demás medios del recurso; 

Considerando, por último, que habiendo solicitado el 
prevenido recurrente que la parte civil constituida fuera  

ndenada en costas, en caso de que concluyera en esta 
Instancia, y siendo constante que dicha parte interviniente 
ha limitado su intervención a presentar dos medios de in-
admisión, referentes al recurso de casación interpuesto por 
el prevenido, en fecha ocho de junio del mil novecientos cin-
cuentiséis, 'contra la sentencia del seis de febrero de mil 
novecientos cincuentiséis, los cuales han sido desestimados, 
procede que la parte civil interviniente sea condenada en 
costas, en cuanto concierne a dicho recurso; 

Por tales motivos, Primero: Admite, en cuanto a la 
forma, y la declara inadmisible en cuanto al fondo la inter-
vención de Manuel Solano, parte civil constituida, en el re-
curso de casación interpuesto en fecha ocho de junio del 
mil novecientos cincuenta y seis, contra la sentencia del seis 
de febrero del mil novecientos cincuenta y seis. y lo condena 

ten costas, en cuanto concierne a dicha intervención; Segun-
ido: Casa las sentencias pronunciadas por la Corte de Ape-

lación de San Cristóbal en fechas tres de septiembre del 
mil novecientos cincuentisiete y seis de febrero del mil 
novecientos cincuentiséis cuyos dispositivos han sido copia-
dos en otros lugares del presente fallo y envía el asunto ante 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo; y Tercero: Decla-
ra de oficio las costas en cuanto a estos recursos. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da!- 
án Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
ateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
flores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



BOLETÍN JUDICIAL 532 ROLETÍN JUDICIAL 	 533 

impugnada del tres de septiembre del mil novecientos cin-
cuenta y siete—, pone de manifiesto que los jueces del fondo 
se limitaron a expresar, en cuanto a la infracción puesta 
a cargo del recurrente, lo que sigue: "que no obstante la 
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 que justifican la modificación de la sentencia apelada, 
en cuanto a la pena impuesta . ."; 

Considerando que, en tales condiciones los motivos da-
dos por los jueces no permiten reconocer si los elementos 
de hecho necesarios para la aplicación del artículo 355 del 
Código Penal se hallan presentes en la sentencia impugnada 
por lo cual la Corte a qua, en cuanto al aspecto penal, no 
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procede que la sentencia mencionada, por las mismas razo-
nes anteriormente expuestas, sea también anulada, sin ne-
cesidad de examinar los demás medios del recurso; 

Considerando, por último, que habiendo solicitado el 
prevenido recurrente que la parte civil constituida fuera  

ndenada en costas, en caso de que concluyera en esta 
stancia, y siendo constante que dicha parte interviniente 
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ovecientos cincuentiséis, los cuales han sido desestimados, 
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costas, en cuanto concierne a dicho recurso; 
Por tales motivos, Primero: Admite, en cuanto a la 

forma, y la declara inadmisible en cuanto al fondo la inter-
vención de Manuel Solano, parte civil constituida, en el re-
curso de casación interpuesto en fecha ocho de junio del 
mil novecientos cincuenta y seis, contra la sentencia del seis 
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do: Casa las sentencias pronunciadas por la Corte de Ape- L 

' lación de San Cristóbal en fechas tres de septiembre del 
mil novecientos cincuentisiete y seis de febrero del mil 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal,  de 

fecha 22 de julio de 1957. 

Recurrente: Isidoro Méndez. 
Abogado: Lic. Elpidio Eladio Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de ,1 

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado,- 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sty-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén. 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Go-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias. en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepenuen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicte 
en audiencia pública, como corte de casación. la  siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por IsIdo 

Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, comerciantl' 

esidente en "El Palmar", sección rural del municipil 
Neyba, cédula 51, serie 22, sello 33146. contra senteneirl 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Cort. 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinte y dol ,, dr 

julio del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo gil' 
sitivo se copia más adelante; 

Oído el álguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene.r 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a rquerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha doce de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
licenciado Elpidio Eladio Mercedes, cédula 440, serie 47, 
sello 45780, abogado del recurrente, y depositado en fecha 
trece del mes y año indicados, en el cual se invocan los me-
dios de casación que luego serán enunciados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, inciso 2, letra a) de la Cons-
titución; 1, 163 y 190 del Código de Procedimiento Criminal; 
69 de la Ley de Policía del año 1911; 1315 del Código Civil; 
y 1, 43, segunda parte, y 65 de la Ley sobre Procedimientio 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de mayo de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Baoruco, pronunció en sus atribuciones correccionales 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Que debe Primero: Declarar y declara regular y válida en 
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por 
el señor Federico Díaz en tiempo hábil y mediante los de-
más requisitos legales; Segundo: Que debe descargar y des-
carga, al prevenido Isidoro Méndez, de generales anotadas, 
del delito de robo de animales en los campos, en la especie 
(una novilla), que se le imputa, en perjuicio del señor Fede-
rico Díaz, por no haberlo cometido; Tercero: Rechazar y 
rechaza en cuanto al fondo las conclusiones de la parte 
civil formuladas por su abogado Dr. Angel Atila Hernández 
Acosta, por improcedente y mal fundada; Cuarto: Ordenar 

ordena la devolución del cuerpo del delito a su legítimo 
eño, señor Isidoro Méndez; Quinto: Declarar y declara 
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eia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguien 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isidor 
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11:sidenie en "El Palmar", sección rural del municipio d 
Neyba, cédula 51, serie 22, sello 33146, contra sentencia 
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de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinte y dos, d 

julio del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disp 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a rquerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha doce de diciem-
bre de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
licenciado Elpidio Eladio Mercedes, cédula 440, serie 47, 
sello 45780, abogado del recurrente, y depositado en fecha 
trece del mes y año indicados, en el cual se invocan los me- 
dios de casación que luego serán enunciados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 8, inciso 2. letra a) de la Cons-
titución; 1, 163 y 190 del Código de Procedimiento Criminal; 
,09 de la Ley de Policía del año 1911; 1315 del Código Civil; 
y 1, 43, segunda parte, y 65 de la Ley sobre Procedimientio 

1 de casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintitrés de mayo de mil novecientos cincuenta y 
seis, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Baoruco, pronunció en sus atribuciones correccionales 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Que debe Primero: Declarar y declara regula ,  y válida en 
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por 
.el señor Federico Díaz en tiempo hábil y mediante los de-
más requisitos legales; Segundo: Que debe descargar y des-
carga, al prevenido Isidoro Méndez, de generales anotadas, 
del delito de robo de animales en los campos, en la especie 
(una novilla), que se le imputa, en perjuicio del señor Fede-
rico Díaz, por no haberlo cometido; Tercero: Rechazar y 
rechaza en cuanto al fondo las conclusiones de la parte 
civil formuladas por su abogado Dr. Angel Atila Hernández 
Acosta, por improcedente y mal fundada; Cuarto: Ordenar 
Y ordena la devolución del cuerpo del delito a su legítimo 
dueño, señor Isidoro Méndez; Quinto: Declarar y declara 
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las costas penales de oficio; y Sexto: Condenar y cond( 
al querellante, señor Federico Díaz, parte civil constituid a , 
al pago de las costas civiles, con distracción de las mismas 
en favor del abogado Lic. Elpidio Eladio Mercedes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre 

I los recursos de apelación interpuestos por la parte civil cons- 
tituída Federico Díaz, el Procurador Fiscal de Baoruco y el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha treinta de agosto de mil novecien- 
tos 

 
 cincuenta y seis la indicada Corte pronunció una sen- 

tencia 
 

 con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, por ha-

. ber sido interpuestos en los plazos y mediante el cumpli-
miento de los demás requisitos legales los recursos de ape-
lación intentados en fechas 24 y 29 del mes de mayo y 
del mes de junio del año 1956 por Federico Díaz, parte c, -, . 
constituida, por intermedio de su abogado apoderado espe-
cial Dr. Angel Atila Hernández Acosta y por el Procurado, 
General de la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, contra sentencia del Juzgado de Primera Instanci, 
del Distrito Judicial de Baoruco, dictada en atribuciones 
correccionales en fecha 23 del mes y año indicados, cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que debe declarar y 
declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por el señor Federico Díaz, en 
tiempo hábil y mediante los demás requisitos legales; SE-' 
GUNDO: Que debe descargar y descarga, al prevenido Isi-
doro Méndez, de generales anotadas, del delito de robo de 
animales en los campos, en la especie (una novilla), que se 
le imputa, en perjuicio del señor Federico Díaz, por no ha-
berlo cometido; TERCERO: Rechazar y rechaza en cuanto 
al fondo las conclusiones de la parte civil formuladas por 
su abogado Dr. Angel Atila Hernández Acosta, por impro-
cedente y mal fundada; CUARTO: Ordenar y ordena '.a de-
volución del cuerpo del delito a su legítimo dueño, señor' 
Isidoro Méndez; QUINTO: Declarar y declara las costas 
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ales de oficio; y SEXTO: Condenar y condena al quere-
ánte, señor Federico Díaz, parte civil constituida al pago 

de las costas civiles, con distracción de las mismas, en 
. favor del abogado Lic. Elpidio Eladio Mercedes, quien afir- 

haberles avanzado en su totalidad'; SEGUNDO: Decla-
ra a Isidoro Méndez, no culpable del delito que se le imputa, 
y en consecuencia se descarga por falta de intención delic-
' ,a; TERCERO: Condena al' prevenido al pagó de la su-
I,. de RD$200.00 (doscientos pesos) como justa indemni-
zación por los daños morales y materiales ocasionados a la 
parte civil constituida, Federico Díaz, con su hecho culposo; 
CUARTO. Ordena la devolución de la novilla, animal en liti-
gio, a su legítimo dueño Federico Díaz; QUINTO: Se le 
.ondena al pago de las costas civiles, distrayéndolas, las de 
idmera instancia, en provecho del Doctor Angel Atila Her-
, 1ández Acosta, y las de apelación, en provecho del Doctor' 

Tomás Suzaña H., quienes afirman, el primero ha-
, orlas avanzado en su mayor parte, y el segundo en su 
totalidad, declarando de oficio las penales"; c) que, sobre el 

urso de casación del prevenido Isidoro Méndez, en fecha 
einte y nueve de enero de mil novecientos cincuenta y 
'ete esta Corte pronunció la sentencia cuyo dispositivo dice 
í: "Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte 

de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha treinta 
de agosto de mil novecientos cincuenta y seis cuyo dispo-
itivo figura copiado en otro lugar del presente fallo y en-

vía el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal"; 
Considerando que apoderada por el envío de esta Supre-

ma Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casación, 
a Corte de Apelación de San Cristóbal pronunció la sen-
encia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-

LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de 
apelación de la parte civil constituida, señor Federico Díaz, 
Contra sentencia de fecha 23 de mayo de 1956, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Baoruco, cuyo dispositivo se encuentra transcrito en otra 
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las costas penales de oficio; y Sexto: Condenar y. condena 
al querellante, señor Federico Díaz, parte civil constituida, 
al pago de las costas civiles, con distracción de las mismas 
en favor del abogado Lic. Elpidio Eladio Mercedes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre 
los recursos de apelación interpuestos por la parte civil cons-
tituida Federico Díaz, el Procurador Fiscal de Baoruco y el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana, en fecha treinta de agosto de mil novecien-
tos cincuenta y seis la indicada Corte pronunció una sen-
tencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regulares y válidos en cuanto a la forma, por ha-
ber sido interpuestos en los plazos y mediante el cumpli-
miento de los demás requisitos legales los recursos de ape-

lación intentados en fechas 24 y 29 del mes de mayo ' y 
del mes de junio del año 1956 por Federico Díaz, parte eiv. 
constituida, por intermedio de su abogado apoderado espe-

cial Dr. Angel Atila Hernández Acosta y por el Procurado 
General de la Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Baoruco, dictada en atribuciones 
correccionales en fecha 23 del mes y año indicados. cuyo 
dispositivo es el siguiente: 'PRIMERO: Que debe declarar y 

declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por el señor Federico Díaz, en 

tiempo hábil y mediante los demás requisitos legales; SE- al% 

GUNDO: Que debe descargar y descarga, al prevenido Isi-
doro Méndez, de generales anotadas, del delito de robo de 

animales en los campos, en la especie (una novilla), que se 

le imputa, en perjuicio del señor Federico Díaz, por no ha-* 
berlo cometido; TERCERO: Rechazar y rechaza en cuanto 
al fondo las conclusiones de la parte civil formuladas por 
su abogado Dr. Angel Atila Hernández Acosta, por impro-
cedente y mal fundada; CUARTO: Ordenar y ordena 'a de-
volución del cuerpo del delito a su legítimo dueño, señor 
Isidoro Méndez; QUINTO: Declarar y declara las costas 
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penales de oficio; y SEXTO: Condenar y condena al quere- 
llante, señor Federico Díaz, parte civil constituida al pago 
de las costas civiles, con distracción de las mismas, en 
favor del abogado Lic. Elpidio Eladio Mercedes, quien afir- 
ma haberlas avanzado en su totalidad'; SEGUNDO: Decla- 
ra a Isidoro Méndez, no culpable del delito que se le imputa, 
y en consecuencia se descarga por falta de intención delic- 
tuosa; TERCERO: Condena al prevenido al pago -  de la su-

*ma de RD$200.00 (doscientos pesos) como justa indemni-
zación por los daños morales y materiales ocasionados a la 
parte civil constituida, Federico Díaz, con su hecho culposo; 
CUARTO. Ordena la devolución de la novilla, animal en liti-
gio, a su legítimo dueño Federico Díaz; QUINTO: Se le 
condena al pago de las costas civiles, distrayéndolas, las de 
primera instancia, en provecho del Doctor Angel Atila Her-
nández Acosta, y las de apelación, en provecho del Doctor' 
Miguel Tomás Suzaña H., quienes afirman, el primero ha-
berlas avanzado en su mayor parte, y el segundo en su 
otalidad, declarando de oficio las penales"; c) que, sobre el 

recurso de casación del prevenido Isidoro Méndez, en fecha 
einte y nueve de enero de mil novecientos cincuenta y 
ete esta Corte pronunció la sentencia cuyo dispositivo dice 

así: "Primero: Casa la sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana en fecha treinta 
e agosto de mil novecientos cincuenta y seis cuyo dispo-
itivo figura copiado en otro lugar del presente fallo y en-
la el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal"; 

Considerando que apoderada por el envío de esta Supre-
ma Corte de Justicia, en funciones de Corte de Casación, 
4a Corte de Apelación de San Cristóbal pronunció la sen-
lencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-

" .-LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de 
apelación de la parte civil constituida, señor Federico Díaz, 
contra sentencia de fecha 23 de mayo de 1956, dictada por 
1 Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Baoruco, cuyo dispositivo se encuentra transcrito en otra 
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parte de la presente sentencia; SEGUNDO: Revoca la sen-
tencia apelada en los límites del presente recurso y, en con-
secuencia, condena a Isidoro Méndez a pagarle a Federico 
Díaz, la suma de RD$200.00 a título de indemnización po r 

 los daños morales y materiales sufridos por Federico Díaz, 
a consecuencia de la falta cometida por Isidoro Méndez; 
TERCERO: Ordena la devolución de la vaca, objeto del 
presente litigio, a su verdadero dueño, señor Federico Díaz; 
CUARTO: Condena a Isidoro Méndez, al pago de las costas 
civiles, ordenándose la distracción de ellas en provecho del 
abogado Dr. Manuel Castillo Corporán, quien afirmó haber.. 
las avanzado en su mayor parte; y QUINTO: Ordena que 
la indemnización otorgada por la presente sentencia, sea 
perseguible por apremio corporal, en caso de insolvencia, 
cuya duración se 'fija en dos meses"; 

Considerando que el recurrente invoca en su recur 
"la violación de las reglas de la prueba"; la "desnaturi 1- 
zación de los hechos y circunstancias de la causa"; la "falta 
de motivos y de base legal" y la "violación del derecho 
de defensa"; 

Considerando en cuanto a la violación del derecho de 
defensa, que el recurrente alega que "solicitó la audición 
de los testigos Martín Ferreras, quien estampó la novilla y 
Andrés Sierra Medina, quien sabía que dicho animal era 
hijo de la vaca N° 20, propiedad del prevenido (el actual 
recurrente) así como "traer el animal objeto del litigio" y 
que, la Corte a qua, a pesar de ser un tribunal de envío, que 
podía ordenar nuevas medidas de instrucción. rechazó ese 
pedimento "porque el abogado (del prevenido) concluyó al 
fondo". .. ; pero, 

Considerando que el rechazamiento de una medida de 
instrucción no implica necesariamente la violación del dere-
cho de defensa, si el tribunal apoderado, mediante la ponde-
ración soberana de otros elementos de prueba aportados 
al debate, está en aptitud de edificar su convicción sobre el 
objeto del litigio; que tampoco el derecho de defensa resulta  

vulnerado, si la parte interesada, aún cuando ofrezca hacer 
determinada prueba, no concluye formalmente solicitando 
la medida de instrucción de que se trate; que, en la especie, 

• contrariamente a lo alegado por el recurrente, éste no solici-

lel
ló formalmente las medidas de instrucción que ahora invoca illio  
- le fueren denegadas; que, en efecto, en el fallo impugnado  
consta que "aún cuando Isidoro Méndez no ha concluido 

1  formalmente pidiendo el reenvío de la presente causa para 
animal , otra audiencia a fin de traer "el  objeto del litigio" 

'y de hacer citar a los testigos Martín Ferreras y Andrés sSierra Medina, y aún cuando esta Corte no está ligada ju-
rídicamente a esos pedimentos (máxime cuando él concluyó 
al fondo por órgano de su abogado defensor), procede de-

' clarar que el presente proceso está suficientemente sustan-
ciado y que la Corte tiene elementos adecuados extraídos 
del plenario y de todos los documentos del expediente, para 
'formar eficazmente su convicción; que, en esas circunstan-
cias, resulta frustratorio ordenar nuevas medidas de ins-,-. 

Itrucción". . . ; que, en tales condiciones, el derecho de defen-
- sa del prevenido Isidoro Méndez no ha podido ser violado, 
y, consecuentemente, el medio que se examina carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación de las reglas re-
lativas a la administración de la prueba; que a este respecto 
el recurrente alega, en síntesis, que "la Corte a qua formó 
su religion en la declaración del testigo Admirado Mesa. .. 
prestada en la audiencia . .." pero que no se tomó en con-
sideración lo alegado. . . en la Corte de San Juan "ante la 
cual se probó que 'el hechizo' que tenía el número '7' cuando 
fué aplicado por uno de los Magistrados a la res en discu-
sión, durante el descenso a los lugares, coincidió con la se-
ñal en el animal, en la parte de arriba, peroren 'el palo' del 
7, resultó el hierro (hechizo) más corto que el que aparecía 
en la estampa . .. explicando el prevenido que esa diferencia 
obedecía a que cuando las reses son estampadas tiernas 
(entiéndase ióvenel) las marcas luego crecen ..."; que 
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parte de la presente sentencia; SEGUNDO: Revoca la sen 
tencia apelada en los límites del presente recurso y, en con 
secuencia, condena a Isidoro Méndez a pagarle a Federi 
Díaz, la suma de RD$200.00 a título de indemnización pc, 
los daños morales y materiales sufridos por Federico Díz -  7 

a consecuencia de la falta cometida por Isidoro Ménd, 
TERCERO: Ordena la devolución de la vaca, objeto (in] 
presente litigio, a su verdadero dueño, señor Federico Di, 
CUARTO: Condena a Isidoro Méndez, al pago de las cost o. 
civiles, ordenándose la distracción de ellas en provecho ( 
abogado Dr. Manuel Castillo Corporán, quien afirmó haix o-
las avanzado en su mayor parte; y QUINTO: Ordena que 
la indemnización otorgada por la presente sentencia, sea 
perseguible por apremio corporal, en caso de insolvencia, 
cuya duración se fija en dos meses"; 

Considerando que el recurrente invoca en su recur-n 
"la violación de las reglas de la prueba"; la "désnaturali-
zación de los hechos y circunstancias de la causa"; la "falta 
de motivos y de base legal" y la "violación del derecho 
de defensa"; 

Considerando en cuanto a la violación del derecho de 
defensa, que el recurrente alega que "solicitó la audición 
de los testigos Martín Ferreras, quien estampó la novilla y 
Andrés Sierra Medina, quien sabía que dicho animal era 
hijo de la vaca N° 20, propiedad del prevenido (el actual 
recurrente) así como "traer el animal objeto del litigio" y 
que, la Corte a qua, a pesar de ser un tribunal de envío, que 
podía ordenar nuevas medidas de instrucción. rechazó ese 
pedimento "porque el abogado (del prevenido) concluyó al 
fondo"... ; pero, 

Considerando que el rechazamiento de una medida de 
instrucción no implica necesariamente la violación del dere-
cho de defensa, si el tribunal apoderado, mediante la ponde-
ración soberana de otros elementos de prueba aportados 
al debate, está en aptitud de edificar su convicción sobre el 
objeto del litigio; que tampoco el derecho de defensa resulta  

vulnerado, si la parte interesada, aún cuando ofrezca hacer 
determinada prueba, no concluye formalmente solicitando 
la medida de instrucción de que se trate; que, en la especie, 
contrariamente a lo llegado por el recurrente, éste no solici-
Ió formalmente las medidas de instrucción que ahora invoca 
le fueron denegadas; que, en efecto, en el fallo impugnado 
consta que "aún cuando Isidaro Méndez no ha concluido 
formalmente pidiendo el reenvío de la presente causa para 
otra audiencia a fin de traer "el animal objeto del litigio" 

y  y de hacer citar a los testigos Martín Ferreras y Andrés 
Sierra Medina, y aún cuando esta Corte no está ligada 
rídicamente a esos pedimentos (máxime cuando él concluyó 
al fondo por órgano de su abogado defensor), procede de-
clarar que el presente proceso está suficientemente sustan-
ciado y que la Corte tiene elementos adecuados extraídos 
del plenario y de todos los documentos del expediente, para 
formar eficazmente su convicción; que, en esas circunstan-
cias, resulta frustratorio ordenar nuevas medidas de ins-

itrucción". ; que, en tales condiciones, el derecho de defen-
sa del prevenido Isidoro Méndez no ha podido ser violado, 
y, consecuentemente, el medio que se examina carece de 
•fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación de las reglas re-
Ilativas a la administración de la prueba; que a este respecto 
el recurrente alega, en síntesis, que "la Corte a qua formó 
su religión en la declaración del testigo Admirado Mesa. .. 
prestada en la audiencia. .." pero que no se tomó en con-
sideración lo alegado. .. en la Corte de San Juan "ante la 

, cual se probó que 'el hechizo' que tenía el número '7' cuando 
fué aplicado por uno de los Magistrados a la res en discu-
sión, durante el descenso a los lugares, coincidió con la se-
ñal en el animal, en la parte de arriba, pero' en 'el palo' del 

,,7, resultó el hierro (hechizo) más corto que el que aparecía 
en la estampa. .. explicando el prevenido que esa diferencia 
obedecía a que cuando las reses son estampadas tiernas 
(entiéndase iávenell) las mareas luego crecen . .."; que 

538 
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"mientras el prevenido llevó animales para hacer esa prue-
ba..." el demandante (Federico Díaz), "no aportó anima-
les" ni "ninguna prueba de la propiedad del animal que re-
clamaba"... ; que, a pesar de estas circunstancias, "se dió 
por cierto . lo que dicho demandante alegara o sea que la 
`H', completada con la `L' al revés... se referían a las ini. 
ciales de la esposa de dicho demandante. .."; y por último, 
que "en esas condiciones... el articulo 1315 del Código -
Civil, también había sido violado . ."; pero, 

Considerando que de conformidad con el principio de la 
íntima convicción que gobierna la prueba en materia repre-
siva, nada impedía a la Corte a qua edificar su convicción 
en la declaración del testigo Admirado Mesa, si dicha decla-
ración se apreció como idónea por los jueces del fondo, y 
no obstante otras declaraciones iavorables al interés del 
prevenido; que, en la especie, sin embargo, la Corte a qua, no 
se edificó exclusivamente en la declaración del testigo men-
cionado, sino también, según se expresa en el mismo fallo, 
en "las declaraciones de los testigos Manuel Pineda (a) 
Nene; Ramón Santana, Angel Mateo y Santos Rojas, y los 
demás elementos y circunstancias de la causa"; que, porsh 
consiguiente, al dar por establecido mediante la pondera- - 
ción de esos elementos de convicción que "la novilla en 
discusión" fué estampada por Admirado Mesa; que la "es-
tampa" `L-H' (aunque la primera letra quedó al revés y 
parecía un '7' por la posición que ocupó el estampador) 
pertenecía a Federico Díaz, arte civil constituida, quién 
utilizaba esa estampa para señalar sus animales, pues di-
chas letras "L-H" correspondían a las iniciales de Leoncia 
Herrera, esposa de Díaz, y, atribuir a éste la Propiedad 
de dicho animal, la Corte a qua no ha violado las reglas 
relativas a la administración de la prueba, ni consecuente-
mente el articulo 1315 del Código Civil; que, por tanto, 
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 69 de 
a Ley de Policía; que el recurrente alega, en síntesis: "que 
a parte civil fué creída en sus alegatos, respecto de la pro-

piedad dei animal en discusión, a pesar de que admitió que 
cuando estampaba sus animales no llamaba a ninguna au-
oridad". ; que "dicha parte no podría estar nunca dentro 

de la ley, porque marcaba con un aro y no con un hierro 
(hechizo) de forma definida"... ; pero, 

Considerando que el alegado incumplimiento de las dis-
posiciones del artículo 69 de la Ley de Policía no afecta en 
la especie la validez del fallo impugnado, pues, como se ha 
expresado anteriormente, la Corte a qua para estatuir como 
lo hizo se ha fundado en los elementos de convicción que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos y circunstancias de la causa; falta de motivos, y de 
base legal; que el examen del fallo impugnado pone de 
manifiesto que los hechos y circunstancias de la causa no 
han sido desnaturalizados; que, por el contrario, las com-
probaciones realizadas por los jueces del fondo fueron el 
resultado de la ponderación de las pruebas sometidas a la 
discusión de las partes en el debate y al de los jueces en la 
decisión; que, además, la sentencia irrinugnada contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican en los aspectos 
examinados su dispositivo, así como una exposición comple-
ta de los hechos y una descripción de las circunstancias de 
la causa que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 

, tue fueron soberanamente comprobados por los jueces dei 
fondo; que, en consecuencia, los agravios que se examinan 
carecen igualmente de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Considerando finalmente, que el recurrente alega "que 
(.0 situación ha sido agravada por la Corte a qua, al dispo-
ner la sentencia ahora impugnada que la indemnización 



BOLETÍN JUDICIAL 540 ROLETÍN JUDICIAL 	 541 

"mientras el prevenido llevó animales para hacer esa pitee_ 
ba . . . " el demandante (Federico Díaz), "no aportó anima-
les" ni "ninguna prueba de la propiedad del animal que re-
clamaba"... ; que, a pesar de estas circunstancias, "se (lió 
por cierto... lo que dicho demandante alegara o sea que la 
`H', completada con la `L' al revés... se referían a las ini-
ciales de la esposa de dicho demandante. .."; y por último, 
que "en esas condiciones... el articulo 1315 del Código 
Civil, también había sido violado. . ."; pero, 

Considerando que de conformidad con el principio de la 
íntima convicción que gobierna la prueba en materia repre-
siva, nada impedía a la Corte a qua edificar su convicción 
en la declaración del testigo Admirado Mesa, si dicha decla-
ración se apreció como idónea por los jueces del fondo, y 
no obstante otras declaraciones ,favorables al interés del 
prevenido; que, en la especie, sin embargo, la Corte a qua, no 
se edificó exclusivamente en la declaración del testigo men-
cionado, sino también, según se expresa en el mismo fallo, 
en "las declaraciones de los testigos Manuel Pineda (a) 
Nene; Ramón Santana, Angel Mateo y Santos Rojas, y los 
demás elementos y circunstancias de la causa"; que, por 
consiguiente, al dar por establecido mediante la pondera-
ción de esos elementos de convicción que "la novilla en 
discusión" fué estampada por Admirado Mesa; que la "es-
tampa" `L-H' (aunque la primera letra quedó al revés y 
parecía un '7' por la posición que ocupó el estampador) 
pertenecía a Federico Díaz, arte civil constituida, quién 
utilizaba esa estampa para señalar sus animales, pues di-
chas letras "L-H" correspondían a las iniciales de Leoncia 
Herrera, esposa de Díaz, y, atribuir a éste la propiedad 
de dicho animal, la Corte a qua no ha violado las reglas 
relativas a la administración de la prueba, ni consecuente-
mente el articulo 1315 del Código Civil; que, por tanto, 
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser 
desestimado; 

Considerando en cuanto a la violación del artículo 69 de 
a  Ley de Policía; que el recurrente alega, en síntesis: "que 

l a  parte civil fué creída en sus alegatos, respecto de la pro-
piedad del animal en discusión, a pesar de que admitió que 
cuando estampaba sus animales no llamaba a ninguna au-
toridad". .. ; que "dicha parte no podría estar nunca dentro 
de la ley, porque marcaba con uñ aro y no con un hierro 
(hechizo) de forma definida"... ; pero, 

Considerando que el alegado incumplimiento de las dis-
posiciones del artículo 69 de la Ley de Policía no afecta en 
la especie la validez del fallo impugnado, pues, como se ha 
expresado anteriormente, la Corte a qua para estatuir como 
lo hizo se ha fundado en los elementos de convicción que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa; 

Considerando en cuanto a la desnaturalización de los 
hechos y circunstancias de la causa; falta de motivos, y de 
base legal; que el examen del fallo impugnado pone de 
manifiesto que los hechos y circunstancias de la causa no 
han sido desnaturalizados; que, por el contrario, las com-
probaciones realizadas por los jueces del fondo fueron el 
resultado de la ponderación de las pruebas sometidas a la 
discusión de las partes en el debate y al de los jueces en la 
decisión; que, además, la sentencia impugnada contiene mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican en los aspectos 
examinados su dispositivo, así como una exposición comple-
ta de los hechos y una descripción de las circunstancias de 
la causa que han permitido verificar que dicho fallo es el 
resultado de una exacta aplicación de la ley a los hechos 
cine fueron soberanamente comprobados por los jueces del 
fondo; que, en consecuencia, los agravios que se examinan 
carecen igualmente de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Considerando finalmente, que el recurrente alega "que 
su situación ha sido agravada por la Corte a qua, al dispo-
ner la sentencia ahora impugnada que la indemnización 
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acordada a la parte civil constituida fuese perseguida, en 
caso de insolvencia por la vía del apremio corporal, cuya 
duración fué fijada en dos meses. .." ya que "él fué 
único recurrente" en la instancia que culminé "en la deci-
sión de esta Corte de fecha 29 de enero de 1957, que casó 
la sentencia pronunciada en fecha 30 de agosto de -1956 por 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana. .." pues 
`en dicha instancia la parte civil constituida Federico Díaz 
no intervino ni fué puesta en causa, ni tampoco interpuso 
recurso de casación el ministerio público. .. y dicha medida 
no fué solicitada ante el Tribunal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Baoruco. .."; pero, 

Considerando en cuanto al apremio corporal, que al 
tenor de la letra a) del inciso 2) del artículo 8 de la Cons-
titución, "no se establecerá el apremio corporal por deuda 
que no proviniere de infracción a las leyes penales". ; que. 
como cn la especie, el recurrente fué descargado del delito 
de robo de. animales en los campos que le fué imputado, es 
evidente qué el hecho ha sido despojado de su carácter delic-
tuoso y como las condenaciones civiles pronunciadas por la 
Corte a. qua no provienen de una infracción a las leyes pe.na-
les la ejecución de tales condenaciones no podían ser perse-
guidas por la vía del apremio corporal: que, en tales condi-
ciones, el citado texto constitucional ha sido violado y la 
sentencia impugnada, en ese punto, debe ser casada, por 
vía de supresión y sin envío; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión 
y sin envío, el ordinal quinto de la sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales como tribunal de envío, 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinte 
y dos de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior 'el presente fallo; Se 
gundo: Rechaza, en sus demás aspectos el recurso de casa-
ción interpuesto por Isidoro Méndez contra la mencionada 
sentencia; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
Inián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
_F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
cert ifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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acordada a la parte civil constituida 'fuese perseguida, e n 
 caso de insolvencia por la vía del apremio corporal, cuya 

duración fué fijada en dos meses. .." ya que "él fué el 
único recurrente" en la instancia que culmine. "en la deci-
sión de esta Corte de fecha 29 de enero de 1957, que casó 
la sentencia pronunciada en fecha 30 de agosto de -1956 por 
la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana. .." pues 
`en dicha instancia la parte civil constituida Federico Díaz 
no intervino ni fué puesta en causa, ni tampoco interpuso 
recurso de casación el ministerio público... y dicha medida 
no fué solicitada ante el Tribunal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Baoruco. .."; pero, 

Considerando en cuanto al apremio corporal, que al 
tenor de la letra a) del inciso 2) del artículo 8 de la Cons-
titución, "no se establecerá el apremio corporal por deuda 
que no proviniere de infracción a las leyes penales". .. ; que. 
como cn la especie, el recurrente fué descargado del delito 
de robo de animales en los campos que le fué imputado, es 
evidente qué el hecho ha sido despojado de su carácter delic-
tuoso y como las condenaciones civiles pronunciadas por la 
Corte a qua no provienen de una infracción a las leyes pena-,. 
les la ejecución de tales condenaciones no podían ser perse-
guidas por la vía del apremio corporal; que, en tales condi-
ciones, el citado texto constitucional ha sido violado y la 
sentencia impugnada, en ese punto, debe ser casada, por 
vía de supresión y sin envío; 

Por tales motivos, Primero: Casa, por vía de supresión 
y sin envío, el ordinal quinto de la sentencia pronunciada 
en sus atribuciones correccionales como tribunal de envío. 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veinte 
y dos de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en parte anterior 'lel presente fallo; Se-

gundo: Rechaza, en sus demás aspectos el recurso de casa-
ción interpuesto por Isidoro Méndez contra la mencionada 
sentencia; y Tercero: Condena al recurrente al pago de las 
costas.  

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da- 
*án Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 

Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- 
encía pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

19  de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Ulloa Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Bíllini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus. 
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez. licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ulloa 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula 7086, serie 40, cuyo sello de renovación no se men-
ciona en el expediente, natural de El .  Carril, del municipio 
de Guayubín y domiciliado en El Mamey. del municipio de 

Luperón, contra sentencia pronunciada en atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha pri-
mero de octubre de mil novecientos cincuenta y siete; cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 

• Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y 
siete, en la cual no se alega ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia ;  después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 298 y 302 del 
Código Penal; la Ley N' 64, de 1924, y 1 9  y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnadá y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "1 9 ) 
que los nombrados Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez 
(a) Tilo, fueron sometidos a la acción de la justicia, acusa-
dos del crimen de asesinato perpetrado en la persona de 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 2 ') que previas las for-
malidades legales, y mediante providencia calificativa de 
fecha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete, el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, envió ante el "Tribunal Criminal" a los 
nombrados Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez (a) 
Tilo, por existir cargos e indicios suficientes para considerar-
los como coautores y por consiguiente responsables del 
crimen de asesinato cometido en la' persona de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito; 3 0) que en fe::ha veintitrés de mayo 
de mil novecientos cincuentisiete, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, legalmente 
apoderada del hecho, y previo el cumplimiento de las forma-
lidades de ley, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: Que debe declarar y decla u que los nombrados 
Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez (a) Tilo, de gene-
rales que constan en el expediente, son culpables del crimen 
de asesinato perpetrado en la persona de quien en vida res-
pondía al nombre de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
hecho previsto y penado por el artículo 19 de la Ley N9 64, 
de fecha 19 de noviembre del año 1924, que sustituye la 
pena de muerte por la de 30 años de trabajos públicos; y, • 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE MARZO DE 1955 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

1° de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Luis Ulloa Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus. 
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día catorce del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ulloa 
Sánchez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, 
cédula 7086, serie 40, cuyo sello de renovación no se men-
ciona en el expediente, natural de El .  Carril, del municipio 
de Guayubín y domiciliado en El Mamey. del municipio de 
Luperón, contra sentencia pronunciada en atribuciones cri-
minales por la Corte de Apelación de Santiago, en fecha pri-
mero de octubre de mil novecientos cincuenta y siete; cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 
en fecha nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y 

*siete, en la cual no se alega ningún medio determinado de 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia :  después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 296, 297, 298 y 302 del 
código Penal; la Ley N" 64, de 1924, y r y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: "19 
que los nombrados Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez 
(a) Tilo, fueron sometidos a la acción de la justicia, acusa-
dos del crimen de asesinato perpetrado en la persona de 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 2 ') que previas las for-
malidades legales, y mediante providencia calificativa de 
fecha veinticinco de marzo de mil novecientos cincuenta y 
siete, el Magistrado Juez de Instrucción del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, envió ante el "Tribunal Criminal" a los 
nombrados Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez (a) 
Tilo, por existir cargos e indicios suficientes para considerar-
los como coautores y por consiguiente responsables del 
crimen de asesinato cometido en la persona de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito; 3°) que en fe.:ha veintitrés de mayo 
de mil novecientos cincuentisiete, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, legalmente 
apoderado del hecho, y previo el cumplimiento de las forma-
lidades de ley, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: 
"FALLA: Que debe declarar y decla 'a que los nombrados 
Luis Ulloa Sánchez y Juan Isidro Gómez (a) Tilo, de gene-
rales que constan en el expediente, son culpables del crimen 
de asesinato perpetrado en la persona de quien en vida res-
pondía al nombre de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
hecho previsto y penado por el artículo 19 de la Ley NQ 64, 
de fecha 19 de noviembre del año 1924, que sustituye la 
pena de muerte por la de 30 años de trabajos públicos; y, • 
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en consecuencia, los condena a sufrir la pena de veinte añ 
de trabajos públicos, cada uno, en la cárcel pública de est 
ciudad; Que debe condenarlos y los condena al pago solida. 
rio de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por los acusados Juan Isidro Gómez (a) Tilo, Luis 
Ulloa Sánchez, así como por el Magistrado Procurador Ge-
neral de la Corte de Apelación de Santiago, fué dictada la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma los 
presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Confirma la 
sentencia dictada en atribuciones criminales por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de 1 3, 1erto Plata 
en fecha veintitrés de mayo del año en curso (1957) en 
cuanto declaró al acusado Luis Ulloa Sánchez culpable del 
crimen de asesinato perpetrado en la persona de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito y lo condenó a sufrir la pena de vein-
te años de trabajos públicos y al pago de las costas, pero 
acogiendo esta Corte, circunstancias atenuantes en su favor; 
TERCERO: Revoca la referida sentencia en cuanto declaró 
culpable del crimen de asesinato al acusado Juan Isidro Gó-
mez (a) Tilo, en la persona de Bienvenido Rodríguez (a) 
Biencito y lo condenó a sufrir la pera de veinte años de 
trabajos públicos y al pago de las costas; y, actuando por 
propia autoridad descarga al acusado Juan Isidro Gómez 
(a) Tilo del crimen que se le imputa por insuficiencia de 
pruebas y ordena que sea puesto en libertad inmediatamente 
a no ser que se halle retenido por otra causa; CUARTO: 
Condena al acusado Luis Ulloa Sánchez al pago de las costas 
del procedimiento y declara de oficio las costas en cuanto 
al acusado Isidro Gómez (a) Tilo"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular - . 

mente aportadas en la instrucción de la causa lo siguiente: 
"19 ) que meses antes de la muerte de Bienvenido Rodríguez 
(a) Biencito, un hijo de éste llamado Alberto Rodríguez 

(a) Chicho, sustrajo a la menor Elena Gómez Vargas, hija 
del acusa ao Juan Isidro Gómez (a) Tilo y la llevó a vivir 
a su casa, pero deseoso éste de que fuera dotada su hija con 
una casa, llamó al padre del seductor Bienvenido Rodríguez 
(a) Biencito ante el Alcalde Pedáneo del lugar (Los Tres 
Pasos) Juan Francisco Rosario y al no poderse entender 
ambos padres, llegaron ante el Juzgado de Paz de Luperón 
donde firmaron el convenio que incluía la construcción de 
una casa en un plazo estipulado de un mes; 2 9) que mien-
tras transcurría este plazo al señor Alberto Rodríguez (a) 
Chicho le fue sustraída una parte de la madera que estaba 
utilizando en la construcción de la casa ofrecida del sitio en 
que la tenía depositada o sea de un cuadro de terreno que 
ocupaba su padre Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, en la 
propiedad de José María Francisco y al haberse enterado 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, según se lo comunicó 
antes de morir a Gregorio Gerardo Sánchez, que el autor 
del robo de la madera era Luis Ulloa Sánchez, a quien había 
visto sustraerla Rafael Eligio Francisco mientras trabajaba 
en un cuadro de terreno que tiene contiguo al de Biencito 
Rodríguez, llamó al padre de Luis Ulloa Sánchez, Manuel 
Sánchez, y le comunicó lo sucedido, lo cual movió a éste, 
aunque lo negara en el curso del proceso, a llamar a su hijo 
y lo intimó a que devolviera la madera que había sustraído, 
lo que impulsó a Luis Ulloa Sánchez a reaccionar violenta-
mente diciéndole a su padre que esto iba ser"la causa de 
algo muy grande, que le iba a traer pesares a todos"; 31 
que en esos días, al vencerse el plazo que habían acordado 
Juan Isidro Gómez (a) Tilo y Bienvenido Rodríguez (a) 
Biencito para la construcción de la casa con que el último 
iba a dotar a su hija Alberto Rodríguez (a) Chicho y a 
Elena Gómez Vargas hija del primero para que vivieran 
juntos, y no haberse construido la casa, con los muebles que 
además reclamaba el padre de la menor sustraída Juan 
Isidro Gómez (a) Tilo, éste llamó de nuevo ante el Juzgado 
de Paz de Luperón a Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
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en consecuencia, los condena a sufrir la pena de veinte año 
de trabajos públicos, cada uno, en la cárcel pública de esta 
ciudad; Que debe condenarlos y los condena al pago solida_ 
rio de las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por los acusados Juan Isidro Gómez (a) Tilo, Luis 
Ulloa Sánchez, así como por el Magistrado Procurador Ge-
beral de la Corte de Apelación de Santiago, fué dictala la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Admite en la forma los 
presentes recursos de apelación; SEGUNDO: Confirma la 
sentencia dictada en atribuciones criminales por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata 
en fecha veintitrés de mayo del año en curso (1957) en 
cuanto declaró al acusado Luis Ulloa Sánchez culpable del 
crimen de asesinato perpetrado en la persona de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito y lo condenó a sufrir la pena de vein-
te años de trabajos públicos y al pago de las costas, pero 
acogiendo esta Corte, circunstancias atenuantes en su favor; 
TERCERO: Revoca la referida sentencia en cuanto declaró 
culpable del crimen de asesinato al acusado Juan Isidro Gó-
mez (a) Tilo, en la persona de Bienvenido Rodríguez (a) 
Biencito y lo condenó a sufrir la pera de veinte años de 
trabajos públicos y al pago de las costas; y, actuando por 
propia autoridad descarga al acusado Juan Isidro Gómez 
(a) Tilo del crimen que se le imputa por insuficiencia de 
pruebas y ordena que sea puesto en libertad inmediatamente 
a no ser que se halle retenido por otra causa; CUARTO: 
Condena al acusado Luis Ulloa Sánchez al pago de las costas 
del procedimiento y declara de oficio las costas en cuanto 
al acusado Isidro Gómez (a) Tilo"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regular - . 

mente aportadas en la instrucción de la causa lo siguiente: 
"1') que meses antes de la muerte de Bienvenido Rodríguez 
(a) Biencito, un hijo de éste llamado Alberto Rodríguez 

(a) Chicho, sustrajo a la menor Elena Gómez Vargas, hija 
del acusa ao Juan Isidro Gómez (a) Tilo y la llevó a vivir 
a su casa, pero deseoso éste de que fuera dotada su hija con 
una casa, llamó al padre del seductor Bienvenido Rodríguez 
(a) Biencito ante el Alcalde Pedáneo del lugar (Los Tres 
Pasos) Juan Francisco Rosario y al no poderse entender 
ambos padres, llegaron ante el Juzgado de Paz de Luperón 
donde firmaron el convenio que incluía la construcción de 
una casa en un plazo estipulado de un mes; 2 9) que mien-
tras transcurría este plazo al señor Alberto Rodríguez (a) 
Chicha le fué sustraída una parte de la madera que estaba 
utilizando en la construcción de la casa ofrecida del sitio en 
que la tenía depositada o sea de un cuadro de terreno que 
ocupaba su padre Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, en la 
propiedad de José María Francisco y al haberse enterado 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, según se lo comunicó 
antes de morir a Gregorio Gerardo Sánchez, que el autor 
del robo de la madera era Luis Ulloa Sánchez, a quien había 
visto sustraerla Rafael Eligio Francisco mientras trabajaba 
en un cuadro de terreno que tiene contiguo al de Biencito 
Rodríguez, llamó al padre de Luis Ulloa Sánchez, Manuel 
Sánchez, y le comunicó lo sucedido, lo cual movió a éste, 
aunque lo negara en el curso del proceso, a llamar a su hijo 

ry lo intimó a que devolviera la madera que había sustraído, 
lo que impulsó a Luis Ulloa Sánchez a reaccionar violenta-
mente diciéndole a su padre que esto iba ser"la causa de 
algo muy grande, que le iba a traer pesares a todos"; 3 6 ) 
que en esos días, al vencerse el plazo que habían acordado 
Juan Isidro Gómez (a) Tilo y Bienvenido Rodríguez (a) 
Biencito para la construcción de la casa con que el último 
iba a dotar a su hija Alberto Rodríguez (a) Chicho y a 
Elena Gómez Vargas hija del primero para que vivieran 
juntos, y no haberse construido la casa, con los muebles que 
además reclamaba el padre de la menor sustraída Juan 
Isidro Gómez (a) Tilo, éste llamó de nuevo ante el Juzgado 
de Paz de Luperón a Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
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donde por las diferencias de criterio surgidas entre ambo 
por las reclamaciones de uno y las ofertas del otro, surgi 
una agría discusión en la cual Juan Isidro Gómez (a) Tilo 
le dijo al Juez de Paz que dejara el asunto como estaba que 
"él se vería luego con Bienvenido Rodríguez (a) Biencito" 
como en son de amenaza, lo que provocó la intervención del 
Juez de Paz Gerardo Antonio Abreu, quien con sus buenos 
oficios y consejos logró conciliar las partes acordándose un 
nuevo plazo de nueve días para la entrega por parte de 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito de la casa y sus ajuares; 

49 ) que días después, el sábado 17 de noviembre del año 
pasado (1956), el señor Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
residente en el paraje 'Los Tres Pasos" de la sección del 
Mamey, municipio de Luperón, se dirigió muy de mañana 
a pie al cuadro de terreno que tenía arrendado en la pi opre 
dad de José María Francisco en el paraje de "Las Manitas", 
de la misma sección y municipio a una distancia aproxi-
mada de tres kilómetros de su residencia y en el camino solo 
se detuvo como a las 7:30 en la casa de Ana Ercilia Ro-

dríguez (a) Cira y como a las 8 a.m., en la casa de la se.;-:ora 
Felipa Sánchez de Fernández, -donde acostumbraba tomar 
café y desde donde le mandaban la comida .diariamente o 
él venía a la hora del medio día; pero ese día él le dijo a 
ella que vendría tarde, porque iba a ir donde su compadre 
Félix Montesino en el paraje de "Ranchete" de la misma 
sección y municipio; 5 9) que ese mismo día, alrededor de 
una hora antes de llegar a la casa de Felipa Sánchez de Fer-
nández, el acusado Luis Ulloa ,Sánchez estuve sentado en 
actitud de espera sobre el borde de un plazo, y al encontrar-
se sola en la casa la hija de la señora Sánchez de Fernández, 
Rosa América Fernández (a) Cuca y temerosa ésta que 
conocía la mala forma de hombre peligroso de Luis Ulloa 
Sánchez, de que éste tratara de abusar de su honestidad, le 
preguntó que qué hacía allí y éste como respuesta le dijo 
que, "que hará ese hombre que se dilata tanto en venir" y 
seguido se 'fué por un cafetal, en vez de hacerlo por el can* 

.no, en dirección al cuadro de terreno de Bienvenido Rodrí-
guez (a) Biencito; 69) que ese mismo día como de ocho y 
media a diez de la mañana el señor Gerardo Gregorio Sán-
chez y Felipa Sánchez de Fernández en compañía de unos 
menores se encontraban recogiendo café en un cuadro de la 
finca del señor José MI Francisco distante unos 500 metros 
del cuadro de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito y escucha-
ron unas gritos que los pusieron nerviosos, pero que los atri-
buyeron lúego a un demente de nombre Juan Jorge; 7 9) que 
durante el resto del día ninguna persona más volvió a ver a 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito y al no regresar éste en 
la noche :t su casa, su esposa Herminda Fernández de Rodrí-
guez se puso nerviosa a indagar sobre su paradero en com-
pañía de su hijo Alberto Rodríguez (a) Chicho, indagacio-
nes que continuaron durante toda la mañana y primeras ho-
ras de la tarde del domingo dieciocho de noviembre del año 
1956, hasta que Alberto Rodríguez en compañía de Dióge-
nes Núñez y Virgilio Antonio Fernández (a) Ponono, en-
contraron el cadáver de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 
en el cuadro de terreno que ocupaba en la finca de José 
María Francisco en el paraje de "Las Manitas" de la sección 
del Mamey del municipio de. Luperón, regresando entonces 
a la población del Mamey donde en un play donde se jugaba 
Base ball . y estaba el Alcalde del lugar Manuel Sánchez, 
manifestaron a las personas que estaban allí reunidas que 
"habían encontrado muerto a Biencito Rodríguez en la finca 
de José Maria Francisco", lo que movió a todas las personas 
que estaban allí, a excepción del acusado Luis Ulloa Sán-
chez, a trasladarse al sitio del suceso; 8 9) que Luis Ulloa 
Sánchez se dirigió a la pulpería de Aníbal Arcadio Morel 
Montesino donde llegó un poco sorprendido o asustado y 
compró una tercia de ron y le dijo al padre de éste Elizardo 
Morel Montesino, que se encontraba allí conversando con 
Manuel Pérez, que habían encontrado muerto a Bienvenido 
Rodriguez (a) Biencito en la finca de José María Francisco 
Y al preguntarle Elizardo Morel qué como lo hablan matado, 
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donde por las diferencias de criterio surgidas entre ambos 
por las reclamaciones de uno y las ofertas del otro, surgió 
una agría discusión en la cual Juan Isidro Gómez (a) Tilo 
le dijo al Juez de Paz que dejara el asunto como estaba que 
"él se vería luego con Bienvenido Rodríguez (a) Biencito" 
como en son de amenaza, lo que provocó la intervención del 
Juez de Paz Gerardo Antonio Abreu, quien con sus buenos 
oficios y consejos logró conciliar las partes acordándose un 
nuevo plazo de nueve días para la entrega por parte de 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito de la casa y sus ajuares; 
49) que días después, el sábado 17 de noviembre del año 
pasado (1956), el señor Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, 
residente en el paraje 'Los Tres Pasos" de la sección del 
Mamey, municipio de Luperón, se dirigió muy de mañana 
a pie al cuadro de terreno que tenía av rendado en la poni 

dad de José María Francisco en el paraje de "Las Manitas' 
de la misma sección y municipio a una distancia aproxi-
mada de tres kilómetros de su residencia y en el camino 
se detuvo como a las 7:30 en la casa de Ana Ercilia R 
dríguez (a) Cira y como a las 8 a.m., en la casa de la 
Felipa Sánchez de Fernández, donde acostumbraba tomar 
café y desde donde le mandaban la comida .diariamente o 
él venia a la hora del medio día; pero ese día él le dijo a 
ella que vendría tarde, porque iba a ir donde su compadre 
Félix Montesino en el paraje de "Ranchete" de la misma 
sección y municipio; 5 9 ) que ese mismo día, alrededor de 
una hora antes de llegar a la casa de Felipa Sánchez de Fer-
nández, el acusado Luis Ulloa -Sánchez estuve sentado en 
actitud de espera sobre el borde de un plazo, y al encontrar-
se sola en la casa la hija de la señora Sánchez de Fernández. 
Rosa América Fernández (a) Cuca y temerosa ésta que 
conocía la mala forma de hombre peligroso de Luis Ulloa 
Sánchez, de que éste tratara de abusar de su honestidad, le 
preguntó que qué hacía allí y éste como respuesta le dijo 
que, "que hará ese hombre que se dilata tanto en venir" Y 
seguido se Tué por un cafetal, en vez de hacerle por el cami - 

Ato, en dirección al cuadro de terreno de Bienvenido Rodrí-
guez (a) Biencito; 69) que ,ese mismo día como de ocho y 
media a diez de la mañana el señor Gerardo Gregorio Sán-
chez y Felipa Sánchez de Fernández en compañía de unos 
menores se encontraban recogiendo café en un cuadro de la 
finca del señor José MI Francisco distante unos 500 metros 
del cuadro de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito y escucha-
ron unas gritos que los pusieron nerviosos, pero que los atri-
buyeron lúego a un demente de nombre Juan Jorge; 7 9) que 
durante el resto del día ninguna persona más volvió a ver a 
Bienvenido Rodríguez (a) Biencito y al no regresar éste en 
la noche a su casa, su esposa Hertninda Fernández de Rodrí-
guez se puso nerviosa a indagar sobre su paradero en com-
pañía de su hijo Alberto Rodríguez (a) Chicho, indagacio-
nes qua continuaron durante toda la mañana y primeras ho-
ras de la tarde del domingo dieciocho de noviembre del año 
1956, hasta que Alberto Rodríguez en compañía de Dióge-
nes Núñez y Virgilio Antonio Fernández (a) Ponono, en-
contraron el cadáver de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 
en el cuadro de terreno que ocupaba en la finca de José 
María Francisco en el paraje de "Las Manitas" de la sección 
del Mamey del municipio de. Luperón, regresando entonces 
a la población del Mamey donde en un play donde se jugaba 
Base ball , y estaba el Alcalde del lugar Manuel Sánchez, 
manifestaron a las personas que estaban allí reunidas que 
"habían encontrado muerto a Biencito Rodríguez en la finca 
de José María Francisco", lo que movió a todas las personas 
que estaban allí, a excepción del acusado Luis Ulloa Sán-
chez, a trasladarse al sitio del suceso; 8 9) que Luis Ulloa 
Sánchez se dirigió a la pulpería de Aníbal Arcadio Morel 
\Iontesino donde llegó un poco sorprendido o asustado y 
compró una tercia de ron y le dijo al padre de éste Elizardo 
\ Tonel Montesino, que se encontraba allí conversando con 
\ Ianuel Pérez, que habían encontrado muerto a Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito en la finca de José María Francisco 

al preguntarle Elizardo Morel qué como lo habían matado, 
e 
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Luis Ulloa Sánchez le contestó que tenía "tres heridas de . 
machete" y "que él lo había visto bien, está muerto", expre-
siones, las de las heridas, que no fueron dichas en el play, 
por los que habían encontrado el cadáver de Biencito Ro-
dríguez; 9") que avisadas las autoridades del Mamey y de 
Luperón del suceso se trasladaron al lugar de los hechos, 
donde el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Luperón, Ben-
jamín Ureña Peña en compañía dei Juez de Paz Gerardo 
Antonio Abreu levantaron el acta correspondiente, en la 
que consta que el cadáver de Biencito Rodríguez presentaba 
dos heridas en el antebrazo izquierdo con fractura del 
cúbito y radio, y dos heridas en la región occipital con frac-
tura de la base del cráneo, a las quo agrega otra herida 
más en el antebrazo derecho con fractura del cúbito y radio 
el certificado médico expedido por el Inspector Sani: a 
Doctor Alfredo González que figura en el proceso, y que 
también se trasladó al lugar del suceso, las cuales eran mor-

tales por necesidad, haciendo constar además el acta referi 
da, que el cadáver estaba en estado de putrefacción, lo 
que indicaba que tenía más de veinticuatro horas de muerto 
y que en el sitio donde fué encontrado no había huella 
sangre, sino en otro sitio distante unos 30 metros de done. 
se  hallaba el cadáver, lo que indicaba que fue trasladado 
ahí después de muerto; 101 que acto seguido se ordenó el 
arresto de varias personas entre las cuales se hallaban 
el acusado Juan Isidro Gómez (a) Tilo que se hacía sospe 
choso por ser, al decir de muchos vecinos el único enemigo 
que tenía el occiso y el acusado Luis Ulloa Sánchez, por L 

actitud que tomó en el play, y se procedió al registro de 
la casa de ambos, encontrándose en la casa de Luis Ulloa 
Sánchez, un pantalón y una camisa pertenecientes a él, que 
estaban manchadas de sangre fresca, no encontrándose e , 

 la casa del mismo uno de los dos machetes, que dijo poseía 
porque según su declaración lo había prestado a José del 
Carmen Batista quien negó enfáticamente tener ese ma-
chete, ni que Luis Ulloa Sánchez se lo prestara; 119 que 

'entras se encontraba un grupo de numerosas personas 
tenidas en el Cuartel del Ejército Nacional de Luperón, 
a fines de investigaciones, en un momer_to que Luis 
oa Sánchez salió al patio a orinar, se encontró con su 

mpadre Juan Peña Rivas a quien le dijo que "había sido 
(‘1 que había matado a Biencito Rodríguez, pero que no lo 
curia aunque le quitaran la cobija o pellejo", y allí en el 
Cuartel según refiere Luis Ulloa Sánchez, Juan Ilsidro Gó- 
mez (a) Tilo le dijo a él, que si en realidad era él el autor 
del hecho como se lo había comunicado Juan Peña Rivas, 

*que lo declarara que él le mantendría a su familia;... 129) 
que la relación que hace el acusado Luis Ulloa Sánchez de 
sus actividades durante los días 17 y 18 de noviembre del 
año 1956, no solamente es imprecisa, sino que además de 
estar contradicha en sus detalles por los testigos que 
ran en la relación de los mismos, niega otras circunstancias 
relatadas por algunos testigos que le han visto, a saber: él 
dice que se levantó a las seis de la mañana del día 17 de 
noviembre y se dirigió a su conuco a limpiar un semillero 
de tabaco donde estuvo como hasta las nueve o diez de la 
mañana, negando el hecho relatado por Rosa América Fer- 
nández (a) Cuca, de su ida a la casa de ésta donde estuvo 
un rato como en actitud de espera de alguna persona y su 
ida por el cafetal en dirección del conuco de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito; después relata que como a las nueve 
u diez de la mañana se dirigió a la casa de su padre Manuel 
Sánchez a hacer una excavación de un hoyo de letrina, el 
cual no se pudo hacer según él y su padre, a quien se ha 

,señalado como encubridor de algunos hechos del proceso, 
por falta de hierros (pico y pala) y que allí sigue diciendo, 
habló con la señora Rafaela Batista o le 'dió los buenos 
días, lo cual niega dicha señora que dice no haberlo visto 
allá; que después de estar en casa de su padre, relata Luis 
Ulloa Sánchez, se fué a su casa donde vive en concubinato 
con Juana María Bernard y allí estuvo hasta las cuatro de 
la tarde de donde salió a la pulpería de Ramón Sánchez a 
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Luis Ulloa Sánchez le contestó que tenía "tres heridas de 
machete" y "que él lo había visto bien, está muerto", expre-
siones, las de las heridas, que no fueron dichas en el play, 
por los que habían encontrado el cadáver de Biencito Ro-
dríguez; 9") que avisadas las autoridades del Mamey y de 
Luperón del suceso se trasladaron al lugar de los hechos, 
donde el Fiscalizador del Juzgado de Paz de Luperón, Ben-
jamín Ureña Peña en compañía del Juez de Paz Gerardo 
Antonio Abreu levantaron el acta correspondiente, en la 
que consta que el cadáver de Biencito Rodríguez presentaba 
dos heridas en el antebrazo izquierdo con fractura del 
cúbito y radio, y dos heridas en la región occipital con frac-
tura de la base del cráneo, a las que agrega otra herida 
más en el antebrazo derecho con fractura del cúbito y radio 
el certificado médico expedido por el Inspector Sanita_ 
Doctor Alfredo González que figura en el proceso, y qu-
también se trasladó al lugar del suceso, las cuales eran mo: 
tales por necesidad, haciendo constar además el acta ref ori 
da, que el cadáver estaba en estado de putrefacción, lo 
que indicaba que tenía más de veinticuatro horas de muerto 
y que en el sitio donde fué encontrado no había huella " 
sangre, sino en otro sitio distante unos 30 metros de doncl 
se hallaba el cadáver, lo que indicaba que fué trasladado , 

 ahí después de muerto; 10") que acto seguido se ordenó el 
arresto de varias personas entre las cuales se .  hallaban 
el acusado Juan Isidro Gómez (a) Tilo que se hacía sospe-
choso por ser, al decir de muchos vecinos el único enemigo 
que tenía el occiso y el acusado Luis Ulloa Sánchez, por la 
actitud que tomó en el play, y se procedió al registro de 
la casa de ambos, encontrándose en la casa de Luis Ulloa 
Sánchez, un pantalón y una camisa pertenecientes a él, que 
estaban manchadas de sangre fresca. no encontrándose en 
la casa del mismo uno de los dos machetes, que dijo poseía, 
porque según su declaración lo había prestado a José del 
Carmen Batista quien negó enfáticamente tener ese ma-
chete, ni que Luis Ulloa Sánchez se lo prestara; 119 que 

'entras se encontraba un grupo de numerosas personas 
etenidas en el Cuartel del Ejército Nacional de Luperón, 
ra fines de investigaciones, en un momer_to que Luis 

lloa Sánchez salió al patio a orinar, se encontró con su 
compadre Juan Peña Rivas a quien le dijo que "había sido 
él que había matado a Biencito Rodríguez, pero que no lo 
diría aunque le quitaran la cobija o pellejo", y allí en el 
Guartr,1 según refiere Luis Ulloa Sánchez, Juan IIsidro Gó- 
mez (a) Tilo le dijo a él, que si en realidad era él el autor 
del hecho como se lo había comunicado Juan Peña Rivas, 

*que lo declarara que él le mantendría a su familia;... 129) 
que la relación que hace el acusado Luis Ulloa Sánchez de 
sus actividades durante los días 17 y 18 de noviembre del 
año 1936, no solamente es imprecisa, sino que además de 
estar contradicha en sus detalles por los testigos que 1,, 
ran en la relación de los mismos, niega otras circunstancias 
datadas por algunos testigos que le han visto, a saber: él 

dice que se levantó a las seis de la mañana del día 17 de 
opoviembre y se dirigió a su conuco a limpiar un semillero 
de tabaco donde estuvo como hasta las nueve o diez de la 
mañana, negando el hecho relatado por Rosa América Fer- 
ández (a) Cuca, de su ida a la casa de ésta donde estuvo 

rato como en actitud de espera de alguna persona y su 
da por el cafetal en dirección del conuco de Bienvenido 
Rodriguez (a) Biencito; después relata que como a las nueve 
o diez de la mañana se dirigió a la casa de su padre Manuel 
Sánchez a hacer una excavación de un hoyo de letrina, el 
ual no se pudo hacer según él y su padre, a quien se ha 
ñalado como encubridor de algunos hechos del proceso, 
r falta de hierros (pico y pala) y que allí sigue diciendo, 

abló con la señora Rafaela Batista o le .dió los buenos 
las, lo cual niega dicha señora que dice no haberlo visto 

allá; que después de estar en casa de su padre, relata Luis 
Ulloa Sánchez, se fué a su casa donde vive en concubinato 
con Juana María Bernard y allí estuvo hasta las cuatro de 
la tarde de donde salió a la pulpería de Ramón Sánchez a 
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oir el juego de pelota por la radio y después de terminado 
éste se fué a acostar como a las ocho de la noche, pero estos 
detalles son desmentidos por las declaraciones de su concu-
bina Juana María Bernard ante el Juzgado de Instrucción 
constestando a una pregunta del Juez, cuando dice que tan-
to cuando salió en la mañana de ese sábado como cuando 
regresó en la noche, estaba completamente solo y en las 
primeras diligencias e investigaciones realizadas por el Fis-
calizador del Juzgado de Paz de Luperón, sin embargo había 
declarado, que su marido Luis Ulloa. Sánchez, salió a las seis 
de la mañana y había regresado a las dos de la tarde, que-
dando por lo tanto un período de ocho horas, es decir de 
seis de la mañana a dos de la tarde, en brumar;, referente 
a lo que hizo dicho acusado, si se toma en cuenta la prime-
ra declaración de su concubina, y de un tiempo que abarca 
todo el día, si se tiene en cuenta sus declaraciones en Ins-
trucción, la cual tiene más visos de verdad, puesto que es de 
presumir que Luis Ulloa Sánchez, no podía andar por los 
caminos de día con la ropa de trabaio aue le encontraron 
en su casa, completamente manchada de sangre; que estas 
dos declaraciones contradictorias de la concubina, se com-
prende por el temor de verse envuelta en el proceso, por 
las preguntas que se le hicieron en relación al lavado de la 
ropa manchada de sangre perteneciente a su marido Luis 
Ulloa Sánchez, que aún estaba húmeda cuando fué incauta-
da, según declaró el Juez de Paz de Luperón Gerardo Anto-
nio Abreu, ante esta Corte; que durante todo el día del 
domingo 18 de noviembre. sigue relatando el acusado Ulloa 
Sánchez, estuvo en el play jugando pelota, hala que vinie-
ron a dar la noticia del hallazgo del cadávei• —de Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito, cuando en vez de ir como todos los 
presentes a ver el cadáver y las circunstancias en que fué 
hallado, ce dirigió para sorpresa y sospecha de los demás 
en sentido contrario alejándose del grupo y fué a comprar 
una tercia dé ron a la pulpería de Aníbal Arcadio Morel 
Montesino; que interrogado por los jueces de esta Corte por 

esa actitud se quedó perplejo y no supo dar un contestación 
ni siquiera vaga, alegando solamente que por que tenía que 
ir a pagar una quiniela, cuando tuvo todo el día para hacer-
lo; que interrogado sobre el porqué de ir a comprar ron, di-
jo que por que ya había comenzado a tomar con Rafael Eil-
gio Francisco que le había brindado unos tragos, lo cual 
niega enfáticamente este testigo que dice no pasó el día 
por esos sitios, ya que había ido al "Pinto" a ver a su abuelo 
José María Francisco que estaba enfermo y no regresó has-
ta las cinco de la tarde que fué cuando se enteró de la muer-
te de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 13°) que en cuan-
to a las condiciones morales de los acusados Juan Isidro 
Gómez (a) Tilo y Luis Ulloa Sánchez, se ha comprobado 
que el primero es un hombre de trabajo, padre de una nume-
rosa familia, pacífico, que no ha tenido dificultades con 
nadie a excepción de la antes relatada con la víctima, y 
que no tenía ninguna clase de relaciones con Luis Ulloa 
Sánchez a pesar de ser primos hermanos, mientras que en 
cuanto al segundo Luis Ulloa Sánchez, todos lo consideran 
un hombre peligroso, capaz de cometer el crimen más ho-
rroroso, porque vivía jactándose en esas regiones de que 
hacía y deshacía las cosas sin respeto para nadie y sobre 
todo su primo hermano Gregorio Sánchez y su tía Felipa 
Sánchez de Fernández, que fueron los que oyeron los gritos 
en el conuco de la víctima a la hora que se presume que 
fué muerto Bienvenido Rodríguez (a) Biencito. lo conside-
ran como un hombre malo, muy peligroso a quien la justicia 
debía tener a buen recaudo por ser un "tigre"; . . . "que las 
circunstancias agravantes del crimen de homicidio, resultan-
tes de la premeditación y la asechanza, se encuentran clara-
mente precisados cuando primeramente surge en la mente' 
del autor del crimen, la amenaza de que sucedería "algo 
grande que ha de causar pesar a todos", en presencia de la 
víctima; luego se lleva al campo de los hechos, cuando el 
acusado Luis Ulloa Sánchez se coloca en actitud sospechosa 
en espera de "un hombre que se dilata en venir" que es la 
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oir el juego de pelota por la radio y después de terminado 
éste se fué a acostar como a las ocho de la noche, pero estos 
detalles son desmentidos por las declaraciones de su concu-
bina Juana María Bernard ante el Juzgado de Instrucción 
constestando a una pregunta del Juez, cuando dice que tan-
to cuando salió en la mañana de ese sábado como cuando 
regresó en la noche, estaba completamente solo y en las 
primeras diligencias e investigaciones realizadas por el Fis-
calizador del Juzgado de Paz de Luperón, sin embargo había 
declarado, que su marido Luis Ulloa Sánchez, salió a las seis 
de la mañana y había regresado a las dos de la tarde, que-
dando por lo tanto un período de ocho horas, es decir de 
seis de la mañana a dos de la tarde, en bruma:, referente 
a lo que hizo dicho acusado, si se toma en cuenta la prime-
ra declaración de su concubina, y de un tiempo que abarca 
todo el dia, si se tiene en cuenta sus declaraciones en Ins-
trucción, la cual tiene más visos de verdad, puesto que es de 
presumir que Luis Ulloa Sánchez, no podía andar por los 
caminos de día con la ropa de trabajo aue le encontraron 
en su casa, completamente manchada de sangre; que estas 
dos declaraciones contradictorias de la concubina, se com-
prende por el temor de verse envuelta en el proceso, por 
las preguntas que se le hicieron en relación al lavado de la 
ropa manchada de sangre perteneciente a su marido Luis 
Ulloa Sánchez, que aún estaba húmeda cuando fué incauta-
da, según declaró el Juez de Paz de Luperón Gerardo Anto-
nio Abren, ante esta Corte; que durante todo el día del 
domingo 18 de noviembre, sigue relatando el acusado Ulloa 
Sánchez, estuvo en el play jugando pelota, hasta que vinie-
ron a dar la noticia del hallazgo del cadáve'irde Bienvenido 
Rodríguez (a) Biencito, cuando en vez de ir como todos los 
presentes a ver el cadáver y las circunstancias en que fué 
hallado, se dirigió para sorpresa v sospecha de los demás 
en sentido contrario alejándose del grupo y fué a comprar 
una tercia dé ron a la pulpería de Aníbal Arcadio Morel 
Montesino; que interrogado por los jueces de esta Corte por 

esa actitud se quedó perplejo y no supo dar un contestación 
ni siquiera vaga, alegando solamente que por que tenía que 
ir a pagar una quiniela, cuando tuvo todo el día para hacer-
lo; que interrogado sobre el porqué de ir a comprar ron, di-
jo que por que ya había comenzado a tomar con Rafael Eil-
gio Francisco que le había brindado unos tragos, lo cual 
niega enfáticamente este testigo que dice no pasó el día 
por esos sitios, ya que había ido al "Pinto" a ver a su abuelo 
José María Francisco que estaba enfermo y no regresó has-
ta las cinco de la tarde que fué cuando se enteró de la muer-
te de Bienvenido Rodríguez (a) Biencito; 13°) que en cuan-
to a las condiciones morales de los acusados Juan Isidro 
Gómez (a) Tilo y Luis Ulloa Sánchez, se ha comprobado 
que el primero es un hombre de trabajo, padre de una nume-
rosa familia, pacífico, que no ha tenido dificultades con 
nadie a excepción de la antes relatada con la víctima, y 
que no tenía ninguna clase de relaciones con Luis Ulloa 
Sánchez a pesar de ser primos hermanos, mientras que en 
cuanto al segundo Luis Ulloa Sánchez, todos lo consideran 
un hombre peligroso, capaz de cometer el crimen más ho-
rroroso, porque vivía jactándose en esas regiones de que 
hacia y deshacía las cosas sin respeto para nadie y sobre 
todo su primo hermano Gregorio Sánchez y su tía Felipa 
Sánchez de Fernández, que fueron los que oyeron los gritos 
en el conuco de la víctima a la hora que se presume que 
fué muerto Bienvenido Rodríguez (a) Biencito, lo conside-
ran como un hombre malo, muy peligroso a quien la justicia 
debía tener a buen recaudo por ser un "tigre";... "que las 
circunstancias agravantes del crimen de homicidio, resultan-
tes de la premeditación y la asechanza, se encuentran clara-
mente precisados cuando primeramente surge en la mente' 
del autor del crimen, la amenaza de que sucedería "algo 
grande que ha de causar pesar a todos", en presencia de la 
víctima; luego se lleva al campo de los hechos, cuando el 
acusado Luis Ulloa Sánchez se coloca en actitud sospechosa 
en espera de "un hombre que se dilata en venir" que es la 
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víctima que necesariamente ha de pasar por ese camino 
para dirigirse a sus trabajos y cuando la actitud del acusa-
do Luis Ulloa Sánchez se le hace sospechosa e Rosa Amé-
rica Fernández (a) Cuca que le observa, se va por entre 
los matorrales de un cafetal en dirección al sitio en que 
necesariamente ha de ir la víctima y allí dentro de la mayor 
clandestinidad, en el aislado y solitario lugar en que se ha 
de cometer el crimen Luis Ulloa Sánchez ataca a su víctima 
desprevenida, que está desarmada y que solo acierta a de-
fenderse con los brazos que ie son fracturados con heridas 
de machete y al tratar de huir dand' la espalda a su victi-
mario recibe un machetazo en la parte posterior del cráneo 
que le quita la vida, sin recibir el agresor el más leve ras-
guño, indicación inequívoca de que realizó el crimen a man-
salva"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo estár reunidos los elemen-
tos constitutivos del crimen de asesinato, previsto y san-
cionado con la pena de treinta años de trabajos públicos 
por el artículo 302 del Código Penal, modificado por la Ley 
64, de 1924, puesto a cargo del acusado Luis Ulloa Sánchez; 
que, por consiguiente, la Corte a qua re atribuyo al hecho la 
calificación legal que le corresponde, y al condenar al men-
cionado acusado a la pena de veinte años de trabajos públi-
cos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, dicha 
Corte :e impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus -demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Ulloa Sánchez, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha primero 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo está copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Cándena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 

E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

101 . ir-maeída y publicada por mí. Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

.da, l 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
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de machete y al tratar de huir dando la espalda a su victi-
mario recibe un machetazo en la parte posterior del cráneo 
que le quita la vida, sin recibir el agresor el más leve ras-
guño, indicación inequívoca de que realizó el crimen a man-
salva"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo están reunidos los elemen-
tos constitutivos del crimen de asesinato, previsto y san-
cionado con la pena de treinta años de trabajos públicos 
por el artículo 302 del Código Penal, modificado por la Ley 
64, de 1924, puesto a cargo del acusado Luis Ulloa Sánchez; 
que, por consiguiente, la Corte a qua le atribuyó al hecho la 
calificación legal que le corresponde, y al condenar al men-
cionado acusado a la pena de veinte años de trabajos públi-
cos, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes, dicha 
Corte le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus‘demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Ulloa Sánchez, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de Santiago de fecha primero 
de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo está copiado en otro lugar del presente fallo; y Segun-
do: Cándena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que 

rtifico.— (Fdo ) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1958 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 8 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Eladio Minaya. 

Dios, Patria y Libertan. _ 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlo:: Manuel Lamarche Henríauez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo• 
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General,. 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día diecisiete del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eladio 
Minaya, dominicano, mayor de edad, soltero, ebanista, do-

miciliado y residente en Santiago, cédula 41945, serie 31, 
sello 8975146, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, en 
fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera. 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el ocho de noviembre de mil  

novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del prevenido 
Eladio Minaya, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 184, in fine, 309, 463, inciso 
6", del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
el día tres de julio de mil novecientos cincuenta y siete com- . 
pareció María Luisa Guzmán por ante el Cuartel General de 
la 11' Compañía de la Policía Nacional en Santiago y pre-
sentó querella contra el prevenido Eladio Minaya, impu-
tándole los delitos de golpes, violencias, amenaza y violación 
de domicilio; b) que apoderada del hecho la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, el treinta de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete dictó la sentencia cuyo dispositivo se copia 
en el rallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
uesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 

pronunció la sentencia objeto del presente recurso de casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el presente recurso de apelación; SEGUN. 
DO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones 
correccionales, en fecha treinta del mes de agosto del año 

*en curso (1957), por la Tercera Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en 
pus ordinales primero y tercero, que copiados textualmente 
dicen asi: 'PRIMERO: que debe declarar y declara al nom-
brado Eladio Minaya, de generales que constan, culpable de 
los delitos de violación de domicilio y violencias en perjui-
cio de la señora María Luisa Guzmán, y en consecuencia 
se condena a sufrir la pena de veinte días de prisión correc-
cional (20) y al pago de una multa de quince pesos oro 
( RD$15.00), acogiendo en su favor amplias circunstancias 
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sello 8975146, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
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fecha ocho de noviembre de mil novecientos cincuenta 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en 11 , 

 Secretaría de la Corte a qua, el ocho de noviembre de  

novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del prevenido 
Eladio Minaya, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 184, in fine, 309, 463, inciso 
6", del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
ocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 

el día tres de julio de mil novecientos cincuenta y siete com-
pareció María Luisa Guzmán por ante el Cuartel General de 
la 1P Compañía de la Policía Nacional en Santiago y pre-
sentó querella contra el prevenido Eladio Minaya, impu-
tándole los delitos de golpes, violencias, amenaza y violación 
de domicilio; b) que apoderada del hecho la Tercera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago, el treinta de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete dictó la sentencia cuyo dispositivo se copia 
en el rallo ahora impugnado; 

Coasiderando que sobre el recurso de apelación inter-
uesto por el prevenido, la Corte de Apelación de Santiago 

pronunció la sentencia objeto del presente recurso de casa-
ción, •luyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el presente recurso de apelación; SEGUN: 
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cio de la señora María Luisa Guzmán, y en consecuencia 
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cional (20) y al pago de una multa de quince pesos oro 
(RD$15.00), acogiendo en su favor amplias circunstancias 
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atenuantes y el principio del no cúmulo de penas; SEGUN-
DO: que debe condenar y condena al inculpado Eladio Mina-
ya al pago de las costas penales'.— TERCERO: Condena al 
inculpado Eladio Minaya al pago de las costas de la presente 
alzada"; 

Considerando que la Corte st qua dió por establecido 
median te la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: 1°: que el tres de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete se presentó a la residencia de María Luisa 
Guzmán, el prevenido Eladio Minaya y "le preguntó por su 
hija Dulce de quien estaba enamorado. cambiando con dicha 
señora palabras, hasta el extremo de que Minaya se expresó 
en términos insultantes e hirientes para las hijas de la agra-
viada"; 2' : "que a seguida de los cambios de palabras entre 
el procesado y la agraviada, aquel le lanzó varias cuchilla-
das a ésta, que estaba parada en la puerta de entrada de la 
casa de su residencia, cayéndose al suelo, al defenderse de 
la agresíófi, produciéndose en el acto la fractura del tercer 
dedo del pie derecho"; y 3 9 : "que después de estar María 
Luisa Guzmán, en el suelo, a consecuencia de la violencia 
ejercida por el prevenido Eladio Minaya, éste penetró en 
la casa en busca de Dulce y salió a la calle por el extremo 
opuesto al de la entrada"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de violación 
de domicilio previsto en la parte final del artículo 184 del 
Código Penal y sancionado por ese mismo artículo con las 
penas de seis días a seis meses de prisión y multa de diez 
a cincuenta pesos; y el de violencias que causaron a la agra-
viada enfermedad durante más de veinte días, previsto en 
la primera parte del artículo 309 del Código Penal y sancio-
nado por ese mismo texto legal con las penas de seis meses 
a dos años de prisión y multa de diez a cien pesos; que, por 
consiguiente, la Corte a qua atribuyó a los hechos de la 
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prevención la calificación que legalmente les corresponde 
según su propia naturaleza, y al condenar al prevenido Ela-
dio Minaya, a las penas de veinte días de prisión y quince 
pesos de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, que es la sanción que corresponde al hecho más 
grave, o sea al delito previsto por el citado artículo 309, hizo 
una correcta aplicación de este texto legal, combinado con 
el inciso 6^ del artículo 463, del Código Penal, así como del 
principio del no cúmulo de las penas - 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al in-
terés del ecurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivas, Primero: Rechaza el recurso de ea-
• sación interpuesto por Eladio Minaya contra sentencia de 

la Corte de Apelación de Santiago, pronunciada en sus atri-
buciones correccionales, en fecha ocho de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.—Luis Logroño C.—Carlos Ml. Lamarche H.—
F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada leída y publicad por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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la primera parte del artículo 309 del Código Penal y sancio-
nado por ese mismo texto legal con lao penas de seis meses 
a dos años de prisión y multa de diez a cien pesos; que, por 
consiguiente, la Corte a qua atribuyó A los hechos de la  

prevención la calificación que legalmente les corresponde 
según su propia naturaleza, y al condenar al prevenido Ela-
dio Minaya, a las penas de veinte días de prisión y quince 
pesos de multa, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, que es la sanción que corresponde al hecho más 
grave, o sea al delito previsto por él citado artículo 309, hizo 
una correcta aplicación de este texto legal, combinado con 
el inciso 6° del artículo 463, del Código Penal, así como del 
principio del no cúmulo de las penas - 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eladio Minaya contra sentencia de 
la Corte de Apelación de Santiago, pronunciada, en sus atri-
buciones correccionales, en fecha ocho de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugai del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.--Luis Logroño C.—Carlos Ml. Lamarche H.—
F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada leída y publicadá por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apélación de San Cristóbal de fe, 

cha 17 de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José del Carmen Japa y Manuel de la Cruz. 

Abogado: Dra. Josefina' Pimentel Boyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados. 

 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B. Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domire Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencia.s, en Ciudad Trujillode

, 

Distrito Nacional, hoy día diecisiete del mes de marzo  
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen

-

dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 

guiente sentencia: 
Sobre el recurso de casociót4 interpuesto por José del 

Carmen lapa, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer 
domiciliado y residente en Najayo Arriba, Municipio de San 

Cristóbal, cédula 18158, serie 2, cuyo seMan
llo de renovación 

Cruz 
no se menciona en el expediente, y por el de la , 
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en el 
Distrito Municipal de Yaguate, sin otras generales ni indica-
ción de cédula en el expediente, persona civilmente respon-
sable, contra sentencia pronunciada, en sus atribuciones 
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal 
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en  fecha diecisiete de septiembre de mil :novecientos :O* 
cuenta y siete,- cuyo dispositivo se copia más adelante; 

., . Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador. General 

de  la República;  

Vista el acta del recurso de casación levantada ory ja 
Secretaria de la Corte a qua, en fecha diecinueve de spptiem-
bre de mi'. novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de 
la Dra. Josefina Pimentel Boyes, cédula 147, 1..z.erie.2 1, sello 
5676, para el año 1957, abogada de los recurrentes, er• la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den-
'berado, y vistos los artículos 3 letra c) y párrafo II de. la 
Ley 2022, del año 1949, modificado por la Ley .3149, .de 
1954; 1382 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de. la Ley sobre 
PrIcedimiento de Casación; 
.-.;' Considerando que en la sentencia impugnada y erx, lbs 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) que 
en fecha diecisiete de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y seis el prevenido José del Carmen Japa conducía el auto 
placa 3228 propiedad de Manuel de la Cruz, por la, calle 16 
de Agosto de la Villa de Yaguate; 2) que al llegar frente 
a la casa N9  74 de la mencionada calle, golpeó con la parte 
delantera del vehículo a la menor de ocho años Milsa a Dii-
cia Mercedes García; 3) que apoderado del hecho el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo dio. 
tó en fecha 26 de octubre de 1956 una Sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara que eI 
nombrado José del Carmen Japa, es culpable del delito de 
golpes involuntarios en perjuicio de Dilcia García, en conse-
cuencia lo condena a Seis Meses de Prisión Correccional y. 
al pagi de una multa de Cien Pesos (RD$100.00); SEGUN-
DO: Declara regular y válida la constitución en .  parte civil 
hecha por Julio Ernesto García, representado por el doctor 
Manuel Castillo Corporán; TERCERO: Pronuncia el defec'to 
Contra Manuel de la Cruz por no haber constituido ahogad°, 
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en  fecha diecisiete de septiembre de mil ;novecientos ,gin,,. 
ta y siete; cuyo dispositiyo se copia más adelante; ,: or, 

5, Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; : ; . :,1 
Oído el dictamen del Magistrado procurador. Generad . 

 de la República; 	> 

Vista el acta del recurso de casación levantada ett ;la 
secretaria de la Corte a qua, en fecha diecinueve de spptiem- 
bre de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimipptp de 
la Dra. Josefina Pimentel Boyes, cédula 147, serie .2 1, sello 
5676, para el año 1957, abogada de los recurrentes, en, Ja 

Lial no se invoca ningún medio determinado de casaciOn; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber del 

berado, y vistos los artículos 3 letra c) y párrafo II de. la 
Ley 2022, del año 1949, modificado por la Ley 3149, de 
1954; 1382 del Código Civil, y 1, 37 y 65 de, la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 
fe 

cha 17 de septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: José del Carmen Japa y Manuel de la Cruz. 

Abogado: Dra. Josefina Pimentel Boyes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus- ""•

1111 

tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer- 4 1 ' 

nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domire Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día diecisiete del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-

dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 

dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 

guiente sentencia: 
Sobre el recurso de casacien4 interpuesto por José del 

Carmen Tapa, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer 
domiciliado y residente en Najayo Arriba, Municipio de San 
Cristóbal, cédula 18158, serie 2, cuyo sello de renovación 
no se menciona en el expediente, y por Manuel de la Cruz, 
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en el 
Distrito Municipal de Yaguate, sin otras generales ni indica-
ción de cédula en el expediente, persona civilmente respon-
sable, contra sentencia pronunciada, en sus atribuciones 
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal 

Considerando qué en la sentencio impugnada y en. Tos 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: Ti que 
en fecha diecisiete de septiembre de mil novecientos cincuen-
ta y seis el prevenido José del Carmen Japa conducía el auto, 
placa 3228 propiedad de Manuel de la Cruz, por la. calle 16 
de Agosto de la Villa de Yaguate; 2) que al llegar frente 
a la casa N9 74 de la mencionada calle, golpeó con la parte 
delantera del vehículo a la menor de ocho años Milsa o Du-
ela Mercedes García; 3) que apoderado del hecho el 4 a-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo dic-
tó en fecha 26 de octubre de' 1956 una Sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara que el 
nombrado José del Carmen Japa. es culpable. del delito de 
golpes involuntarios en perjuicio de Dilcia García, en conse-
cuencia lo condena a Seis Meses de Prisión Correccional .:y 
al pago de una multa de Cien Pesos (RD$100.00); SEGUN-
DO: Declara regular y válida la constitución en parte civil 
hecha por Julio Ernesto García, representado por el doctor 
Manuel Castillo Corporán; TERCERO: Pronuncia el defecto. 
Contra Manuel de la Cruz por no haber Constituido abogado, 
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ni presentarse en el día indicado para la vista de la cau sa . 
CUARTO: Condena a los señores José del Carmen Japa 
Manuel de la Cruz, al pago solidario de una indemniza ción 

 de Quinientos pesos oro (RD$500.00) en favor de la parte 
 civil constituida, como justa reparación del daño causado; 

QUINTO: Condena a José del Carmen Japa, al pago de las 
costas penales"; 4) que sobre el recurso de oposición inter-
puesto por Manuel de la Cruz, dicho Tribunal dictó en fecha 
/5 de febrero de 1957 una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el 
recurso de oposiciófi de la Dra. Josefina Pimentel Boyes, 
en representación de Manuel de la Cruz persona demandada 
corno civilmente responsable en el caso de que se trata, con-
tra sentencia dictada por este Juzgado de Primera Instan-
cia de techa 26 de octubre de 1956, que condenó al men-
cionado señor a pagar solidariamente con José del Carmen 
.Zapa, -uria indemnización de quinientos pesos (RD$500.00) 
en favor de la parte civil constituida; SEGUNDO: Declara 
que Manuel de la Cruz, es persona civilmente responsable del 
perjuicio que ha causado Julio Ernesto García, en conse-
cuencia condena a dicho señor a pagar solidariamente con 
..acosé del Carmen Japa, una indemnización de RD$500.00 
tquinientcs pesos oro), como justa reparación del perjuicio 
,que ha causado; TERCERO: Condene. a Manuel de la Cruz 

al pago de las costas civiles y ordena que sean distraídas en 
provecho del Dr. Manuel Castillo Corporán, quien ha afirma-
do haberlas avanzado; CUARTO: Pronuncia el defecto con« 
Ira la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por no 
haber constituido abogado ní presentarse en el día indicado 
para la vista de la causa y declara la presente sentencia opo-
nible a dicha Compañía"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido José del Carmen Japa contra la 
sentencia del veintiséis de octubre de mil novecientos ein -

cuenta y seis, y por Manuel de la Cruz, persona civilmente 
xe.spon.sable, contra la de fecha quince de febrero de mil  

novecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal pronunció la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
José del Carmen Japa, contra sentencia del Tribunal de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, de fecha 
26 de jctubre de 1956, cuyo dispositivo figura copiado en 
otra parte de la presente sentencia; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia indicada en cuanto a la pena y, en conse-
cuencia, declara a José del Carmen Japa culpable del delito 
de violación a la Ley 2022, en perjuicio de la niña de 8 años -4 	de edad, Duda Mercedes García, hecho, que le ocasionó a 

i!ol
dicha menor heridas que curaron después de 20 días y antes 
de 30, y, por tanto, se condena al indicado inculpado, a 3 
meses de prisión correccional y a pagar una multa de RD 
$50.00, reconociendo falta de la víctima; TERCERO: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por la Dra. Josefina Pimentel Boyes, en representación del 
señor Manuel de la Cruz, persona civilmente responsable 
puesta en causa, contra la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en 
fecha 15 de febrero de 1957, cuyo dispositivo figura en • 
otra parte de la presente sentencia; CUARTO: Modifica, 
en el aspecto civil, las sentencias del 26 de octubre de 
1956 y del 15 de febrero de 1957, ya referidas y, en conse-
cuencia, condena solidariamente a José del Carmen Japa 
y Manuel de la Cruz, éste último como persona civilmente 
responsable puesta en causa, a pagar al señor Julio Ernesto 
García, parte civil constituida, en su calidad de padre de la 
víctima, la suma de RD$300.00 a título de indemnización 
por los daños morales y materiales qie ha sufrido a conse-
cuencia del hecho cometido por el inculpado José del Carz 
men Japa, preposé del señor Manuel de la Cruz; QUINTO: 
Rechaza el pedimento de la parte civil relativo a que se de-
clare oponible esta sentencia a la Compañía Aseguradora 
"San Rafael", C. por A., en razón de que en el expediente 



BOLETÍN JUDICIAL 	 563 BOLETÍN JUDICIAL 

ni presentarse en el día indicado para la vista de la cau sa . 
CUARTO: Condena a los señores José del Carmen Jap a 

 Manuel de la Cruz, al pago solidario de una indemnización 
 de Quinientos pesos oro (RD$500.00) en favor de la part e 
 civil constituida, como justa reparación del daño causado; 

QUINTO: Condena a José del Carmen Japa, al pago de la s 
 costas penales"; 4) que sobre el recurso de oposición inter-

puesto por Manuel de la Cruz, dicho Tribunal dictó en fecha 
15 de febrero de 1957 una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el 
recursa de oposiciór►  de la Dra. Josefina Pimentel Boyes, 
en representación de Manuel de la Cruz persona demandada 
como civilmente responsable en el caso de que se trata, con-
tra .sentencia dictada por este Juzgado de Primera Instan-

.cia de techa 26 de octubre de 1956, que condenó al men-
cionada` señor a pagar solidariamente con José del Carmen 
lapa, uña indemnización de quinientos pesos (RD$500.00) 
.en favor de la parte civil constituida; SEGUNDO: Declara 
que Manuel de la Cruz, es persona civilmente responsable del 
perjuicio que ha causado Julio Ernesto García, en conse-
cuencia condena a dicho señor a pagar solidariamente con 
José del Carmen Japa, una indemnización de RD$500.00 
(quinientas pesos oro), como justa reparación del perjuicio 

nue ha causado; TERCERO: Condra a Manuel de la Cruz 
.al pago de las costas civiles y ordena que sean distraídas en 
provecho del Dr. Manuel Castillo Corporán, quien ha afirma-
do haberlas avanzado; CUARTO: Pronuncia el defecto con-
tra la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por no 
haber constituido abogado ni presentarse en el día indicado 
para la vista de la causa y declara la presente sentencia opo-
nible a dicha Compañía"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el prevenido José del Carmen Japa contra la 
sentencia del veintiséis de octubre de mil novecientos cin-
cuenta y seis, y por Manuel de la Cruz, persona civilmente 
responsable, contra la de fecha quince de febrero de mil 

novecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de 
san Cristóbal pronunció la sentencia ahora impugnada, cu-

- yo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: Declara regular 
y válido el recurso de apelación interpuesto por el inculpado 
José del Carmen Japa, contra sentencia del Tribunal de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, de fecha 
26 de octubre de 1956, cuyo dispositivo figura copiado en 
otra parte de la presente sentencia; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia indicada en cuanto a la pena y, en conse-
cuencia, declara a José del Carmen Japa culpable del delito 
de violación a la Ley 2022, en perjuicio de la niña de 8 años 
de edad, Dilcia Mercedes García, hecho, que le ocasionó a 
dicha menor heridas que curaron después de 20 días y antes 
de 30, y, por tanto, se condena al indicado inculpado, a 3 
meses de prisión correccional y a pagar una multa de RD 
$50.00, reconociendo falta de la víctima; TERCERO: De-

. clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto 
por la Dra. Josefina Pimentel Boyes, en representación del 
señor Manuel de la Cruz, persona civilmente responsable 
puesta en causa, contra la sentencia dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, en 
fecha 15 de febrero de 1957, cuyo dispositivo figura en 
otra parte de la presente sentencia; CUARTO: Modifica, 
en el aspecto civil, las sentencias del 26 de octubre de 
1956 y del 15 de febrero de 1957, ya referidas y, en conse- 
cuencia, condena solidariamente a José del Carmen Japa 
y Manuel de la Cruz, éste último como persona civilmente 
responsable puesta en causa, a pagar al señor Julio Ernesto 
García, parte civil constituida, en su calidad de padre de la 
víctima, la suma de RD$300.00 a título de indemnización 
por los daños morales y materiales qie ha sufrido a conse- 
cuencia del hecho cometido por el inculpado José del Carz 
men Japa, preposé del señor Manuel de la Cruz; QUINTO: 
Rechaza el pedimento de la parte civil relativo a que se de- 
clare oponible esta sentencia a la Compañía Aseguradora 
"San Rafael", C. por A., en razón de que en el expediente 
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no existe constancia de que esta Compañía fuese citada para 
esos fines ante esta Corte; SEXTO: Condena a José del 
Carmen Japa y a Manuel de la Cruz, al pago de las costas 
civiles, ordenándose su distracción en provecho del abogado 
Dr. Manuel  Castillo Corporán, quien ha afirmado haberlas 
avanzado; y SEPTIMO: Condena a José del Cramen Japa, 

al paga de las costas penales"; 

En cuanto al recurso interpuesto por Manuel de la Cruz, 
persona civilmente responsable: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Prock. dimiento de Casación cuando el recurso de casa-
ción sea 4nterpuesto por el ministerio público, por la parte , 

civil o por . la persona civilmente responsable, el depósito 
de un memorial con la indicación de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Ma-
nuel de la Cruz, persona civilmente responsable, no invocó, 
cuando declaró su recurso, ningún medio determinado de 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con 
posterioridad a la declaración del recurso, el memorial con 
la exposición de los medios que le sirven de fundamento; 
que, por tr..nto, el recurso que se examina debe ser declarado 

nulo; 

En cuanto al recurso interpuesto por el prevenido José 
del Carmen Japa: 

Considerando que la Corte a quq dió por establecido, 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, como hechos constitutivos de una falta imputable al pre-
venido, lo siguiente: "Primero: la velocidad a que conducía 
el automóvil, de 25 a 30 kilómetros por hora, según su propia  

declaración, al momento del accidente en una zona urbana 
como lo es la calle '16 de Mayo' del poblado de Yaguate, 
lugar de la ocurrencia como ya se ha dicho, velocidad que 
a juicio de esta Corte era aún mayor que la interiormente 
señala -la de acuerdo a las circunstancias que rodearon el 
caso, ya que el prevenido no pudo detener el carro, no obs-
tante notar la presencia de la niña cuando aún se encontra-
ba de ella como a unos cuatro o cinco metros antes de darle 
a dicha menor, según expresó ante esta Corte, (como a 13 
metros dijo en Primera Instancia), sin poder evitar el acci-
dente a pesar de haber frenado y tirar el carro a la cuneta, 
según expresó el propio prevenido; y Segundo: que transi- 
tando por una zona urbana y en presencia de animales (ea.- 

' ballos) y varias personas, como admite el prevenido habían 
en el lugar del accidente, no tomó las precauciones que le 
'Imponen la Ley de Tránsito de Vehículos N' 4017, como son 
el dar aviso y reducir la velocidad a un límite tal que ga- 
rantice la seguridad de las personas a quienes alcance o 
pase; que de haber observado esa conducta el prevenido 

*Japa, a pesar de la imprudencia de la agraviada, se hubie-
ra evitado todo accidente"; que, además, dicha Corte tam-
bién admitió "que la menor agraviada cometió una falta 
al tratar de cruzar la calle cuando venía el vehículo, como se 
comprueba por las declaraciones de la menor Rosa Pérez 

.; quien expresa en Primera Instancia' la niña iba por una 
acera y yo iba por la otra acera y trató de cruzar para 
donde mi y en ese momento le dió el carro"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a (pis se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del-delito de golpes involuntarios cau-
sados ton el manejo de un vehículo de motor, previsto por la 
letra e) del artículo 3 de la Ley 2022, del año 1949, modi-
ficado por la Ley 3749, del 1954, y sancionado con las penas 
de seis meses a dos años de prisión y multa de cien a qui-
nientos pesos, puesto a cargo del prevenido José del Carmen 
Japa; que, por consiguiente, la Corte a qua atribuyó a los 
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no existe constancia de que esta Compañía fuese citada para 
esos fines ante esta Corte; SEXTO: Condena a José del 
Carmen Japa y a Manuel de la Cruz, al pago de las 
civiles, ordenándose su distracción en provecho del abog 
Dr. Manuel Castillo Corporán, quien ha afirmado haberi 

avanzado; y SEPTIMO: Condena a José del Cramen Japa, 

al paga de las costas penales"; 	 • 

En cuanto al recurso interpuesto por Manuel de la Cruz, 
persona civilmente responwtble: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el ministerio público, por la parte 
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito 
de un memorial con la indicación de los medios en que se 
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente Ma-
nuel de la Cruz, persona civilmente responsable, no invocó, 
cuando declaró su recurso, ningún medio determinado de 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con 
posterioridad a la declaración del recurso, el memorial con 
la exposición de los medios que le sirven de fundamento; 
que, por tl.nto, el recurso que se examina debe ser declarado 

nulo; 

En cuanto al recurso interpuesto por el prevenido José 

del Carmen Japa: 

Considerando que la Corte a quR dió per establecido, 
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VI 
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lit
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mitidos por la Corte a qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del-delito de golpes involuntarios cau-
sados con el manejo de un vehículo de motor, previsto por la 
letra e) del artículo 3 de la Ley 2022. del año 1949, modi-
ficado por la Ley 3749, del 1954, y sancionado con las penas 
de seis meses a dos años de prisión y multa de cien a qui-
nientos pesos, puesto a cargo del prevenido José del Carmen 
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declaración, al momento del accidente en una zona urbana 
como lo es la calle '16 de Mayo' del poblado de Yaguate, 
lugar de la ocurrencia como ya se ha dicho, velocidad que 
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-
; dente a pesar de haber frenado y tirar el carro a la cuneta, 

según expresó el propio prevenido; y Segundo: que transi- 
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hechos de la prevención la calificación legal que le corres-
ponde según su propia naturaleza, y al condenar a dicho 
prevenido a las penas de tres meses de prisión y cincuenta 
pesos de multa, después de reconocer la falta de la víctima y 
rebajar a la mitad la pena que le había impuesto en primera 
instancia, de conformidad con el párrafo II del referido ar-
tículo 3, la mencionada Corte ha aplicado una sanción que 
está ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que 
de acuerdo con el artículo 1382 del Código Civil, cuando se 
haya comprobado la existencia de una falta, un perjuicio 
ocasionado a quien reclama la reparación y una relación de 
causa a efecto entre la falta y el perjt icio, queda justificada 
la condenación en daños y perjuiCios, cuya cuantía es apre-
ciada soberanamente por los jueces del fondo; 

Considerando que a este respecto la Corte a qua dió por 
establecido que el delito de golpes involuntarios cometidos 
por el prevenido José del Carmen Japa causó daños morales 
y materiales a Julio Ernesto García, parte civil constituida; 
que, por tanto, al condenar a dicho prevenido, a pagar a la 
parte civil una indemnización de trescientos pesos, cuyo 
monto tué soberanamente apreciado por los jueces del fon-
do, en la sentencia impugnada se ha hecho una correcta 
aplicación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al recurrente 
José del Carmen Japa, ningún vicio que justifique su anu- 
lación; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casaci sn interpuesto por Manuel de la Cruz, persona civil-
mente responsable, contra sentencia éorreccional dictada por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal, el diecisiete de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi -

tivo se copia en otro lugar del presente fallo; Segundo: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por el prevenido 
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Jos
é del Carmen Japa contra la misma sentencia; y Tercero: 

condena a los recurrentes al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Mord.— Da-mián 
Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos MI. Lamarche H. 

F. Ravelo de la Fuente.—Néstor Confin Aybar.-7-C1od. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo. Secretorio.Genern 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que certifi ,o. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 
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• SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad 'Trujillo 

' 	fecha 12 de febrero de 1957. 

lita,teria:. Civil (Comercial). 

Recurrente: Antonio Langa. 
Abogado: .Lic. Julio A. Cuello. 

Nieto • Hermanos, S.A. 
Abogados: Lic. Juan Arce Medina y Dr. Bernardo A. Ferná 

Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Clodomiro Mateo-Fernán 
dez, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cel 
bra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día veinte del mes de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Resta 
ración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antoni 
Langa, español, mayor de edad, casado, comerciante, 
este domicilio y residencia, cédula 3531, serie 1 3, sello 361 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, en atribuciones comerciales, en fecha 
doce de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. Julio A. Cuello, cédula 1425, serie 1 1, sello 
6512, abogado del recurrente, en la lectura de • sus con-
clusiones: 

Oída la Dra. Isabel Luisa Medina de Reyes, cédula 
3725, serie 24, sello 54900, en representación del Lic. Juan 
Arce Medina, cédula 12854, serie 1, sello 1291 y del Dr. 
Bernardo A. Fernández Pichardo, cédula 56973, serie 1, se-
llo 24150, abogados de la recurrida, la sociedad comercial 
Nieto Hermanos, S.A., organizada de acuerdo con las leyes 
de los Estados Unidos de México, con su domicilio social y 
oficina principal en las calles Morelos y Mercado, Ciudad de 
Gelaya, Guanajuato„ México, y con su domicilio de elección 
en la segunda planta de la casa N° 3 de la calle Salomé Ure-
ña de esta ciudad, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el 
Lic. Julio A. Cuello, abogado del recurrente, en el cual se 
invoca el siguiente medio: "Violación por falsa o errada 
aplicación de los artículos 111 del Código Civil; 157 y 1033 
del Código de Procedimiento Civil y de la máxima "no hay 
nulidad sin agravio"; 

Vistos el memorial de defensa y el de ampliación, sus-
critos por el Lic. Juan Arce Medina y el Dr. Bernardo A. 
Fernández Pichardo, abogados de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 133, 157, 470 y 1033 del Có- 
digo de Procedimiento Civil; 648 del Código de Comercio, 
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que "en fecha dos (2) del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenticinco (1955), la Nieto Hermanos, 
S.A., emplazó al señor Antonio Langa, para comparecer 
por ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia de este Distrito Nacional, en atribucio- 
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nes comerciales, a los siguientes fines: 'PRIMERO: Conde-. 
nar al señor Antonio Langa, propietario de la Agencia Co-
mercial Langa, a pagar a mi requeriente inmediatamente 
la suma de diez mil ciento ochenticuatro pesos oro con quin-
ce centavos (RD$10,184.15) ; SEGUNDO: Condenar al se-
ñor Antonio Langa, a pagar a mi requeriente los intereses 
legales de la suma indicada en el ordinal anterior, a partir 
de la fecha de este acto introductivo de la demanda; TER-
CERO: Condenar al seriar Antonio Langa, al pago de las 
costas, con distracción en provecho de los abogados apode-
rados especiales de mi requeriente, arriba señalados quienes 
las han avanzado en su mayor parte. Bajo las más expresas 
y amplias reservas de derecho"; 2) que en "fecha veintitrés 
(23) del mes de enero de mil novecientos cincuentiséis 
(1956), previa comunicación recíproca de los documentas 
entre las partes en causa, la precitada Cámara de lo Civil y 
Comercial dictó una sentencia contradictoria cuyo dispositi-
vo dice: 'FALLA: Primero: Acoge, por ser justas y reposar 
sobre prueba legal, la demanda comercial en repaiación de 
daños y perjuicios interpuesta por Nieto Hermanos, S.A., 
contra Antonio Langa, desestimando las conclusiones de es-
ta parte, por infundadas, por los motivos precedentemente 
expuestos, y, en consecuencia, condena al demandado a pa-
garle al demandante la suma de nueve mil novecientos 
ochenta y nueve pesos con ochenta centavos oro dominica-
nos (RD$9,989.80) más los interese:, legales de dicha suma; 
Segundo: Condena asimismo, a la parte demandada, al pa-
go de las costas distrayéndolas en favor de los abogados 
doctor Bernardo A. Fernández Pichardo y Licenciado J. 
Arce Medina, quienes afirman haberlas avanzado en su 
mayor parte'; 3) que sobre "el recurso de apelación que in-
terpuso el actual recurrente, según acto que contenía em-
plazamiento, instrumentado y notificado en fecha diez (10) 
de febrero del año en curso, por diligencia del ministerial 
Miguel A. Rodrigo, la Honorable Corte de Apelación de Ciu-
dad Trujillo, dictó, en sus atribuciones comerciales, en fecha 

cuatro (4) del mes de julio del año de 1956, una sentencia, 
en defecto de las conclusiones del intimante, al fondo del de- 
recho, por la cual dispuso: FALLA: PRIMERO: Declara re- 
gular y válido en la forma el recurso de apelación inter- 
puesto por Antonio Langa, en fecha diez de febrero del año 
en curso, contra sentencia dictada por la. Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en sus atribuciones comerciales, en fecha veinti- 
trés de enero del corriente año; SEGUNDO: Rechaza, por 
improcedente y mal fundada, la solicitud de informativo he- 

' cha por el intimante; TERCERO: Pronuncia el defecto con- 
tra Antonio Langa, por falta de concluir, en cuanto al fon- 

igák-. do; CUARTO: Acoge, por ser justas y reposar en prueba 
IMF legal las conclusiones presentadas por la intimada Nieto 

Hermanos, S. A. y, en consecuencia, rechaza, por infundado, 
el recurso de apelación interpuesto por Antonio Langa, del 
cual se trata, y confirma, en todas sus partes, la indicada 
sentencia de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha veinti- 
trés de enero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Acoge, por ser 
justas y reposar sobre prueba legal, la demanda comercial 
en reparación de daños y perjuicios interpuesta por Nieto 
Hermanos, S. A. contra Antonio Langa, desestimando las 
conclusiones de esta parte, por infundadas, por los motivos 
precedentemente expuestos, y, en consecuencia, condena al 
demandado a pagarle al demandante la suma de nueve mil 
novecientos ochenta y nueve pesos con ochenta centavos oro 
dominicanos (RD$9,989.80) más los intereses legales de 
dicha suma; Segundo: Condena, asimismo, a la parte de- 
mandada, al pago de las costas distrayéndolas en favor de 
los abogados doctor Bernardo A. Fernández Pichardo y 
Licenciado J. Arce Medina, quienes afirman haberlas avan- 
zado en su mayor parte"; QUINTO: Condena al intimante 
al pago de las costas de la presente alzada, con distracción 
de las mismas, en provecho del licenciado Juan Arce Medina 
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de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha veinti-
trés de enero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo 
disposii.ivo es el siguiente: "Falla: Primero: Acoge, por ser 
justas y reposar sobre prueba legal, la demanda comercial 
en reparación de daños y perjuicios interpuesta por Nieto 
Hermanos, S. A. contra Antonio Langa, desestimando las 
conclusiones de esta parte, por infundadas, por los motivos 
precedentemente expuestos, y, en consecuencia, condena al 
demandado a pagarle al demandante la suma de nueve mil 
novecientos ochenta y nueve pesos con ochenta centavos oro 
dominicanos (RD$9,989.80) más los intereses legales de 
dicha suma; Segundo: Condena, asimismo, a la parte de-
mandada, al pago de las costas distrayéndolas en favor de 
los abogados doctor Bernardo A. Fernández Pichardo y 
Licenciado J. Arce Medina, quienes afirman haberlas avan• 
zado en su mayor parte"; QUINTO: Condena al intimante 
al pago de las costas de la presente alzada, con distracción 
de las mismas, en provecho del licenciado Juan Arce Medina 
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y del doctor Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, aboga-
dos de la intimada, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte"; y 4) que sobre el recurso de oposició n 

 interpuesto por el actual recurrente en fecha primero de 
agosto de mil novecientos cincuenta y seis, la Corte a qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se co-
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible el recurso de oposición interpuesto por el intimante 
Antonio Langa, en fecha primero de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y seis, contra sentencia de esta Corte de 
Apelación ;  de fecha cuatro de julio de mil novecientos cin-
cuenta y seis, notificada en fecha veintitrés (23) de julio 
del mismo ,  año, por haberse interpuesto tardíamente; SE-
GUNDO: Ordena que la sentencia antes citada sea ejecutada 
según su forma y tenor; TERCERO: Condena al señor Anto-
nio Langa, al pago de las costas, con distracción en favor 
del licenciado Juan Arce Medina y Dr. Bernardo Aurelio 
Fernández Pichardo, abogados constituidos por la intimada, 
quienes afirman haberlas avanzado en su rnaycr parte"; 

Considerando, en cuanto a la violación de los artículos 
157 y 1033 del Código de Procedimiento Civil, alegada en 
el único medio del recurso, que la Corte a qua, para decla-
rar inadmisible el recurso de oposición interpuesto por el 

actual recurrente, Antonio Langa, contra la sentencia de 
di '..ha Corte del cuatro de julio de mil novecientos cincuenta 
y seis, dictada en favor de la recurrida, la Nieto Hermanos, 
S.A., se ha fundado en que "la notificación del acto de opo-
sición a una sentencia por defecto por falta de concluir, en 
materia comercial, debiendó ser notificado al abogado de la 
parte contra quien se ejerce tal recurso, no es una notifica-
ción a perdona o domicilio; y por tanto dicho plazo no es 
franco, per lo que si bien no se cuenta el `dies a quo', fecha 
de la notificación de la sentencia, sí debe contarse el die 
ad quem' o del vencimiento del plazo", y en que, como la 
sentencia en defecto fué notificada a los abogados del opo-
nente el veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta Y 

r I, 	Considerando qile, además, nuestra legislación está 1 . 
,Gnentada en ese sentido, pues, ampliando el contenido del r  
:artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, ha consa-, 
grado, cuando ha tenido la oportunidad de hacerlo, que 
dicho texto legal se aplica a los plazo ,- estipulados en favor 

, • 
 

,e las partes, aunque tengan por punto de partida una noti-, 
licación hecha por. acto de abogado a abogado; que así lo 
dispone la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuyo ar-
tículo 66 expresa que "todos los plazos establecidos en la 
presente ley, en favor de las partes, son francos', y en , 

 virtud de ello el plazo de la oposición reglamentada por el 
artículo 16, que se interpone por acto de abogado a abogado, 
es franco; que lo mismo ocurre con la Ley de Divorcio, al 
prescribir su artículo 41 que "los plazos en ella consignados 

consideran siempre francos", lo cual implica que el plazo 

seis, la oposición formada el primero de agosto del mismo 
julo era tardía, porque había vencido el plazo de la octava 
a que se refiere el artículo 157 del Código de Procedimiento 
Civil; pero, 

Considerando que la regla contenida en la primera par-
te del artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, se-
gún la cual "el día de la notificación y el del vencimiento, no 
se contarán en el término general fijado para los emplaza-
mientos, las citaciones, intimaciones y otros actos hechos 
a persona o domicilio", se aplica, por una interpretación 
extensiva, al plazo de la oposición establecido por el artícu-
lo 157 del mencionado Código; que este criterio ha sido ya 
sentado por la Suprema Corte de Justicia ; que, en efecto, 

ra determinar, conforme al artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, el punto de partida del plazo 
de dos meses para interponer el recurso de casación, el 
,cual se comienza a contar desde el día en que la oposición no 
lucre admisible, esta jurisdicción ha reconocido que el plazo 
le la oposición contra las sentencias en defectc por falta de 
nicluir prescrito por él citado articulo 157, es de "orlio 

días francos"; 
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y del doctor Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, abog a. 
dos de la intimada, quienes afirman haberlas avanzado en 
su mayor parte"; y 4) que sobre el recurso de oposición 
interpuesto por el actual recurrente en fecha primero de 
agosto de mil novecientos cincuenta y seis, la Corte a qua 
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se en. 
pia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara inadmi-
sible el recurso de oposición interpuesto por el intimante 
Antonio Langa, en fecha primero de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y seis, contra sentencia de esta Corte de 
Apelación ;  de fecha cuatro de julio de mil novecientos cin-
cuenta y seis, notificada en fecha veintitrés (23) de julio 
del mismo- año, por haberse interpuesto tardíamente; SE-
GUNDO: Ordena que la sentencia antes citada sea ejecutada 
según su forma y tenor; TERCERO: Condena al señor Anto-
nio Langa, al pago de las costas, con distracción en favor 
del licenciado Juan Arce Medina y Dr. Bernardo Aurelio 
Fernández Pichardo, abogados constituidos por la intimada, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, en cuanto a la violación de los artículos 
157 y 1033 del Código de Procedimiento Civil. alegada en 
el único medio del recurso, que la Corte a qua, para decla-
rar inadmisible el recurso de oposición interpuesto por el 
actual recurrente, Antonio Langa, contra la sentencia , de 

di '..ha Corte del cuatro de julio de mil novecientos cincuenta 
y seis, dictada en favor de la recurrida, la Nieto Hermanos, 
S.A., se ha fundado en que "la notificación del acto de opo-
sición a una sentencia por defecto por falta de concluir, en 
materia comercial, debiendo ser notificado al abogado de la 
parte contra quien se ejerce tal recurso, no es una notifica-
ción a persona o domicilio; y por tanto dicho plazo no es 
franco, per lo que si bien no se cuenta el 'dies a quo', fecha 
de la notificación de la sentencia, sí debe contarse el dies 

quem' o del vencimiento del plazo", y en que, como la 
sentencia en defecto fué notificada a los abogados del opo-
nente el veintitrés de julio de mil novecientos cincuenta y  

seis, la oposición formada el primero de agosto del mismo 
"o era tardía, porque había vencido el plazo de la octava 

a que se refiere el artículo 157 del Código de Procedimiento 
Civil; pero, 

Considerando que la regla contenida en la primera par-
te dei articulo 1033 del Código de Procedimiento Civil, se-
gún la cual "el día de la notificación y el del vencimiento, no 
se contarán en el término general fijado para los emplaza-
'alientos, las citaciones, intimaciones y otros actos hechos 
a persona o domicilio", se aplica, por una interpretación 
extensiva, al plazo de la oposición establecido por el artícu-
lo 157 del mencionado Código; que este criterio ha sido ya 
sentado por la Suprema Corte de Justicia; que, en efecto, 

,rapara determinar, conforme al artículo 5 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, el punto de partida del plazo 
:.,,? dos meses para interponer el recurso de casación, el 
cual se comienza a contar desde el día en que la oposición no 
'fuere admisible, esta jurisdicción ha reconocido que el plazo 
de la oposición contra las sentencias en defectc por falta de 
concluir prescrito por él citado artículo 157, es de "ocho 
dias ft ancos"; 

Considerando cire, además, nuestra legislación está 
.1 Grientada en ese sentido, pues, ampliando el contenido del 

artículo 1033 del Código de Procedimiento Civil, ha consa-
,. grado, cuando ha tenido la oportunidad de hacerlo, que . 
dicho texto, legal se aplica a los plazo estipulados en favor 
e las partes, aunque tengan por punto de partida una noti-

ficación hecha por. acto de abogado a abogado; que así lo 
dispone la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuyo ar-
tículo 66 expresa que "todos los plazos establecidos en la 
presente ley, en favor de las partes, son francos', y en 
virtud de ello el plazo de la oposición reglamentada por el 
artículo 16, que se interpone por acto de abogado a abogado,, 
es franco; que lo mismo ocurre con la Ley de Divorcio, al 
prescribir su artículo 41 que "los plazos en ella consignados 
se consideran siempre francos", lo cual implica que el plazo 
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del recurso de oposición contra las sentencias de divorcio 
pronunciadas en defecto por falta de concluir en grado de 
apelación, recurso que se interpone con sujeción al artículo 
157 del Código de Procedimiento Civil, es franco; que, en 
igual sentido se pronuncia el artículo 718 del Código de 
Procedimiento Civil cuando dispone que las demandas inci-
dentales que se establezcan en el curso de un procedimiento 
de embargo inmobiliario, se "formularán mediante simple 
acto de abogado a abogado que contenga los medios, las , 
conclusiones, notificación del depósito de los documentos en 
secretaría, si los hubiere, y llamamiento a audiencia a no 
más de ocho días francos ni menos de tres . .."; 

Considerando que por consiguiente es preciso recono-
cer que el plazo de la oposición señalado por el artículo 157 
del Código de Procedimiento Civil, es un plazo franco, por 
lo cual, al decidir lo contrario, la Corte a qua hizo una erro-
nea interpretación de los artículos 157 y 1033 del Código 
de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 
doce de 'febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Condena a la parte recurrida, la Nieto Hermanos, 
S.A., al pago de las costas, cuya distracción se ordena en 
provecho dei Lic. Julio A. Cuello, abogado del recurrente, 
quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Clod. Mateo-Fernández.---- , 

 Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La present2 sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 14 
de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Maria Vega Vda. Hurtado y compartes. 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Recurrido: José Eugenio Montón. 
Abogado: Dr. Julio César Castaños Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República. Dominicana. 

En Nombre de .  la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel. Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, y Néstor Contín Aybar, 
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinte del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Solare el recurso de casación interpuesto por María 
Vega Vda. Hurtado, cédula 896, serie 38, sello 333411; Cle-
mencia Hurtado de Tejada, cédula 832, serie 39, sello 1656-
250; Edelmira Hurtado, cédula 5590, serie 39, sello 3065-
075; Olimpia Hurtado, cédula 4208, serie 39, sello 1656249; 
Crucita Hurtado, cédula 3265, serie 39, sello 1593710; Luis 
Hurtado, cédula 4397, serie 39, sello 1656248; y Porfirio 
Hurtado, cédula 4801, serie 39, sello 96035, dominicanos, 
mayores de edad, viuda la primera, casada la segunda y 
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del recurso de oposición contra las sentencias de divorcio 
pronunciadas en defecto por falta de concluir en grado de 
apelación, recurso que se interpone con sujeción al artículo 
157 del Código de Procedimiento Civil, es franco; que, en 
igual sentido se pronuncia el artículo 718 del Código de 
Procedimiento Civil cuando dispone que las demandas inci-
dentales que se establezcan en el curso de un procedimiento 
de embargo inmobiliario, se "formularán mediante simple 
acto de abogado a abogado que contenga lo:, medios, las 
conclusiones, notificación del depósito de los documentos en 
secretaría, si los hubiere, y llamamiento a audiencia a no 
más de ocho días francos ni menos de tres . .."; 

Considerando que por consiguiente es preciso recono-
cer que el plazo de la oposición señalado por el artículo 157 
del Código de Procedimiento Civil, es un plazo franco, por 
lo cual, al decidir lo contrario, la Corte a qua hizo una erró-
nea interpretación de los artículos 157 y 1033 del Código 
de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha 
doce de 'febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y envía 
el asunto ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y 
Segundo: Condena a la parte recurrida, la Nieto Hermanos, 
S.A., al pago de las costas, cuya distracción se ordena en 
provecho del Lic. Julio A. Cuello, abogado del recurrente, 
quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel., Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Clod. Mateo-Fernández.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La present.2 sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 14 
de mayo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: María Vega Vda. Hurtado y compartes. 
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe hijo. 

Recurrido: José Eugenio Montán. 
Abogado: Dr. Julio César Castaños Espaillat. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de .  la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel. Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Fernando E. Ravelo de la Fuente, y Néstor Contín Aybar, 
asistidos dei Secretario General, en la Sala donde celebra 
sus auciie.ncias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy 
día veinte del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María 
Vega Vda. Hurtado, cédula 896, serie 38, sello 333411; Cle-
mencia Hurtado de Tejada, cédula 832, serie 39, sello 1656-
250; Edelmira Hurtado, cédula 5590, serie 39, sello 3065-
075; Olimpia Hurtado, cédula 4208, serie 39, sello 1656249; 
Crucita Hurtado, cédula 3265, serie 39, sello 1593710; Luis 
Hurtado, cédula 4397, serie 39, sello 1656248; y Porfirio 
Hurtado, cédula 4801, serie 39, sello 96035, dominicanos, 
mayores de edad, viuda la primera, casada la segunda y 

y 
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Tierras; 133 del Código de Procedimiento Civil,,y, 1 y 65 de 
l a  Ley sobre Procedimiento de Casación;  

Considerando que en la sentencia 'impugnada consta lo 
siguiente: 1) "que por Decisión N° 1 del Tribunal sirperior 
dk ,  Tierras de fecha 7 del mes de diciembre del 'año 1954, 
la Parcela N9 9 del Distrito Catastral N9 12 del Mtinicipio de 
puerto Plata, fué adjudicada a distintas persórias,' éne las 
cuales íigura como dueño del resto el señor José Eugenio 
Montán G., con sus mejoras consistentes en yerba dé guinea, 
una casa de madera, techada de zinc, con sus dependencias 

-4 y anexidades, madera aserrada y árboles frutales"; 2) que 
en fecha seis de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
el Dr. Diógenes del Orbe hijo, en nombre y representación 
de María Vega Vda. Hurtado, Clemencia HurtadO dé Tejada, 
Edelmira, Olimpia, Crucita, Luis y Porfirio Hurtado, la 
primera en su calidad de cónyuge superviviente común en 
hines "y los demás como hijos legítimos del 'finado Modesto 
Hurtado, interpusieron ante el Tribunal Superior de Tie-
rras una instancia en revisión por causa de fraude contra 
la decision anteriormente mencionada en relación con la 
adjudicación hecha al señor José Eugenio Montán G."; y 
3) que en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuera 
ta y siete, el Tribunal Superior de Tierras dicto la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
»FALLA: 1 9i—Se rechaza, por falta de fundamento, la 
instancia en revisión por causa de fraude sometida al Tri- 

,leifi  unal Superior de Tierras en fecha 6 del mes de febrero del 
o 1956, por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, a nombre y ea 

representación de los señores María Vega Vda. Hurtado, 
Clemencia Hurtado de Tejada, Edelmira, Olimpia, Crocita, 
Luis y Porfirio Hurtado;— 2 9— Se mantiene en toda su . 
fuerza y vigor la Decisión N° 1 del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha 7 del mes de diciembre del año 1954,, 

.. 	. 

dictada en relación con la Parcela N9 9 del Distrito Catas- 
tral N9 12 del Municipio de Puerto Plata"; 

 

solteros los demás, de quehaceres domésticos las primeras 
y agricultores los dos últimos,. domiciliados y residentes 
todos en la sección "Maimón", Municipio de Puerto Plata, 
Provincia de Puerto Plata; la primera en su calidad de cón-
yuge superviviente común en bienes de Modesto Hurtado y 
los demás en su calidad de hijos legítimos del señor Modesto 
Hurtado, todos como Sucesores de Modesto Hurtado, contra 
la Decisión número 2 (dos) de fecha catorce (14) de mayo 
de mil novecientos cincuenta y siete (1957), dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en relación con el recurso de 
revisión por causa de fraude intentado sobre la Parcela 
número 9 (nueve) del Distrito Catastral número 12 (doce) 
del Municipio de Puerto Plata, sitio "Maimón", lugar "Loma 
de las Bestias", cuyo dispositiVo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Nereyda Francis Castillo, cédula 1841, 

serie 56,* sello 1780848, en representación del Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, cédula 24215, serie 47, sello 32776, abogado 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Julio César Castaños Espailiat„ cédula 
34196, serie 31, sello 5740, abogado del recurrido José 
Eugenio Montán, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad de Monte Plata. 
cédula 799, 'serie 37, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 
de julio de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Diogenes del Orbe hijo, abogado de los recurrentes. 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa y el de ampliación sus-
critos por el Dr. Julio César Castaños Espailiat, abogadd 
del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 140 de la Ley de Registro de 
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solteros los demás, de quehaceres domésticos las primeras 
y agricultores los dos últimos,. domiciliados y residentes 
todos en la sección "Maimón", Municipio de Puerto Plata, 
Provincia de Puerto Plata; la primera en su calidad de cón-
yuge superviviente común en bienes de Modesto Hurtado y 
los demás en su calidad de hijos legítimos del señor Modesto 
Hurtado, todos como Sucesores de Modesto Hurtado, contra 
la Decisión número 2 (dos) de fecha catorce (14) de mayo 
de mil novecientos cincuenta y siete (1957), dictada por el 
Tribunal Superior de Tierras en relación con el recurso de 
revisión por causa de fraude intentado sobre la Parcela 
número 9 (nueve) del Distrito Catastral número 12 (doce) 
del Municipio de Puerto Plata, sitio "Maimón", lugar "Loma 
de las Bestias", cuyo dispositiso  se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oída la Dra. Nereyda Francis Castillo, cédula 1841, 

serie 56; sello 1780848, en representación del Dr. Diógenes 
del Orbe hijo, cédula 24215, serie 47, sello 32776, abogado 
de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Julio César Castaños Espailla0 cédula 
34196, serie 31, sello 5740, abogado del recurrido José 
Eugenio Montán, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado y residente en la ciudad de Monte Plata. 
cédula 799, serie 37, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha ocho 

de julio de mil novecientos cincuenta y siete. suscrito por 
el Dr. Diogenes del Orbe hijo, abogado de los recurrentes, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa y el de ampliación sus-
critos por el Dr. Julio César Castaños Espailiat, abogadó 
del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 140 de la Ley de Registro de  

rras; 133 del Código de Procedimiento Civil,: y, 1y 65 de 
Ley sobre Procedimiento de Casación; - 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
ienle: 1) "que por Decisión N9 1 del Tribunal superior 

Tierras de fecha 7 del mes de diciembre déiaño 1954, 
Parcela N 9  9 del Distrito Catastral N9  12 del Municipio de 
erto Plata, fué adjudicada a distintas persónas,' entre las 

es íigura como dueño del resto el señor José Eugenio 
ontán C., con sus mejoras consistentes en yerba de guinea, 
a casa de madera, techada de zinc, con sus dependencias 
anexidades, madera aserrada y árboles frútales"; 2) que 

41 fecha seis de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, 
el' Dr. Diógenes del Orbe hijo, en nombre y representarión 
de María Vega Vda. Hurtado, Clemencia Hurtado de Tejada, 
Edelmira, Olimpia, Crucita, Luis y Porfirio Hurtado, la 
primera en su calidad de cónyuge superviviente común ea 
bienes "y los demás como hijos legítimos del finado Modesto 
Hurtado, interpusieron ante el Tribunal Superior de Tie- 
rnas una instancia en revisión por causa de fraude contra 

decisión anteriormente mencionada en relacióa con la 
adjudicación hecha al señor José Eugenio Montán G."; y 
3) que en fecha catorce de mayo de mil novecientos cincuen-
ta y siete, el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"PALLA: 1 91—Se rechaza, por falta de fundamento, la 

tancia en revisión por causa de fraude sometida al Tri-
al Superior de Tierras en fecha 6 del mes de febrero del 
1356, por el Dr. Diógenes del Orbe hijo, a nombre y en 

refpresentación de los señores María Vega Vda. Hurtada, 
Clemencia Hurtado de Tejada, Edelmira, Olimpia, Crucita, 
Luis y Porfirio Hurtado;— 2 Se mantiene en toda su 

erza y vigor la Decisión N 9  1 del Tribunal Superior de 
erras, de fecha 7 del mes de diciembre del año 1954,, 
ctada en relación con la Parcela N°  9 del Distrito Catas, 

N° 12 del Municipio de Puerto Plata"; 
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Considerando que los recurrentes invocan los sigui en. 
tes medios: "PRIMER MEDIO: Violación del derecho de 
defensa"; "SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 140 
de la Ley de Registro de Tierras"; "TERCER MEDIO: Falta 
de base legal"; 

Co'osiderando en cuanto al primer medio, que los recu-
rrentes sostienen que ellos "encontraron una copia de un 
documento fechado 15 de febrero del 1930, suscrito por José 
Eugenio Montán y Modesto Hurtado ya conocido el recurso 
de casación (que fué fallado por la sentencia del 10 de no-
viembre de 1955), y cuya cláusula principal es la siguiente: 
`Esta venta es por el valor de $1000 mil dóllar pagadero 
en sumas parciales a razón de $200.00 anuales, valor que 
lhará Montar efectivo durante el mes de agosto de cada año. 

El minimun que hará Montán efectivo es de $200.00 
pero podrá si así lo creyere conveniente dar mayor canti-
dad, como también hacerle abonos en cualquier fecha"; 
que "para demostrar el fraude cometido por José Eugenio 
Montán, los Hurtado sólo disponían de un único medio, el 
documento aludido, y como dicho documento, por simple 
comparación permitía que los sucesores de Modesto Hurtado 
desconocieron como firmas de su causante la estampada en 
el documento depositado en jurisdicción original y las que 
figuran en las dos cartas depositadas por éste en apela-
ción", pidieron "formalmente una verificación de escritura", 
y que "al no tomar en consideración las conclusiones forma-
les de audiencia. . ." el Tribunal a quo violó su derecho de 
defensa y "no dió motivos para desechar dichas conclusio-
nes ni las rechazó en el dispositivo de la sentencia recurri- 
da ...", pero, 

Considerando que el Tribunal a quo ha proclamado en 

el fallo impugnado que "el fundamento de la demanda de 
recurrentes descansa en la impugnación del acto bajo 

firma privada de fecha 15 de febrero del año 1930, median - 

tfq el cual el señor Modesto Hurtado le vendió al señor José 
Eugenio Montán G. la cantidad de 555 tareas dentro de las 

BOLETÍN JUDICIAL 
	

579 

parcelas de que se trata, documento que fué depositado. .. 
en el saneamiento, discutido entre las partes y ponderado 
por los jueces" y que "esa impugnación debió haber sido 
hecha durante ese procedimiento, ya que el hacerlo ahora 
y no entonces, resulta improcedente, pues la acción en re- 
visión por causa de fraude es un recurso de carácter estric- 
tamente excepcional y no puede constituir bajo ningún con- 
cepto un tercer grado de jurisdicción, que es lo que preten-
den con su instancia los intimantes"; 

Considerando que esta motivación justifica el rechaza-
miento implícito del pedimento de los actuales recurrentes 
de que se ordenara una verificación de escritura, encami-
nada a establecer la falsedad del escrito bajo firma privada 
del quince de febrero de mil novecientos treinta, y la de las 
cartas de fechas dos de abril de mil novecientos cincuenta 
y cuatro y veintidós de marzo de mil novecientos treinta 
y dos —cuyas escrituras y firmas no fué desconocida en 
el saneamiento— pues en la instancia en revisión por fraude 
no se puede impugnar la sinceridad de un documento que 
fué depositado y discutido contradictoriamente en el sanea-
miento, y el 'cual sirvió de fundamento al Tribunal a quo 
para adjudicarle al recurrido el derecho de propiedad que 
él reclamaba; que, en tal virtud, el derecho de defensa de 
los recurrentes no ha sido violado, por lo cual el primer 
medio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que los 
recurrentez sostienen que "si bien es cierto que el docu-
mento depositado por Montán en el saneamiento debió ha-
ber sido impugnado durante éste, no es menos cierto que 
durante el mismo los recurrentes desconocían la existencia 
del acto que depositaron en apoyo de su instancia en fraude 
y que les permitió desconocer la firma de su causante y 
advertir el fraude", y que, en consecuencia, "la sentencia 
recurrida violó el artículo 140 de la Ley de Registro de 
Tierras por cuanto al no permitir la verificación de escri- 
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Considerando que los recurrentes invocan los siguien. 
tes medios: "PRIMER MEDIO: Violación del derecho de 
defensa"; "SEGUNDO MEDIO: Violación del artículo 140 
de la Ley de Registro de Tierras"; "TERCER MEDIO: Falta 

de base legal"; 
Considerando en cuanto al primer medio, que los recu-

rrentes sostienen que ellos "encontraron una copia de un 
documento fechado 15 de febrero del 1930, suscrito por José 
Eugenio Montan y Modesto Hurtado ya conocido el recurso 
de casaciun (que fué fallado por la sentencia del 10 de no-
viembre de 1955), y cuya cláusula principal es la siguiente: 
`Esta venta es por el valor de $1000 mil dóllar pagadero 
en sumas parciales a razón de $200.00 anuales, valor que 
hará Montar efectivo durante el mes de agosto de cada año. 

El minimun que hará Montán efectivo es de $200.00 
pero podrá si así lo creyere conveniente dar mayor canti-
dad, como también hacerle abonos en cualquier fecha"; 
que "para demostrar el fraude cometido por José Eugenio 
Montan, los Hurtado sólo disponían de un único medio, el 
documento aludido, y como dicho documento, por simple 
comparación permitía que los sucesores de Modesto Hurtado 
desconocieron como firmas de su causante la estampada en 

el documento depositado en jurisdicción original y las que 
figuran en las dos cartas depositadas por éste en apela-
ción", pidieron "formalmente una verificación de escritura", 

y que "al no tomar en consideración las conclusiones forma-

les de audiencia . . ." el Tribunal a quo violó su derecho de 
defensa y "no dió motivos para desechar dichas conclusio-

nes ni las rechazó en el dispositivo de la sentencia recurri- 

da. ..", pero, 
Considerando que el Tribunal a quo ha proclamado en 

el fallo impugnado que "el fundamento de la demanda de 

lob recurrentes descansa en la impugnación del acto bajo 
firma privada de fecha 15 de febrero del año 1930, median -

te el cual el señor Modesto Hurtado le vendió al señor José 
Eugenio Montán G. la cantidad de 555 tareas dentro de las 
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parcelas de que se trata, documento que fué depositado. .. 
en el saneamiento, discutido entre las partes y ponderado 
por los jueces" y que "esa impugnación debió haber sido 
hecha durante ese procedimiento, ya que el hacerlo ahora 
y no entonces, resulta improcedente, pues la acción en re-
visión por causa de fraude es un recurso de carácter estric-
tamente excepcional y no puede constituir bajo ningún con-
cepto un tercer grado de jurisdicción, que es lo que preten-
den con su instancia los intimantes"; 

Considerando que esta motivación justifica el rechaza-
miento implícito del pedimento de los actuales recurrentes 
de que se ordenara una verificación de escritura, encami-
nada a establecer la falsedad del escrito bajo firma privada 
del quince de febrero de mil novecientos treinta, y la de las 
cartas de fechas dos de abril de mil novecientos cincuenta 
y cuatro y veintidós de marzo de mil novecientos treinta 
y dos —cuyas escrituras y firmas no fué desconocida en 
el saneamiento— pues en la instancia en revisión por fraude 
no se puede impugnar la sinceridad de un documento que 
fué depositado y discutido contradictoriamente en el sanea-
miento, y el 'cual sirvió de fundamento al Tribunal a quo 
para adjudicarle al recurrido el derecho de propiedad que 
él reclamaba; que, en tal virtud, el derecho de defensa de 
los recurrentes no ha sido violado, por lo cual el primer 
medio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, que los 
recurrentes sostienen que "si bien es cierto que el docu-
mento depositado por Montán en el saneamiento debió ha-
ber sido impugnado durante éste, no es menos cierto que 
durante el mismo los recurrentes desconocían la existencia 
del acto que depositaron en apoyo de su instancia en fraude 
y que les permitió desconocer la firma de su causante y 
advertir el fraude", y que, en consecuencia, "la sentencia 
recurrida violó el artículo 140 de la Ley de Registro de 
Tierras por cuanto al no permitir la verificación de escri- 
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turas ni tomar en consideración la conclusión formal sobre 
esta, impidió a los recurrentes demostrar que el intimado 
obtuvo la sentencia fraudulentamente, por medio de ma-
niobras advertidas después del saneamiento"; pero, 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras para 
rechazar el recurso de revisión por causa de fraude inten-
tado por los actuales recurrentes, ha proclamado en el fallo 
impugnado lo siguiente: 1) "que de un estudio del expedien-
te se advierte que por Decisión N 9  2 del Tribunal de Tierras 
de jurisdicción original de fecha 28 del mes de enero del 
año 1952, le fué adjudicado al señor José Eugenio Montán 
G., con su:: mejoras, el resto de la Parcela N" 9 del Distrito 
Catastral NQ 12 del Municipio de Puerto Plata"; 2) "que 
en ese procedimiento el señor José Eugenic Montán G. 
tuvo como contradictores a los Sucesores de Modesto Hur-
tado, representado por el señor Carlos Ismael Clark"; 3) 
"que el señor José Eugenio Montán G., depositó en apoyo 
de su reclamación un acto bajo firma privada, debidamente 
transcrito, mediante el cual el señor Modesto Hurtado le 
vendió en fecha 15 del mes de febrero del año 1930, la 
cantidad de 553 tareas, dentro de la parcela de que se tra-
ta"; 4) "que en esa virtud, los Sucesores de Modesto Hur-
tado tuvieron la oportunidad de impugnar ese documento 
y no lo hicieron"; 5) "que no conformes con la decisión de 
jurisdicción original anteriormente citada, los sucesores de 
Modesto Hurtado interpusieron oportunamente recurso 
de apelación"; 6) "que por Decisión N' 1 del Tribunal Su-
perior de Tierras de techa 7 del mes de diciembre del año 
1954, se rechazó dicho recurso, de todo lo cual se infiere 
que en esa circunstancia los Sucesores de Modesto Hurtado 
discutieron frente al señor José Eugenio Montán G., la re-
clamaci5n que éste hizo dentro de la parcela en cuestión"; 
7) "que per lo anteriormente expuesto se evidencia que la 
prueba que sometió en apoyo de su reclamación en el sa-
neamiento el señor José Eugenio Montán G. fué discutida 
frente a su contraparte, los Sucesorec. de Modesto Hurtado, 

y ampliamente ponderada por los jueces"; 8) "que, por 
tanto, en ese orden de ideas, es imposible imputarle al 
señor José Eugenio Montán G. ninguna maniobra fraudu-
lenta con el deliberado propósito de hacerse adjudicar el 
resto de la parcela que se discute en perjuicio de los dere-
chos de los Sucesores de Modesto Hurtado, capaces de ca-
racterizar el fraude previsto en el Art 140 de la Ley de 
Registro de Tierras"; 

Considerando que los motivos precedentemente trans-
critos justifican plenamente el rechazamiento del recurso de 
revisión por fraude promovido por los actuales recurren-
tes; que, por tanto, el Tribunal a quo no ha violado el ar-
tículo 140 de la Ley de Registro de Tierras, sino que lo ha 
aplicado correctamente a los hechos comprobados, por lo 
cual el medio que se examina también carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al tercero y último medio, que 
los agravios alegados en este medio constituyen esencial-
mente los mismos agravios alegados en los medios anterio-
res, aunque presentados en otra forma; que, en efecto, los 
recurrentes sostienen que la sentencia carece de base legal 
porque no examinó sus alegatos relativos al documento nue-
vo depositado por ellos, que demuestra que el intimado ob-
tuvo el registro fraudulentamente; que "Montán se valió 
de un documento originario distinto... donde no hay las 
mismas estipulaciones; y que puesto en juego con las cartas 
depositadas por él, de fechas 2 de abril de 1931 y 22 de 
marzo de 1932 también acusa contradicciones; contradic-
ciones fraudulentas probadas ya por la falta de correspon-
dencia de esas cartas" con el acto del quince de febrero 
de mil novecientos treinta, depositada por Montán en el 
saneamiento, y con el documento nuevo que fué depositado 
por ellos con motivo de la revisión por fraude; 

Considerando que es evidente que estos agravios están 
encaminados a establecer que el acta bajo firma privada 
del quince de febrero de mil novecientos treinta, depositada 
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y ampliamente ponderada por los jueces"; 8) "que, por 
tanto, en ese orden de ideas, es imposible imputarle al 
señor José Eugenio Montán G. ninguna maniobra fraudu-
lenta con el deliberado propósito de hacerse adjudicar el 
resto de la parcela que se discute en perjuicio de los dere-
chos de los Sucesores de Modesto Hurtado, capaces de ca-
racterizar el fraude previsto en el Art 140 de la Ley de 

el Registro de Tierras"; 
Considerando que los motivos precedentemente trans-

critos justifican plenamente el rechazamiento del recurso de 
revisión por fraude promovido por los actuales recurren-
tes; que, por tanto, el Tribunal a quo no ha violado el ar-
tículo 140 de la Ley de Registro de Tierras, sino que lo ha 
aplicado correctamente a los hechos comprobados, por lo 
cual el medio que se examina también carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al tercero y último medio, que 
los agravios alegados en este medio constituyen esencial-
mente los mismos agravios alegados en los medios anterio-
res, aunque presentados en otra forma; que, en efecto, los 
recurrentes sostienen que la sentencia carece de base legal 
porque no examinó sus alegatos relativos al documento nue-
vo depositado por ellos, que demuestra que el intimado ob-
tuvo el registro fraudulentamente; que "Montán se valió 
de un documento originario distinto... donde no hay las 
mismas estipulaciones; y que puesto en juego con las cartas 
depositadas por él, de fechas 2 de abril de 1931 y 22 de 
marzo de 1932 también acusa contradicciones; contradic-
ciones fraudulentas probadas ya por la falta de correspon-
dencia de esas cartas" con el acto del quince de febrero 
de mil novecientos treinta, depositada por Montán en el 
saneamiento, y con el documento nuevo que fué depositado 
por ellos con motivo de la revisión por fraude; 

Considerando que es evidente que estos agravios están 
encaminados a establecer que el acta bajo firma privada 
del quince de febrero de mil novecientos treinta, depositada 
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turas ni tomar en consideración la conclusión formal  sobre 
esta, impidió a los recurrentes demostrar que el intimado 
obtuvo la sentencia fraudulentamente, por medio de ma-
niobras advertidas después del saneamiento"; pero, 

Considerando que el Tribunal Superior de Tierras para 
rechazar el recurso de revisión por causa de fraude inten-
tado por los actuales recurrentes, ha proclamado en el fallo 
impugnado lo siguiente: 1) "que de un estudio del expedien-
te se advierte que por Decisión N 9  2 del Tribunal de Tierras 
de jurisdicción original de fecha 28 del mes de enero del 
año 1952, le fué adjudicado al señor José Eugenio Montán 
G., con su: mejoras, el resto de la Parcela N" 9 del Distrito 
Catastral N° 12 del Municipio de Puerto Plata"; 2) "que 
en ese procedimiento el señor José Eugenic Montán G. 
tuvo como contradictores a los Sucesores de Modesto Hur-
tado, representado por el señor Carlos Ismael Clark"; 3) 
"que el señor José Eugenio Montán G., depositó en apoyo 
de su reclamación un acto bajo firma privada, debidamente 
transcrito, mediante el cual el señor Modesto Hurtado le 
vendió en fecha 15 del mes de febrero del año 1930, la 
cantidad de 553 tareas, dentro de la parcela de que se tra-
ta"; 4) "que en esa virtud, los Sucesores de Modesto Hur-
tado tuvieron la oportunidad de impugnar ese documento 
y no lo hicieron"; 5) "que no conformes con la decisión de 
jurisdicción original anteriormente citada, los sucesores de 
Modesto Hurtado interpusieron oportunamente recurso 
de apelación"; 6) "que por Decisión N° 1 del Tribunal Su-

perior de Tierras de techa 7 del mes de diciembre del año 
1954, 3e rechazó dicho recurso, de todo lo cual se infiere 
que en esa circunstancia los Sucesores de Modesto Hurtado 
discutieron frente al señor José Eugenio Montán G., la re-
clamaci5n que éste hizo dentro de la parcela en cuestión"; 
7) "que per lo anteriormente expuesto se evidencia que la 
prueba que sometió en apoyo de su reclamación en el sa-
neamiento el señor José Eugenio Montán G. fué discutida 
frente a su contraparte, los Sucesores de Modesto Hurtado, 
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por Montán en el saneamiento, es un documento falso; que 
estos agravios han sido contestados por la sentencia im-
pugnada al admitir correctamente el Tribunal a quo que 
en la revisión por fraude no se puede discutir la validez 
de un documento que sirvió de base a la adjudicación del 
derecho reclamado, documento que los recurrentes tuvieron 
oportunidad de impugnar en el saneamiento y no lo hicieron; 
que, en tal virtud, el tercero y último medio carece, como 
los anteriores, de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por María Vega Vda. Hurtado y Clemen-

cia Hu-tado de Tejada y compartes, contra sentencia pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha ca-
torce de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Julio César 
Castaños Espaillat, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Contín Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Pdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

ntencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Monte Cristy, de fecha 19 de noviembre, 1952 

teria: Penal. 

urrente: Plácido F. Carrasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados-. 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén. 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernán 
do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Confín Aybar y Clodomi-
ro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la. 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-. 
frito Nacional, hoy día veinte del mes de marzo de mil nove-. 
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95" 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo. dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Soort: el recurso de casación interpuesto por Plácido F. 
Carrasco, dominicano, mayor de edad; casado. residente en 
Montecristi, cédula 4019, serie 44, sello 222844, contra sen-
tencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Montecristi, en fe-
cha diecinueve de noviembre del mil novecientos cincuenta 

siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General e la República; 
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por Montán en el saneamiento, es un documento falso; que 
estos agravios han sido contestados por la sentencia im-
pugnada al admitir correctamente el Tribunal a quo que 
en la revisión por fraude no se puede discutir la validez 
de un documento que sirvió de base a la adjudicación del 
derecho reclamado, documento que los recurrentes tuvieron 
oportunidad de impugnar en el saneamiento y no lo hicieron; 
que, en tal virtud, el tercero y último medio carece, como 
los anteriores, de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por María Vega Vda. Hurtado y Clemen-
cia Hurtado de Tejada y compartes, contra sentencia pro-
nunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha ca-
torce de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 

Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Julio César 
Castaños Espaillat, quien afirma haberlas avanzado en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B. Luis Logroño C.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Néstor Con -Un Aybar.— Ernesto Curiel hijo, Secre-

tario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Monte Cristy, de fecha 19 de noviembre, 1917- 

materia: Penal. 

 

Recurrente: Plácido F. Carrasco. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana, 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados: 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Calo Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernán-
do E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomi-
ro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-. 
trito Nacional, hoy día veinte del mes de marzo de mil nove-. 
cientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 95' 
de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo. dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Soore el recurso de casación interpuesto por Plácido F. 
Carrasco, dominicano, mayor de edad; casado. residente en 
Montecristi, cédula 4019, serie 44, sello 222844, contra sen-
tencia dictada en grado de apelación por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Montecristi, en fe-
cha diecinueve de noviembre del mil novecientos cincuenta 
Y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
e la República; 
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'Vista' el acta del recurso de casación levantada en la  
;Secretaria del Tribunal á quo, en fecha diecinueve de 

viembre de :mil novecientos cincuenta y siete, en la cual no  
-se invoca ningún .medio determinado de casación; 

La . 
Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y -vistos los artículos 3 inciso a), de la Ley 2022, 
sobre Accidentes causados con el Manejo de Vehículos de 
.Motor, del año .1949, _modificado por la Ley 1\19 3749 , de 
1954, y 1. y 65 de. la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que _en la sentencia impugnada y en los 
‹documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
quince de octubre del .mil novecientos cincuenta y siete fué 
sometido .a la acción de la justicia Plácido Floirán Carras-
co, por beber ocasionado golpes -leves, causados con el ma-
nejo .de un .vehículo .de motor, a Juan Evangelista Salas y 
Arldia•lalas; .b) que en fecha dieciséis de octubre del mil 
novecientos cincuenta y siete el Juzgado de Paz de Villa Isa-
bel, regularmente apoderado del case, dictó una sentencia 
cuyo dispositivo aparece copiado en el de la sentepcia im-

pugn4d1 en casación; c) que contra esta sentencia interpuso 
el prevenido recurso .de apelación en la forma y en el plazo 

indicados por la ley, . y el Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito, Judicial de Montecristi dictó la sentencia ahora im-

pugnada, la-cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara, bueno y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Plácido F. 
Garra seo, de generales conocidas, contra sentencia de fecha 
16 dé octubre del año en curso, -dictada por el Juzgado de 
Paz d;.q Municipio de Villa Isabel, que lo condenó por el deli-
to de,vlolación a la Ley 2022, por el delito de heridas leves 
en perjuicio de 'Juana E. Salas y Aridia Salas, a sufrir la Pe-

na de -diez (10) días de prisión correccional, al pago de una 
multa de diez pesos (RD$10.00) y al pago de las costas del 

procediniierito, poi haber sido "heého en tiempo hábil; SE-
GUNDO: Que 'debe confirmar y confirma, en todas sus 
partes la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de 

Villa Isabel, por haber hecho el Juez a quo una correcta 
aplicación le la ley; se condena además al recurrente Plá-
cido F. Carrasco, al pago de las costas de la alzada"; 

Considerando que el Tribunal st qüo dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente aportadas en la instrucción de la causa, que mien-
tras se dirigían de la ciudad de Santiago de los Caballeros 
a la ciudad de Montecristy, las guaguas matriculadas con los 
Nos. 6948 y 6949, conducidas por Plácido Floirán Carrasco 
y Carrasco y Fabio G. Fernández. respectivamente, se enta-
bló una pugna entre ellos, tratando de pasarse el uno al 
otro; que en el momento en que el vehículo manejado por 
el prevenido alcanzó al que guiaba Fabio G. Fernández, se 
produjo el choque que causó la volcadura de este último 
vehículo, resultando sus ocupantes, Juana E. Salas y Aridia 
Salas, con lesiones que curaron antes de diez días; 

Considerando que, en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia causados con el manejo de un vehiculo de motor, que cu-
raron antes de diez días, en perjuicio de Juana E. Salas y 
Aridia Salas, hecho previsto por el artículo 3, inciso a), de la 
Ley 2022 del año 1949, modificado por la Ley N9 3749, del 
mismo año, y sancionado por dicho texto legal con las penas 
de seis días a seis meses de prisión y multa de seis pesos a 
ciento ochenta pesos, puesto a cargo del recurrente; que, en 
consecuencia, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación que legalmente les corresponde, y 
al condenar a dicho recurrente a las penas de 10 días de pri-
sión correccional y 10 pesos de multa, le impuso una san-
ción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en lus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 
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"Vista' el acta .del recurso de casación levantada en la 
Secretaria del Tribunal á quo, en fecha diecinueve de n o. 
viembre de :mil novecientos cincuenta y siete, en la cual n o 

 .se invocÉi ningún.medio determinado de casación; 
La. Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 

terado, y -vistos los artículos 3 inciso a), de la Ley 2022, 
-sobre Accidentes causados con el Manejo de Vehículos de 
Motor, del año .1949, _modificado por la Ley N9 3749 , de 
1954, y 1. y 65 de. la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Cansiderando que en la sentencia impugnada y en los 
,documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
quince de octubre del .mil novecientos cincuenta y siete fué 
sometido .a la acción- de la justicia Plácido Floirán Carras-
co, por, lyaber ocasionado golpes leves, causados con el ma-
nejo .de un .vehiculo .de motor, a Juan Evangelista Salas y 

b) que en fecha dieciséis de octubre del mil 
novecientos cincuenta y siete el Juzgado de Paz de Villa Isa-
bel, regularmente apoderado del caso, dictó una sentencia 

cuyo dispositivo aparece copiado en el de la sentencia im-
pugnada en, casación; c) que contra esta sentencia interpuso 
el prevenido recurso .de apelación en la forma y en el plazo 
indicados por la ley, y el Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Montecristi dictó la sentencia ahora im-
pugnada, la cual contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara, bueno y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el prevenido Plácido F. 
Garra seo, de generales conocidas, contra sentencia de fecha 
16 dé octubre del año en curso, dictada por el Juzgado de 
Paz 6l *Municipio de Villa Isabel, que lo condenó por el deli-
to de,violación á la Ley 2022, por el delito de heridas leves 
en perjuicio de 'Juana E. Salas y Aridia Salas, a sufrir la pe-
na de •diez (10) días de prisión correccional, al pago de una 
multa de diez pesos (RD$10.00) y al pago de las costas del 
procecliniierito, por' haber sido "hecho en tiempo hábil; SE-
GUNDO: 'Que 'debe confirmar y confirma, en todas sus 
partes la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de 

BOLETÍN JUDICIAL 	 585 
é 

Villa Isabel, por haber hecho el Juez a quo una correcta 
aplicación ,.tie la ley; se condena además al recurrente Plá-
cido F. Carrasco, al pago de las costas de la alzada"; 

Cprisiclerando que el Tribunal t gfio dió por establecido, 
mediante la ponderación de las pruebas que fueron regu-
larmente aportadas en la instrucción de la causa, que mien-
tras se dirigían de la ciudad de Santiago de los Caballeros 
a la ciudad de Montecristy, las guaguas matriculadas con los 
Nos. 6948 y 6949, conducidas por Plácido Floirán Carrasco 
y Carrasco y Fabio G. Fernández. respectivamente, se enta-
bló una pugna entre ellos, tratando de pasarse el uno al 
otro; que en el momento en que el vehículo manejado por 
el prevenido alcanzó al que guiaba Fabio G. Fernández, se 
produja el choque que causó la volcadura de este último 
vehículo, resultando sus ocupantes, Juana E. Salas y Aridia 
Salas, con lesiones que curaron antes de diez días; 

Considerando que, en los hechos así comprobados y 
admitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de golpes por impruden-
cia causados con el manejo de un vehlulo de motor, que cu-
raron antes de diez días, en perjuicio de Juana E. Salas y 
Aridia Salas, hecho previsto por el artículo 3, inciso a), de la 
Ley 2022 del año 1949, modificado por la Ley 1\19 3749, del 
mismo año, y sancionado por dicho texto legal con las penas 
de seis días a seis meses de prisión y multa de seis pesos a 
ciento ochenta pesos, puesto a cargo del recurrente; que, en 
consecuencia, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación que legalmente les corresponde, y 
al condenar a dicho recurrente a las penas de 10 días de pri-
sión correccional y 10 pesos de multa, le impuso una san-
ción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 



Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Plácido F. Carrasco contra sentencia 
pronunciada en grado de apelación y en atribuciones co-
rreccionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Montecristi, en fecha diecinueve de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini. —Juan A. Morel.— Da-

mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 22 
de febrero de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García y 
compartes. 

Abogados: Licdos. Fernando A. Chalas V., Marino E. Cáceres y 
Wenceslao Troncoso Sánchez. 

Recurridos: Juana Antonia García de Saladín y Altagracia María 
García de Jorge. 

Ahogado: Lic. Manuel María Guerrero. 

Dios, Patri% y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinte del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el reéurso de casación interpuesto por Jorja de 
los Dolores Merino Acosta Viuda García, casera, domicilia-
da y residente en el poblado de Samá, Provincia de Oriente, 

pública de Cuba, y los hijos legítimos de esta y su difun-
o esposo Juan Luciano García Castellanos, señores: Juan, 
uan Justo, Manuel Rogelio García Merino. agricultores, 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Plácido F. Carrasco contra sentencia 

pronuncic.--da en grado de apelación y en atribuciones co-
rreccionales por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Montecristi, en fecha diecinueve de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini. —Juan A. Morel.— Da-

mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 

•  

SENTENCIA DE FECHA 20 DE MARZO DE 1958 

ntoncia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 22 
de febrero de 1956. 

teria: Tierras. 

rente: Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García y 
compartes. 

bogados: Licdos. Fernando A. Chalas V., Marino E. Cáceres y 
Wenceslao Troncoso Sánchez. 

Recurridos: Juana Antonia García de Saladin y Altagracia María 
García de Jorge. 

. J 	Lic. Manuel María Guerrero. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
til tito de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer- 

zido E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asís-
ti(1os del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinte del mes de marzo de mil novecientos cincuenta y 
ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restauración 
y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
curte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorja de 
s Dolores Merino Acosta Viuda García, casera, domicilia-

y residente en el poblado de Samá, Provincia de Oriente, 
pública de Cuba, y los hijos legítimos de esta y su difun-
esposo Juan Luciano García Castellanos, señores: Juan, 

tiara Justo, Manuel Rogelio García Merino, agricultores, 
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domiciliados y residentes en el expresado poblado de Satná ;  

Mercedes García Merino de Villa, casera, autorizada por su 
esposo Diego Villa, agricultor, domiciliados y residentes en 
el poblado de Cañadón, de la misma Provincia de Oriente; 
Sofía Gerónima García Merino de Figueiras, casera, auto-
rizada por su esposo Andrés Figueiras, Josefa Bernarda 
García Merino, casera, soltera, Cruz Alejandrina García 
Merino de Lirio, casera, autorizada por su esposo Carlos 
Lirio, maestro de escuela, domiciliados y residentes en la 
población de Banes, Provincia de Oriente; y María Francis. 
ca Hilarla García Merino de Goldar, casera, cédula 1814, 
serie 56, sello renovado, autorizada por su esposo José Gol. 
dar, comerciante y hacendado, cédula 963, serie 56, sello 
renovado, (no se indican números de sellos), domiciliados y 

residentes en la Avenida Caonabo de la ciudad de San Fran-
cisco de Macorís, Provincia Duarte, República Dominicana, 
todos mayores de edad, y de nacionalidad cubana, con 
excepción de José Goldar, de nacionalidad española, contra 
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tidós de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, que 

ordenó una medida de instrucción, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Fernando A. Chalas V., céldula 7395, 

serie 1, sello 50235, por sí y por los licenciados Marino E. 
Cáceres, cédula 500, serie 1, sello 440 y Wenceslao Tron-
coso Sánchez, cédula 502, serie 1, sello 1295, y doctor J. 
Tancredo Peña López, cédula 12782, serie 56, sello 25774, 
abogados de los recurrentes, en la lectura de sus conclu- 
siones; 

Oído el licenciado Manuel W Guerrero, cédula 17164, 
serie 1, sello 3830, abogado de la parte recurrida, señoras 
Juana Antonia García de Saladín, dominicana, mayor de 

edad, calzada, ocupada en los quehaceres del hogar, domici -

liada y residente en esta ciudad, cédula 4317, serie 31, sello 

16695, quien actúa asistida y autorizada por su esposo; Y 
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Altagracia María García de Jorge, dominicana, mayor de 
edad, casada, de quehaceres del hogar, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, cédula 5041, serie 56, sello 15861, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
te de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los abogados de los recurrentes ya indicados así como 
el escrito de ampliación a ese memorial, depositado en fecha 
veintisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, suscrito por los mismos abogados, a nombre de los re 
currentes; 

Visto el memorial de defensa depositado en fecha vein-
tisiete de junio de mil novecientos cincuenta y siete, suscri-
to por el licenciado Manuel 11P Guerrero, abogado de la par-
te recurrida; 

Visto el escrito de réplica depositado en fecha veinti-
séis de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los abogados de los recurrentes; 

Visto el escrito de contrarréplica depositado en fecha 
veintinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, suscrito por el abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado,, y vistos los artículos 1108, 1119, 1134, 1165 del 
Código Civil; 131, 141, 452 del Código de Procedimiento 
Civil; 1, 5, in fine, y 65, inciso 1, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los . 
 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) 

que en fecha veintinueve de julio de mil ochociento ochenta 
Y cinco, Juan o Juan Luciano García Castellanos contrajo 
matrimonio en la isla de Cuba, con Jorja de los Dolores Me-
rino Acosta; 2) que de ese matrimonio nacieron Manuel, 
Juan Justo, Josefa Bernarda, Cruz Alejandrina. Juan, Roge-
liu, Sofía Gerónima, María Francisca Hilaria y Mercedes 
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domiciliados y residentes en el expresado poblado de Sama ;  
Mercedes García Merino de Villa, casera, autorizada por su 
esposo Diego Villa, agricultor, domiciliados y residentes en 
el poblado de Cañadón, de la misma Provincia de Oriente; 
Sofía Gerónima García Merino de Figueiras, casera, auto-

rizada por su esposo Andrés Figueiras, Josefa Bernarda 
García Merino, casera, soltera, Cruz Alejandrina García 
Merino de Lirio, casera, autorizada por su esposo Carlos 
Lirio, maestro de escuela, domiciliados y residentes en la 
población de Banes, Provincia de Oriente; y María Francis. 
ca Hilaría García Merino de Goldar, casera, cédula 1814, 
serie 56, sello renovado, autorizada por su esposo José Gol-
dar, comerciante y hacendado, cédula 963, serie 56, sello 
renovado, (no se indican números de sellos), domiciliados y 

residentes en la Avenida Caonabo de la ciudad de San Fran-

cisco de Macorís, Provincia Duarte, República Dominicana, 
todos mayores de edad, y de nacionalidad cubana, con 

excepción de José Goldar, de nacionalidad española, contra 
la sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha vein-
tidós de febrero de mil novecientos cincuenta y seis, que 
ordenó una medida de instrucción, cuyo dispositivo se copia 

en otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Fernando A. Chalas V., didula 7395, 

serie 1, sello 50235, por sí y por los licenciados Marino E. 
Cáceres, cédula 500, serie 1, sello 440 y Wenceslao Tron-

coso Sánchez, cédula 502, serie 1, sello 1295, y doctor J. 
Tancredo Peña López, cédula 12782, serie 56, sello 25774, 
abogados de los recurrentes, en la lectura de sus conclu- 
siones; 

Oído el licenciado Manuel 	Guerrero, cédula 17164, 
serie 1, sello 3830, abogado de la parte recurrida, señoras 

Juana Antonia García de Saladín, dominicana, mayor de 

edad, casada, ocupada en los quehaceres del hogar, domici -

liada y residente en esta ciudad, cédula 4317, serie 31, sello 
16695, quien actúa asistida y autorizada por su esposo; Y 

Altagracia María García de Jorge, dominicana, mayor de 
edad, casada, de quehaceres del hogar, domiciliada y resi-
dente en esta ciudad, cédula 5041, serie 56, sello 15861, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General ' 
de la República; 
,t Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
te de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los abogados de los recurrentes ya indicados así como 
el escrito de ampliación a ese memorial, depositado en fecha 
veintisiete de noviembre de mil novecientos cincuenta y sie-
te, suscrito por los mismos abogados, a nombre de los re- 
currentes; 

Visto el memorial de defensa depositado en fecha vein-
tisiete de junio de mil novecientos cincuenta y siete, suscri-
to por el licenciado Manuel MI Guerrero, abogado de la par-
te recurrida; 

Visto el escrito de réplica depositado en fecha veinti- 

liorm

séis de abril de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito 
por los abogados de los recurrentes; 

Visto el escrito de contrarréplica depositado en fecha 
veintinueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, suscrito por el abogado de la parte recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
rado, y vistos los artículos 1108, 1119, 1134, 1165 del 

Código Civil; 131, 141, 452 del Código de Procedimiento 
, Civil; 1, 5, in fine, y 65, inciso 1, de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los . 

 documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 1) 
que en fecha veintinueve de julio de mil ochociento ochenta 
Y cinco, Juan o Juan Luciano García Castellanos contrajo 
matrimonio en la isla de Cuba, con Jorja de los Dolores Me-
rino Acosta; 2) que de ese matrimonio nacieron Manuel, 
Juan Justo, Josefa Bernarda, Cruz Alejandrina. Juan, Roge-
no, Sofía Gerónima, María Francisca Hilarla y Mercedes 
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García Merino; 3) que en fecha veintiuno de septiembre d e 
 mil novecientos dieciocho, el mismo Juan o Juan Luciano 

García Castellanos, contrajo nuevo matrimonio, sin haber se 

 disuelto el primero, con Dolores Rosario, en la sección de 
"Los Bejucos", de la entonces común de San Francisco de 
Macorís, provincia Duarte; 4) que de este último matrimo-
nio nacieron María Altagracia y Juana Antonia García Ro-
sario; 5) que el señor Juan o Juan Luciano García Castella-
nos falleció en la ciudad de Santiago de Los Caballeros, pro-
viuda de Santiago, el día cuatro de mayo de mil novecientos 
treinta y nueve, dejando entre otros bienes, una porción de 
terreno que entonces estaba bajo mensura catastral en vir-
tud de una orden de prioridad dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras en fecha dieciocho de noviembre de mil nove-
cientos treinta y tres y que vino a ser la Parcela 1\1^ 121 del 
Distrito Catastral N9  15 del actual municipio de San Fran-
cisco de Macorís, sitios de "Cuaba" y "La Herradura", 
Provincia Duarte, con una extensión superficial de 31 Has. 
30 As. 70 'Cas.; 6) que, en audiencias celebradas por el 
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original durante los 
días veinte y siguientes del mes de agosto de mil novecien-
tos cuarenta para conocer del saneamiento de la referida 
Parcela, ésta fué reclamada en su totalidad por la esposa 
y los hijos del primer matrimonio, en contradicción con la 
esposa y los hijos del segundo matrimonio; 7) que con mo-
tivo de esas reclamaciones surgió una litis entre ambas par-
tes, en la que tenían que ser resueltas cuestiones de filia-
ción; y el Tribunal Superior de Tierras por sentencia. de 
fecha veintiuno de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y seis declaró su incompetencia para conocer de dichas cues-
tiones; revocó una Decisión que había dictado el Juez de 
Jurisdicción Original en fecha doce de marzo del mismo 
año mil novecientos cuarenta y seis, y sobreseyó la causa 
para conocer del saneamiento, hasta tanto el Tribunal civil 
competente, debidamente apoderado, resolviera las indica-
das cuestiones de filiación; 8) que posteriormente, al serle 

atribuída por una nueva ley esa competencia, el Tribunal 
de Tierras fué reapoderado debidamente de la causa y cele-
bró una audiencia en Jurisdicción Original, en fecha seis de 
junio de mil novecientos cuarenta y nueve, en la cual las 
partes por la mediación de los abogados que las representa-
ron, depositaron documentos, hicieron oir testigos, plan-
tearon los diversos aspectos de la litis ya avanzada ante los 
Tribunales Civiles, y presentaron sus conclusiones, las Jor-
ja de los Dolores Merino Acosta y compartes, según figuran 
reproducidas en el dispositivo de la sentencia que luego 
intervino, más adelante transcrita; y las de su contraparte, 
en el sentido de que se declarara válida y oponible a la 
mencionada Merino Acosta Viuda García, el acto de parti-
ción realizado por Manuel de Jesús Bonó en fecha veinti-
séis de agosto de mil novecientos treinta y nueve; se adju-
dicara la Parcela N9  121 de que se trata, de conformidad 
con lo dispuesto por la mencionada partición, "atribuyen-
do a las concluyentes las porciones de dicha Parcela que 
les fueron deslindadas en ejecución de esa partición por 
los agrimensores Enrique Curiel y Epifanio Espaillat, de 
conformidad con los planos"; y, se rechazara la reclamación 
de Merino Acosta Viuda García y compartes, sobre dicha 
Parcela, "ya que en la misma no le fueron atribuídos dere-
chos en la partición realizada por Manuel de Jesús Bonó"; 
9) que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó 
sentencia en fecha veintiséis de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y seis mediante la cual estableció en relación 
con diversos aspectos de la litis, que no hay duda de que 
la Parcela de que se trata perteneció a Juan García Caste- • 
llanos; que la misma entra en el patrimonio de las dos ex-
tintas comunidades que existieron por sus respectivos ma-
trimonios con Merino Acosta y Dolores Rosario; que el acto 
de partición que invocan los García Rosario, no ha pasado 
de ser un simple proyecto y que el hecho de no haber fi-
gurado en el mismo todos los herederos, deja sin efecto la 
partición y conserva los bienes en estado de indivisión; "que, 
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García Merino; 3) que en fecha veintiuno de septiembre de 
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Parcela, ésta fué reclamada en su totalidad por la esposa 
y los hijos del primer matrimonio, en contradicción con la 
esposa y los hijos del segundo matrimonio; 7) que con mo-
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ción; y el Tribunal Superior de Tierras por sentencia. de 
fecha veintiuno de septiembre de mil novecientos cuarenta 
y seis declaró su incompetencia para conocer de dichas cues-
tiones; revocó una Decisión que había dictado el Juez de 
Jurisdicción Original en fecha doce de marzo del mismo 
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BOLETÍN JUDICIAL 	 591 

atribuida por una nueva ley esa competencia, el Tribunal 
de Tierras fué reapoderado debidamente de la causa y cele-
bró una audiencia en Jurisdicción Original, en fecha seis de 
junio de mil novecientos cuarenta y nueve, en la cual las 
partes por la mediación de los abogados que las representa-
ron, depositaron documentos, hicieron oir testigos, plan-
tearon los diversos aspectos de la litis ya avanzada ante los 
Tribunales Civiles, y presentaron sus conclusiones, las Jor-
ja de los Dolores Merino Acosta y compartes, según figuran 
reproducidas en el dispositivo de la sentencia que luego 
intervino, más adelante transcrita; y las de su contraparte, 
en el sentido de que se declarara válida y oponible a la 
mencionada Merino Acosta Viuda García, el acto de parti-
ción realizado por Manuel de Jesús Bonó en fecha veinti-
séis de agosto de mil novecientos treinta y nueve; se adju-
dicara la Parcela N° 121 de que se trata, de conformidad 
con lo dispuesto por la mencionada partición, "atribuyen-
do a las concluyentes las porciones de dicha Parcela que 
les fueron deslindadas en ejecución de esa partición por 
los agrimensores Enrique Curiel y Epifanio Espaillat, de 
conformidad con los planos"; y, se rechazara la reclamación 
de Merino Acosta Viuda García y compartes, sobre dicha 
Parcela, "ya que en la misma no le fueron atribuidos dere-
chos en la partición realizada por Manuel de Jesús Bonó"; 
9) que el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó 
sentencia en fecha veintiséis de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y seis mediante la cual estableció en relación 
con diversos aspectos de la litis, que no hay duda de que 
la Parcela de que se trata perteneció a Juan García Caste- • 
llanos; que la misma entra en el patrimonio de las dos ex-
tintas comunidades que existieron por sus respectivos ma-
trimonios con Merino Acosta y Dolores Rosario; que el acto 
de partición que invocan los García Rosario, no ha pasado 
de ser un simple proyecto y que el hecho de no haber fi-
gurado en el mismo todos los herederos, deja sin efecto la 
partición y conserva los bienes en estado de indivisión; "que, 
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en consecuencia, dicho acto es inexistente", sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, que el matrimonio cele-
brado entre los señores Juan o Juan Luciano García Cas-
tellanos y la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta 
el día veintinueve de julio de mil ochociento ochenta y cinco 
y solemnizado por el cura párroco de la Iglesia Parroquial 
de Sant:, Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la 
República Dominicana todos los electos jurídicos de un 
matrimonio válido, y en consecuencia, se declaran como 
hijos legítimos de este matrimonio las siguientes personas: 
Juan García Merino, Juan Justo García Merino, Manuel 
García Merino, Rogelio García Merino, Mercedes García 
Merino de Villa, Sofía García Merino de Fig-aéiras, Josefa 
B. de García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de 
Lirio y María Francisca Hilaria García Merino de Goldar; 
SEGUNDO: Que debe rechazar, como en efecto rechaza, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de Jorja 
Merino Acosta y de los hijos legítimos de ésta y el finado 
Juan o Juan Luciano García Castellanos, tendiente a que 
se ordene el registro del derecho de propiedad de la Parcela 
N° 121, del D. C. N° 15 de la Común de San Francisco de 
Macorís, sitios de "Cuaba" y "La Herradura", Provincia 
Duarte, en cincuenta por ciento (50%) de la parcela en 
favor de la señora Jorja Dolores Merino Acosta Viuda del 
señor Juan o Juan Luciano Carcía Castellanos, y el resto, 
en favor de los sucesores del finado Juan o Juan Luciano 
García Castellanos; TERCERO: Que debe declarar, como 
en efecto declara, que el matrimonio celebrado entre el 
señor Juan o Juan Luciano García Castellanos y la señora 
Dolores Amelia Rosario, en "Los Bejucos", San Francisco 
de Macorís, el día 21 de septiembre de 1918, debe producir 
todos los efectos jurídicos de un matrimonio putativo res-
pecto de la esposa señora Dolores Amelia Rosario, por ha-
ber actuado de buena fé, y de los hijos procreados por am-
bos, señoras Juana Antonia García de Saladín y Altagracia 

arfa de Jorge; CUARTO: Que debe rechazar, como en 
ecto rechaza, las conclusiones presentadas por las señoras 
uana A. García de Saladín y Altagracia M. García de 
orge, por improcedentes y mal fundadas; QUINTO: Que 

debe ordenar, como en efecto ordena, el registro del dere-
cho de propiedad de la Parcela N0 121, del Distrito Catas-
1 ral N° 15 de la Común de San Francisco de Macorís, sitios 
cíe "Cuaba" y "La Herradura", Provincia Duarte, y sus 
mejoras, en la siguiente forma y proporción: a) en favor 

Al la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta Vda. del 
¡señor Juan o Juan Luciano García Castellanos, la mitad de 
eta Parcela, o sean quince (15) hectáreas, setencinco (75) 
Áreas, treinta y cinco (35) Centiáreas; y b) en favor de la 
Señora Dolores Amelia Rosario Viuda del señor Juan o Juan 
T4uciano García Castellanos, el resto de dicha parcela, o 
sean quince (15) hectáreas, sesenticinco (65) Áreas, trein-
th.inco (35) Centiáreas"; 10) que de este fallo apelaron 
ambas partes oportunamente; 11 que por Decisión N 9  3 de 
echa trece de marzo de mil novecientos cuarenta y 
is, también el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
riginal falló en relación con otra Parcela, o sea, la Par-
la N° 45, del mismo Distrito Catastral N 9  15, de la co-
ún de San Francisco de Macorís, sentencia esta última, 

uyo dispositivo dice así: "En la Parcela N° 45 se ordena: 
a) no tomar en consideración la reclamación formulada 
por los. señores Elías, José, Julio, Elena, Altagracia y Luis 
Asilis y señora Chafica Teabry Viuda de Javier Asilís, 
tendiente a la inscripción de un gravamen, por haber desis-
tido estas personas de su reclamación; b) no tomar en con-
sideración la reclamación formulada por los herederos de 
los señores Manuel Polanco y Javier Asilís, por haber de-
sistido de su reclamación; c) el rechazo de la reclamación 
formulada por el señor Juan o Juan Luciano García Caste-
llanos (hoy sus sucesores), tendiente a que se registre en 
su favor el derecho de propiedad sobre cien (100) tareas 
de terreno dentro de esta parcela, reservándoles la oportu- 

4 
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en consecuencia, dicho acto es inexistente", sentencia cuyo 
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe 
declarar, como en efecto declara, que el matrimonio cele-
brado entre los señores Juan o Juan Luciano García Cas-
tellanos y la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta 
el día veintinueve de julio de mil ochociento ochenta y cinco 
y solemnizado por el cura párroco de la Iglesia Parroquial 
de Santz. Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la 
República Dominicana todos los electos jurídicos de un 
matrimonio válido, y en consecuencia, se declaran como 
hijos legítimos de este matrimonio las siguientes personas: 
Juan García Merino, Juan Justo García Merino, Manuel 
García Merino, Rogelio García Merino, Mercedes García 
Merino de Villa, Sofía García Merino de Figuéiras, Josefa 
B. de García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de 
Lirio y María Francisca Hilaria García Merino de Goldar; 
SEGUNDO: Que debe rechazar, como en efecto rechaza, por 
improcedentes y mal fundadas, las conclusiones de Jorja 
Merino Acosta y de los hijos legítimos de ésta y el finado 
Juan o Juan Luciano García Castellanos, tendiente a que 
se ordene el registro del derecho de propiedad de la Parcela 
N° 121, del D. C. N°  15 de la Común de San Francisco de 
Macorís, sitios de "Cuaba" y "La Herradura", Provincia 
Duarte, en cincuenta por ciento (50%) de la parcela en 
favor de la señora Jorja Dolores Merino Acosta Viuda del 
señor Juan o Juan Luciano Carcía Castellanos, y el resto, 
en favor de los sucesores del finado Juan o Juan Luciano 
García Castellanos; TERCERO: Que debe declarar, como 
en efecto declara, que el matrimonio celebrado entre el 
señor Juan o Juan Luciano García Castellanos y la señora 
Dolores Amelia Rosario, en "Los Bejucos", San Francisco 
de Macorís, el día 21 de septiembre de 1918, debe producir 
todos los efectos jurídicos de un matrimonio putativo res-
pecto de la esposa señora Dolores Amelia Rosario, por ha-
ber actuado de buena fé, y de los hijos procreados por am-
bos, señoras Juana Antonia García de Saladín y Altagracia 
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aria de Jorge; CUARTO: Que debe rechazar, como en 
ecto rechaza, las conclusiones presentadas por las señoras 
uana A. García de Saladín y Altagracia M. García de 

Jorge, por improcedentes y mal fundadas; QUINTO: Que 
debe ordenar, como en efecto ordena, el registro del dere-
cho de' propiedad de la Parcela N" 121, del Distrito Catas-
i' al N° 15 de la Común de San Francisco de Macorís, sitios 
de "Cuaba" y "La Herradura", Provincia Duarte, y sus 

-Inejoras, en la siguiente forma y proporción: a) en favor 
de la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta Vda. del__ 

4 lerior Juan o Juan Luciano García Castellanos, la mitad de 

1  esta Parcela, o sean quince (15) hectáreas, setencinco (75) 
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-ticinco (35) Centiáreas"; 10) que de este fallo apelaron 
ambas partes oportunamente; 11 que por Decisión N9 3 de 
echa trece de marzo de mil novecientos cuarenta y 
is, también el Tribunal , de Tierras de Jurisdicción 

Original falló en relación con otra Parcela, o sea, la Par- 
- la N9 45, del mismo Distrito Catastral N 9  15, de la co- 

ún de San Francisco de Macorís, sentencia esta última, 
cuyo dispositivo dice así: "En la Parcela N? 45 se ordena: 
a) no tomar en consideración la reclamación formulada 
por los. señores Elías, José, Julio, Elena, Altagracia y Luis 
Asilis y señora Chafica Teabry Viuda de Javier Asilís, 
tendiente a la inscripción de un gravamen, por haber desis-
tido estas personas de su reclamación; b) no tomar en con-
sideración la reclamación formulada por los herederos de 
los señores Manuel Polanco y Javier Asilís, por haber de-
sistido de su reclamación; c) el rechazo de la reclamación 
formulada por el señor Juan o Juan Luciano García Caste-
llanos (hoy sus sucesores), tendiente a que se registre en 
su favor el derecho de propiedad sobre cien (100) tareas 
de terreno dentro de esta parcela, reservándoles la oportu- 
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nidad de presentar sus medios de prueba ante el Tribunal 
Superior de Tierras, en el instante en que esta Decisión 
sea sometida al procedimiento de revisión o apelación qu e 

 indica la Ley; d) el registro del derecho de propiedad de 
50 tareas, equiValentes a 3 Hectáreas, 14 Arcas, 43 Centi-s 
áreas, dentro de esta parcela, y en el sitio donde está su 
posesión, en favor de la señora Rosa María Torres, domi-
nicana, mayor de edad, portadora de la cédula 482, serie 
57, domiciliada y residente en "Patao", San Francisco de 
Macorís; e) el registro del derecho de propiedad del resto 
de esta parcela, con sus mejoras, en favor de Marcos Bruno, 
dominicano, mayor de edad, agricultor, casado con Felipa 
Cabrera, domiciliada y residente en "Monte Negro", común 
de San Francisco de Macorís"; 12) que con fecha nueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta, los señores licenciado 
Fernando A. Chalas V., doctor J. Tancredo A. Peña López, 
actuando a nombre de Jorja de los Dolores Merino Acosta 
viuda García y compartes, sometieron al Tribunal Superior 
de Tierras una instancia acompañada de un acto de ratifi-, 
cación de venta hecha por Marcos Bruno en favor de Juan o 
Juan Luciano García Castellanos de las cien tareas de 
terreno antes mencionadas, pidiendo que en virtud de dicho 
acto les fueran "adjudicadas a los sucesores de Juan o 
Juan Luciano García Castellanos, de nacionalidad domini,. 
cana y de nacionalidad cubana"; 13) que al existir ante-

' riormente la litis de que se trata entre las dos sucesiones 
ya indicadas, respecto de los bienes dejados por el finado 
Juan o Juan Luciano García Castellanos, el Tribunal Supe-
rior de Tierras estimó que había una manifiesta conexidad 
entre el pedimento hecho en relación con la Parcela N° 45 y 
la apelación relativa a la Parcela N° 121, y en consecuencia, 
resolvió sobreseer el conocimiento de la instancia antes 
mencionada, para hacerlo conjuntamente con la referida 
apelación; .14) que de ambas cuestiones se conoció en au-
diencia de fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta 
en la cual las partes concluyeron en la siguiente forma: a) 

os Sucesores García Rosario en el sentido de que se revo-
ra la sentencia apelada, y se les atribuyera dentro de la 

arcela N9. 121 "la porción que les fué adjudicada en la 
artición celebrada el 25 de agosto de 1939 pór Manuel de 
esús Eonó" y respecto de la Parcela N° 45: "que también 
es sean atribuidas sus cien tareas", conclusiones éstas que 
luego fueron ratificadas en sus escritos de réplicas dentro 
de los plazos concedidos por 'el Tribunal; y b) los Suceso-
es García Merino a su vez concluyeron en el sentido de 

que se declarara la validez del matrimonio celebrado en 
Cuba y que se reconociera la calidad de hijos legítimos 
a los procreados por ese matrimonio; se ordenara la parti-
ción en la siguiente forma: el 50% de la Parcela N° 121, en 
avor de Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García 

y el resto de la Parcela, o sea el otro 50% en favor de los 
Sucesores de Juan Luciano García Castellanos, sus hijos le-
gítimos, los de nacionalidad cubana y los de nacionalidad 
dominicana, en partes iguales en las Parcelas 121 y 45; con-
clusiones éstas que luego por escrito de fecha treinta de ju-
nio de mil novecientos cincuenta fueron ratificadas, agregan-
do para mayor esclarecimiento lo siguiente: "Ieno en dos par-
tes iguales, esto es, el 50% para doña Jorja de los Dolores 
Merino Acosta, y el otro 50% para doña Dolores Amelia 
Rosario, como lo hace la sentencia de jurisdicción origi-
nal"; 15) que el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 
treintiuno de julio de mil novecientos cincuenta una senten-
cia en relación con el recurso de 'apelación y la referida 
instancia, mediante la cual estableció en relación con diver-
sos aspectos de la litis "que la alegada partición no fué eje-
cutada respecto de la señora Jorja de los Dclores Merino 
Acosta viuda García, ni ella estuvo presente ni fué debida-
mente representada al practicarse dicha partición, por lo 
cual debe declararse nula y sin ningún efecto", sentencia 
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Se rechaza, por improcedente y mal fundado, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 8 de diciembre 
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nidad de presentar sus medios de prueba ante el Trib 
Superior de Tierras, en el instante en que esta Decisi 
sea sometida al procedimiento de revisión o apelación qu 
indica la Ley; d) el registro del derecho de propiedad 
50 tareas, equiValentes a 3 Hectáreas, 14 Areas, 43 Cen 
áreas, dentro de esta parcela, y en el sitio donde está 
posesión, en favor de la señora Rosa María Torres, do 
nicana, mayor de edad, portadora de la cédula 482, se 
57, domiciliada y residente en "Patao", San Francisco d 
Macorís; e) el registro del derecho de propiedad del rest 
de esta parcela, con sus mejoras, en favor de Marcos Bruno, 
dominicano, mayor de edad, agricultor, casado con Felipa 
Cabrera, domiciliada y residente en "Monte Negro", común 
de San Francisco de Macorís"; 12) que con fecha nueve de 
febrero de mil novecientos cincuenta, los señores licenciado 
Fernando A. Chalas V., doctor J. Tancredo A. Peña López, 
actuando a nombre de Jorja de los Dolores Merino Acosta 
viuda García y compartes, sometieron al Tribunal Superior 
de Tierras una instancia acompañada de un acto de ratifi-
cación de venta hecha por Marcos Bruno en favor de Juan o 

Juan Luciano García Castellanos de las cien tareas de 
terreno antes mencionadas, pidiendo que en virtud de dicho 
acto les fueran "adjudicadas a los sucesores de Juan o 
Juan Luciano García Castellanos, de nacionalidad domini-
cana y de nacionalidad cubana"; 13) que al existir ante-

' riormente la litis de que se trata entre las dos sucesiones 
ya indicadas, respecto de los bienes dejados por el finado 
Juan o Juan Luciano García Castellanos, el Tribunal Supe-
rior de Tierras estimó que había una manifiesta conexidad 
entre el pedimento hecho en relación con la Parcela N" 45 y 
la apelación relativa a la Parcela N" 121, y en consecuencia, 
resolvió sobreseer el conocimiento de la instancia antes 
mencionada, para hacerlo conjuntamente con la referida 
apelación; '14) que de ambas cuestiones se conoció en au-

diencia de fecha dos de mayo de mil novecientos cincuent. 1 
 en la cual las partes concluyeron en la siguiente forma: a 
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os Sucesores García Rosario en el sentido de que se revo-
ra la sentencia apelada, y se les atribuyéra dentro de la 

arcela N. 121 "la porción que les fué adjudicada en la 
rtición celebrada el 25 de agosto de 1939 pór Manuel de 

esús Eonó" y respecto de la Parcela N" 45: "que también 
es sean atribuidas sus cien tareas", conclusiones éstas que 
uego fueron ratificadas en sus escritos de réplicas dentro 
de los plazos concedidos por 'el Tribunal; y b) los Suceso-

s García Merino a su vez concluyeron en el sentido de 
que se declarara la validez del matrimonio celebrado en 

ba y que se reconociera la calidad de hijos legítimos 
a los procreados por ese matrimonio; se ordenara la parti-
ción en la siguiente forma: el 50% de la Parcela N" 121, en 
avor de Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García 

y el resto de la Parcela, o sea el otro 50% en favor de los 
Sucesores de Juan Luciano García Castellanos, sus hijos le-
ítimos, los de nacionalidad cubana y los de nacionalidad 

dominicana, en partes iguales en las Parcelas 121 y 45; con-
clusiones éstas que luego por escrito de fecha treinta de ju-
nio de mil novecientos cincuenta fueron ratificadas, agregan-
do para mayor esclarecimiento lo siguiente: "Itrio en dos par-
tes iguales, esto es, el 50% para doña Jorja de los Dolores 
Merino Acosta, y el otro 50% para doña Dolores Amelia 
Rosario, como lo hace la sentencia de jurisdicción origi-
nal"; 15) que el Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 
treintiuno de julio de mil novecientos cincuenta una senten-
cia en relación con el recurso de 'apelación y la referida 
Instancia, mediante la cual estableció en relación con diver-
sos aspectos de la litis "que la alegada partición no fué eje-
cutada respecto de la señora Jorja de los Dolores Merino 
Acosta viuda García, ni ella estuvo presente ni fué debida-
mente representada al practicarse dicha partición, por lo 
cual debe declararse nula y sin ningún efecto", sentencia 
cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Se rechaza, por improcedente y mal fundado, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 8 de diciembre 
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San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "La Herra- 
dura", Provincia Duarte, en la_ siguiente forma:- el 50% 

. (cincuenta por ciento) de la Parcela en favor de la señora 
Jorja Dolores Merino Acosta Viuda del señor Juan Luciano 
García Castellanos, y el resto, en favor de los Sucesores del 
finado Juan Luciano García Castellanos; y de 100 tareas 
dentro de la Parcela N" 45 del mismo Distrito Catastral, en 
igual forma; Tercero: Que debe declarar, como al efecto 
declara, que el matrimonio celebrado entre Juan García 
Castellanos y la señora Dolores Amelia Rosario, celebrado 
en "Los Bejucos", San Francisco de Macorís, el día 21 de 
septiembre del año 1918, debe producir todos los efectos 
jurídicos de un matrimonio putativo respecto de la esposa, 
señora Dolores Amelia Rosario y de los hijos procreados 
por ambos, señora Juana Antonia García de Saladín y 
Altagracia María García de Jorge; Cuarto: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, nula y sin ningún valor ni efec-

. to, la partición realizada por el señor Manuel de Jesús Bo-
nó en fecha 26 de agosto de 1939, de los bienes relictos por 
el finado Juan García -  Castellanos; Quinto: Que debe orde-
nar, corno al efecto ordena, el registro del derecho de pro-
piedad de la Parcela N 9  45 del Distrito Catastral N° 15 de 
la Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" 
y "La Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente for-
ma: 3- hectáreas, 14 áreas, 43 centiáreas, equivalentes a 50 
tareas, en 'favor de Rosa María Torres, dominicana, mayor 
de edad, domiciliada y residente en "Patao", Común de 
San Francisco de Macorís; a) 6 hectáreas, 28 áreas, 86.3 
centiáreas, equivalentes a cien (100) tareas, en la siguiente 
forma: la mitad en favor de la señora Jorja de los Dolores 
Merino Viuda García, mayor de edad, cubana, domiciliada 
y residente en la población de Samá, Oriente, República 
de Cuba; una cuarta parte en favor de la señora Dolores 
Rosario Viuda García o sus sucesores, residentes en San 
Francisco de Macorís, Provincia Duarte; y la cuarta parte 

• restante, por partes iguales, en favor de los sucesores del 

11 
4 

1. 

del 1949 por las señoras Juana Antonia García de Saladín 
y Altagracia María García de Jorge, contra la Decisión 
N? 1, de fecha 26 de noviembre de 1949, dictada por el Tri-
bunal de Jurisdicción Original, en relación .con la Parcela 

N° 121 del Distrito Catastral N °  15 de la Común de San 
Frahcisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "I Herradura", 
Provincia Duarte; SEGUNDO: Se acoge en parte, el recurso 
de apelación interpuesto en fecha 15 de diciembre de 1949, 
contra la misma Decisión, por los señores Jorja de los Do-
lores Merino Acosta Viuda García, Juan García Merino, 
Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, Rogelio 
García Merino, Mercedes García Merino de Villa, Sofía Ge-
rónima García Merino de Figuéiras, Josefa Bernardo. Gar-
cía Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio y 
Maria Francisca Hilarla Garcia de Goldar; TERCERO: 
Se modifica la Decisión antes mencionada, cuyo dispositivo 
será el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como al 
efecto declara, que el matrimonio celebrado entre los seño-
res Juan Luciano García Castellanos y la señora Jorja de 
los Dolores Merino Acosta, el día 29 de julio del año 1885 
y solemnizado'por el cura párroco de la Iglesia Parroquial 
de Santa Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la 
República Dominicana todos los efectos jurídicos de un ma-
trimonio válido, y en consecuencia, se declaran como hijos -
legítimos de este matrimonio las siguientes personas: Juan 
Garcia Merino, Juan Justo García Merino, Manuel García-
Merino, Rogelio García Merino, Mercedes García Merino de 
Villa; Sofía García Merino de Figuéiras, Josefa Bernard 
García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio y 
María Francisca Hilaría García Merino de Goldar; Segundo: 
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por improce-
dentes y mal fundadas, las conclusiones de Jorja de los Do- . 

lores Merino Acosta Viuda García y de los hijos legítimos 
de ésta y el finado Juan García Castellanos, tendientes a 
que se ordene el registro del derecho de propiedad de la 
Parcela N 9  121, del Distrito Catastral N915, de la Común de 
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del 1949 por las señoras Juana Antonia García de Saladín 
y Altagracia María García de Jorge, contra la Decisión 
N9  1, de fecha 26 de noviembre de 1949, dictada por el Trj_ 
bunal de Jurisdicción Original, en relación con la Parcela 
N° 121 del Distrito Catastral N9 15 de la Común de San 
Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "La Herradura", 
Provincia. Duarte; SEGUNDO: Se acoge en parte, el recurso 
de apelación interpuesto en fecha 15 de diciembre de 1949, 
contra la misma Decisión, por los señores Jorja de los Do- 
lores Merino Acosta Viuda García, Juan García Merino, 
Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, Rogelio 
García Merino, Mercedes García Merino de Villa, Sofía Ge- 
rónima García Merino de Figuéiras, Josefa Bernarda Gar-
cía Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio y 
Maria Francisca Hilaría Garcia de Goldar; TERCERO: 
Se modifica la Decisión antes mencionada, cuyo dispositivo 
será el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como al 
efecto declara, que el matrimonio celebrado entre los seño-
res Juan Luciano García Castellanos y la señora Jorja de 
los Dolores Merino Acosta, el día 29 de julio del año 1885 
y solemnizado' porel cura párroco de la Iglesia Parroquial 
de Santa Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la 
República Dominicana todos los efectos jurídicos de un ma-
trimonio válido, y en consecuencia, se declaran como hijos 
legítimos de este matrimonio las siguientes personas: Juan . 
Garcia Merino, Juan Justo García Merino, Manuel García 
Merino, Rogelio García Merino, Mercedes García Merino de ji 

 Villa; Sofía García Merino de Figuéiras, Josefa Bernardaz 
García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio y 
María Francisca Hilarla García Merino de Goldar; Segundo: 
Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por improce-
dentes y mal fundadas, las conclusiones de Jorja de los Do-
lores Merino Acosta Viuda García y de los hijos legítimos 
de ésta y el finado Juan García Castellanos, tendientes a 
que se ordene el registro del derecho de propiedad de la 
Parcela N 9  121, del Distrito Catastral N 9  15, de la Común de 
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San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "La Herra-
dura", Provincia Duarte, en la_ siguiente forma:- el 50% 
(cincuenta por ciento) de la Parcela en favor de la señora 
Jorja Dolores Merino Acosta Viuda del señor Juan Luciano 
García Castellanos, y el resto, en favor de los Sucesores del 
finado Juan Luciano García Castellanos; y de 100 tareas 
dentro de la Parcela N" 45 del mismo Distrito Catastral, en 
igual forma; Tercero: Que debe declarar, como al efecto 
declara, que el matrimonio celebrado entre Juan García 
Castellanos y la señora Dolores Amelia Rosario, celebrado 
en "Los Bejucos", San Francisco de Macorís, el día 21 de 
septiembre del año 1918, debe producir todos los efectos 
jurídicos de un matrimonio putativo respecto de la esposa, 
señora Dolores Amelia Rosario y de los hijos procreados 
por ambos, señora Juana Antonia García de Saladín y 
Altagracia María García de Jorge; Cuarto: Que debe decla- 
rar, como al efecto declara, nula y sin ningún valor ni efec- 
to, la partición realizada por el señor Manuel de Jesús Bo- 
tó en fecha 26 de agosto de 1939, de los bienes relictos por 

: el finado Juan García -  Castellanos; Quinto: Que debe orde- 
nar, como al efecto ordena, el registro del derecho de pro- 
piedad de la Parcela N° 45 del Distrito Catastral N° 15 de 
la Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" 

"La Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente for- 
ma: 3- hectáreas, 14 áreas, 43 centiáreas, equivalentes a 50 
tareas, en 'favor de Rosa María Torres, dominicana, mayor 
de edad, domiciliada y residente en "Patao", Común de 
San Francisco de Macorís; a) 6 hectáreas, 28 áreas, 86.3 
centiáreas, equivalentes a cien (100) tareas, en la siguiente 
forma: la mitad en favor de la señora Jorja de los Dolores 
Merino Viuda García, mayor de edad, cubana, domiciliada 
y residente en la población de Samá, Oriente, República 
de Cuba; una cuarta parte en favor de la señora- Dolores 
Rosario Viuda García o sus sucesores, residentes en San 
Francisco de Macorís, Provincia Duarte; y la cuarta parte 
restante, por partes iguales, en favor de los sucesores del 
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finado Juan García Castellanos, señores Juan García Meri-
no, Manuel García Merino, Juan Justo García Merino, Ro-
gelio García Merino, de nacionalidad cubana. 'mayores d e 

 edad, solteros, residentes en la población de Samá, Pro-
vincia de Oriente, República Cuba; Sofía Gerónima Gar. 
cía Merino de Figuéiras, residente en Banes, Provincia de 
Oriente, República de Cuba; Josefa Bernarda García Merino 
mayor de edad, de nacionalidad cubana, soltera, residente 
en Banes, Provincia de Oriente, República de Cuba; Cruz 
Alejandrina García Merino de Lirio, mayor de edad, de na-
cionalidad cubana, casada con Carlos Lirio, mayor de edad, 
de nacionalidad cubana, residente en Banes, Provincia d 
Oriente, República de Cuba; 'María Francisca Hilaria Gar 
cía Merino de Goldar, mayor de edad, de nacionalidad cuba . . 
na, casada con José Goldar, residente en San Francisco de 
Macorís, Provincia Duarte, República Dominicana; Juana : 

Antonia García de Saladín, mayor de edad, dominicana, 
casada con el Dr. Leonte Saladín M. y Altagracia Mari 
García de Jorge, mayor de edad, dominicana, casada co 
Antonio Jorge Moreno, ambas residentes en San Franci 
de Macorís; b) el resto de la 'Parcela, en favor' del señor 
Marcos Bruno, dominicano mayor de edad, casado, con Fe 
lipa Cabrera, residente en "Monte Negro", San Francisco 
de Macorís, Provincia Duarte; Sexto: Que debe ordenar, 
como al efecto ordena, el registro del derecho de propiedad 
de la Parcela N9 121, del Distrito Catastral N" 15 de la 
Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y 
"La Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente forma: 
a) la mitad o sea 15 hectáreas, 65 áreas, 35.5 centiáreas, 
en favor de la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta 
Viuda García, mayor de edad, de nacionalidad cu-
bana, domiciliada y residente en la población de Samá, 
Provincia de Oriente, República de Cuba; b) una cuarta 
parte, o sea 7 hectáreas, 82 áreas, 67.7 centiáreas, en favor 
de la señora Dolores Rosario Viuda García, o sus sucesores, 
residentes en San Francisco de Macorís. Provincia Duarte; 
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y c) la otra cuarta parte, en favor de los sucesores del 
finado Juan García Castellanos, señores Juan García Meri-
no, Manuel García Merino, Juan Justo García Merino, Ro-
gelio García Merino, Mercedes García Merino de Villa; So-
fía Geróninia García Merino de Figuéiras, Josefa Bernarda 
García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, 

EK María Francisca Hilaría García Merino de Goldar, Juana 
Antonio García de Saladín y Altagracia María Jorge, de ge- 
nerales dadas"; 16) que no conformes con esa decisión las 
señoras Juana Antonia García de Saladín y Altagracia Ma- 
ría Jorge interpusieron recurso de casación, y por sentencia 
del veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
uno, se casó dicho fallo y envió nuevamente el asunto por 
ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; 17) que dicho 
Tribunal Superior de Tierras por su Decisión N° 7 de fecha 
once de febrero de mil novecientos cincuenticuatro, ordenó, 
a petición de ambas partes reclamantes, una información tes-
timonial sobre los hechos articulados en su dispositivo, re-
servando, en cada caso, la prueba contraria a la otra parte; 
18) que por la misma Decisión se fijó la audiencia del veinti-
uno de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro, para rea-
lizar dicho informativo, el cual, por razones atendibles no 
tuvo efecto en esa fecha, y los interesados estuvieron de 
acuerdo en,que se propusiera la audiencia "para otro día, a 
fin de que se citen los testigos de ambas partes", y fijada 
nuevamente la audiencia para el día 2 del mes de junio del 
año 1954, tuvo efecto pública y contradictoriamente; 19) que 
en dicha audiencia las partes ratificaron sus conclusiones 
y en la sentencia que luego intervino se dió por establecido 
que Juan Luciano García Castellanos fué dueño hasta su 
muerte de la Parcela No 121 y de las cien tareas de que se 
trata en la Parcela N 9  45; que no han sido objeto de con-
tradicción entre las partes interesadas la válidez del ma-
trimonio celebrado en Cuba, ni la legitimidad de los hijos 
procreados por ese matrimonio, así como tampoco, la decla-
ración de que el matrimonio celebrado en la República Do- 
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finado Juan García Castellanos, señores Juan García Meri. 
no, Manuel García Merino, Juan Justo García Merino, Ro-
geno García Merino, de nácionalidad cubana. mayores 
edad, solteros, residentes en la población de Samá, Pro• 
vincia de Oriente, República Cuba; Sofía Gerónima Gar., 
cía Merino de Figuéiras, residente en Banes, Provincia de 
Oriente, República de Cuba; Josefa Bernarda García Merino. 
mayor de edad, de nacionalidad cubana, soltera, residente 
en Banes, Provincia de Oriente, República de Cuba; Cruz 
Alejandrina García Merino de Lirio, mayor de edad, de na-
cionalidad cubana, casada con Carlos Lirio, mayor de edad, 
de nacionalidad cubana, residente en Banes, Provincia d 
Oriente, República de Cuba; 'María Francisca Hilarla Gat 
cía Merino de Goldar, mayor de edad, de nacionalidad cuba 
na, casada con José Goldar, residente en San Francisco de 
Macorís, Provincia Duarte, República Dominicana; Juana 
Antonia García de Saladín, mayor de edad, dominicana, 
casada con el Dr. Leonte Saladín M. y Altagracia María 
García de Jorge: mayor de edad, dominicana, casada con 
Antonio Jorge Moreno, ambas residentes en San Francisco 
de Macorís; b) el resto de la Parcela, en favor del señor 
Marcos Bruno, dominicano mayor de edad, casado, con Fe-
lipa Cabrera, residente en "Monte Negro", San Franciscl 
de Mácorís, Provincia Duarte; Sexto: Que debe ordenar 
como al efecto ordena, el registro del derecho de propiedad  
de la Parcela N° 121, del Distrito Catastral N° 15 de i r.  

Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" 
"Ea Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente forma 
a) la mitad o sea 15 hectáreas, 65 áreas, 35.5 centiáreas. 
en favor de la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta 
Viuda García, mayor de edad, de nacionalidad cu-
bana, domiciliada y residente en la población de Samá,' 
Provincia de Oriente, República de Cuba; b) una cuarta 
parte, o sea 7 hectáreas, 82 áreas, 67.7 centiáreas, en favor 
de la señora Dolores Rosario Viuda García, o sus sucesores; 
residentes en San Francisco de Macorís, Provincia Duarte; 

y c) la otra cuarta parte, en favor de los sucesores del 
finado Juan García Castellanos, señores Juan García Meri-
no, Manuel García Merino, Juan Justo García Merino, Ro-
gelio García Merino, Mercedes García Merino de Villa; So-
fía Gerónima García Merino de Figuéiras, Josefa Bernarda 
García Merino, Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, 
María Francisca Hilarla García Merino de Goldar, Juana 
Antonio García de Saladín y Altagracia María Jorge, de ge-
nerales dadas"; 16) que no conformes con esa decisión las 
señoras Juana Antonia García de Saladín y Altagracia Ma-
ría Jorge interpusieron recurso de casación, y por sentencia 
del veintisiete de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
uno, se casó dicho fallo y envió nuevamente el asunto por 
ante el mismo Tribunal Superior de Tierras; 17) que dicho 
Tribunal Superior de Tierras por su Decisión N° 7 de fecha 
once de febrero de mil novecientos cincuenticuatro, ordenó, 
a petición de ambas partes reclamantes, una información tes-
timonial sobre los hechos articulados en su dispositivo, re-
servando, en cada caso, la prueba contraria a la otra parte; 
18) que por la misma Decisión se fijó la audiencia del veinti-
uno de abril de mil novecientos cincuenta y cuatro, para rea-
lizar dicho informativo, el cual, por razones atendibles no 
tuvo efecto en esa fecha, y los interesados estuvieron de 
acuerdo en.que se propusiera la audiencia "para otro día, a 
fin de que se citen los testigos de ambas partes", y fijada 
nuevamente la audiencia para el día 2 del mes de junio del 
año 1954, tuvo efecto pública y contradictoriamente; 19) que 
en dicha audiencia las pártes ratificaron sus conclusiones 
y en la sentencia que luego intervino se dió por establecido 
que Juan Luciano García Castellanos fué dueño hasta su 
muerte de la Parcela NI> 121 y de las cien tareas de que se 
trata en la Parcela N° 45; que no han sido objeto de con-
tradicción entre las partes interesadas la válidez del ma-
trimonio celebrado en Cuba, ni la legitimidad de los hijos 
procreados por ese matrimonio, así como tampoco, la decla-
ración de que el matrimonio celebrado en la República Do- 
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minicana debe producir los efectos jurídicos de un matri-
monio nulo contraído de buena fé respecto de la señora 
Rosario y ni la calidad de hijos legítimos atribuida a lo s 

 procreados por este último matrimonio, por lo cual se debe 
confirmar en esos aspectos adoptando sus motivos, la sen-
tencia apelada dictada el veintiséis de noviembre de mil 
novecientos cuarenta y nueve; que la partición realizada el 
veintiséis de agosto de mil novecientos treinta -y nueve por 
Manuel de Jesús Bonó es nula y sin ningún valor ni efecto, 
por ausencia en dicho acto de la señora Merino -viuda Gai -
cíay de uno de sus hijos de nombre Manuel García Merino; 
que no es cierto "que todos los herederos han entrado en 
la posesión real de los bienes muebles e inmuebles que le 
fueron atribuidos (en dicha partición), ni que "a cada uno 
de ellos le fué entregado el correspondiente croquis de la 
mensura practicada"; que, la partición debe hacerse en la 
siguiente forma: "La mitad de los bienes habidos hasta el 
día de las segundas nupcias en favor de Jorja- de los Dolo-
res Merino Acosta y la otra mitad, agregados íos ganancia-
les a partir de entonces: en 50% para Dolores Amelia Rosa-

rio y el otro 50%, entre los hijos procreados en ambos ma-
trimonies"; 20) que el dispositivo de dicha sentencia, dicta - 

da en 'fecha catorce de diciembre de mil novecientos cin-

cuenta y cuatro por el Tribunal Superior de Tierras, es e! J: 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improce 
dente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 8 de diciembre de 1949 por las señoras Juana An-
'torta García de Saladin y Altagracia María - García • de 
Jorge, contra la decisión N9  1 de fecha 26 de noviembre de 
1949, dictada por el Tribunal de Jurisdicción Original, en 

relación con la Parcela N 9  121 del Distrito Catastral 1\1° 1'3 
de la Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" 
y "La Herradura", Provincia Duarte; SEGUNDO: Se acoge 
en parte del recurso de apelación interpuesto en fecha 15 de 
diciembre de 1949, contra la misma Decisión, por Jorja de 
los Dolores Merino Acosta Viuda García, Juan García Me- 

rino, Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, 
Rogelio García Merino, Mercedes García Merino de Villa, 
Sofía Gerónima García Merino, Mercedes García Merino 
de Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, Cruz Ale-
jandrina García Merino de Lirio y María Francisca Hilaría 
García Merino de Goldar; TERCERO: Se ordena la trans-

'.' ferencia de la porción adjudicada a Rosa María Torres en 
favor de Telésforo Canillera Hernández; CUARTO: Se mo-
difica la Decisión antes mencionada, cuyo dispositivo será 
el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como al efecto 
declara, que el matrimonio celebrado entre los señores Juan •L 
Luciano García Castellanos y la señora Jorja de los Dolo-
res Merino Acosta, el día 29 de julio del año 1885, y solem-
nizado por el cura Párroco de la Iglesia Parroquial de Santa 
Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la Repúbli-
ca Dominicana, -todos los efectos de un matrimonió válido, 
y en consecuencia, se declaran como hijos legítimos de este 
matrimonio, las siguientes personas: Juan Gapeía Merino, 
Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, Rogelio 
García Merino, Mercedes García Merino de Villa, Sofía 
García Merino de Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, 
Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, y María Fran-
cisca Hilaria García Merino de Goldar; Segundo: Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, por improcedente y mal 
fundadas, las conclusiones de Jorja Merino Acosta y de los 
hijos legítimos de ésta y del finado Juan García Castellanos, 
tendientes a que se ordene el registro del derecho de pro-
piedad zie la Parcela No 121. del Distrito Catastral N 9  15 
de la Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Gua-
ba" y "La Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente 

'forma: El) 50% (cincuenta por ciento) de la Parcela en 
favor de la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta viuda 
del señor Juan Luciano García Castellanos, y el resto, en 
favor de los Sucesores del finado Juan Luciano García Cas-
tellanos; y de 100 (cien) tareas dentro de la Parcela N 9 

 45 del mismo Distrito Catastral, en igual forma; Tercero: 
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minicana debe producir los efectos jurídicos de un matri-
monio nulo contraído de buena fé respecto de la señora 
Rosario y ni la calidad de hijos legítimos atribuida a lo s 

 procreados por este último matrimonio, por lo cual se debe 
confirmar en esos aspectos adoptando sus motivos, la sen-
tencia apelada dictada el veintiséis de noviembre de mil 
novecientos cuarenta y nueve; que la partición realizada el 
veintiséis de agosto de mil novecientos treinta -y nueve por 
Manuel de Jesús Bonó es nula y sin ningún valor ni efecto, 
por ausencia en dicho acto de la señora Merino -viuda Gar-
cía y de uno de sus hijos de nombre Manuel García Merino; 
que no es cierto "que todos los herederos han entrado en 
la posesión real de los bienes muebles e inmuebles que le 
fueron atribuidos (en dicha partición), ni que "a cada uno 
de ellos ie fué entregado el correspondiente croquis de la 
mensura practicada"; que, la partición debe hacerse en la 
siguiente forma: "La mitad de los bienes habidos hasta el 
día de las segundas nupcias en favor de Jorja de los Dolo-
res Merino Acosta y la otra mitad, agregados los ganancia- 41-
les a partir de entonces: en 50% para Dolores Amelia Rosa-
rio y el otro 50%, entre los hijos procreados en ambos ma-
trimonios"; 20) que el dispositivo de dicha sentencia, dicta-
da en 'fecha catorce de diciembre de mil novecientos cin -

cuenta y cuatro por el Tribunal Superior de Tierras, es e 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por improce-
dente y mal fundado, el recurso de apelación interpuesto - 
en fecha 8 de diciembre de 1949 por las señoras Juana An-,, 
torda García de Saladin y Altagracia María - García • 
Jorge, contra la decisión N9  1 de fecha 26 de noviembre de 
1949, dictada por el Tribunal de Jurisdicción Original, en 
relación con la Parcela NQ 121 del Distrito Catastral N^ 15 
de la Común de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" 
y "La Herradura", Provincia Duarte; SEGUNDO: Se acoge 
en parte del recurso de apelación interpuesto en fecha 15 d ° 
diciembre de 1949, contra la misma Decisión, por Jorja de 

los Dolores Merino Acosta Viuda García, Juan García Me- 
• 

tino, Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, 
Rogelio García Merino, Mercedes García Merino de Villa, 
Sofía Gerónima García Merino, Mercedes García Merino 
de Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, Cruz Ale-
jandrina García Merino de Lirio y María Francisca Hilaría 
García Merino de Goldar; TERCERO: Se ordena la trans-
ferencia de la porción adjudicada a Rosa María Torres en 
favor de Telésforo Cunillera Hernández; CUARTO: Se mo 
difica la Decisión antes mencionada, cuyo dispositivo será 
el siguiente: 'Primero: Que debe declarar, como al efecto 
rleclara, que el matrimonio celebrado entre los señores Juan 
Luciano García Castellanos y la señora Jorja de los Dolo-

' res Merino Acosta, el día 29 de julio del año 1885, y solem-
nizado por el cura Párroco de la Iglesia Parroquial de Santa 
Florentina del Retrete, en Cuba, producirá en la Repúbli-
ca Dominicana, -todos los efectos de un matrimonió válido, 
y en consecuencia, se declaran como hijos legítimos de este 
matrimonio, las siguientes personas: Juan García Merino, 
Juan Justo García Merino, Manuel García Merino, Rogelio 
García Merino, Mercedes -  García Merino de Villa, Sofía 
García Merino de Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, 
Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, y María Fran-
cisca Hilaría García Merino de Goldar; Segundo: Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, por improcedente y mal 
fundadas, las conclusiones de Jorja Merino Acosta y de los 
hijos legítimos de ésta y del, finado Juan García Castellanos, 
tendientes a que se ordene el registro del derecho de pro-
piedad de la Parcela 1\1 9  121. del Distrito Catastral N°  15 , 
de la Común de San Francisco de Macorís, sitios de «Gua-
ba" y "La Herradura", Provincia Duarte, en la siguiente 

-forma: Ell 50% (cincuenta por ciento) de la Parcela en 
favor de la señora Jorja de los Dolores Merino Acosta viuda 
del señor Juan Luciano García Castellanos, y el resto, en 
favor de los Sucesores del finado Juan Luciano García Cas-
tellanos; y de 100 (cien) tareas dentro de la Parcela N• 
45 del mismo Distrito Catastral, en igual forma; Tercero: 
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Que debe declarar, como al efecto declara, que el matrimo. 
nio celebrado entre el señor Juan García Castellanos y l a 

 lseñora Dolores Amellia Rosario, celebrado en "Los Be. 
jucos", San Francisco de Macorís, el día 21 de septiembre 
del año 1918, debe producir todos los efectos civiles de un 
matrimonio nulo, pero contraído de buena fé, respecto de 
la esposa, señora Dolores Amelia Rosario, y de los hijos 
procreados por ambas, señora Juana Antonia García de 
Saladín y Altagracia María de Jorge; Cuarto: Que debe 
declarar, como al efecto declara, nula y sin ningún valor 
ni efecto, la partición realizada por el señor Manuel de Je-
sús Bonó, en fecha 25 de agosto de 1939, de los bienes 
relic tos por el finado Juan García Castellanos; Quinto: Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del dere-
cho de propiedad de la Parcela N9  121, del Distrito Catas-
tral N° 15 de la Común de San Francisco de Macorís, sitios 
de "Guaba" y "La Herradura", Provincia Duarte, en la si- 
guiente forma: a) 3 hectáreas, 14 áreas, 43 centiáreas, equi- 
valentes a 50 tareas, en favor de Zflésforo Gunillera Her- 
nández, dominicano, mayor de eld, agricultor, portador 
de la cédula personal N9  4100, serie 56, domiciliado y re- 
sidente en la sección de "San Felipe", Común de Pimentel; 
b) 6 hectáreas, 28 áreas, 86.3 centiáreas, equivalentes a 
100 tareas, en la siguiente forma: la mitad en favor de la 
señora Jorja de los Dolores Merino viuda García, mayor 
de edad, cubana, domiciliada y residente en la población de 
Samá, Oriente, República de Cuba; una cuarta parte en fa- 
vor de la señora Dolores Rosario Viuda García o sus Suce- 
sores, residentes en San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte; y la cuarta parte restante, por partes iguales, en 
favor de los Sucesores del finado Juan García Castellanos, 
señores Juan García Merino, Manuel García Merino, Juan 
Justo García Merino, Rogelio Garcíá-  Merino, de nacionali- 
dad cubana, mayores de edad, solteros, residentes en la 
población de Samá, Provincia de Oriente, República de 
Cuba; Mercedes García Merino de Villa, mayor de edad, 

casada con Diego Villa, de nacionalidad cubana, residente 
en "Cañandón", Provincia de Oriente, República de Cuba; 
Sofía Gerónima García Merino de Figuéiras> mayor de 
edad, de nacionalidad cubana, casada con Andrés Figuéiras, 
de nacionalidad cubana, residente en "Banes", Provincia 
de Oriente, República de Cuba; Josefa Bernarda García 
Merino, mayor de edad, de nacionalidad cubana, soltera, re-
sidente en "Banes", Provincia de Oriente, República de 
Cuba; Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, mayor de 
edad, de nacionalidad cubana, casada con Carlos Lirio, re-
sidente en "Banes", Provincia de Oriente, República de 
Cuba; María Francisca Hilaria García Merino de Goldar, 
mayor de edad, de nacionalidad cubana, casada con José 
Goldar, residente en San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte, República Dominicana; Juana Antonia García de 
Saladín, mayor de edad, dominicana, casada con el Dr. Leon-

.; te Saladín M., y Altagracia María García de Jorge, mayor 

.1 de edad, dominicana, casada con Antonio Jorge Moreno, 
ambas residentes en San Francisco de Macorís; c) el resto 
de la parcela, en favor del señor Marcos Bruno, domini- 
cano, mayor de edad, casado con Felipa Cabrera, residente 
en "Monte Negro", San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte; Sexto: Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
el registro del derecho de propiedad de la Parcela N 9  121 
del Distrito Catastral N^ 15 de la Común de San Francisco 
de Macorís, sitios de "Guaba" y "La Herradura", Provin- 
cia Duarte, en la siguiente forma: a) la mitad o sea 15 
hectáreas, 65 áreas, 35.5 centiáreas, en favor de la señora 
Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García, mayor 
de edad, de nacionalidad cubana, domiciliada y residente 
en la población de Samá, Provincia de Oriente, República de 
Cuba; b) una cuarta parte, o sea 7 hectáreas, 82 áreas, 
67.7 centiáreas, en favor de la señora Dolores Rosario Viu- 
da García, o sus sucesores, residentes en San Francisco de 
Macorís, Provincia Duarte; y c) la otra cuarta parte, en 
favor de los sucesores del finado Juan García Castellanos, 
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Que debe declarar, como al efecto declara, que el matrim 
nio celebrado entre el señor Juan García Castellanos y 

Señora Dolores Amelia Rosario, celebrado en "Los P, 
jucos", San Francisco de Macorís, el día 21 de septiem' 
del año 1918, debe producir todos los efectos civiles de 
matrimonio nulo, pero contraído de buena fé, respecto 
la esposa, señora Dolores Amelia Rosario, y de los h 
procreados por ambas, señora Juana Antonia García de 
Saladín y Altagracia María de Jorge; Cuarto: Que debe 
declarar, como al efecto declara, nula y sin ningún valor 
ni efecto, la partición realizada por el señor Manuel de Je-
sús Sonó, en fecha 25 de agosto de 1939, de los bienes 
relic tos por el finado Juan García Castellanos; Quinto: Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, el registro del dere-
cho de propiedad de la Parcela N° 121, del Distrito Catas-
tral N° 15 de la Común de San Francisco de Macorís, sitios 
de "Guaba" y "La Herradura", Provincia Duarte, en la si-
guiente forma: a) 3 hectáreas, 14 áreas, 43 centiáreas, equi- 
valentes a 50 tareas, en favor de-.2",elésforo Gunillera Her-
nández, dominicano, mayor de ea'ad, agricultor, portador 
de la cédula personal N9 4100, serie 56, domiciliado y re- - 

 sidente en la sección de "San Felipe", Común de Pimentel; 
b) 6 hectáreas, 28 áreas, 86.3 centiáreas, equivalentes a 
100 tareas, en la siguiente forma: la mitad en favor de la 
señora Jorja de los Dolores Merino viuda García, mayor 
de edad, cubana, domiciliada y residente en la población de 
Samá, Oriente, República de Cuba; una cuarta parte en fa-
vor de la señora Dolores Rosario Viuda García o sus Suce-
sores, residentes en San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte; y la cuarta parte restante, por partes iguales, en 
'favor de los Sucesores del finado Juan García Castellanos, 
señores Juan García Merino, Manuel García Merino, Juan 
Justo García Merino, Rogelio García Merino, de nacionali-
dad cubana, mayores de edad, solteros, residentes en la 
población de Samá, Provincia de Oriente, República de 
Cuba; Mercedes García Merino de Villa, mayor de edad, 
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casada con Diego Villa, de nacionalidad cubana, residente 
en "Cañandón", Provincia de Oriente, República de Cuba; 
Sofía Gerónima García Merino de Figuéiras> mayor de 
edad, de nacionalidad cubana, casada con Andrés Figuéiras, 
de nacionalidad cubana, residente en "Banes", Provincia 
de Oriente, República de Cuba; Josefa Bernarda García 
Merino, mayor de edad, de nacionalidad cubana, soltera, re-
sidente en "Banes", Provincia de Oriente, República de 
Cuba; Cruz Alejandrina García Merino de Lirio, mayor de 
edad, de nacionalidad cubana, casada con Carlos Lirio, re-
sidente en "Banes", Provincia de Oriente, República de 
Cuba; María Francisca Hilaria García Merino de Goldar, 
mayor de edad, de nacionalidad cubana, casada con José 
Goldar, residente en San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte, República Dominicana; Juana Antonia García de 
Saladín, mayor de edad, dominicana, casada con el Dr. Leon-
te Saladin M., y Altagracia María García de Jorge, mayor 
de edad, dominicana, casada con Antonio Jorge Moreno, 
ambas residentes en San Francisco de Macorís; c) el resto 
de la parcela, en favor del señor Marcos Bruno, domini-
cano, mayor de edad, casado con Felipa Cabrera, residente 
en "Monte Negro", San Francisco de Macorís, Provincia 
Duarte; Sexto: Que debe ordenar, como al efecto ordena, 
el registro del derecho de propiedad de la Parcela N 9  121 
del Distrito Catastral N^ 15 de la Común de San Francisco 
de Macorís, sitios de "Guaba" y "La Herradura", Provin-
cia Duarte, en la siguiente forma: a) la mitad o sea 15 
hectáreas, 65 áreas, 35.5 centiáreas, en favor de la señora 
Jorja de los Dolores Merino Acosta Viuda García, mayor 
de edad, de nacionalidad cubana, domiciliada y residente 
en la población de Samá, Provincia de Oriente, República de 
Cuba; b) una cuarta parte, o sea 7 hectáreas, 82 áreas, 
67.7 centiáreas, en favor de la señora Dolores Rosario Viu-
da García, o sus sucesores, residentes en San Francisco de 
Macorís, Provincia Duarte; y c) la otra cuarta parte, en 
favor de los sucesores del finado Juan García Castellanos, 
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señores Juan García Merino, Manuel García Merino, Juan 
(Justo Garc13 Merino, Rogelio García Merino, Mercedes 
García Merino de Villa, Sofía Gerónima García Merino de 
Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, Cruz Alejandri-
na Garcia de Lirio, María Francisca Hilaria García Merino 
de Goldar, Juana Antonia García Rosario de Saladín y 
Altagracia García de Jorge, de generales dadas; 21) que 
contra esta sentencia recurrieron en casación Juana Anto-
nia Garcia de Saladín y Altagracia María García de Jorge, 
y la Suprema Corte de Justicia en funciones de Corte de 
Casación dictó en fecha trece de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha catorce de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, relativa a las Parcelas 
Nos. 45 y 121 del Distrito Catastral N" 15 de la Común 
de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "La He-
rradura", Provincia Duarte, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el mis-
mo Tribunal Superior de Tierras; y SEGUNDO: Compensa 
las costas"; 22) que el Tribunal Superior de Tierras, como 
Tribunal de envío esta segunda vez, dictó en fecha veinti-
dós de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, la 
sentencia ahora impugnada; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada en casación dictada el veintidós de febrero de 
mil novecietnos cincuenta y siete, es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Fijar la audiencia que celebrará el Tribunal 
Superior de Tierras, en su local d'el tercer piso del Palacio 
de Justicia, en Ciudad Trujillo, el* día 25 (veinticinco) del 
mes de marzo de 1957 (mil novecientos cincuenta y siete), 
a las 9 (nueve) horas de la mañana, a fin de darle oportuni-
nidad a las partes en causa de probar por los medios que 
crean de lugar, a quiénes les fueron atribuidas en la Parti-
ción que hizo el señor Bonó la Parcela N 9  121 del Distrito 
Catastral N 9  15 del municipio de San Francisco de Macorís, 

• 
y las 100 tareas dentro de la Parcela N 9  45 del mismo Dis-

' trito Catastral; y citar a las personas cuyos nombres figu-
ran en el encabezamiento de la presente Decisión para que 
comparezcan a dicha audiencia"; 

Considerando que por su memorial las recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: "Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
1108, 1119, 1134 y 1165 del Código Civil"; y "Segundo Me-
dio: La decisión impugnada no contiene motivos que per-
miten fácilmente conocer los elementos de juicio que tuvie-
ron los jueces para la aplicación de la ley"; que, a su vez 
los recurridos han puesto un medio de inadmisión contra el 
presente recurso de casación; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que en apoyo de dicho medio de- inadmi-
sión los recurridos alegan qué la sentencia impugnada es 
una sentencia preparatoria y no interlocutoria, y aducen, 
en resumen, lo siguiente: que los recurrentes han sostenido 
sistemáticamente por ante los jueces del fondo, que la par-
tición realizada por Manuel de Jesús Bonó el veintiséis de 
agosto de mil novecientos treinta y nueve "es nula y sin 
ningún efecto"; que es evidente que esa pretensión de los 
recurrentes que fué acogida por diversas sentencias que 
han sido casadas está aún pendiente de solución, —"forma 
el eje de la defensa de los recurrentes" y debe ser fallada 
por el Tribunal Superior de Tierras al conocer del fondo de 
la contestación por el envío de la casación del trece de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco; que, como 
dicho Tribunal está exclusivamente apoderado del sanea-
miento de las Parcelas Nos. 45 y 121 de que se trata, respec-
to de las cuales ha surgido la presente litis, es claro que 
debe investigar "si las tierras reclamadas en ras referidas 
parcelas "fueron o no comprendidas en la partición. realiza-
da por el señor Bonó"; que sobre este punto "esencialísimo, 
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señores Juan García Merino, Manuel García Merino, Juan 
Justo Garcla Merino, Rogelio García Merino, Mercedes 
García Merino de Villa, Sofía Gerónima García Merino de 
Figuéiras, Josefa Bernarda García Merino, Cruz Mejandri_ 
na García de Lirio, María Francisca Hilarla García Merino 
de Goldar, Juana Antonia García Rosario de Saladín y 
Altagracia García de Jorge, de generales dadas; 21) que 
contra esta sentencia recurrieron en casación Juana Anto-
nia Garcia de Saladín y Altagracia María García de Jorge, 
y la Suprema Corte de Justicia en funciones de Corte de 
Casación dictó en fecha trece de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco una sentencia cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha catorce de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y cuatro, relativa a las Parcelas 
Nos. 45 y 121 del Distrito Catastral N' 15 de la Común 
de San Francisco de Macorís, sitios de "Guaba" y "La He-
rradura", Provincia Duarte, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el mis-
mo Tribunal Superior de Tierras; y SEGUNDO: Compensa 
las costas"; 22) que el Tribunal Superior de Tierras, como 
Tribunal de envío esta segunda vez, dictó en fecha veinti-
dós de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, la 
sentencia ahora impugnada; 

Considerando que el dispositivo de la sentencia ahora 
impugnada en casación dictada el veintidós de febrero de 
mil novecietnos cincuenta y siete, es el siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Fijar la audiencia que celebrará el Tribunal 
Superior de Tierras, en su local crel tercer piso del Palacio 
de Justicia, en Ciudad Trujillo, el .  día 25 (veinticinco) del 
mes de marzo de 1957 (Mil novecientos cincuenta y siete), 
a las 9 (nueve) horas de la mañana, a fin de darle oportuni-
nidad a las partes en causa de probar por los medios que 
crean de lugar, a quiénes les fueron atribuidas en la Parti-
ción que hizo el señor Bonó la Parcela N 9  121 del Distrito 
Catastral N 9  15 del municipio de San Francisco de Macorís,  

y las 100 tareas dentro de la Parcela N 9  45 ael mismo Dis-
trito Catastral; y citar a las personas cuyos nombres figu-
ran en el encabezamiento de la presente Decisión para que 
'comparezcan a dicha audiencia"; — 

Considerando que por su memorial las recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: "Primer Medio: 
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, 
1108, 1119, 1134 y 1165 del Código Civil"; y "Segundo Me-
dio: La decisión impugnada no contiene motivos que per-
miten fácilmente conocer los elementos de juicio que tuvie-
ron los jueces para la aplicación de la ley"; que, a su vez 
los recurridos han puesto un medio de inadmisión contra el 
presente recurso de casación; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que en apoyo de dicho medio de- inadmi-
sión los recurridos alegan qué la sentencia impugnada es 
una sentencia preparatoria y no interlocutoria, y aducen, 
en resumen, lo siguiente: que los recurrentes han sostenido 
sistemáticamente por ante los jueces del fondo, que la par-
tición realizada por Manuel de Jesús Bonó el veintiséis de 
agosto de mil novecientos treinta y nueve "es nula y sin 
ningún efecto"; que es evidente que esa pretensión de loá 
recurrentes que fué acogida por diversas sentencias que 
han sido casadas está aún pendiente de solución, —"forma 
el eje de la defensa de los recurrentes" y debe ser fallada 
por el Tribunal Superior de Tierras al conocer del fondo de 
la contestación por el envío de la casación del trece de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco; que, como 
dicho Tribunal está exclusivamente apoderado del sanea-
miento de las Parcelas Nos. 45 y 121 de que se trata, respec-
to de las cuales ha surgido la presente litis, es claro que 
debe investigar "si las tierras reclamadas en las referidas 
parcelas "fueron o no comprendidas en la partición, realiza-
da por el señor Bonó"; que sobre este punto "esencialísimo, 
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el Tribunal de `Tierras tiene dudas, y no habiendo podido 
disiparlas mediante el examen de los elementos del proceso 
y las piezas del expediente" se ha visto obligado a "darle 
oportunidad a las partes de probar los medios que crean 
de lugar, a quienes les fueron atribuidas en la partición que 
hizo. el señor Bonó la Parcela N" 121... y las 100 .  tareas 
dentro de la Parcela N° 45. .. etc"; que dicho Tribunal 
ha comprendido que si esa partición no atribuyó porciones 
de terreno en dichas parcelas a ninguna de las partes "no 
estaba obligado a fallar acerca de la validez o invalidez de 
la partición hecha por Bono"; y el problema sería resuelto 
en otra oportunidad; de todo lo cual resulta "que la deci-
sión impugnada no prejuzga nada en favor de ninguna de 
las partes", que se simplifica así el trabajo del Tribunal, 
"quedando a cargo de otros jueces Tallar acerca de la parti-
ción, con motivo del saneamiento de otras parcelas inclui-
das en esa partición" razones todas estas que "bastan para 
quitarle a la decisión impugnada el carácter de interlocuto-
rio"; pero 

Considerando que son sentencias preparatorias aquellas 
que tienen por objeto exclusivo ordenar una medida de ins-
trucción que no prejuzgue el fondo de los derechos de las 
partes, y son interlocutorias, porque prejuzgan el fondo del 
litigio, las que ordenan una medida de instrucción enca-
minada a la prueba de hechos precisos cuyo establecimiento 
resulta favorable a una de las partes en causa ya sea que 
tal medida de instrucción haya sido ordenada a petición de 
una parte y con la oposición de la otra, o que haya sido 
dispuesta de oficio, o a petición de una de las partes y sin 
contradicción del adversario; 

Considerando que, tal come,. lo reconocen los mismos 
recurridos en su memorial de defensa, la cuestión esencial 
que se discute en el presente litigio es si la partición‘ de 
los bienes relictos por el finado Juan Francisco García Cas-
tellanos, realizada por Manuel de Jesús Bonó el veintiséis 
de agosto de mil novecientos treinta y nueve es válida o no; 

que, como la medida de instrucción ordenada por el Tribu-
nal a quo en el fallo impugnado, en relación con la atribución 
de las 100 tareas de la Parcela N9  45 y de la Parcela N° 
121, hace presentir que de ser establecida la prueba de esos 
hechos, la demanda en nulidad de la referida partición será 
rechazada, es incuestionable que dicha sentencia tiene un 
carácter interlocutorio y ha podido ser recurrida inmedia-
tamente en casación; que, en consecuencia, el medio de 
inadmisión de que se trata carece de fundamento y debe 
por lo mismo ser rechazado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que por el primer medio de casación los 
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la senten-
cia impugnada no es simplemente preparatoria y tiene al 
contrario, un carácter interlocutorio; que las sentencias que 
tienen este carácter, deben ser motivadas a pena de ser 

4 casadas; y, que no basta una motivación cualquiera, sino 
que es necesario que se den motivos serios; que los recu-
rrentes han sostenido siempre en todo el curso de la litis 
"la inexistencia de la pseudo partición" realizada el veinti-
séis de agosto de mil novecientos treinta y nueve por Ma-
nuel de Jesús Bonó; que en los motivos que se han dado en 
la sentencia impugnada, el Tribunal a quo sólo ha expresado: 
"que los exponentes han alegado en su escrito de defensa 
en fecha dieciocho de julio del mil novecientos cincuenta y 
seis, en las páginas 44 y 45, que por carecer el señor Bonó 
de todos los documentos de las propiedades inmobiliarias en 
cuestión, omitió en la pseudo partición dividir y atribuir 
entre otros inmuebles las 100 tareas de la Parcela N 9  45 y 
la Parcela N° 121"; que, contrariamente a esa afirmación 
del Tribunal a quo, el referido escrito lo que contenía como 
se comprueba por su lectura, era una crítica a la forma co-
mo Bono había redactado el pseudo acto de partición, crí-
tico encaminada a demostrar el convencimiento que tenía 
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el Tribunal de 'Tierras tiene dudas, y no habiendo podido 
disiparlas mediante el examen de los elementos del proceso 
y las piezas del expediente" se ha visto obligado a "darle 
oportunidad a las partes de probar los medios que crean 
de lugar, a quienes les fueron atribuidas en la partición que 
hizo' el señor Bonó la Parcela N° 121... y las 100 .  tareas 
dentro de la Parcela N° 45. .. etc"; que dicho Tribunal 
ha comprendido que si esa partición no atribuyó porciones 
de terreno en dichas parcelas a ninguna de las partes "no 
estaba obligado a fallar acerca de la validez o invalidez de 
la partición hecha por Bonó"; y el problema sería resuelto -a 
en otra oportunidad; de todo lo cual resulta "que la deci-
sión impugnada no prejuzga nada en favor de ninguna de 
las partes", que se simplifica así el trabajo del Tribunal, 
"quedando a cargo de otros jueces fallar acerca de la parti-
ción, con motivo del saneamiento de otras parcelas inclui-
das en esa partición" razones todas estas que "bastan para 
quitarle a la decisión impugnada el carácter de interlocuto-
rio"; pero 

Considerando que son sentencias preparatorias aquellas 
que tienen por objeto exclusivo ordenar una medida de ins-
trucción que no prejuzgue el fondo de los derechos de las 
partes, y son interlocutorias, porque prejuzgan el fondo del 
litigio, las que ordenan una medida de instrucción enca-
minada a la prueba de hechos precisos cuyo establecimiento 
resulta favorable a una de las partes en causa ya sea que 
tal medida de instrucción haya sido ordenada a petición de 
una parte y con la oposición de la otra, o que haya sido 
dispuesta de oficio, o a petición de una de las partes y sin 
contradicción del adversario; 

Considerando que, tal tomó lo reconocen los mismos 
recurridos en su memorial de defensa, la cuestión esencial 
que se discute en el presente litigio es si la partición de 
los bienes relictos por el finado Juan Francisco García Cas-
tellanos, realizada por Manuel de Jesús Bonó el veintiséis 
de agosto de mil novecientos treinta y nueve es válida o no; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 607 

que, como la medida de instrucción ordenada por el Tribu-
nal a quo en el fallo impugnado, en relación con la atribución 
de las 100 tareas de la Parcela N°  45 y de la Parcela N° 
121, hace presentir que de ser establecida la prueba de esos 
'hechos, la demanda en nulidad de la referida partición será 
rechazada, es incuestionable que dicha sentencia tiene un 
carácter interlocutorio y ha podido ser recua ida inmedia-
tamente, en casación; que, en consecuencia, el medio de 
inadmisíón de que se trata carece de fundamento y debe 
por lo mismo ser rechazado; 

En cuanto a los medios del recurso: 

Considerando que por el primer medio de casación los 
,,currentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la senten- 
ía impugnada no es simplemente preparatoria y tiene al 

contrario, un carácter interlocutorio; que las sentencias que 
tienen este carácter, deben ser motivadas a pena de ser 
casadas; y, que no basta una motivación cualquiera, sino 
que es necesario que se den motivos serios; que los recu-
rrentes han sostenido siempre en todo el curso de la litis 
"la inexistencia de la pseudo partición" realizada el veinti-
séis de agosto de mil novecientos treinta y nueve por Ma-
nuel de Jesús Bonó; que en los motivos que se han dado en 
la sentencia impugnada, el Tribunal a quo sólo ha expresado: 
"que los exponentes han alegado en su escrito de defensa 
en fecha dieciocho de julio del mil novecientos cincuenta y 
seis, en las páginas 44 y 45, que por carecer el señor Bonó 
de todos los documentos de las propiedades inmobiliarias en 
cuestión, omitió en la pseudo partición dividir y atribuir 
entre otros inmuebles las 100 tareas de la Parcela N 9  45 y 
la Parcela N° 121"; que, contrariamente a esa afirmación 
del Tribunal a quo, el referido escrito lo que contenía como 
se comprueba por su lectura, era una crítica a la forma co-
mo Bono había redactado el pseudo acto de partición, crí-
tico encaminada a demostrar el convencimiento que tenía 
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dicho señor de que realizaba una partición precaria, si n 
 consistencia ni valor jurídico alguno, pof no haber sido 

 convenida por todos los que tenían derecho; que, al prejuz-
gar la validez de dicho acto, la sentencia impugnada "incu-
rre en vicio de no discurrir sobre los artículos 1108, 1119, 
1134 y 1165 del Código Civil que rigen, centran y contienen 
los elementos y los principios de las convenciones en general, 
y en particular las que regulan la partición y liquidación 
de sucesiones bajo firma privada que deben ser convenidas 
y suscritas por todas y cada uno, de los interesados. .."; 

Considerando que la sentencia impugnada no ha juzga-
do, ni expresa ni implícitamente, el fondo del asunto, razón 
por la cual no ha podido violar los artículos 1108, 1119, 
1134 y 1165 del Código Civil, como se pretende; 

Considerando que dicha sentencia, según se ha expresa-
do anteriormente, es una sentencia interlocutoria, y ella 
no puede ser casada por el simple hecho de que haya pre-
juzgado, ya que lo prtipio y característico de toda senten 
cia interlocutoria es prejuzgar en un sentido determinado_ 
el fondo de la contestación; prejuicio, por otra parte, que 
puede no imponerse finalmente, porque el Tribunal que ha • 
ordenado una medida de instrucción no está ligado a los 
resultados de la prueba y puede, aun cuando los hechos se 
hayan establecido, decidir en un sentido contrario a aquel 
que hacía prever la sentencia interlocutoria, apoyándose 
en otros elementos de convicción; 

Considerando, en cuanto a la 'falta de motivos, que la z i 
 sentencia impugnada expresa, para ordenar la mencionada 

medida de instrucción, lo que sigue: "que del estudio del 
referido acto de partición hecho por el señor Bonó, no es 
posible determinar si las 100 tareas reclamadas dentro de -
La Parcela 1\1' 9  45, asi como la porción de terreno que forma 
la Parcela N9 121, le fueron atribuidas a la señora Rosario 
Vda. García y a sus dos hijos, ya que en dicho acto no se 
individualizaron las porciones de terreno que den la eviden-
cia de que las referidas porciones le fueron atribuidas a 
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dichas reclamantes en la mencionada partición; que no ha-
biéndose tampoco podido comprobar dichos alegatos por el 
estudio de los documentos y de las declaraciones de los tes-
tigos que obran en el expediente, procede, en consecuencia, 
y en interés de una buena administración de la justicia, or-
denar la celebración de una audiencia para darle oportuni-
dad a las partes de probar por los medios que crean de 
lugar sus respectivos alegatos en el sentido expuestó"; 

Considerando que los motivos anteriormente expuestos 
son suficientes y pertinentes para justificar lo ordenado por 
el Tribunal Superior de Tierras en la decisión atacada; que, 
por tanto, el presente medio de casación carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que por su segundo medio los recurrentes 
denuncian que la sentencia impugnada carece de base legal 
y ha desnaturalizado los hechos de la causa, porque "no 
tan solo contiene una exposición incompleta de un hecha 
decisivo de la causa sino que contiene una inexacta, no ve-
rídica exposición, referencia de los hechos, atribuyendo a 
un escrito de los exponentes de fecha dieciocho de julio de 
mil novecientos cincuenta y seis, conformidad con el pre-
sunto acto de partición que pugna con todo cuanto dichos 
exponentes han tenido que decir en todas sus actuaciones: 
judiciales, sino también en el mismo escrito de defensa a 
que se refiere en su segundo considerando el fallo impugna-
do, el del mencionado dieciocho de julio de mi' novecientos 
cincuenta y seis"; pero, 

Considerando que lo expuesto en el examen del medio 
que antecede, pone de manifiesto que el fallo impugnado 
no carece de base legal; que él contiene por el contrario 
una exposición de los hechos de la causa que le ha per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia comprobar que en el presente caso se hizo una correcta aplicación de la ley; 
y, en cuanto a la desnaturalización invocada, que aun cuan-
do en dicha sentencia se le haya dado a ciertas expresiones 
del escrito de defensa presentado por los recurrentes ante 
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dicho señor de que realizaba una partición precaria, sin 
consistencia ni valor jurídico alguno, poi' no haber sid o 

 convenida por todos los que tenían derecho; que, al prejuz-
gar la validez de dicho acto, la sentencia impugnada "incu-
rre en vicio de no discurrir sobre los artículos 1108, 1119, 
1134 y 1165 del Código Civil que rigen, centran y contienen 
los elementos y los principios de las convenciones en general, 
y en particular las que regulan la partición y liquidación 
de sucesiones bajo firma privada que deben ser convenidas 
y suscritas por todas y cada uno , de los interesados. .."; 

Considerando que la sentencia impugnada no ha juzga-
do, ni expresa ni implícitamente, el fondo del asunto, razón 
por la cual no ha podido violar los artículos 1108, 1119, 
1134 y 1165 del Código Civil, como se pretende; 

Considerando que dicha sentencia, según se ha expresa-
do anteriormente, es una sentencia interlocutoria, y ella 
no puede ser casada por el simple hecho de que haya pre-
juzgado, ya que lo prOpio y característico de toda senten-
cia interlocutoria es prejuzgar en un sentido determinado . 
el fondo de la contestación; prejuicio, por otra parte, que 
puede no imponerse finalmente, porque el Tribunal que ha 
ordenado una medida de instrucción no está ligado a los 
resultados de la prueba y puede, aun cuando los hechos se 
hayan establecido, decidir en un sentido contrario a aquel 
que hacía prever la sentencia interlocutoria, apoyándose 
en otros elementos de convicción; 

Considerando, en cuanto a la falta de motivos, que la 
sentencia impugnada expresa, para ordenar la mencionada 
medida de instrucción, lo que sigue: "que del estudio del 
referido acto de partición hecho por el señor Bonó, no es 
posible determinar si las 100 tareas reclamadas dentro de -
La Parcela N° 45, asi como la porción de terreno que forma 
la Parcela N° 121, le fueron atribuidas a la señora Rosario 
Vda. García y a sus dos hijos, ya que en dicho acto no se 
individualizaron las porciones de terreno que den la eviden-
cia de que las referidas porciones le fueron atribuidas a 
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dichas reclamantes en la mencionada partición; que no lin-
biéndostc tampoco podido comprobar dichos alegatos por el 
estudio de los documentos y de las declaraciones de los tes-
tigos que obran en el expediente, procede, en consecuencia, 
y en interés de una buena administración de la justicia, or-
denar la celebración de una audiencia para darle oportuni-
dad a las partes de probar por los medios que crean de 
lugar sus respectivos alegatos en el sentido expuesto"; 

Considerando que los motivos anteriormente expuestos 
son suficientes y pertinentes para justificar lo ordenado por 
el Tribunal Superior de Tierras en la decisión atacada; que, 
por tanto, el presente medio de casación carece de funda-
mento y debe ser desestimado; 

Considerando que por su segundo medio los recurrentes 
denuncian que la sentencia impugnada carece de base legal 
y ha desnaturalizado los hechos de la causa, porque "no 
tan solo contiene una exposición incompleta de un hecho 
decisivo de la causa sino que contiene una inexacta, no ve-
rídica exposición, referencia de los hechos, atribuyendo a 
un escrito de los expohentes de fecha dieciocho de julio de 
mil novecientos cincuenta y seis, conformidad con el pre-
sunto acto de partición que pugna con todo cuanto dichos 
exponentes han tenido que decir en todas sus actuaciones: 
judiciales, sino también en el mismo escrito de defensa a 
que se refiere en su segundo considerando el fallo impugna-
do, el del mencionado diecioCho de julio de mil novecientos 
cincuenta y seis"; pero, 

Considerando que lo expuesto en el examen del medio 
que antecede, pone de manifiesto que el fallo impugnado 
no carece de base legal; que él contiene por el contrario- , 

 una exposición de los hechos de la causa que le ha per-
mitido a la Suprema Corte de Justicia comprobar que 
en el presente caso se hizo una correcta aplicación de la len 
y, en cuanto a la desnaturalización invocada, que aun cuan-
do en dicha sentencia se le haya dado a ciertas expresiones 
del escrito de defensa presentado por los recurrentes ante 
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el Tribunal Superior de Tierras, de fecha dieciocho de juli o 
 de mil novecientos cincuenta y seis, un sentido que no tienen 

en su conjunto, tal desnaturalización o errónea interpret t-
elón, no entraña la casación del referido fallo puesto que vi 
Tribunal podía en la especie, aún de oficio, y no obstante lo 
alegado al respecto por los recurrentes, ordenar la medida I 
de prueba de que se trata a fin de formar su convicción 
acerca de la cuestión litigiosa; que, por tanto, este último 
medio debe sér igualmente desestimado como el anterior, 
por falta de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jorja de los Dolores Merino Acosta 
Viuda García, y compartes, contra sentencia pronunciada 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veintidós de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DE 1958 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago de fecha 4 
de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Gregorio Franco Rivas, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y O o-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veinticinco del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
Franco Rivas, dominicano, mayor de edad, casado, agente 
vendedor, domiciliado y residente en la ciudad de Santiago 
de los Caballeros, cédula 2047, serie 31, sello 5400, contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-
tiago, en atribuciones correccionales, en fecha cuatro de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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el Tribunal Superior de Tierras, de fecha dieciocho de julio 
de mil novecientos cincuenta y seis, un sentido que no tienen 
en su conjunto, tal desnaturalización o errónea interpreta. 
ción, no entraña la casación del referido fallo puesto que el 
Tribunal podía en la especie, aún de oficio, y no obstante lo 
alegado al respecto por los recurrentes, ordenar la medida 
de prueba de que se trata a fin de formar su convicción 
acerca de la cuestión litigiosa; que, por tanto, este último 
medio debe sér igualmente desestimado como el anterior, 
por falta de fundamento; 

P6r tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jorja de los Dolores Merino Acosta 
Viuda García, y compartes, contra sentencia pronunciada 
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha veintidós de 
febrero de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Com-
pensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos ML Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.—Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 

(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—  
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mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Gregorio 
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• 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren.. 
te, en fecha once de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en la cual no se invoca ningún medio determinado 

de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 

Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 

siguiente: 1) que con motivo del accidente automovilístico 

c, currido el veintiséis de mayo de mil novecientos cincuenta 
y siete, en el kilómetro 69 de la carretera Duarte tramo 
Santiago-Monte Cristy, en el cual perdieron la vida Orlan-
do Cruz Franco y César A. Franco Diep y recibió lesiones 
graves Gregorio Huberto Franco Díaz, fué sometido a la 
acción de la justicia represiva el prevenido Gregorio Franco 
Rivas; 2) que apoderado del hecho, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy falló el caso 
por sentencia de fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante, 
en el de la sentencia ahora impugnada; 3) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por el prevenido Gregorio 
Franco Rivas, después de haber sido reenviada la causa a 
fin de darle oportunidad para que se hiciera asistir en su 
defensa por su abogado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, la 
Corte a qua estatuyó sobre el recurso de apelación, por sen-

tencia cuyo dispositivo sé - copia a continuación: "FALLA 
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales, en 'fecha veintidós del mes de julio 
del año en curso (1957), por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, de la cual es 
el dispositivo siguiente: 'Declarar y al efecto declara, al 
nombrado Gregorio Franco Rivas, de generales conocidas, 
culpable de violación a la Ley N° 2022 (homicidio involun- 
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tariden perjuicio de los nombrados Dr. Orlando Cruz Fran-
co y César A. Franco Diep y golpes en perjuicio de Grego-
rio Huberto Franco Díaz); en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de dos (2) años de prisión correccional, al 
pago de una multa de quinientos pesos (RD$500.00) y al 
pago de las costas del procedimiento; SEGUNDO: Que debe 
ordenar y ordena, la cancelación de la licencia para manejar 
vehículos de motor al nombrado Gregorio Franco Rivas, por 
el término de diez (10) años, a partir de la extinción de la 
presente sentencia'; TERCERO: Condena al procesado al 

. pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua ha proclamado en el 
fallo impugnado que "el prevenido Gregorio Franco Rivas 
al otro día del accidente y después del resultado fatal del 
mismo en el cual como se ha dicho resultaron muertos el 
Dr. Orlando Cruz Franco y César Franco Diep y en estado 
de postración inconsciente Gregorio Huberto Franco Díaz, 
al ser interrogado por el Magistrado Procurador Fiscal de 
Santiago y a través de todo el proceso, ha alegado que él 
no venía manejando el vehículo accidentado, porque en 
Villa Isabel le había dado el guía al Dr. Orlando Cruz FranJ 
co, y en apoyo de sus alegatos invoca la declaración de Vidal 
Grullón quien dijo que en Villa Elisa que está a unos treinta 
kilómetros del accidente, vió que el vehículo no era mane-
jado por Gregorio Franco Rivas que lo saludó desde el 
`asiento derecho delantero del vehículo', y la declaración 
del testigo Rafael Díaz quien afirma que estando en Laguna 
Salada a unos cuatro kilómetros del accidente. vió el carro 
de Gregorio Franco Rivas que lo venía manejando otro 
que no era él y que Gregorio Franco Rivas venía montado 
`atrás' del carro, así como la declaración del comerciante 
Ramón María Cabrera, quien dice haber presenciado el 
accidente del vehículo perteneciente a Gregorio Franco Ri-
vas, en la cual además agrega que en el lugar del accidente 
se decia que venia manejando el Dr. Orlando Cruz Francd 
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Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurren.. 
te, en fecha once de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, en la cual no se invoca ningún medio determinado 

de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de 
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Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
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ocurrido el veintiséis de mayo de mil novecientos cincuenta 
y siete, en el kilómetro 69 de la carretera Duarte tramo 
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do Cruz Franco y César A. Franco Diep y recibió lesiones 
graves Gregorio Huberto Franco Díaz, fué sometido a la 
acción de la justicia represiva el prevenido Gregorio Franco 
Rivas; 2) que apoderado del hecho, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy falló el caso 
por sentencia de fecha veintidós de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante, 
en el de la sentencia ahora impugnada; 3) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por el prevenido Gregorio ' 
Franco Rivas, después de haber sido reenviada la causa a 
fin de darle oportunidad para que se hiciera asistir en su 
defensa por su abogado Lic. Héctor Sánchez Morcelo, la 
Corte a qua estatuyó sobre el recurso de apelación, por sen-
tencia cuyo dispositivo sé' copia a continuación: "FALLA 
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dictada en atri-
buciones correccionales, en 'fecha veintidós del mes de julio 
del año en curso (1957), por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, de la cual es 
el dispositivo siguiente: 'Declarar y al efecto declara, al 
nombrado Gregorio Franco Rivas, de generales conocidas, 
culpable de violación a la Ley N° 2022 (homicidio involun-  

tario .en perjuicio de los nombrados Dr. Orlando Cruz Frail-
e» y César A. Franco Diep y golpes en perjuicio de Grego-
rio Huberto Franco Díaz); en consecuencia, lo condena a 
sufrir la pena de dos (2) años de prisión correccional, al 
pago de una multa de quinientos pesos (RD$500.00) y al 
pago de las costas del procedimiento; SEGUNDO: Que debe 
ordenar y ordena, la cancelación de la licencia para manejar 
vehículos de motor al nombrado Gregorio Franco Rivas, por 
el término de diez (10) años, a partir de la extinción de la 
presente sentencia'; TERCERO: Condena al procesado al 

• pago de las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua ha proclamado en el 
fallo impugnado que "el prevenido Gregorio Franco Rivas 
al otro día del accidente y después del resultado fatal del 
mismo en el cual como se ha dicho resultaron muertos el 
Dr. Orlando Cruz Franco y César Franco Diep y en estado 
de postración inconsciente Gregorio Huberto Franco Díaz, 
al ser interrogado por el Magistrado Procurador Fiscal de 
Santiago y a través de todo el proceso, ha alegado que é! 
no venía manejando el vehículo accidentado, porque en 
Villa Isabel le había dado el guía al Dr. Orlando Cruz Fran: 2 

 co, y en apoyo de sus alegatos invoca la declaración de Vidal 
Grullón quien dijo que en Villa Elisa que está a unos treinta 
kilómetros del accidente, vió que el vehículo no era mane-
jado por Gregorio Franco Rivas que lo saludó desde el 
'asiento derecho delantero del vehículo', y la declaración 
del testigo Rafael Díaz quien afirma que estando en Laguna 
Salada a unos cuatro kilómetros del accidente ;  vió el carro 
de Gregorio Franco Rivas que lo venía manejando otro 
que no era él y que Gregorio Franco Rivas venía montado 
'atrás' del carro, así como la declaración del comerciante 
Ramón María Cabrera, quien dice haber presenciado el 
accidente del vehículo perteneciente a Gregorio Franco Ri-
vas, en la cual además agrega que en el lugar del accidente 
se decia que venía manejando el Dr. Orlando Cruz Franca 
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y que un zapato de éste se encontró en el piso del vehículo 

en el sitio donde va colocado el conductor"; 
Considerando que, por otra parte, la Corte a qua ha ad-

mitido en el fallo impugnado que "en las declaraciones de 
los testigos Vidal Grullón y Rafael Díaz que se invocan en 
apoyo del alegato del prevenido Gregorio Franco Rivas 
existe una contradicción manifiesta, pues mientras el prime-
ro dice que el prevenido Gregorio Franco Rivas venía sen-
tado delante del carro y a la derecha, el otro asegura que 
venía detrás, contradicción que hace descartar mutuamente 
ambas declaraciones como dadas en interés exclusivo de 
beneficiar al prevenido Gregorio Franco Rivas y no en inte-
rés de que se administre una buena justicia, así como tam-
bién y por los mismos motivos procede descartar la declara-
ción del comerciante Ramón María Cabrera, cuyas contra-
dictorias declaraciones, revelan un interés marcado en crear 
una confusión sobre la persona que venía manejando el 

vehículo"; pero 
Considerando que contrariamente a lo expresado por 

la Corte a qua las declaraciones de los testigos Vidal Gru-
llón y Rafael Díaz no son contradictorias por el hecho de 
que el primero dijera que "el prevenido Gregorio Franco 
Rivas venía sentado delante del carro y a la derecha" y el 
segundo asegurara que "venía detrás", pues estas declara-
ciones, aparentemente contradictorias por no coincidir en 
todos sus detalles, corroboran en último análisis la afirma-
ción fundamental del prevenido de que él no venía mane-
jando el carro cuando ocurrió el accidente, pues ambos 
testigos lo sitúan en un lugar que no es el que le correspon

-

de al conductor de un vehículo; que, además, la Corte n. qua 
ha descartado el testimonio de Ramón María Cabrera, por-

que su3 declaraciones son contradictorias, sin explicar en qué 
consisten esas contradicciones, las cuales —según se ex-
presa en el fallo impugnado— "revelan un interés marcado 
de crear una confusión sobre la persona interés mane- 

jando el vehículo"; 

Considerando que, por consiguiente, la Corte a qua 
ha desnaturalizado las declaraciones de los testigos Vidn1 
Grullón y Rafael Díaz, y en cuanto al testimonio de Ramón 
María Cabrera, los motivos expuestos para descartarlo del 
debate, son vagos e insuficientes, pues no se precisa, en 
primer término, cuáles son y en qué consisten -las contra-
dicciones en que ha incurrido dicho testigo, y en segundo 
lugar, no se puede determinar si la Corte a qua descartó su 
testimonio por esas contradicciones o por consideralo como 
un testigo insincero; que, por tanto, la exclusión de este 
testimonio no está legalmente justificada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santiago en fecha cua-
tro de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuya, 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega; y Se-
gundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A, Moret— Da- . 
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contin Aybar.—Cloct, 
Mateo-Fernández. —Ernesto Curiel hijo, Secretario Genera/. 

1a presente sentencia ha sido dada y firmada por los-
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué, 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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y que un zapato de éste se encontró en el piso del vehículo ' 

en el sitio donde va colocado el conductor"; 
Considerando que, por otra parte, la Corte a qua ha ad-

mitido 
en el fallo impugnado que "en las declaraciones de 

los testigos Vidal Grullón y Rafael Díaz que se invocan en 
apoyo del alegato del prevenido Gregorio Franco Rivas 
existe una contradicción manifiesta, pues mientras el prime-
ro dice que el prevenido Gregorio Franco Rivas venía sen-
tado delante del carro y a la derecha, el otro asegura que 
venía detrás, contradicción que hace descartar mutuamente 
ambas declaraciones como dadas en interés exclusivo de 
beneficiar al prevenido Gregorio Franco Rivas y no en inte-
rés de que se administre una buena justicia, así como tam-
bién y por los mismos motivos procede descartar la declara-
ción del comerciante Ramón María Cabrera, cuyas contra-
dictorias declaraciones, revelan un interés marcado en crear 
una confusión sobre la persona que venía manejando el 

vehículo"; pero 
Considerando que contrariamente a lo expresado por 

la Corte a qua las declaraciones de los testigos Vidal Gru-
llón y Rafael Díaz no son contradictorias por el hecho de 
que el primero dijera que "el prevenido Gregorio Franco 
Rivas venía sentado delante del carro y a la derecha" y el 
segundo asegurara que "venía detrás", pues estas declara-
ciones, aparentemente contradictorias por no coincidir en 
todos sus detalles, corroboran en último análisis la afirma-
ción fundamental del prevenido de que él no venía mane-
jando el carro cuando ocurrió el accidente, pues ambos 
testigos lo sitúan en un lugar que no es el que le correspon

-

de al conductor de un vehículo; que, además, la Corte rA, 
qua 

ha descartado el testimonio de Ramón María Cabrera, por-

que su3 
declaraciones son contradictorias, sin explicar en qué 

consisten esas contradicciones, las cuales —según se ex-
presa en el fallo impugnado— "revelan un interés marcado 
de crear una confusión sobre la persona que venía mane- 

jando el vehículo"; 

Considerando que, por consiguiente, la Corte a qua 
ha desnaturalizado las declaraciones de los testigos Vidal 
Grullón y Rafael Díaz, y en cuanto al testimonio de Ramón 
María Cabrera, los motivos expuestos para descartarlo del 
debate, son vagos e insuficientes, pues no se precisa, en 
primer término, cuáles son y en qué consisten las contra-
dicciones en que ha incurrido dicho testigo, y en segundo 
lugar, no se puede determinar si la Corte a qua descartó su 
testimonio por esas contradicciones o por consideralo como 
un testigo insincero; que, por tanto, la exclusión de este 
testimonio no está legalmente justificada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santiago en fecha cua-
tro de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyos. 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo, y en-
vía el asunto ante la Corte de Apelación de La Vega; y Se-
gundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Moret— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la, 
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué. 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DE 1958 

13euiencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrir, 
Judicial de Salcedo de fecha 11 de septiembre de 1957. 

- Materia: PenaL 

Recurrente: Francisco Solano Henriquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

-En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
liéis, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
EL Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domirb Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
-Distrito Nacional, hoy día veinticinco del mes de marzo de 
Mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

,guiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 

Solano Henríquez, dominicano, mayor de edad, casado, chó-
fer, domiciliado y residente en la ciudad de Salcedo, cédula 

,8917, serie 55, sello 142109, contra sentencia pronunciada 
•en grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia 
,del Distrito Judicial de Salcedo, en fecha once de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 

copia en otro lugar del presente fallo: 
Oído el alguaCil de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria del Tribunal a quo el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del recurrente, en la cual no sé invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere consta lo siguiente: 1) que en 
fecha 17 de enero de 1957 el prevenido Francisco Solano 
Henríquez fué sometido a la acción de la justicia por haber 
cometido la infracción prevista por ei artículo 11 de la Ley 
N9 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, entonces 
vigente, de conformidad con el acta comprobatoria de di-
cha infracción levantada por el agente de la Policía Nacio-
nal Félix María Cruz; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz del municipio de Salcedo, dictó en fecha siete 
de febrero de mil novecientos cincuenta y siete una senten-
cia en defecto con el siguiente dispositivo: "Falla: PRIME-
RO: Declara el defecto contra el procesado Francisco Sola-
no Henríquez, por no haber comparecido no obstante haber 
sido legalmente citado.— SEGUNDO: Lo declara culpable 
del delito de violación a la ley de carreteras y en consecuen-
cia lo condena a sufrir la pena de un mes de prisión correc-
cional.— TERCERO: Lo condena además al pago de los 
costos.—"; 3) Que en fecha catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y siete la antes mencionada sentencia fué 
notificada al prevenido según acto instrumentado por el 
ministerial Luis Antonio Ovalles R ; 4) Que en fecha siete 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, el actual re-
currente apeló de la sentencia; 5) Que apoderado del recur-
so, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo dictó en fecha diez y ocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronunciar y Pro- 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DE 1958 

13eatencla impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrir,, 
Judicial de Salcedo de fecha 11 de septiembre de 1957. 

PenaL 

Recurrente: Francisco Solano Henriquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

-En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
"tilda, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

EL Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-

41orniro. Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
-Distrito Nacional, hoy día veinticinco del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 

,dicta en z:iudiencia pública, como corte de casación, la si-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
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de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se 

copia én otro lugar del presente fallo: 
Oído el algua01 de turno en la lectura del rol; 
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria del Tribunal a quo el mismo día del fallo, a reque-
rimiento del recurrente, en la cual no sé invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en el fallo impugnado y en los docu-
mentos a que él se refiere consta lo siguiente: 1) que en 
fecha 17 de enero de 1957 el prevenido Francisco Solano 
Henríquez fué sometido a la acción de la justicia por haber 
cometido la infracción prevista por ei artículo 11 de la Ley 
N9 4017, de 1954, sobre Tránsito de Vehículos, entonces 
vigente, de conformidad con el acta comprobatoria de di-
cha infracción levantada por el agente de la Policía Nacio-
nal Félix María Cruz; 2) que apoderado del hecho el Juz-
gado de Paz del municipio de Salcedo, dictó en fecha siete 
de febrero de mil novecientos cincuenta y siete una senten-
cia en defecto con el siguiente dispositivo: "Falla: PRIME-
RO: Declara el defecto contra el procesado Francisco Sola-
no Henríquez, por no haber comparecido no obstante haber 
sido legalmente citado.— SEGUNDO: Lo declara culpable 
del delito de violación a la ley de carreteras y en consecuen-
cia lo condena a sufrir la pena de un mes de prisión correc-
cional.— TERCERO: Lo condena además al pago de los 
costos.—"; 3) Que en fecha catorce de febrero de mil nove-
cientos cincuenta y siete la antes mencionada sentencia fué 
notificada al prevenido según acto instrumentado por el 
ministerial Luis Antonio Ovalles R ; 4) Que en fecha siete 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, el actual re-
currente apeló de la sentencia; 5) Que apoderado del recur-
so, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Salcedo dictó en fecha diez y ocho de junio de mil nove-
cientos cincuenta y siete una sentencia con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronunciar y Pro- 
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nuncia el defecto del prevenido por no haber comparecido 
a esta audiencia para la cual fué legalmente citado. SEGUN_ 
DO: Que debe Declarar y Declara inadmisible el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido contra sentencia del 
Juzgado de Paz de este Municipio que lo condenó por el 
delito de violación a la ley 4017 a sufrir la pena de un mes 
de prisión correccional y al pago de los costos, y en conse-
cuencia confirma la sentencia recurrida. TERCERO: Que 
debe Condenar y Condena al prevenido al pago de los cos-
toS"; 6) Que al serle notificada esta última sentencia en 
fecha 25 de junio de 1957, el prevenido declaró según consta 
al pie da la notificación, que interponía recurso de oposi-
ción; y 7) Que sobre dicho recurso el Tribunal a quo dictó 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRIMERO: Que debe Declarar y 
Declara regular en cuanto a la forma el recurso de oposición 
interpuesto por el prevenido Francisco Solano H., de gene-
rales anotadas y en cuanto al fondo confirma la sentencia 
de un mes de prisión correccional y cGstos. SEGUNDO: Que 
debe Condenar y Condena al prevenido al pago de los cos-
tos"; 

Considerando que el Tribunal a quo ha comprobado y 
admitido en el fallo impugnado lo siguiente: 1) Que en fecha 
siete de febrero de mil novecientos cincuenta y siete, el 
Juzgado de Paz del municipio de Salcedo dictó una senten-
cia en defecto, condenando al prevenido Francisco Solano 
Henríquez a la pena de un mes de prisión correccional, por 
haber violado el artículo 11 de la Ley N° 4017, de 1954, 
sobre Tránsito de Vehículos; 2) Que en fecha catorce del 
mismo mes y ario la referida sentencia fué notificada perso-
nalmente al prevenido, según acto instrumentado por el mi-
nisterial Luis Antonio Ovalles R., alguacil de Estrados del 
Juzgado de Paz del municipio de Salcedo; y 3) Que en 
fecha sieie del siguiente mes de marzo fué cuando el pre-
venido interpuso su recurso de apelación; 

Considerando que, en consecuencia, al declarar inadmi-
sible dicho recurso, el Tribunal a quo hizo una correcta 
aplicación de la ley, pues como el plazo de la oposición y 
el de la apelación son simultáneos y no sucesivos, ambos 
comenzaron a correr el día de la notificación de la senten-
cia en defecto, o sea el catorce de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y siete, y es obvio que el siete de marzo, que 
fué cuando se declaró la apelación, ya estaba vencido el 
plazo de diez días prescrito por el articulo 203 del Código de 
Procedimiento Criminal; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Francisco Solano Henríquez contra 
sentencia pronunciada en grado de apelación por el Juzgado 
de Priinera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, en 
fecha once de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da 
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 
Mateo-Fel nández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DE 1958 

   

tados Unidos de América y Nicolás Faicchía Tomillo, co-
merciante, domiciliado en Pomigliano d'Arco, vía Roma N9 
227, Nápoles, Italia; quienes tienen por abogado constituido 
al Lic. etilio Matos, cédula 3972, serie 1, sello 2998, y Ros-, 
sety Fiorinelli Faicchía de Albert, empleado de comercio, 
cédula 9b18, serie 2, sello 60027; Salvador Fiorinelli Faic-
chía, estudiante, cédula 21216, serie 2, sello 2653116, y Jo-
sefina Fiorinelly Faicchía, cédula 66993, serie 1, sello 1033- 
683, quienes tienen su domicilio en esta ciudad y tienen 
como abogado constituido al Lic. Manuel Joaquín Castiller 
G., cédula 6919, serie 3, sello 2386, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones" 
civiles de fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y cinco, cuyo dispositivo se copia más adelante;' 

Oido el alguacil de turnó en la lectura del ról; 
Oído el Lic. Manuel Joaquín Castillo, por sí y. por el 

Lic. Vetiiio A. Matos, abogados de los recurrentes, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oída la Dra. Margarita A. 'Paliares, cédula 30652, serie 
lra., sello 43635, por sí y por el Dr. rroilán J. R. Tavares, 
cédula 45081, serie 1ra., sello 5758, abogados de la parte 
recurrida Ana Rosa Fittipaldi Viuda Tomillo, domiciliada 
y residente en esta ciudad, cédula 3134, serle lra., 
3134, en ia lectura de sus conclusiones; 

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General' 
de la Republica; 

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados: 
de los recurrentes; 

Visto el memorial de defensa notificado a los abogados 
de los recurrentes, a requerimiento de los abogados de los 
recurridos, por acto de fecha diecisiete de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y siete; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3 y 1351 del Código Civil; 
133 del Código de Procedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de 

fecha 23 de diciembre de 1955. 

  

  

Materia: Civil. 

         

  

Recurrentes: Salvador Faichla Tomillo y Compartes. 
Abogados: Licdos. Vetilio Matos y Manuel Joaquín Castillo. 

   

   

  

Recurrido: Ana Rosa Fittipaldi Vda. Tomillo. 
Abogados: Dres. Froilán J. R. Tavares y Margarita A. Tavares. 

  

Dios, PAIria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional, hoy día veinticinco de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 

sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Salvador 

Faichia Tomillo, negociante, domiciliado en la casa N° 238- 
36, Avenida 106 de Queensvillage, condado de Queens, ciu-
dad y estado de New York, Estados Unidos de América; 
Adelina Consiglia Faicchía Tomillo de Vaio, de Nápoles 
Italia, domiciliada en 107-62, de la calle 128 de Richmond 
Hill, condado de Queens, ciudad y estado de New York, Es- 
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sety Fiorinelli Faicchía de Albert, empleado de comercio, 
cédula 9b18, serie 2, sello 60027; Salvador Fiorinelli Faic-
chía, cstudiante, cédula 21216, serie 2, sello 2653116, y Jo-
sefina Fiorinelly Faicchía, cédula 66993, serie 1, sello 1033- 
683, quienes tienen su domicilio en esta ciudad y tienen 
como abogado constituido al Lic. Manuel Joaquín Castillo 
G., cédula 6919, serie 3, sello 2386, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en sus atribuciones 
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo del envío en posesión solicitado por Ana Rosa 
Fittipaidi viuda Tomillo, según su instancia de fecha quince 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y dos, de los 
bienes relictos por su finado esposo Francisco Nicolás Vi-
cente Tomillo, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito de Santo Domingo (hoy 
Distrito Nacional) por su sentencia de fecha veintiocho de 
ese mismo mes de septiembre dictada en Cámara de Conse-
jo, ordenó que tal demanda en envío en posesión se hiciera 
pública de conformidad con la ley; b) que por instancia 
dirigida a dicha Cámara Civil y Comercial, Salvador Faic-
chía Tomillo y Adelina Consiglia Faicchía Tomillo de Vaio, 
se opusieron a tal procedimiento alegando ser herederos 
del finado Vicente Tomillo; c) que en virtud de la demanda 
intentada por la viuda Tomillo contra Salvador Faicchía 
Tomillo, Nicolás Faicchía Tomillo, Adelina Consiglia Faic-
chía Tomillo de Vaio, Rossety Fiorinelle Faicc'nía, Salvador 
Fiorinelli Faicchía, y Josefina Fiorinellt Faicchía, la misma 
Cámara Civil y Comercial, dictó en fecha veintitrés de sep-
tiembre de mil novecientos cincuenta y cuatro, una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: Primero: Acoge, 
por ser justas y reposar sobre prueba legal, las conclusiones 
presentadas por Ana Rosa Fittipaldi Vda. Tomillo, en la de-
manda de que se trata, interpuesta contra Salvador Faic-
chía Tomillo y compartes rechazando las de ésta parte por 
infundada; y, en consecuencia: a) Declara que dicha deman-
dante es la única persona con calidad para recoger los bie-

nes dejados por el de cujus, Vicente Nicolás Francisco To-
millo, con todas sus consecuencias legales; no siendo, en 
especial, procedente en el caso, el envío en posesión, origi-
nalmente solicitado; b) Declara improcedentes las actuacio-
nes extrajudiciales practicadas por Salvador Faicchía Tomi-
llo y Compartes; Segundo: Da acta a dicha parte deman-
dante de sus reservas de derecho. contenida en sus conclu- 

siones; y Tercero: Condena a dichos Salvador Faicchía To-
millo y compartes, al pago de las costas"; e) que contra 
esta sentencra interpusieron Salvador Faicchía Tomillo y 
comPartes recurso de apelación; que el Lic. Vetilio A. Ma-
tos, abogado de los intimantes Salvador Faicchía Tomillo, 
Nicolás Faicchía Tomillo y Adelina Faicchía Tomillo, con-
cluyó en la audiencia de la causa en esta forma: "Por las 
razones expuestas y por cuantas tengáis a bien suplir, los 
señores Salvador Faicchía Tomillo, Nicolás Faicchía Tomi- 
llo y Adelina Consiglia Faicchla Tomillo de Vaio, de gene- 
rales anotadas, por órgano del abogado infrascrito, a la 101 
vista de lo prescrito en el artículo 9 de la Ley N9 985 del 
año 1945, del art. 750 del Código Civil, 130 y 133 del Código 
de Procedimiento Civil, concluye pidiendoos, muy respe-
tuosamente: 19 Que declaréis regular en la forma y perfec-
tamente válido el recurso de apelación de los concluyentes; 
29 Que revoquéis la decisión apelada, y juzgando por vues-
tra propia autoridad, declaréis: a) Que la sociedad comer-
cial Vicente N. F. Tomillo & Co. C. por A., es inexistente, 
por ser simulada y ficticia desde su fundación, o inexistente, 
además, por carencia de miembros o socios con los cuales 
pueda funcionar, ya que al presente sólo pertenece legal-
mente a ella la señorita Ana Estela Tió; o por haber cesado 
en sus operaciones mercantiles, debido a la liquidación de 
su activo y haber fallecido sin sucesión legal estatutaria 
el Presidente y Administrador de dicha Compañía, Señor 
Vicente Nicolás Tomillo, ni haber socios que puedan, re-
unidos en Asamblea, nombrar su sustituto; b) Que el haber 
sucesoral del finado Señor Tomillo sólo se compone de in-
muebles, o sea dos casas de maderas, en la ciudad de San 
Juan de la Maguana, una parcela de terreno cercana a 
dicha ciudad, y el derecho de copropiedad sobre un inmueble 
radicado en esta ciudad; c) Que, de acuerdo con el sistema 
consagrado por la jurisprudencia, la sucesión inmobiliar del 
extranjero fallecido en la República Dominicana está regida 

, por la ley- de la situación de los inmuebles; que, por consi- 
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siones; y Tercero: Condena a dichos Salvador Faicchía To-
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guiente, es la ley dominicana la que hay que aplicar en la 
determinación de los llamados a recoger en el presente caso 
el acervo sucesoral del de eujus; d) Que los concluyentes 
son, pues. los únicos llamados a recoger el referido acervo 
sucesoral por estar investido de la calidad de hermanos 
legíthnos del difunto, según los documentos que han depo-
sitados al efecto; subsidiariamente, o sea en el caso im-
probable de que consideréis que la expresada compañía no 
es simulada e inexistente, y de que una parte del activo del 
difunto señor Tomillo es mobiliar por estar representado 
en acciones de la misma, declaréis entonces que el dicho 
finado tenía su domicilio legal en la República Dominicana, 
de acuerdo con lo que dispone el 3 de la Ley N9 259 del 

2 de mayo de 1940, reproductiva de la Ley Alfonseca-Sala-
zar, por haber estado dicho señor establecido con un nego-
cio en ei país durante más de cuarenta arios y por ser, de 
acuerdo con la jurisprudencia, la sucesión mobiliar regida 
por la ley dominicana, que fué la del último domicilio dél 
de eujus; más subsidiariamente: Que cuando sean recha-
zados los pedimentos anteriores y se acepte la pe.regrina 
tesis de la intimada en el sentido de que esta Sucesión debe 
regirse por la ley italiana, declaréis que los concluyentes 
tienen derecho a la mitad de la herencia, de acuerdo con el 
art. 582 del Código Civil italiano; y 3° Que, cual que fuere 
el extremo de conclusiones que acojáis en favor de los 
apelantes, condenéis a la parte intimada, señora Ana Rosa 
Fittipaldi viuda Tomillo, al pago de las costas, distrayéndo-
las a favor del abogado infrascrito, por haberlas avanza-
do"; agregando: "Que, previamente, al fallo sobre las ante 
ñores conclusiones, pronunciéis el defecto por falta de con-
clusiones de la parte intimante, no habiendo notificado 
defensa en la octava de la notificación de los agravios de 
las apelantes ni posteriormente"; que el Lic. Manuel Joa- 
quín Castillo G., abogado de los intimantes Rossety Fio- 
rinelli Faicchía de Albert, Salvador Fiorinelli Faicchía y 
Josefina Fiorinelli Faicchía, concluyó en la misma audiencia  

115, 

presentando conclusiones iguales a las de los otros apv- 
lantes; f) que sobre el recurso de oposición interpuesto,por 
la viuda Tornillo, sus abogados constituidos Francisco 	, tonio Hernández y Doctores Froilán J. R. Tavares y. Mar-% . 
garita Tavares concluyeron del modo siguiente: 

"Por las . 
razones expuestas y las demás que os ruega suplir, la seño-,.. 
ra Ana Rosa Fittipaldi Vda. Tomillo, de calidades expre,- 
sadas, por mediación de sus abogados constituidos, y en 
vista de lo dispuesto por los artículos 536, 540, 542, 543,.. 
544, 546, 579 y 258 del Código Civil Italiano, cuyos textos 
han sido depositados en éste tribunal, debidamente tra. clu.- cidos, concluye muy respetuosamente: Primero: declarar 
bueno y válido en la forma el presente recurso de oposici*n,, 
contra sentencia de esta Honorable Corte de fecha 7 de 
junio de 1955; Segundo: revocar la mencionada sentencia. 
y confirmar en todas sus partes la sentencia dictada por la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan- 
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha , 23 
de septiembre de 1954, ya que los apelantes no pueden-en 
forma alguna ser considerados como teniendo calidad para. 
suceder al señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, no so; 
lamente en razón de la inaplicabilidad de la ley dominicana 
para regir la sucesión del mencionado señor Tomillo, puesto. 
que siendo esencialmente mobiliaria, es la ley nacional del 
de cajas (la italiana), la aplicable en este caso, si no porque. 
siendo indiscutiblemente aplicable la ley italiana al caso que nos ocupa, no es el artículo 582 del referido Código 
el aplicable sino las disposiciones legales del mismo invoca-
das por la exponente, ya que siendo el señor Tomillo hijo 
natural no reconocido de la señora María Tomillo, el Código 
Italiano no le reconoce ningún pariente; y aunque hipotéti-
camente se considerara que el señor Tomillo hubiera sido 
reconociao, tal reconocimiento no hubiera creado vínculos 
más que respecto del autor del reconocimiento, de acuerde?, 
con el artículo 258 del Código Italiano. Declarar que por 
consiguiente, la concluyente es la única persona legalmente 
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guiente, es la ley dominicana la que hay que aplicar en la 
determinación de los llamados a recoger en el presente caso 
el acervo sucesoral del de eujus; d) Que los concluyentes 
son, pues. los únicos llamados a recoger el referido acervo 
sucesoral por estar investido de la calidad de hermanos 
legíthnos del difunto, según los documentos que han depo-
sitados al efecto; subsidiariamente, o sea en el caso im-
probable de que consideréis que la expresada compañía no 
es simulada e inexistente, y de que una parte del activo del 
difunto señor Tomillo es mobiliar por estar representado 
en acciones de la misma, declaréis entonces que el dicho 
finado tenía su domicilio legal en la República Dominicana, 
de acuerdo con lo que dispone el 3 de la Ley NQ 259 del 
2 de mayo de 1940, reproductiva de la Ley Alfonseca-Sala-
zar, por haber estado dicho señor establecido con un nego-
cio en el país durante más de cuarenta años y- por ser, de 
acuerdo con la jurisprudencia, la sucesión mobiliar regida 
por la ley dominicana, que fué la del último domicilio dél 
de cujus; más subsidiariamente: Que cuando sean recha-
zados ios pedimentos anteriores y se acepte la pe'regrina 
tesis de la intimada en el sentido de que esta Sucesión debe 
regirse por la ley italiana, declaréis que los concluyentes 
tienen derecho a la mitad de la herencia, de acuerdo con el 
art. 582 del Código Civil italiano; y 39 Que, cual que fuere 
el extremo de conclusiones que acojáis en favor de los 
apelantes, condenéis a la parte intimada, señora Ana Rosa 
Fittipald) viuda Tomillo, al pago de las costas, distrayéndo-
las a favor del abogado infrascrito, por haberlas avanza-
do"; agregando: "Que, previamente, al fallo sobre las ante-
riores conclusiones, pronunciéis el defecto por falta de con- 
clusiones de la parte intimante, no habiendo notificado 
defensa en la octava de la notificación de los agravios de 
las apelantes ni posteriormente"; que el Lic. 1Vlanuel Joa- 
quín Castillo G., abogado de los intimantes Rossety Fio- 
rinelli Faicchía de Albert, Salvador Fiorinelli Faicchía y 
Josefina Fiorinelli Faicchía, concluyó en la misma audiencia 

presentando conclusiones iguales a las de los otros 
ape-

lantes; f) que sobre el recurso de oposición interpuesto.Par
. la viuda Tomillo, sus abogados constituidos Francisco , 

tonio Hernández y Doctores Froilán J. R. Tavare's y. INttar-, 
garita Tavares concluyeron del modo siguiente: "Por laS 
razones expuestas y las demás que os ruega suplir, la Rei-lo-- 
ra Ana Rosa Fittipaldi Vda. Tomillo, de. calidades e›.zpre?- 
sadas, por mediación de sus abogados constituidos, y. en 
vista de lo dispuesto por los artículos 536, 540, 542, 543.. 
544, 546, 579 y 258 del Código Civil Italiano, cuyos textos 
han sido depositados en éste tribunal, debidamente tra

. du.- 
cidos, concluye muy respetuosamente: Primero: declarar 
bueno y válido en la forma el presente recurso de oposicién, 
contra sentencia de esta Honorable Corte de fecha :7 de 
junio de 1955; Segundo: revocar la mencionada sentencia 
y confirmar en todas sus partes la sentencia dictada po. r la 
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha 23 
de septiembre de 1954, ya que los apelantes no pueden en 
forma alguna ser considerados como teniendo calidad para. 
suceder al señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, no sor 
lamente en razón de la inaplicabilidad de la ley dominicana 
para regir la sucesión del mencionado señor Tomillo, puesta - 
que siendo esencialmente mobiliaria, es la ley nacional del 
de cojos (la italiana), la aplicable en este caso, si no porque. 
siendo indiscutiblemente aplicable la l'ey italiana al caso 
que nos ocupa, no es el artículo 582 del referido Código 
el aplicable sino las disposiciones legales del mismo invoca-
das por la exponente, ya que siendo el señor Tomillo hijo. 
natural no reconocido de la señora María Tomillo, el Código 
Italiano no le reconoce ningún pariente; y aunque hipotéti-
camente se considerara que el señor Tomillo hubiera sido reconocicio, tal reconocimiento no hubiera creado vínculos 
rnás que respecto del autor del reconocimiento, de acuerdo 
con el artículo 258 del Código Italiano. Declarar que por 
consiguiente, la concluyente es la única persona legalmente 
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calificada para recoger los bienes de toda naturaleza, mue-
bles corporales e incorporales, relictos por el señor Vicente 
nicolás Francisco Tomillo, a título de heredero legítimo; 
declarar inoperantes e improcedentes las actuaciones extra-
judiciales practicadas por los señores Salvador Faicchía 
Tomillo, Nicolás Faicchía Tomillo, Adelina Consiglia Faic-
chía Tomillo de Vaio, Rossety Fiorinelli Faicchía, Salvador 

Faicchía, Josefina Fiorinelli Faicchía y Francisco 
Faicchía, representados estos dos últimos por su 

tutor señor Camilo Florinelli, pretendiéndose, indebidamen-
te, herederos del señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, 
.sea. cual sea la naturaleza de estas actuaciones, especialmen-
te las tituladas oposiciones notificadas a los inquilinos de 
inmuebles de la propiedad de la Vicente N. F. Tomillo, C. 
por A., y la oposición formulada ante el Notario Público 
Licenciado H. Tulio Benz°, de los del Distrito de Santo Do- 
mingo, con rnOtivo de los procedimientos de partición y li- 
quidación de los bienes relictos por la señora Dominga 
Carbuccia de Fittipaldi. Tercero: declarar, en consecuencia, 
que la concluyente tiene, en su calidad de heredero legíti- 
mo del señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, la exclu- 
siva y *libre disposición de los bienes que componen su suce- 
sión. Cuarto: darle acta de sus reservas de ejercer contra 
los señores Salvador Faicchía Tomillo y compartes las co- 
rrespondientes acciones en cobro de las adecuadas indem- 
nizaciones reparativas del daffl, causado a la concluyente 
por las actuaciones de los demandados. Quinto: condenar 
a los demandados al pago de las costas, distrayéndolas en 
provecho de los abogados infrascritos, por haberlas avan- 
zado"; que el Lic. Vetilio A. Matos, en su expresada cali- 
dad concluyó pidiendo en la misma. audiencia: "lo Que re- 
chacéis por infundado el recurso de oposición interpuesto 
por la Sra. Ana Rosa FittiPaldi Viuda Tomillo contra la sen- 
tencia de esta Honorable Corte de fecha 7 de junio del afiCt 
en curso; 29 Que, como consecuencia de dicho recurso, ro- 
difiqués lo estatuído, declarando que la Vicente N. F, To- 

millo & Co. C. por A., es inexistente, por simulada y ficti- 
cia desde su fundación, o inexistente por carencia de accio- 
nistas, ya que al presente sólo pertenece a dicha entidad la 
Srta. Ana Estela Tió, con dos acciones; 3o- Que si desestimáis 
el anterior pedimento, declaréis que las acciones que dejó 
el finado Vicente Nicolás Francisco Tomillo en la referida 
Compañía, pasan a ser propiedad de los concluyentes en 
su calidad de hermanos legítimos de dicho finado, así como 
también los inmuebles que estén a nombre personal de 
dicho finado. 4° que condenéis a la oponente Sra. Rosa Fit-
tipaldi viuda Tomillo al pago de las costas, distrayéndolas 
a favor del abogado infrascrito, por haberlas avanzado"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia en seguida: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara bueno y 
válido en la forma el recurso de oposición interpuestó por la 
Sra. Ana Rosa Fittipaldi Viuda Tomillo, de generales ano-
tadas 2n el expediente, contra sentencia en defecto, por fal-
ta de concluir, dictada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha 7 de junio, de 1955 intervenida entre las 
partes; SEGUNDO: Que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto, por falta de concluir en la audiencia para conocer 
del referido recurso de oposición, contra los señores Ros-
sety Faicchía de Albert, Salvador Fiorinelli Faic-
chía y Josefina Fiorinelli Faicchía, de generales anotadas, 
para la cual audiencia fueron debidamente citados; TER-
CERO: Que debe declarar y declara buena y válidas en la 
'forma las apelaciones interpuestas por los señores Salva-
dor Faicchia Tomillo, Nicolás Faicchia Tomillo, Adelina 
Consiglia Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchía de Albert, 
Salvador Fiorinelli Faicchía, y Josefina Fiorinelli Faicchía, . 
de generales que constan, contra sentencia de la Cámara 
Civil y 'Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Distrito Nacional, en atribuciones civiles, 
de fecha 23 de septiembre, de 1954, dictada en contra de 
dichos apelantes y en favor de la señora Ana Rosa Fittipal- 
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calificada 
para recoger los bienes de toda naturaleza, mue. 

bles corporales e incorporales, relictos por el señor Vicente 
Vicolás Francisco Tomillo, a título de heredero legítimo; 
declarar inoperantes e improcedentes las actuaciones extra-
judiciales practicadas por los señores Salvador Faicchía 
Tomillo, Nicolás Faicchía Tomillo, Adelina Consiglia Faic-
chía Tomillo de Vaio, Rossety Fiorinelli Faicchia, Salvador 
FiorInelli Faicchía, Josefina Fiorinelli Faicchía y Francisco 

Faicchía, representados estos dos últimos por su 
tutor señor Camilo Fiorinelli, pretendiéndose, indebidamen-
te, herederos del señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, 
.sea cual sea la naturaleza de estas actuaciones, especialmen-
te las tituladas oposiciones notificadas a los inquilinos de 
Inmuebles de la propiedad de la Vicente N. F. Tomillo, C. 
-por A., y la oposición formulada ante el Notario Público 
Licenciado H. Tulio Benzo, de los del Distrito de Santo Do- 

min
' go, con rnótivo de los procedimientos de partición y li- 

quidación de los bienes relictos por la señora Dominga 
Carbuccia de Fittipaldi. Tercero: declarar, en consecuencia, 
que la concluyente tiene, en su calidad de heredero legíti- 
mo del señor Vicente Nicolás Francisco Tomillo, la exclu- 
.siva y 'libre disposición de los bienes que componen su suce- 
.sión. Cuarto: darle acta de sus reservas de ejercer contra 
los señores Salvador Faicchía Tomillo y compartes las co- 
rrespondientes acciones en cobro de las adecuadas indem- 
nizaciones reparativas del daño causado a la concluyente 
por las actuaciones de los demandados. Quinto: condenar 
a los demandados al pago de las costas, distrayéndolas en 
provecho de los abogados infrascritos, por haberlas avan- 
zado"; que el Lic. Vetilio A. Matos, en su expresada cali- 
dad concluyó pidiendo en la misma. audiencia: "1° Que re- 
chacéis por infundado el recurso de oposición interpuesto 
por la Sra. Ana Rosa Fittipaldi Viuda Tomillo contra la sen- 
tencia de esta Honorable Corte de fecha 7 de junio del año 
en curso; 29 Que, como consecuencia de dicho recurso, mo- 
difiqué_s lo estatuído, declarando que la Vicente N. 

F. Ta. 
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millo & Co. C. por A., es inexistente, por simulada y ficti- 
cia desde su fundación, o inexistente por carencia de accio- 
nistas, ya que al presente sólo pertenece a dicha entidad la 
Srta. Ana Estela Tió, con dos acciones; 3°. Que si desestimáis 
el anterior pedimento, declaréis que las acciones que dejó 
el finado Vicente Nicolás Francisco Tomillo en la referida 
Compafúa, pasan a ser propiedad de los concluyentes en 
su calidad de hermanos legítimos de dicho finado, así como 
también los inmuebles que estén a nombre personal de 
dicho finado. 4° que condenéis a la oponente Sra. Rosa Fit-
tipaldi viuda Tomillo al pago de las costas, distrayéndolas 
a favor del abogado infrascrito, por haberlas avanzado"; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada en 
casación contiene el dispositivo que se copia en seguida: 
"FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara bueno y 
válido en la forma el recurso de oposición interpuestó por la 
Sra. Ana Rosa Fittipaldi Viuda Tomillo, de generales ano-
tadas 2n el expediente, contra sentencia en defecto, por fal-
ta de concluir, dictada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo, en fecha 7 de junio, de 1955 intervenida entre las 
partes; SEGUNDO: Que debe pronunciar y pronuncia, el 
defecto, por falta de concluir en la audiencia para conocer 
del referido recurso de oposición, contra los señores Ros-
sety Fiorinelli Faicchía de Albert, Salvador Fiorinelli Faic-
chía y Josefina Fiorinelli Faicchia, de generales anotadas, 
para la cual audiencia fueron debidamente citados; TER-
CERO: Que debe declarar y declara buena y válidas en la 
'forma las apelaciones interpuestas por los señores Salva-
dor Faicchia Tomillo, Nicolás Faicchía Tomillo, Adelina 
Consiglia Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchía de Albert, 
Salvador Fiorinelli Faicchía, y Josefina Fiorinelli Faicchía, 
de generales que constan, contra sentencia de la Cámara 
Civil y 'Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial del Distrito Nacional, en atribuciones civiles, 
de fecha 23 de septiembre, de 1954, dictada en ,contra de 
dichos apelantes y en favor de la señora Ana Rosa Fittipal- 
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di Viuda Tomillo; CUARTO: Que, obrando por propia auto-
ridad, debe acoger y acoge las conclusiones subsidiarias de 
los apelantes, en cuanto a la aplicacién de la ley personal 
del de cujus, Sr. Vicente Nicolás Francisco Tomillo; y, en 
consecuencia, modificando la sentencia apelada, ya mencio-
nada, que debe declarar y declara que los señores Salva-
dor Faicchía Tomillo, Nicolás, Faicchía Tomillo, Adelina 
Consiglia Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchia y Josefina 
Fiorinelli Faicchía, como una parte, concurren con la seño-
ra Ana Rosa Fittipaldi viuda Tomillo, como la otra parte, 
en la herencia de los bienes relictos del finado Vicente Ni-
colás Francisco Tomillo, en la proporción de un cincuenta 
por ciento (50%) para cada parte; QUINTO: Que debe com-
pensar y compensa las costas; pura y simplemente"; 

• Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, como medio único, la violación del artículo 
3, del Código Civil; que, a su vez, la parte recurrida pro-
pone un medio de inadmisión contra el presente recurso; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que en apoyo de este medio de inadmi-
sión se alega en síntesis en el memorial de defensa, que los 
actuales recurrentes han dado aquiescencia al fallo impug-
nado, porque la actitud de ellos frente al anterior recurso 
de casación implica su renuncia a recurrir en casación con-
tra la parte de la referida sentencia que le otorgó a la actual 
recurrente el 50% del acervo sucesoral del de cujus; 

Considerando que son hechos que constan en el fallo 
impugnado que el día veinte de alai il •de mii novecientos 

cincuenta y uno falleció ab intestIto, en esta ciudad, Vicente 

Nicolás Francisco Tomillo, de nacionalidad italiana, casado 
con Ana Rosa Fittipaldi e hijo natural reconocido de su 

Madre María Josefa Tomillo;  
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Considerando que los bienes de !a sucesión fueron re-
clamados contradictoriamente por la viuda Tomillo y por 
los heimanos y sobrinos del fenecido; 

Considerando que la Corte a qua para la solución del 
litigio aplicó la ley italiana, que es la ley personal del de cu-jus, y le atribuyó a la viuda Tomillo el 50% y el otro 50% 
a dichos hermanos y sobrinos, por su fallo del veintitrés de 
diciembre cie mil novecientos cincuenta y cinco; 

CoAsiderando que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación la viuda Tomillo alegando que la Corte 
a qua había hecho uná errónea aplicación de la ley italiana, 
porque de acuerdo con esta ley los hermanos y sobrinos del 
de cujus no tenían ningún derecho en la referida sucesión; 

Considerando que la Suprema Corte de Justicia, luego 
de haber comprobado por el mismo fallo que el fenecido 
tenía a su muerte su domicilio en la República, decidió que, 
en la especie, sea cual <fuese la naturaleza de los bienes 
sucesorales, la ley aplicable era la ley dominicana y no la 
ley italiana y mantuvo sobre este fundamento el 50% atri-
buído a los hermanos y sobrinos del de cujus, rechazando el 
recurso; 

Considerando que ante los jueces del fondo los adver-
sarios de la viuda Tomillo sostuvieron por sus conclusiones 
principales-, que la totalidad de 1os/bienes en disputa les per-
tenecía, por aplicación de la ley dominicana; que luego, 
frente al recurso de casación interpuesto por la viuda Tomi-
llo, los mismos adversarios no intentaron recurso de ca-
sación ni principal ni incidental contra la disposición del 
fallo que no le favorecía, no obstante que el recurso de ca-
sación incidental pudieron haberlo hecho por las conclu-
siones en su memorial de defensa; y se limitaron a argüir 
entonces, para que se rechazara el recurso de casación de 
la viuda Tomillo, que la aplicación de una ley extranjera es 
una cuestión de hecho, que escapa a la censura de la Su-
prema Corte de Justicia; que tal manifestación, tras el aban-
dono de lo pretendido en sus conclusiones principales ante 

629 
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di Viuda Tomillo; CUARTO: Que, obrando por propia auto-
ridad, debe acoger y acoge las conclusiones subsidiarias de 
los apelantes, en cuanto a la aplicación de la ley personal 
del de eujus, Sr. Vicente Nicolás Francisco Tomillo; y, en 
consecuencia, modificando la sentencia apelada, ya mencio-
nada, que debe declarar y declara que los señores Salva-
dor Faicchía Tomillo, Nicolás' Faicchía Tomillo, Adelina 
Consiglia Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchía y Josefina 
Fiorinelli Faicchía, como una parte, concurren con la seño-
ra Ana Rosa Fittipaldi viuda Tomillo, como la otra parte, 
en la herencia de los bienes relictos del finado Vicente Ni-
colás Francisco Tomillo, en la proporción de un cincuenta 
por ciento (50%) para cada parte; QUINTO: Que debe com-
pensar y compensa las costas; pura y simplemente"; 

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación, como medio único, la violación del artículo 
3, del Código Civil; que, a su vez, la parte recurrida pro-
pone un medio de inadmisión contra el presente recurso; 

En cuanto al medio de inadmisión: 

Considerando que en apoyo de este medio de inadmi-
sión se alega en síntesis en el memorial de defensa, que los 
actuales recurrentes han dado aquiescencia al fallo impug-
nado, porque la actitud de ellos frente al anterior recurso 
de casación implica su renuncia a recurrir en casación con-
tra la parte de la referida sentencia que le otorgó a la actual 
recurrente el 50% del acervo sucesoral del de cujus; 

Considerando que son hechos que constan en el fallo 
impugnado que el día veinte de abril •de mit novecientos 

cincuenta y uno falleció ab intest%to, en esta ciudad, Vicente 

Nicolás Francisco Tomillo, de nacionalidad italiana, casado 
con Ana Rosa Fittipaldi e hijo natural reconocido de su 

Madre María Josefa Tomillo;  
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Considerando que los bienes de !a sucesión fueron re-
clamados contradictoriamente por la viuda Tomillo y por 
los heimanos y sobrinos del fenecido; 

Considerando que la Corte a qua para la solución del 
litigio aplicó la ley italiana, que es la ley personal del de cu-jus, y le atribuyó a la viuda Tomillo el 50% y el otro 50% 
a dichos hermanos y sobrinos, por su fallo del veintitrés de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco; 

Considerando que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación la viuda Tomillo alegando que la Corte 
a qua había hecho uná errónea aplicación de la ley italiana, 
porque de acuerdo con esta ley los hermanos y sobrinos del 
de eujus no tenían ningún derecho en la referida sucesión; 

Considerando que la Suprema Corte de Justicia, luego 
de haber comprobado por el mismo fallo que el fenecido 
tenía a su muerte su domicilio en la República, decidió que, 
en la especie, sea cual fuese la naturaleza de los bienes 
sucesorales, la ley aplicable era la ley dominicana y no la 
ley italiana y mantuvo sobre este fundamento el 50% atri-
buído a los hermanos y sobrinos del de cujus, rechazando el 
recurso; 

Considerando que ante los jueces del fondo los adver-
sarios de la viuda Tomillo sostuvieron por sus conclusiones 
principales; que la totalidad de los(bienes en disputa les per-
tenecía, por aplicación de la 'ley dominicana; que luego, 
frente al recurso de casación interpuesto por la viuda Tomi-
llo, los mismos adversarios no intentaron recurso de ca-
sación ni principal ni incidental contra la disposición del 
fallo que no le favorecía, no obstante que el recurso de ca-
sación incidental pudieron haberlo hecho por las conclu-
siones en su memorial de defensa; y se limitaron a argüir 
entonces, para que se rechazara el recurso de casación de • 
la viuda Tomillo, que la aplicación de una ley extranjera es 
una cuestión de hecho, que escapa a la censura de la Su-
prema Corte de Justicia; que tal manifestación, tras el aban-
dono de lo pretendido en sus conclusiones principales ante 
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los jueces del fondo, y las demás circunstancias del caso, 
implica la voluntad de los actuales recurrentes de darle 
aquiescencia a lo dispuesto en ese mismo fallo, lo que los 
priva del derecho de recurrir en casación contra la disposi-
ción de la sentencia que le atribuye a la viuda Tomillo el 
50% de los bienes sucesorales, puesto que la aquiescencia 
tiene por efecto darle a la decisión que se acata la autoridad 
irrevocable de la cosa juzgada; que, en tal virtud, el medio 
de inadmisión propuesto por la recurrida contra el presente 
recurso de casación, debe ser acogido; 

Por -tales motivos, Priniero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Salvador Faicchía Tomi-
llo, Adelina Consiglia Faicchía Tomqlo de Vaio, Nicolás 
Faicchía Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchía de Albert, 
Salvador Fiorinelli Faicchía y Josefina Fiorinelli Faicchía, 
contra sentencia pronunciada por la, Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en sus atribuciones civiles, en fecha vein-
titrés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del preáente fallo; y 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
con di3tracción de las mismas en provecho de los abogados 
de la parte recurrida, Dres. Froilán J. R. Tavares y Marga-
rita A. Tavares, quienes afirman las han avanzado en su 

totalidad. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da- 

mián Baez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.-7 Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DE 1958 

,entencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de /echa 1-3 
de marzo de 1957. 

-Arateria: Tierras. 

Recurrentes: Eugenio Matos Pérez y compartes. 
Abogado: Dr. Víctor Manuel Mangual. 

Recurrido: Gilberto Féliz. 

Abogado: Lic. Angel Salvador González. 

Dios, Patri% y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de lis-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados-. 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-- 
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-, 
tidos del Secretario General, en la Sala, donde celebra sus: 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinticinco del mes de marzo de mil novecientos cincuenta. 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio 
Matos Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, cédula 137, Serie 18, sello 112344, domiciliado y resi-
dente en la sección de Ojeda, Distrito Municipal dé Paraíso, 
Provincia de Barahona; Plinio Matos Pérez, dominicano, 
mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 2433, serie 18, 
isell« 112345, domicilado y residente en la seución de 
Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provincia de Baraho-
na; Manuel Matos Pérez, dominicano, mayor de edad, sol- 
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los jueces del fondo, y las demás circunstancias del caso, 
implica la voluntad de los actuales recurrentes de darle 
aquiescencia a lo dispuesto en ese misino fallo, lo que los 
priva del derecho de recurrir en casación contra la disposi-
ción de la sentencia que le atribuye a la viuda Tomillo el 
50% de los bienes sucesorales, nuesto que la aquiescencia 
tiene por efecto darle a la decisión que se acata la autoridad 
irrevocable de la cosa juzgada; que, en tal virtud, el medio 
de inadmisión propuesto por la recurrida contra el presente 

recurso de casación, debe ser acogido; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Salvador Faicchía Tomi-
llo, Adelina Consiglia Faicchía Tomillo de Vaio, Nicolás 
Faicchía Tomillo, Rosetty Fiorinelli Faicchía de Albert, 
Salvador Fiorinelli Faicchía y Josefina Fiorinelli Faicchía, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en sus atribuciones civiles, en fecha vein-
titrés de diciembre de mil novecientos cincuenta y cinco, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del preáente fallo; y 
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas, 
con di3tracción de las mismas en provecho de los abogados 
de la parte recurrida, Dres. Froilán J. R. Tavares y Marga-
rita A. Tavares, quienes afirman las han avanzado en su 

totalidad. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da- 

mián Baez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, cn la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 25 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de /echa 13 
de marzo de 1957. 

Materia,: Tierras. 

Reeurrentes: Eugenio Matos Pérez y compartes. 
Abogado: Dr. Victor Manuel Mangual. 

Recurrido: Gilberto Féliz. 

Abogado: Lic. Angel Salvador González. 

Dios, Patrin y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corté de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces llcenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-- 
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroiío Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala, donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veinticinco del mes de marzo de mil novecientos cincuenta. 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública,. 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eugenio 
Matos Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, cédula 137, l'eñe 18, sello 112344, domiciliado y real-
dente en la sección de Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, 
Provincia de Barahona; Plinio Matos Pérez, dominicana, 
mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 2433, serie 18, 
isell« 112345, domiciliado y residente en la sectción de 
Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provincia de Baraho-

. na; Manuel Matos Pérez, dominicano, mayor de edad, sol- III , 
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tem," ag.ricultOr, cédula 19705, serie 18, sello 112786, do, 
nliciliado y residente en la sección de Ojeda Distrito Mil. 
nicipal oe Paraíso, Provincia de Barahona; Néstor Matos 
Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé.. 
dula 2923, serie 18, sello 114323, domiciliado y residente en 

la sección de Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provin-
cia de Barahona; Anacaona Matos Pérez, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de oficios domésticos, cédula 12588, 
serie 13, sello 124953, domiciliada y residente en. la  sección 

de Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provincia de Ba-
rahona; Laura Matos Pérez, dominicana, mayor de edad, 
soltera., de oficios domésticos, cédula 240, serie 21, sello 
122764, domiciliada y residente en la sección de Ojeda, Dis-
trito Municipal de Paraíso, Provincia de Barahona; y Cristo 
Matos Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
d'os 'domésticos, cédula 325, serie 21, sello 114976, domi-
ciliada y residente en la sección de Ojeda, Distrito Munici-
pal de Paraíso, Provincia de Barahona. contra sentencia 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
trece de rnarzo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
.dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Fernando A. Chalas V., cédula 7396, serie 
1a, sello 50235, en representación del Doctor Víctor Manuel 
Mangual, cédula 18900, serie 1, sello 45913, abogado de los 
'recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído- el Doctor Eugenio A. Matos Féliz, cédula 16762, 

serie 47, sello 49361, en represeqtación del Lic. Angel Sal-
vador González, cédula 777, serie 18, sello 9708, abogado del 
recurrido Gilberto Féliz, dominicano, mayor de edad, casa- 

' do, agricuitor, cédula 1263, serie 21, sello 1520, domiciliado 

y residente en la ciudad de Barahona, en la lectura de sus 

conclusiones; 
Ciido 'el dictamen del Magistrado Procurador General 

'de la República;  
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Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Víctor Manuel Mangual, abogado de los recurrentes, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha vein-
ticinco de junio de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Angel Salvador González, abogado del re-
currido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1961 del Código Civil, 84 y 136 
de la Ley de Registro de Tierras (1\19 1542, de 1947); 133 
riel C(?digo de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
el Juez de jurisdicción original apoderado de la demanda 
de secuestro de la parcela N9 1093 del Distrito Catastral 
N° 3 del Municipio de Enriquillo, intentada por el Doctor 
Víctor Manuel Mangual, por sí y por el Dr. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, ambos en representación de los Suce-
sores Matos Pérez contra los señores Gilberto Féliz y Ro-
mán Féliz, dictó su decisión N9 1 de fecha veintidós de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y seis, por la cual se re-
chazó dicha demanda de secuestro"; y b) "que contra dicha , 
decisión interpusieron oportuno recurso de apelación los doc-
tores Víctor Manuel Mangual y Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, a nombre de los Sucesores Matos Pérez y Matos 
Miso"; 

Cmsiderando que sobre los indicados recursos de ape-
lación el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza la apelación inter-
puesta por los doctores Víctor Manuel Mangual y Ramón 
Pina Acevedo y Martínez, a nombre de los Sucesores Matos 
Pérez y Matos Miso, en fecha 28 de junio dei 1956.- SE-
GUNDO: Se confirma la decisión N" 1 dictada por el Tri- 
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tero, aglricultór, cédula 19705, serie 18, sello 112786, do. 
s4niciliado y residente en la sección de Ojeda Distrito Mu. 

nicipal oe Paraíso, Provincia de Barahona; Néstor Matos 
Pérez, lominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, eé. 
dula 2923, serie 18, sello 114323, domiciliado y residente en 
la sección de Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provin-
cia de Barahona; Anacaona Matos Pérez, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de oficios domésticos, cédula 12588, 
serie 13, sello 124953, domiciliada y residente en. la  sección 
de Ojeda, Distrito Municipal de Paraíso, Provincia de Ba-
rahona; 4.;aura Matos Pérez, dominicana, mayor de edad, 
soltera., de oficios domésticos, cédula 240, serie 21, sello 
122764, domiciliada y residente en la sección de Ojeda, Dis-
trito Municipal de Paraíso, Provincia de Barahona; y Cristo 
Matos Pérez, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cibs 'domésticos, cédula 325, serie 21, sello 114976, domi-
ciliada y residente en la sección de Ojeda, Distrito Munici-
pal de Paraíso, Provincia de Barahona. contra sentencia 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
trece de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
Adispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Fernando A. Chalas V., cédula 7396, serie 

Ti, sello 50235, en representación del Doctor Víctor Manuel 
Mangual, cédula 18900, serie 1, sello 45913, abogado de los 
'recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Doctor Eugenio A. Matos Feliz, cédula 16762, 4, 
serie 47, sello 49361, en representación del Lic. Angel Sal- 11, 
vador González, cédula 777, serie 18, sello 9708, abogado del 
recurrido Gilberto Feliz, dominicano, mayor de edad, casa- 

' do, agricultor, cédula 1263, serie 21, sello 1520, domiciliado 
y residente en la ciudad de Barahona, en la lectura de sus 
conclusiones; 

dído 'el dictamen del Magistrado Procurador General 
• *de la 'República; 
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Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Dr. Víctor Manuel Mangual, abogado de los recurrentes, 
en el cuai se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa notificado en fecha vein-
ticinco de junio de mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Lic. Angel Salvador González, abogado del re-
currido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1961 del Código Civil, 84 y 136 
de la L,ey de Registro de Tierras (N9 1542, de 1947); 133 
del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
el Juez de jurisdicción original apoderado de la demanda 
de secuestro de la parcela NQ 1093 del Distrito Catastral 
N° 3 del Municipio de Enriquillo, intentada por el Doctor 
Víctor Manuel Mangual, por sí y por el Dr. Ramón Pina 
Acevedo y Martínez, ambos en representación de los Suce-
sores Matos Pérez contra los señores Gilberto Féliz y Ro-
mán Féliz, dictó su decisión No 1 de fecha veintidós de ju-
nio de mil novecientos cincuenta y seis, por la cual se re-
chazó dicha demanda de secuestro"; y b) "que contra dicha , 
decisión interpusieron oportuno recurso de apelación los doc-
tores Víctor Manuel Mangual y Ramón Pina Acevedo y 
Martínez, a nombre de los Sucesores Matos Pérez y Matos 
Miso"; 

Cansiderando que sobre los indicados recursos de ape-
lación el Tribunal Superior de Tierras dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a continua-
ción: "FALLA: PRIMERO'. Se rechaza la apelación inter-
puesta por los doctores Víctor Manuel Mangual y Ramón 
Pina Acevedo y Martínez, a nombre de los Sucesores Matos 
Pérez -y Matos Miso, en fecha 28 de junio dei 1956.- SE-
GUNDO: Se confirma la decisión N° 1 dictada por el Tri- 
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bunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 22 del 
mes de junio del 1956, en la demanda de secuestro de la 
parcela. Nv 1093 del Distrito Catastral N9 3 del Municipio 
de Enriquillo, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
'Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por improce-
dente, la instancia interpuesta por los Doctores Víctor Ma-
nuel Mangual y Ramón Pina Acevedo y Martínez, a nombre 
de los Sucesores Matos Pérez, por la cual solicitan el se-
cuestro de la Parcela Número 1093, del Distrito Catastral 
Númerg 3, del Municipio de Enriquillo, lugar de Cresto- 

liendro"; 
Considerando que los recurrentes invocan en su memo-

rial los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del ar-
tículo 9 de la Ley de Registro de Tierras y 1961 del Código 
Civil.— Violación por prejuzgar el fondo del litigio".— "Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa y 
falta de base legal.— Violación del artículo 82 de la Ley del 
Registfo de Tierras, del artículo 1315 del Código Civil y 
de la Tem ía de la Prueba"; "Tercer Medio: Violación del 
articulo 84 de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 
141 del Ccdigo de Procedimiento Civil. Omisión de parte 
en la s.ntencia que figuró en el procedimiento.— Insuficien-
cia y falta de motivos"; 

Considerando que por el Tercer Medio los recurrentes 
alegan que en la sentencia impugnada hay irsuficiencia o 
falta de motivos, sobre el fundamento de que el "tribunal 

a quo no motivó su sentencia en cuanto a los puntos que le 
fueron sometidos por las partes"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada 
revela que el Tribunal a quo, para rechazar la apelación 
interpuesta por los actuales recurrentes y confirmar la de-
cisión de jurisdicción original, dió los siguientes motivos: 
"que del estudio del expediente y especialmente de los mo-
tivos de la decisión de jurisdicción original apelada"... 
"ha llegaao a la conclusión" de que el Juez de Jurisdicción 
Original "hizo una buena apreciación de los hechos y una 
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correcta aplicación del derecho"; que, además, dicho Tri-
bunal "considera insuficientes las razones expuestas por 
los intimantes para justificar la puesta bajo secuestro de 
la parcela de que se trata, sobre todo en el caso ocurrente, 
en el cual el intimado es un adquiriente a justo título, cuya 
mala fé no se ha probado, y cuya pacífica posesión mantie-
ne con caracteres normales de honradez, seriedad y laborio-
sidad que no han sido tachados por los intimantes", por 
lo cual el Tribunal "estima que no hay utilidad algtm. a 
en la medida solicitada, por no existir peligro actual que 
amenace los derechos reclamados por las partes litigantes"; 

Considerando que, además, el Tribunal a quo, en adi-
ción de los transcritos motivos, adopta los de la decisión de 
jurisdicción original, que son los siguientes: "CONSIDE-
RANDO: que por los datos que nos brinda el expediente se 
comprueba: a) que el señor Gilberto Féliz reclama una 
porción ae la referida Parcela Número 1093 por prescrip-
ción; o) que el señor Román Feliz reclama el resto de 
esta parcela por haberle comprado en fecha 29 de septiem-
bre de 1945 a los señores Juan Guilliani y Lic. Angel Salva-
dor González y alega que el señor Juan Guilliani le compró 
en fecha 10 de julio de 1933 a la señora Elena Pérez Vda. 
Matos, que ella a su vez la adquirió en fecha 4 de junio de 
1932 del señor Antonio Mota y que éste la hubo en fecha 14 
de marzo de 1919 por compra al señor Jacobo Matos; que los 
Sucesores Matos Pérez reclaman la totalidad de la Parcela 
Número 1093 por haberla heredado del finado Jacobo Ma-
tos, alegando que el contrato suscrito entre los señores Ja-
cobo Matos y Manuel Matos Miso con el señor Antonio Mo-
ta no es una venta sino un crédito hipotecario en el cual se 
ponían en garantía las propiedades pertenecientes a los 
dos primeros, permaneciendo éstos en la posesión y disfrute 
de las mismas; CONSIDERANDO: que por el estudio del 
expediente es evidente: a) que no se ha determinado si la 
totalidad de la PIrcela Número 1093 perteneció al finado 
Jacobo Matos; b) que no se ha presentado ninguna prueba 
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bunal de Tierras de jurisdicción original en fecha 22 del 
mes de junio del 1956, en la demanda de secuestro de la 
parcela NY 1093 del Distrito Catastral NQ 3 del Municipio 
de Enriquillo, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
'Que debe rechazar, como al efecto rechaza, por improce-
dente, la instancia interpuesta por los Doctores Víctor Ma-
nuel Mangual y Ramón Pina Acevedo y Martínez, a nombre 
de los Sucesores Matos Pérez, por la cual solicitan el se-
cuestro de la Parcela Número 1093, del Distrito Catastral 
Númerg 3, del Municipio de Enriquillo, lugar de Cresto- 

liendro"; 
Considerando que los recurrentes invocan en su memo-

rial los siguientes medios: "Primer Medio: Vio:ación del ar-
tículo 9 de la Ley de Registro de Tierras y 1961 del Código 
Civil.— Violación por prejuzgar el fondo del litigio".— "Se-
gundo Medio: Desnaturalización de los hechos de la causa y 
falta de base legal.— Violación del artículo 82 de la Ley del 
Registfo de Tierras, del artículo 1315 del Código Civil y 
de la Tem ia de la Prueba"; "Tercer Medio: Violación del 
articulo 84 de la Ley de Registro de Tierras y del artículo 
141 del Ccdigo de Procedimiento Civil. Omisión de parte 
en la sc.ntencia que figuró en el procedimiento.— Insuficien-
cia y falta de motivos"; 

Considerando que por el Tercer Medio los recurrentes 
alegan que en la sentencia impugnada hay ir suficiencia o 
falta de motivos, sobre el fundamento de que el "tribunal 

a quo no motivó su sentencia en cuanto a los puntos que le 
fueron sometidos por las partes"; 

Considerando que el examen de la sentencia impugnada ' 
revela que el Tribunal a quo, para rechazar la apelación 
interpuesta por los actuales recurrentes y confirmar la de-
cisión de jurisdicción original, dió los siguientes motivos: 
"que del estudio del expediente y especialmente de los mo-
tivos de la decisión de jurisdicción original apelada". .. 
"ha llegaao a la conclusión" de que el Juez de Jurisdicción 
Original "hizo una buena apreciación de los hechos y una  

, correcta aplicación del derecho"; que, además, dicho Tri-
bunal "considera insuficientes las razones expuestas por 
los intimantes para justificar la puesta bajo secuestro de 
la parcela de que se trata, sobre todo en el caso ocurrente, 
en el cual el intimado es un adquiriente a justo título, cuya 
mala fé no se ha probado, y cuya pacífica posesión mantie-
ne con caracteres normales de honradez, seriedad y laborio-
sidad que no han sido tachados por los intimantes", por 
lo cual el Tribunal "estima que no hay utilidad algun. a 
en la medída solicitada, por no existir peligro actual que 
amenace los derechos reclamados por las partes litigantes"; 

Considerando que, además, el Tribunal a quo, en adi-
ción de los transcritos motivos, adopta los de la decisión de 
jurisdicción original, que son los sie-uientes: "CONSIDE-
RANDO: que por los datos que nos brinda el expediente se 
comprueba: a) que el señor Gilberto Féliz reclama una 
porción ae la referida Parcela Número 1093 por prescrip-
ción; o) que el señor Román Féliz reclama el resto de 
esta parcela por haberle comprado en fecha 29 de septiem-
bre de 1945 a los señores Juan Guilliani y Lic. Angel Salva-
dor González y alega que el señor Juan Guilliani le compró 
en fecha 10 de julio de 1933 a la señora Elena Pérez Vda. 
Matos, que ella a su vez la adquirió en fecha 4 de junio de 
1932 del señor Antonio Mota y que éste la hubo en fecha 14 
de marzo de 1919 por compra al señor Jacobo Matos; que los 
Sucesores Matos Pérez reclaman la totalidad de la Parcela 
Número 1093 por haberla heredado del finado Jacobo Ma-
tos, alegando que el contrato suscrito entre los señores Ja-
cobo Matos y Manuel Matos Miso con el señor Antonio Mo-
ta no es una venta sino un crédito hipotecario en el cual se 
ponían en garantía las propiedades pertenecientes a los 
dos primeros, permaneciendo éstos en la posesión y disfrute 
de las mismas; CONSIDERANDO: que por el estudio del 
expediente es evidente: a) que no se ha determinado si la 
totalidad de la PIrcela Número 1093 perteneció al finado 
Jacobo Matos; b) que no se ha presentado ninguna prueba 
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que destruya la situación de hecho sustentada por los seño-
res Gilberto Féliz y Román Feliz de que entraran pacífica-
Tente a ocupar en esta parcela, ni se ha determinado hasta 
ahora, en contradicción a los alegatos del señor Gilberto 
Feliz, quien reclama por prescripción, la fecha en que- éste 
comenzara su posesión en dicha parcela; c) que los ocupan-
tes de la citada parcela, Gilberto Féliz y Román Feliz, han 
fomentado en ella mejoras nuevas y realizado construccio-
nes, ignorándose a la fecha cuales fomentó el finado Jacobo 
Matos y cuales los señores Feliz; d) que la próxima cosecha 
de café de esta parcela garantiza un crédito obtenido por 
el señor Gilberto Feliz del Banco de Crédito Agrícola e 
Indusegal de la República Dominicana, al amparo de la Ley 
N° 1841 de Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, 
el cual en caso de hacerse exigible, el Juez de Paz, de acuer- 

, do con la citada ley, se incautará de la garantía en cuales-
quiera manos en que se encuentre"; 

Considerando que una sentencia no es válida sólo por-
que contenga motivos, sino que es necesario que éstos sean 
serios, claros, precisos, especiales y pertinentes; que, estas 
reglas referentes a la motivación de las sentencias, deben 
ser observadas más estrictamente, cuando se trata de deci-
dir sobre medidas cuyo ordenamiento es facultativo para 

los jueces; 
Consicierando que, en la especie, para rechazar la ape- „ 

lación de ios ahora recurrentes y confirmar la decisión de 
jurisdicción original que había rechazado, a su vez, por im-
procedente, la demanda en secuestro a que ya se ha hecho 
referencia, el Tribunal a quo, según resulta del examen 
precedentemente hecho, dió motivos que carecen de perti-
nencia, puesto que lejos de examinar la procedencia o no 
de la medida provisional solicitada, dentro de 1as condiciones 
exigidas por los artículos 1961 del Código Civil y 9, refor-
mado, de la Ley de Registro de Tierras, por una parte, se 
refiere, con evidente perjuicio, a cuestiones de fondo, como 
.son las de atribuirle la condición de "adquiriente a justo 

título" al intimado, de quien expresa que su "mala fé no se 
ha probado", así como a los caracteres de su "posesión", la 
cual califica de "Pacífica" y manifiesta que ésta tiene "ca-
racteres normales de honradez, seriedad y laboriosidad que 
no han sido tachados por los intimantes". sin que, por 
otra parte, con la adopción de los motivos de la decisión 
apelada., agregara motivos serios y pertinentes a su sen-
tencia puesto .que aquella se fundamenta, igualmente, en 
una motivación carente de seriedad y pertinencia, como lo 
es la circunstancia de que no se hayan aún determinada 
cuestiones atinentes al fondo de la litis y la de que la pró-
xima cosecha de café de esa parcela garantice un crédito 
prendario obtenido por el recurrido Gilbertó Feliz; que, en 
tales condiciones, el Tribunal a quo ha dado motivds insu-
ficientes a su sentencia, por lo cual ésta debe ser anulada, 
sin que sea necesario examinar los demás medios del re- 
CUTSO; 

Cansiderando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sen- 
tencia fuere casada por falta o insuficiencia de motivos, las 

P. costas podrán ser compensadas; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-

ciada dor el Tribunal Superior de Tierras, en fecha trece 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positiva se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto ante el Tribunal Superior de Tierras; y Segundo: 

. Compensa las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini — Juan A. Morel.— Da-

mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en-él expi esados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

a. 
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título" al intimado, de quien expresa que su "mala fé no se 
ha probado", así como a los caracteres de su "posesión", la 
cual califica de "Pacífica" y manifiesta que ésta tiene "ca-
racteres normales de honradez, seriedad y laboriosidad que 
no han sido tachados por los intimantes". sin que, por 
otra parte, con la adopción de los motivos de la decisión 
apelada, agregara motivos serios y pertinentes a su sen-
tencia puesto .que aquella se fundamenta, igualmente, en 
una motivación carente de seriedad y pertinencia, como lo 
es la circunstancia de que no se hayan aún determinado-
cuestiones atinentes al fondo de la litis y la de que la pró-
xima cosecha de café de esa parcela garantice un crédito 
prendario obtenido por el recurrido Gilbertó Feliz; que, en 
tales condiciones, el Tribunal a quo ha dado motivds insu-
ficientes a su sentencia, por lo cual ésta debe ser anulada, 
sin que sea necesario examinar los demás medios del re-
curso; 

Cansiderando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando la sen-
tencia fuere casada por falta o insuficiencia de motivos, las 
costas podrán ser compensadas; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada Ar el Tribunal Superior de Tierras, en fecha trece 
de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto ante el Tribunal Superior de Tierras: y Segundo: 
Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini — Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en-él expi esados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



638 	 BOLETÍN JUDICIAL ROLE'TÍN JUDICIAL 	 639 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 6, 

lecha 2 de diciembre de 1957. 

Materia: Fenal. 

Recurrente: Luisa Antonia Féliz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlcs Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta. y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era. de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luisa An-
tonia Féliz, dominicana, mayor de edad, soltera, ocupada 
en los quehaceres domésticos, domiciliada y residente en es-
ta ciudad, cédula 14107, serie 1, sello 47873, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciudad Truji-
llo, en fecha dos de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente 
fallo; 

Oido el alguacil- de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 

Vista el acta ciel recurso de casación levantada en la 
Secreta' 1 de la Corte a qua, el mismo día del fallo, a re-
querimiento de la recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley 2402, de 1950, y 
1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que en fecha quince de junio de mil novecien-
tos cincuenta y siete, Ernesto Calderón dirigió una carta al 
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, pidién-
dole que la pensión alimenticia de $25.00 que le había sido 
fijada para el sostenimiento de su hija menor Pura Rosario, 
procreada con Luisa A. Féliz, fuese reducida a la suma de 
$7.00, la cual copiada textualmente dice así: "Ciudad Tru-
jillo, D.N.— Junio 15, de 1957.— Dr. Salvador Aristy Ortjz, 
Magistraao Procurador Fiscal del D. N.— Su Despacho.— 
Distinguido Señoi.:— Tengo a bien dirigirme a Ud. para soli-
citar por este medio, muy respetuosamente, la reducción de 
la pensión alimenticia de $25.00 (Veinticinco Pesos) men-
suales, que estoy obligado legalmente a pasar a mi hija me-
nor Pura Rosario Calderón Féliz, hija de la señora Luisa A. 
Féliz, por sebtencia de fecha 26 de mayo de 1956 de la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo.— Los motivos de 
esta solicitud son los siguientes: 1.—Desde el día 7 del pre-
sentes mes de junio, me encuentro sin trabajo. debido a que 
he sido suspendido por un período de 3 meses, de la Edito-
rial La Nación, C. por A., (empresa donde trabajo), por 
incosteabilidad de explotación de dicha empresa.— 2.—Me 
ha resultado muy excesivo el monto de esta pensión, ya que 
desde la fecha en que se dictó la sentencia mencionada, has-
ta hace unos días, se me ha hecho casi imposible cumplir con 
la susodicha pensión, lo que puede comprobarse fácilmente 
con los recibos de valores declarados en mi poder.— 3.—Ac-
tualmente tengo otro hijo menor, de 9 meses, procreado 
(que antes no tenía) con mi esposa Nelly Ch. de Calderón, 
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y ésta en la actualidad se encuentra en estado de embarazo 
de un segundo hijo nuestro.—Por tales motivos, Honorable 
Magistardo, me veo en la obligación perentoria, de dirigir-
me a vuestra persona para implorar una reducción de dicha 
pensión a $7.00 pesos mensuales, la cual, tan pronto consiga 
empleo o la empresa que me ha suspendido vuelva a em-
plearme, será sustancialmente mejorada, de acuerdo con 
mis posibilidades y deberes de padre ante la sociedad.— En 
espera, de que Ud. dará un nuevo ejemplo de justicia y equi-
dad en el desempeño de sus delicadas funciones y hará honor 
a la generosa y brillante Era en que vivimos los dominica-
nos, quedo de Ud. Atte. S. S. y amigo, Ernesto Calderón, 
cédula 20546, serie 23, sello 29024.— Dirección Abreu N-
170, Ciudad"; 2) que apoderada del caso la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó sentencia en Techa once de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, con el siguiente dispositivo 
"FALLA: PRIMERO: Que debe rebajar, como al efecto re-
baja, a partir del lro. de septiembre del año en curso, la 
pensión alimenticia fijada a Ernesto Calderón, de generales 
anotadas, para la manutención de su hija procreada ccm 
Luisa A. Féliz, de veinticinco pesos a veinte pesos mensua-
les; SEGUNDO: Que debe declarar y declara las costas de 
oficio"; y 3) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Ernesto Calderón, la Corte a qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la for-
ma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica 
en cuanto al monto de la pensión se refiere, la sentencia ape-
lada, dictada en atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha once del mes de octubre del ario 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo aparece 
copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando por pro-
pia autondad, fija en la suma de Dieciocho Pesos Oro (RD 
$18.00), la pensión mensual que el prevenido Ernesto tal- 

derdn, de'oe pasar a la madre querellante señora Luisa A. 
Félix, para las atenciones y necesidades de la menor Pura 
Rosario Calderón, procreada por ambos; 'TERCERO: De-
clara las costas de oficio"; 

Consíderando que la- Corte a qua para reducir a la su-
ma de ($18.00) diez y ocho pesos la pensión alimenticia de 
($25.00) veinticinco pesos mensuales que le impuso a Ernes-
to Calderón por la sentencia del veintiséis de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, -para el sostenimiento de su 
hija menor Pura Rosario Calderón Féliz, procreada con la 
recurrente Luisa A. Féliz, se ha fundado en que el padre 
"atiende a su segunda esposa y a dos menores que tiene 
con ella, que paga ($30.00) treinta pesos de alquiler por la 
casa que ocupa con su familia y solamente percibe un suel-
do de (145.00) ciento cuarenticinco pesos al mes, como em-
pleado de la Editorial "La Nación, C. por A.". y en que, por 
otra parte, "su hija Pura Rosario apenas cuenta con 9 arios 
de edad y vive con su madre y su abnela materna, quien la 
ayuda e.n los gastos de su manutención"; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación del artículo 1 de la Ley 2402, 
pues para reducir la pensión alimenticia que Ernesto Calde-
rón debe suministrar para el sostenimiento de su hija me-
nor Pura Rosario, procreada con la recurrente, dicha Corte 
ha tenido en cuenta los elementos de juicio establecidos por 
el citado texto legal; 

Considerando que examinada en Sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luisa Antonia Féliz, contra senten- - 
cla de la Corte de Apelación de Ciudad 'Trujillo de fecha dos 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Declara de oficio las costas. 
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de un segundo hijo nuestro.—Por tales motivos, Honorable 
Magistárdo, me veo en la obligación perentoria, de dirigir-
me a vuestra persona para implorar una reducción de dicha 
pensión a $7.00 pesos mensuales, la cual, tan pronto consiga 
empleo o la empresa que me ha suspendido vuelva a em-
plearme, será sustancialmente mejorada, de acuerdo con 
mis posibilidades y deberes de padre ante la sociedad.— E'n 
espera, de que Ud. dará un nuevo ejemplo de justicia y equi-
dad en el desempeño de sus delicadas funciones y hará honor 
a la generosa y brillante Era en que vivimos los dominica-
nos, quedo de Ud. Atte. S. S. y amigo, Ernesto Calderón, 
cédula 20546, serie 23, sello 29024.— Dirección Abreu N9 

170, Ciudad"; 2) que apoderada del caso la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, dictó sentencia en Techa once de octubre de mil 
novecientos cincuenta y siete, con el siguiente dispositivo 
"FALLA: PRIMERO: Que debe rebajar, como al efecto re-
baja, a partir del 1ro. de septiembre del año en curso, la 
pensión alimenticia fijada a Ernesto Calderón, de generales 
anotadas, para la manutención de su hija procreada con 
Luisa A. Feliz, de veinticinco pesos a veinte pesos mensua-
les; SEGUNDO: Que debe declarar y declara las costas de 
oficio"; y 3) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Ernesto Calderón, la Corte a qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en la for-
ma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica 
en cuanto al monto de la pensión se refiere, la sentencia ape-
lada, dictada en atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha once del mes de octubre del ario 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo aparece 
copiado en otro lugar del presente fallo; y, obrando por pro-
pia autondad, fija en la suma de Dieciocho Pesos Oro (RD 
$18.00), la pensión mensual que el prevenido Ernesto Cal- 

derón, de'oe pasar a la madre querellante señora Luisa A. 
Félix, para las atenciones y necesidades de la menor Pura 
Rosario Calderón, procreada por ambos; TERCERO: De-
clara las costas de oficio"; 

Considerando que la' Corte a qua para reducir a la su-
ma de ($18.00) diez y ocho pesos la pensión alimenticia de 
($25.03) veinticinco pesos mensuales que le impuso a Ernes-
to Calderón por la sentencia del veintiséis de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, -para el sostenimiento de su 
hija menor Pura Rosario Calderón Féliz, procreada con la 
recurrente Luisa A. Féliz, se ha fundado en que el padre 
"atiende a su segunda esposa y a dos menores que tiene 
con ella, nue paga ($30.00) treinta pesos de alquiler por la 
casa que ocupa con su familia y solamente percibe un suel-
do de (145.00) ciento cuarenticinco pesos al mes, como em-
pleado de la Editorial "La Nación, C. por A.". y en que, por 
otra parte, "su hija Pura Rosario apenas cuenta con 9 arios 
de edad y vive con su madre y su abnela materna, quien la 
ayuda en los gastos de su manutención"; 

Considerando que, en consecuencia, la Corte a qua ha 
hecho una correcta aplicación del artículo 1 de la Ley 2402, 
pues para reducir la pensión alimenticia que Ernesto Calde-
rón debe suministrar para el sostenimiento de su hija me-
nor Pura Rosario, procreada con la recurrente, dicha Corte 
ha tenido en cuenta los elementos de juicio establecidos por 
el citado texto legal; 

Considerando que examinada en Sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-

, que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza .el recurso de ca-
sación interpuesto por Luisa Antonia Féliz, contra senten- - 
cia de la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo de fecha dos 
de diciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Declara de oficio las costas. 



_ 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras, 
Juan A. Merel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu- 

híjo, Secretario General.— 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por le-

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu( 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qup 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 13 
de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Rafael Ureña Rodriguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarehe Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujilio, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentenda: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
fael Ureña Rodríguez, .dominieano, mayor de edad, soltero, 
albañil, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, cédu-
la 17078, serie 54, cuyo sello de renovación no se menciona 
en el expediente, contra sentencia pronunciada. por la Corte 
de Apelación de La Vega en fecha trece de enero de4mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: "FALLA: PRINXItO: Declara buenos y vá-
lidos, en sus formas respectivas, los presentes recursos de 
apeladón; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada el 
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(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras, 
Juan A. Mcrel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C, 
Carlos Mi. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Nés-
tor Contin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Cu- 

híjo, Secretario General.— 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo, 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y tw 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qup 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 13 
de enero de 1958. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Rafael Ureila Rodriguez. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra-
fael Ureña Rodríguez, .dominicano, mayor de edad, soltero, 
albañil, domiciliado y residente en la ciudad de Moca, cédu-
la 17078, serie 54, cuyo sello de renovación no se menciona 
en el expediente, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de La Vega en fecha trece de enero de 'mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia a 
continuación: 'TALLA: PRIIMRO: Declara buenos y vá-
lidos, en sus formas respectivas, los presentes recursos de 
apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia dictada el 
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trece de noviembre del ario mil novecientos cincuenta y siete 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, que condenó al prevenido y apelante José Rafael 
Ureria Rodríguez, —de generales conocidas—, a sufrir dos 
arios de prisión correccional y al pago de las costas, por el 
delito de violación a la Ley NI' 2402 en perjuicio de una me-
nor procreada con la señora Amada Michel Gómez de Ure-
fía y fijó en la suma de Doce Pesos Oro la pensión mensual 
que el indicado prevenido José Rafael U- eña Rodríguez de-
berá pasar a manos de la madre, querellante y apelante para 
la manutención de la menor Gladys Alisa, de seis arios de 
edad, procreada por ambos, a partir de la fecha de la que-
rella; FERCERO: Condena además a José R "ael Ureña 
Rodríguez al pago de las costas de esta instancia'; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado, Procurador General' 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación. levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua. en fecha diecisiete de enern 
de mil novecientos cincuenta y ocho, a reauerimie,-to del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún merlio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia., después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y S de la Ley N° 2A02, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro e-
dimiento de Casadón dispone que los condenados v 

pena que exceda de seis meses de prisión correcciona! 
podrán recurrir en casación si no estuviesen prelos o Ln 

libertad provisional bajo fianza; 
Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-

na de dos arios de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en misión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o lá sus- 

pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José Rafael Ureña Ro-
dríguez, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
Iación de La Vega en fecha trece de enero de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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trece de noviembre del ario mil novecientos cincuénta y siete 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Espaillat, que condenó al prevenido y apelante José Rafael 
Urefia Rodriguez, —de generales conocidas--, a sufrir dos 
años de prisión correccional y al pago de las costas, por el 
delito de violación a la Ley NQ 2402 en perjuicio de una me-
nor procreada con la señora Amada Michel Gómez de Ure-
fia y fijó en la suma de Doce Pesos Oro la pensión mensual 
que el indicado prevenido José Rafael U- eña Rodríguez de-
berá pasar a manos de la madre querellante y apelante para 
la manutención de la menor Gladys Alisa, de seis arios de 
edad, procreada por ambos, a partir de la fecha de la que-
rella; TERCERO: Condena además a José R Ureria 
Rodríguez al pago de las costas de esta instancia'; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación. levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua. en fecha diecisiete de enero 
de mil novecientos cincuenta y ocho. a renuerimie”to CM. 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después 	haber deli- 
berado, y vistos los artículos 7 y S de la Ley NQ 21102, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro c-
aimiento de Casación dispone que los condenados 11 
pena que exceda de seis meses de prisión correcciona 
podrán recurrir en casación si no estuviesen prelos o cn 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que 
haya obtenido su libertad 'provisional bajo fianza o lá sus- 

pensión de la ejecución de la pena, de conformidad con los 
artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de, 1950: que, por tanto, el 
presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- • 
curso de casación interpuesto por José Rafael Ureña Ro-
dríguez, contra sentencia pronunciada por la Corte de Ape-
lación de La Vega en fecha trece de enero de mil novecien-
tos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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1ENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

 

tinuación: "E`ALLA PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Victor Manuel 
Mangual, a nombre de las partes civiles constituídas, señores 
Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Santos, contra 
sentencia de fecha 26 de agosto de 1957; clicta.da por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, cuyo dispositivo es el siguiente:— 'FALLA: Que debe 
dar como al efecto da acta al abogado de la parte civil cons-
tituida de los peclimentos solicitados por él, que más adelan-
te se indican: PRIMERO: de que en el proceso verbal de 
fecha 9 del mes de mayo de 1957, existe una declaración 
del señor Manuel Emilio Jiménez de que el vehículo placa 
N9 18649, propiedad del señor Napoleón Concepción y con-
ducido por Francisco Naut, no estaba provisto de la corres-
pondiente revista para el primer semestre del 1957; SE-
GUNDO: de que los testigos que declararon en la audiencia 
celebrada el día 2 de agosto de 1957, todos manifestaron no 
tener conocimiento de que este vehículo. no está provisto 
de la correspondiente revista; TERCERO: de que los seño-
res Manuel Emilio Jiménez, Joaquín Batista, Enrique Patri-
cio, Leonidas Arismendy Campos, declararon que viajaban 
en ese vehículo (camioneta de volteo) en el momento en 
que ocurrió el accidente en calidad de pasajeros; CUARTO: 
de que en el expediente puesto a cargo de Francisco Naut 
no existe ninguna pieza que corresponda al.segundo semes-
tre del 1957, así como que tampoco hay ningún documento 
que pruebe que el referido vehículo estaba provisto del co-
rrespydiente permiso para conducir pasajeros; QUINTO: 
de que e-n el expediente NI' 429 del mes de julio de 1957 pues-
to a cargo de Francisco Naut figura como prevención, vio-
lación a la Ley N9 2022, en perjuicio de vaiias personas; 
SEXTO: de que no existe ninguna prevención a cargo de 
Francisco Naut. por violación a los artículos 11 y 156 de 
la Ley N9 4017 sobre Tránsito de Vehículos de Motor; PRI-
MERO: que debe rechazar como al efecto rechaza el pedi-
mento relativo a que se regularice este expediente en cuanto 

   

  

$entencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-

cha 27 de noviembre de 1957. 

   

     

  

Materia: Penal. 

         

             

   

Recurrentes: Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Santos. 

Abog-ado: Dr. Víctor Mantiel Mangual. 

   

      

   

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri. 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen,: 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-' 
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Cio-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General,. 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de , 
mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Indepen-' 

dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de cásación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro 
Zayas Oviedo, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero, 
domiciliado y residente en la ciudad de Azua, cédula 2402, 
série 23, sello 134919, y por Hilda Asunción de los Santos, 
dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada y residente 
en la ciudad de Azua, cédula 8888, serie 10, sello 935899, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
San Cristóbal en fecha veintisiete de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia a con- 

   

    

11' 

"1;' 

      

      

      

      

     

1' 

     

     

      

                

                



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

cha 27 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Recurrentes: Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Sara 

Abogado: Dr. Victor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados ; 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Présidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Cío-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo.  
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejandro 
Zayas Oviedo, dominicano, mayor de edad, soltero, obrero. 
domiciliado y residente en la ciudad de Azua, cédula 2402 
serie 23, sello 134919, y por Hilda Asunción de los Santo-. 
dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada y residente  
en la ciudad de Azua, cédula 8888, serie 10, sello 93589t 
contrae  sentencia pronunciada por la Corte de Apelación (11 
San Cristóbal en fecha veintisiete de noviembre de mil no 
vecienlos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia a cor.-  

tinuación: "PALLA PRIMERO: Declara regular y válido el 
recurso de apelación interpuesto por el Dr. Victor Mantiel 
Mangual, a nombre de las partes civiles constituidas, señores 
Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Santos, contra 
sentencia de fecha 26 de agosto de 1957 ;  dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baraho-
na, cuyo dispositivo es el siguiente:— 'FALLA: Que debe 
dar como al efecto da acta al abogado de la parte civil cons-
tituida de los pedimentos solicitados por él, que más adelan-
te se indican: PRIMERO: de que en el proceso verbal de 
fecha 9 del mes de mayo de 1957, existe una declaración 
del señor Manuel Emilio Jiménez de que el vehículo placa 
N9  18649, propiedad del señor Napoleón Concepción y con-
ducido por Francisco Naut, no estaba provisto de la 'corres-
pondiente revista para el primer semestre del 1957; SE-
GUNDO: de que los testigos que declararon en la audiencia 
celebrada el día 2 de agosto de 1957, todos manifestaron no 
tener conocimiento de que este vehículo no está provisto 
de la correspondiente revista; TERCERO: de que los seño-
res Manuel Emilio Jiménez, Joaquín Batista, Enrique Patri-
cio, Leonidas Arismendy Campos, declararon que viajaban 
en ese vehículo (camioneta de volteo) en el momento en 
que ocurrió el accidente en calidad de pasajeros; CUARTO: 
de que en el expediente puesto a cargo de Francisco Naut 
no existe ninguna pieza que corresponda al-segundo semes-
tre del 1957, así como que tampoco hay ningún documento 
que pruebe que el referido vehículo estaba provisto del co-
rrespondiente permiso para conducir pasajeros; QUINTO: 
de que en el expediente N 9  429 del mes de julio de 1957 pues-
to a cargo de Francisco Naut figura como prevención, vio-
lación a la Ley 1\1 9  2022, en perjuicio de varias personas; 
SEXTO: de que no existe ninguna prevención a cargo de 
Francisco Naut. por violación a los artículos 11 y 156 de 
la Ley N9 4017 sobre Tránsito de Vehículos de Motor; PRI-
MERO: que debe rechazar como al efecto rechaza el pedi-
mento relativo a que se regularice este expediente en cuanto 
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a la prevención que pesa sobre Francisco Naut, para agre. 
gar la violación de los artículos 11 y 156 de la Ley N9 4017, 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, por improcedente; 
SEGUNDO: que debe reenviar corno al efecto reenvía el 
conocimiento de la causa seguida al nombrado Francisco 
Naut, de generales anotadas, inculpado de violación a la 
Ley N9 2022, en perjuicio de Rafael Romero Chalas, Rafael 
de los Santos, Manuel de Jesús Oviedo, Enrique Patricio, 
Belarminio Noboa y Joaquín Batista, resultando muertos 
los tres primeros, para una próxima atidiencia, a fin de oir 
un experto mecánico, para una mejor sustanciación; TER-
CERO: que debe reservar como al efecto reserva las costas"; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia contra la cual se apela; 
y TERCERO: Condena a las partes civiles constituidas que 
sucumben, al pago de las costas, orderándose su distracción 
a favor del Lic. Heriberto García, quien af.rma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del M,agistrade Procurador Gene 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaria de la Corte a qua, en fecha trece de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Víctor MI. Mangual, cédula 18900, serie 1, sello 45913, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso 
de casación sea interpuesto por el ministerio público, por 
la parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la indicación de los medios de ca-
sación será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente; 

11/1 

Considerando que en el presente caso los recurrentes 
Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Santos, constitui-
dos ek parte civil, no motivaron su recurso cuando lo decla-
raron en la Secretaría de la Corte a qua; que dichos recu-
rrentes tampoco han presentado, con posterioridad a la de-
claración del recurso, el memorial con la exposición de los 
medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Alejandro Zayas Oviedo e Hilda 
A. de los Santos, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintisiete de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otra parte del presente fallo; y Seg-undo: 
Condelia a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



a la prevención que pesa sobre Francisco Naut, para agro. 
gar la violación de los artículos 11 y 156 de la Ley N^ 4017, 
sobre Tránsito de Vehículos de Motor, por improcedente; 
SEGUNDO: que debe reenviar como al efecto reenvía el 
conocimiento de la causa seguida al nombrado Francisco 
Naut, de generales anotadas, inculpado de violación a la 
Ley N9  2022, en perjuicio de Rafael Romero Chalas, Rafael 
de los Santos, Manuel de Jesús Oviedo, Enrique Patricio, 
Belarminio Noboa y Joaquín Batista, resultando muertos 
los tres primeros, para una próxima audiencia, a fin de oir 
un experto mecánico, para una mejor sustanciación; TER-
CERO: que debe reservar como al efecto reserva las costas"; 
SEGUNDO: Confirma la sentencia contra la cual se apela; 
y TERCERO: Condena a las partes civiles constituidas que 
sucumben, al pago de las costas, ordenándose su distracción 
a favor del Lic. Heriberto García, quien af rma haberlas 
avanzado en su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretaria de la Corte a qua, en fecha trece de diciembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del Dr. 
Víctor Ml. Mangual, cédula 18900, serie 1, sello 45913, abo-
gado de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 
• La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que de conformidad con el artículo 37 de 
la Ley sobre Procedimiento de dasación, cuando el recurso 
de casación sea interpuesto por el ministerio público, por 
la parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la indicación de los medios de ca-
sación será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha moti-
vado el recurso en la declaración correspondiente; 

pi› 
Considerando que en el presente caso los recurrentes 

Alejandro Zayas Oviedo e Hilda A. de los Santos, constitui-
dos e parte civil, no motivaron su recurso cuando lo decla-
raron en la Secretaría de la Corte a qua; que dichos recu-
rrentes tampoco han presentado, con posterioridad a la de-
claración del recurso, el memorial con la exposición de los 
medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por Alejandro Zayas Oviedo e Hilda 
A. de los Santos, contra sentencia pronunciada por la Corte 
de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintisiete de no-
viembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo se copia en otra parte del presente fallo; y Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.-- Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad TrIlillo, 

fecha 2 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpiclio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Saia donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Hernández, dominicano, .mayor de edad, soltero, chófer, do-
miciliado y residente en esta ciudad, en la casa N 9  70 de la 
calle 'D", del Barrio de María Auxiliadora, cédula 7037, 
serie 34, sello 269188, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo en fecha dos de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido, en la forma el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dic- 
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tada en atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Naciera' en fecha dieciocho del mes de octubre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: 'FALLA: Primero. Pronunciar, como al 
efecto pronunciamos, el defecto contra el nombrado Fran-
cisco Hernández, de generales desconocidas, por no haber 
comparecido a la audiencia para la cual fué legalmente ci-
tado; Segundo: Declarar, como al efecto declaramos, al men-
cionado Francisco Hernández, de generales ya dichas, culpa-
ble del delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio de 
una menor procreada con Ana Dolores Mencías, y en conse-
cuencia, se condena a dos años de prisión y fija, en Ocho 
Pesos Oro, la pensión mensual, que deberá pasar a partir 
de la querella, ejecutoria de la sentencia no obstante cual-
quier recurso; y lo condena también al pago de las costas'; 
TERCERO: Condena al prevenido Francisco Hernández, al 
pago de las costas"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secret al la de la Corte a qua el mismo día del fallo, a reque-
rimierno del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N" 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

C3nsiderando que el artículo 36 de la LO sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación si no estuviese_n presos o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Cónsiderando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta- 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Ciudad Trtlillo, d ,  

fecha 2 de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Francisco Hernández. 	 .2 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Con -Un Aybar y Clo- 
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Saia donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho. años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Francisco 
Hernández, dominicano, ,mayor de edad, soltero, chófer, do-
miciliado y residente en esta ciudad, en la casa N9  70 de la 
calle 'D", del Barrio de María Auxiliadora, cédula 7037, 
serie 34, sello 269188, contra sentencia pronunciada por la 
Corte de Apelación de 'Ciudad Trujillo en fecha dos de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo-
sitivo se copia a continuación "FALLA: PRIMERO: De-

. clara regular y válido, en la forma el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada, dic- 

tada en atribuciones correccionales por la Segunda Cámara 
de lo Penal del. Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacignal en fecha dieciocho del mes de octubre del año mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo copiado tex-
tualmente dice así: 'FALLA: Primero. Pronunciar, como al 
efecto pronunciamos, el defecto contra el nombrado Fran-
cisco Hernández, de generales desconocidas, por no haber 
comparecido a la audiencia para la cual fué legalmente ci-
tado; Segundo: Declarar, como al efecto declaramos, al men-
cionado Francisco Hernández, de generales ya dichas, culpa-
ble del delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio de 
una menor procreada con Ana Dolores Mencías, y en conse-
cuencia, se condena a dos años de prisión y fija, en Ocho 
Pesos Oro, la pensión mensual, que deberá pasar a partir 
de la querella, ejecutoria de la sentencia no obstante cual-
quier recurso; y lo condena también al pago de las costas'; 
TERCERO: Condena al prevenido Francisco Hernández, al 
pago de las costas"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la 

Secretatía de la Corte a qua el mismo día del fallo, a reque-
rimierno del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berada, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley N° 2402, de 
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que el artículo 36 de la Les, sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que los condenados a una pena 
que exceda de seis meses de prisión correccional no podrán 
recurrir en casación si no estuviesen presos o en libertad 
provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fué condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta- 
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blecido que dicho recurrente esté er prisión, ni tampo 
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena. de conformicipd con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Francisco Heme andez 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha. dos de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente.' 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente Sentencia ha sido -  dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto. Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

•44.ntencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 21 de octubre de 1957. 

yIateria: Penal. 

itecurrent,: Juan Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jul-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohen, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
penden •ia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de Casación, la 
siguient.,  sentencia: 

Sobrt el recurso de casación interpuesto por Juan Her-
nández, oominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
residente en Villa Altagracia, cédula 7383, serie 48, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintiuno de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la Re úbiica; 
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blecido que dicho recurrente esté er prisión. ni  tampoco 
que hay a obtenido su libertad provisional bajo fianza o la 
suspensión de la ejecución de la pena. de conformiyd con 
los artículos 7 y 8 de la Ley 2402, de 1950; que, por tanto, 
el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Francisco Hemandez 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Ciudad Trujillo, en fecha dos de diciembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 
al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.-- Néstor 
Confin Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La. presente Sentencia ha sido- dada y firmada por los 
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario ,General, que 

(Fdo.) Ernesto. Curiel hijo.—  
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 21 de octubre de 1957, 

Recurrente: Juan Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Cor,te de JuA-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo 

k de mil novecientos cincuenta y ocho, arios 115' de la Inde-
penden Aa, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, corno corte de Casación, la 
siguiew sentencia: 

Sobrt ei recurso de casación interpuesto por Juan Her-
nández Gominicano, maityor de edad, casado, comerciante, 
residente en Villa Altagracia, cédula 7383, serie 48, cuyo 
sello de x-enovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha veintiuno de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete, sentencia cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado F'rocurador General de 

la Re)ública; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, en fecha trece de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi- 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha dos de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, 

Gregoria Ventura Severino de Báez, presentó querella con- 
tra el nombrado Juan Hernández, por éste haberla injuriado 
diciéndole que "tan ladrona y sinvergüenza era ella como 
su hermano José Severino, que cobraba en el pago como un 
salteador, que nadie lo veía cobrando"; 2) que legalmente 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo conoció en fecha diez de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete de la causa seguida al 
prevenido Juan Hernández y resolvió el caso por sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia que es motivo 
del presente recurso de casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter- 
puestos por el prevenido, por Gregoria Ventura, parte civil 
constituida, y por el Magistrado Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, fué dictada la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA PRIMERO: Declara regulares y válidos los recur- 
sos de apelación interpuestos por el prevenido Juan Her- 
nández, por Gregoria Ventura, parte civil constituida, y por 
el Procurador Fiscal a nombre y representación del Magis- 
trado Procurador General de esta Corte, contra sentencia 
de fecha 10 de abril de 1957, dictada por el Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo dispo- 
sitivo dice así: 'FALLA: Primero: Declara que Juan Her- 

nández es culpable del delito de injurias, en perjuicio de 
Gregoria Ventura, en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00); Segundo: Declara re-
gular en la fórma y en el fondo la constitución en parte 
civil, hecha por Gregoria Ventura, representada por el Dr. 
Miguel Ventura Hilton, y en consecuencia condena a Juan 
Hernández a pagar una indemnización de cien pesos, en 
favor de la parte civil constituida, corno reparación del per-
juicio que la parte civil constituida ha recibido; Tercero: 
Condena a Juan Hernández al pago de las costas penales y 
civiles'; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en 
cuanto al aspecto penal, y en cuanto a lo civil se modifica y, 
en consecuencia, condena al prevenido Juan Hernández a pa-
gar una indemnización de RD$50.00, en favor de Gregoria 
Ventura, parte civil constituida; TERCERO: Condena al 
prevenido al pago de las costas penales; CUARTO: Condena 
al mencionado prevenido al pago de las costas civiles de am-
bas instancias, distrayéndolas en provecho del Dr. Miguel 
Ventura Hilton, por afirMar haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: "1) que el prevenido Juan Her-
nández tiene una bodega en Villa Altagracia, y acostum-
braba vender a crédito; 2) que Gregoria Ventura Severino 
de Báez, parte civil constituida, tiene un hermano llamado 
José Severino; 3) que José Severino le debía RD$23.00 a 
Juan Hernández, por concepto de efectos que Severino ha-
bía comprado a crédito en el comercio de Ijernández; 4) que 
hacía días que Hernández buscaba a Severino para cobrarle 
la deuda; 5) que siendo aproximadamente las 11 de la ma-
ñana del día 2 de marzo del año 1957, y estando Gregdria 
Ventura Severino de Báez, en su casa, sita eh Villa Altagra-
cia, se presentó el inculpado Juan Hernández y le preguntó 
a Gregoria Ventura Severino de Báez, que dónde estaba su 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, en fecha trece de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi- 
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 367 y 372 del Código Penal; 
1382 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien- 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
en fecha dos de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, 
Gregoria Ventura Severino de Báez, presentó querella con- 
tra el nombrado Juan Hernández, por éste haberla injuriado 
diciéndole que "tan ladrona y sinvergüenza era ella como 
su hermano José Severino, que cobraba en el pago como un 
salteador, que nadie lo veía cobrando"; 2) que legalmente 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo conoció en fecha diez de abril 
de mil novecientos cincuenta y siete de la causa seguida al 
prevenido Juan Hernández y resolvió el caso por sentencia 
cuyo dispositivo se copia en el de la sentencia que es motivo 
del presente recurso de casación; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter- 
puestos por' el prevenido, por Gregoria Ventura, parte civil 
constituida, y por el Magistrado Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Clstóbal, fué dictada la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA PRIMERO: Declara regulares y válidos los recur- 
sos de apelación interpuestos por el prevenido Juan Her-

' nández, por Gregoria Ventura, parte civil constituída, y por 
el Procurador Fiscal a nombre y representación del Magis- 
trado Procurador General de esta Corte, contra sentencia 
de fecha 10 de abril de 1957, dictada por el Juzgado de Pri- 
mera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo dispo- 
sitivo dice así: 'FALLA: Primero: Declara que Juan Her- 
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nández es culpable del delito de injurias, en perjuicio de 
Gregoi ia Ventura, en consecuencia lo condena a pagar una 
multa de Diez Pesos Oro (RD$10.00) ; Segundo: Declara re-
gular en la fcirma y en el fondo la constitución en parte 
civil, hecha por Gregoria Ventura, representada por el Dr. 
Migue: Ventura Hilton, y en consecuencia condena a Juan 
Hernández a pagar una indemnización de cien pesos, en 
favor de la parte civil constituida, corno reparación del per-
juicio que la parte civil constituida ha recibido; Tercero: 
Condena a Juan Hernández al pago de las costas penales y 
civiles'; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en 
cuanto al aspecto penal, y en cuanto a lo civil se modifica y, 
en consecuencia, condena al prevenido Juan Hernández a pa-
gar una indemnización de RD$50.00, en favor de Gregoria 
Ventura, parte civil constituida; TERCERO: Condena al 
prevenido al pago de las costas penales; CUARTO: Condena 
al mencionado prevenido al pago d'e las costas civiles de am-
bas insumcias, distrayéndolas en provecho del Dr. Miguel 
Ventura Hilton, por afirrnar haberlas avanzado en su ma-
yor parte"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: "1) que el prevenido Juan Her-
nández tiene una bodega en Villa Altagracia. y acostum-
braba vender a crédito; 2) que Gregoria Ventura Severino 
de Báez, parte civil constituida, tiene un hermano llamado 
José Severino; 3) que José Severino le debía RD$23.00 a 
Juan Hernández, por concepto de efectos que Severino ha-
bía comprado a crédito en el comercio de Ijernández; 4) que 
hacía días que Hernández buscaba a Severino para cobrarle 
la deuda; 5) que siendo aproximadamente las 11 de la ma-
ñana del día 2 de marzo del ario 1957, y estando Gregdria 
Ventura Severino de Báez, en su casa, sita eh Villa Altagra-
cia, se presentó el inculpado Juán Hernández y le preguntó 
a Gregoria Ventura Severino de Báez, que dónde estaba su 
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hermano José Severino; 6) que tan pronto como Gregoria 
Ventura Severino de Báez le manifesté al prevenido Her-
nández que no sabía dónde estaba su hermano de ella, Her-
nandez, creyendo que lo ocultaba, le dijo: "tan ladrona y 
sinvergüenza eres tú como tu hermano"; 7) que estas fra-
ses fueron pronunciadas por Hernández, en la calle, frente 
a la casa de la Severino de Báez, y oídas por los testigos Gu-
mersindo Guante y Pedro Ramírez"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua está caracteri-
zado el delito de injuria, puesto a cargo del recurrente, he-
cho previsto y sancionado por el artículo 372 del Código 
Penal con la pena de multa de cinco a cincuenta pesos; que, 
en consecuencia, al declarar al prevenido Juan -  Hernández 
culpable del referido delito, la Corte a qua le atribuyó al 
hecho la calificación legal que le corresponde, y al condenar-
lo a la pena de diez pesoá de multa, le aplicó una sanción 
que está ajustada la ley; 

Considerando que en lo que respecta a las condenacio-
nes civiles, que al tenor del artículo 1382 del Código Civil, 
la condenación en daños y perjuicios, cuya cuantía es apre-
ciada soberanamente por los Jueces del fondo, queda justi-
ficada cuando éstos hayan comprobado: 1) la existencia de 
una falta imputable al demandado; 2) un perjuicio ocasio-
nado a quien reclama la reparación; y 3) una relación de 
causa a efecto entre la falta y el perjuicio; 

Considerando que a este respecto, la Corte a qua dió 
por establecido que el delito de injuria cometido por el pre-
venido causó daños morales y materiales a Gregoria Ven-
tura Severino de Báez, parte civil constituida; que, por 
consiguiente, al condenar al prevenido Juan Hernández a 
pagar a dicha parte civil constituida una indemnización de 
RD$50.0C (Cincuenta Pesos Oro), cuyo mónto fué aprecia-
do soberanamente por los jueces del fondo, er. el fallo im-
pugnado se hizo una correcta aplicación del artículo 1382 
del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Hernández, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha veinti-
uno de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, senten-
cia cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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por establecido que el delito de injuria cometido por el pre-
venido causó daños morales y materiales a Gregoria Ven-
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do soberanamente por los jueces del fondo, en el fallo im-
pugnado se hizo una correcta aplicación del articulo 1382 
del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi- 
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Hernández, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha veinti-
uno de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, senten-
cia cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE IIIARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fe- 

cha 8 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Emilio Cruz 
Abogados: Lic. Manuel Ramón Cruz Díaz y I5res. Luis Bolívar de 

Peña Ramírez y J. A. Bruno Pimentel. 

Dios, Patria y Libertad. 
República DOMilliCalla• 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herzera Billini; Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre. el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Cruz, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 9584, 
serie 31, sello 3226534, domiciliado en la sección de Gurabo, 
Municipio de Santiago, contra sentencia de la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, de fecha ocho de noviembre de mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 

más adelante;  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo,,, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha once de noviembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
tisiete de enero de mil novecientos cincuenta y siete sus-
crito por el Dr. Luis Bolívar de Peña Ramírez: cédula 
26946, serie 47, sello 19644, por sí y por el Lic. Manuel Ra-
món Cruz Díaz, cédula 2265, serie 31, sello 1527, y Dr. J. 
A. Bruno Pimentel, cédula 23254, serie 47, sello 24331, ac-
tuando a nombre del recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se expondrán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el artículo 410, del Código Penal, modificado 
por la Ley NO 3664, del 31 de octubre de 1953, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 
que en fecha veintiséis de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete fué sometido a la acción de la justicia, Emilio 
Cruz, por haber celebrado una rifa de "aguante"; b) que 
en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y siete el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de Santiago, regularmente apOderado del caso, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la sen-
tencia ahora impugnada; e) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada, la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Emilio Cruz, de gene-
rales que constan, contra sentencia dictada por el Juzgado 
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Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fe- 

cha 8 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Emilio Cruz 
Abogados: Lic. Manuel Ramón Cruz Díaz y tires. Luis Bolívar de 
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tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen- 
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre. el recurso de casación interpuesto por Emilio 
Cruz, dominicano, mayor de edad, comerciante, cédula 9584, 
serie 31, sello 3226534, domiciliado en la sección de Gurabo, 
Municipio de Santiago, contra sentencia de la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Santiago, de fecha ocho de noviembre de mil 

• novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría del Tribunal a quo,. a requerimiento del recu-
rrente, en fecha once de noviembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha vein-
tisiete de enero de mil novecientos cincuenta y siete sus-
crito por el Dr. Luis Bolívar de Peña Ramírez, -  cédula 
26946, serie 47, sello 19644, por sí y por el Lic. Manuel Ra-
món 'Cruz Díaz, cédula 2265, serie 31, sello 1527, y Dr. J. 
A. Bruno Pimentel, cédula 23254, serie 47, sello 24331, ac-
tuando a nombre del recurrente, en el cual se invocan los 
medios de casación que se expondrán más adelante; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el artículo 410, del Código Penal, modificado 
por la Ley N9  3664, del 31 de octubre de 1953, y 1 y 65 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta: a) 
que en fecha veintiséis de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y siete fué sometido a la acción de la justicia, Emilio 
Cruz, por haber celebrado una rifa de "aguante"; b) que 
en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos cincuen-
ta y siete el. Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción 
de Santiago, regularmente apóderado del caso, dictó una 
sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en el de la sen-
tencia ahora impugnada; e) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido, la Segunda Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Santiago dictó la sentencia ahora impugnada, la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que 
debe declarar y declara bueno y válido el recurso de ape-
lación interpuesto por el prevenido Emilio Cruz, de gene-
rales que constan, contra sentencia dictada por el Juzgado 
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de Paz de la Primera Circunscripción del Municipio de San-
tiago, de fecha 25 de octubre del año 1957, que lo condenó 
a sufrir la pena de un año de prisión correccional y al pago 
de una multa de un mil pesos oro (RD$1000 00); compen-
sable con prisión de dos años, y confiscación de los valores 
efectivos (RD$95.50) y demás objetos (una lista numerada 
y un lápiz), y al pago de las costas, por el delito de celebrar 
rifa de aguante, en violación a las disposiciones del artículo 
410, reformado, del Código Penal; SEGUNDO: Que debe 
confirmar y confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes; TERCERO: Que debe condenar y conden? al nom-
brado Emilio Cruz al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en memorinl 
loS siguientes medios: "Primer Medio: Violación del artícu- 
lo 410 del Código Penal (reformado); Segundo Medio: 
Falta de base legal y desnaturalización de los hechos"; 

Considerando que por el primer medio el recurrente 
alega que "en interpretación del articulo 410 del nunc 

Códi
a
go
do 

Penal esa Suprema Corte de Justicia se ha proi  
en el sentido de que 'para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410 del Código Penal, reformado, es pre- 
ciso roe el prevenido haya sido sorprendido celebrando una 
rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los números, o, 
en condiciones tales que pueda hacer presumir ove ya los 
números habían sido ofrecidos o vendidos": que de las 
declaraciones que constan en el expediente "ha sido ni-nado 
el interrogatorio hecho al representante del Ministe' z 'o Pú- 

blico ante el Juzgado de Paz de la Primera Circunscrip - 

ción de Santiago, que como miembro de la. Policía Judicial 
actuó en el allanamiento de la casa del recurrente. 'que 

ro 

es cierto que existiera ningún radio en la casa'., destruyén
- 

dose así la aparatosa situación de que fué encontrado (el 
recurrente) en los momentos en que se daba a la tarea de 
escuchar el sorteo de la Lotería Nacional con la lista en la 
Mano; que de esa misma situación no puede desprenderse 
en ningún momento que ya el recurrente Emilio Cruz, hu- 

biese colocado o vendido u ofrecido los números que apare-
cen en la lista que se asegura habérsele ocupado", y, por 
último alega que "resulta paradógico e insostenible las de-
claraciones hechas por el Raso de la Policía Nacional, Pedro 
Esteban Marte Núñez 'que había visto u oído la noche 
anterior al allanamiento, mientras se ofrecía, vendía o colo-
caba números a distintas personas y éstas le preguntaban si 
tenía tal o cual número vacío; pero 

Considerando que, el Tribunal a quo dió por estableci-
do, _mediante la ponderación de las pruebas que fueron 
regularmente aportadas en la instrucción de la causa que 
"aunque el prevenido Emilio Cruz, no fué sorprendido en 
el preciso momento en que vendía o distribuía los números 
de la rifa de 'aguante' que se le imputa. .. se infiere que en 
el momento en que fué sorprendido por las autoridades ac-
tuantes en el caso, ya había colocado, ofrécido o vendido 
los números que figuran en la lista que le fuera 0.,mpada, 
quedando establecido sin lugar a dudas, tal hecho p, .r las 
circunstancias siguientes: r que fué visto en la noche del 
sábado 24 de agosto del año 1957, por el Raso de la Policía 
Nacional, Pedro Esteban Marte Núñez mientras ofrecía o 
vendía números de la rifa aludida a varias personas 'y éstas 
le preguntaban si tenía tal o coal número vacío; 2" por el 
hecho de haber sido sorprendido con un lápiz y una lista 
numerada correspondiente esta última exactamente a las 
que se dedican para realizar las rifas de la categoría men-
cionada, precisamente en el momento en que escuchaba por 
la radio el sorteo de la Lotería Nacional correspondiente a 
ese domingo 25 de agosto del cursante año; 3" por haber 
Sido encontrado en poder de dicho inculpado además del 
lápiz y la lista numerada antes menCionados, una suma de 
dinero en efectivo, RD$95.30, cónsona con 'la rifa que se 
decía que él celebraba y desproporcionada con respecto al 
pequeño establecimiento comercial (ventorrillo) del refe-
rido inculpado, ya que según informes, por la escasa exis-
tencia, sus- ventas no podían producir sumas de dinero 



riese colocado o vendido u ofrecido los números que apare-
cen en la lista que se asegura habérsele ocupado", y, por 
último alega que "resulta paradógico e insostenible las de-
claraciones hechas por el Raso de la Policía Nacional, Pedro 
Esteban Marte Núñez 'que había visto u oído la. noche 
;Anterior al allanamiento, mientras se ofrecía, vendía o colo-
caba números a distintas personas y éstas' le preguntaban si 
tenía tal o cual número vacío; pero 

Considerando que, el Tribunal a quo dió por estableci-
uo, ,mediante la ponderación de las pruebas que fueron 
regularmente aportadas en la instrucción de la causa que 
"aunque el prevenido Emilio Cruz, no fué sorprendido en 
el preciso momento en que vendía o distribuía los números 
de la rifa de 'aguante' que se le imputa. .. se infiere que en 
el momento en que fué sorprendido por las autoridades ac-
tuantes en el caso, ya había colocado, ofrecido o vendido 
los números que figuran en la lista que le fuera u.;:upada, 
quedando establecido sin lugar a dudas, tal hecho p, .r las 
circunstancias siguientes: r que fué visto en la noche del 
sábado 24 de agosto del año 1957, por el Raso de la Policía 
Nacional, Pedro Esteban Marte Núñez mientras ofrecía o 
vendía números de la rifa aludida a varias personas 'y éstas 
le preguntaban si tenía tal o coal número vacío; 2 9  por el 
hecho de haber sido sorprendido con un lápiz y una lista 
numerada correspondiente esta última exactamente a las 
que se dedican para realizar las rifas de la categoría men-
cionada, precisamente en el momento en que escuchaba por 
la radio el sorteo de la Lotería Nacional correspondiente a 
ese domingo 25 de agosto del cursante año; 39 por haber 
Sido encontrado en poder de dicho inculpado además del 
lápiz y la lista numerada antes mencionados, una suma de 
dinero en efectivo, RD$95.30, cónsona con la rifa que se 
decía que él celebraba y desproporcionada con respecto al 
pequeño establecimiento comercial (ventorrillo) del refe-
rido inculpado, ya que según informes, por la escasa exis-
tencia, sus- ventas no podían producir sumas de dinero 
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de Paz de la Primera Circunscripción del Municipio de San-
tiago, de fecha 25 de octubre del año 1957, que lo condenó 
a sufrir la pena de un año de prisión correccional y al pago 
de una multa de un mil pesos oro (RD$1000 00), compen-
sable con prisión de dos años, y confiscación de los valores 
efectivos (RD$95.50) y demás objetos (una lista numerada 
y un lápiz), y al pago de las costas, por el delito de celebrar 
rifa de aguante, en violación a las disposiciones del artículo 
410, reformado, del Código Penal; SEGUNDO: Que debe 
confirmar y confirma la sentencia apelada en todas sus 
partes; TERCERO: Que debe condenar y condena al nom-
brado Emilio Cruz al pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que el recurrente invoca en memorial 
loS siguientes medios: "Primer Medio: Violación del artícu- 
lo 410 del Código Penal (reformado); Segundo Medio: 
Falta de base legal y desnaturalización de los hechos"; 

Considerando que por el primer medio el recurrente 
alega que "en interpretación del artículo 410 del Código 
Penal  esa Suprema Corte de Justicia se ha pronunciado 
en el sentido de que 'para que exista el delito a que se 
refiere el artículo 410 del Código Penal, reformado. es pre- 
ciso qzie el prevenido haya sido sorprendido celebrando una 
rifa, esto es, vendiendo o distribuyendo los números, o, 
en condiciones tales que pueda hacer presumir (lee ya los 
números habían sido ofrecidos o vendidos": que de las 
declaraciones aue constan en el expediente "ha sido n' nado 
el interrogatorio hecho al representante del Ministc --;o Pú- 

blico ante el Juzgado de Paz de la Primera Circunsc ,ip- 

ción de Santiago, que como miembro de la. Policía Judicial 
actuó en el allanamiento de la casa del recurrente. 'que ro ' 
es cierto que existiera ningún radio en la casa', destruyén

- 

dose asi la aparatosa situación 'de que fué encontrado (el 
recurrente) en los momentos en que se daba a la tarea de 
escuchar el sorteo de la Lotería Nacional con la lista en la 
Mano; que de esa misma situación no puede desprenderse 
en ningún momento que ya el recurrente Emilio Cruz, 1w - 
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tan elevadas como la antes señalada; y 4" la sospechosa 
actitud- y sorpresa del prevenido al esconder la lista en sus 
bolsilos cuando fué sorprendido por las autoridades actuan-
tes en el caso y su marcada hostilidad frente a las mismas,' 
hasta el extremo de tratar de halar por un cuchillo que 
tenia encima del mostrador de su establecimiento para agre-
dir al funcionario que le requería la entrega de la lista en 
cuestión"; que, además, en el fallo impugnado se expresa 
que "haciendo un análisis detenido de la lista que figura 
en el expediente como pieza de convicción, se comprueba': 
que la categoría de rifas que celebraba el prevenido corres-
ponde. .. a las denominadas de 'aguante', ya que como se 
puede observar al lado de los números 3, 50 y 60. .. apare-, 
cen los números 5 y 10 de donde se infiere ;  de acuerdo 
con los usos y costumbres imperantes en esta materia, que 
los mismos fueron 'aguantados' 15 veces, es decir, que el 
prevenido recibió a su riesgo por cada uno de dichos nú-
meros el efectivo equivalente a 15 veces el precio normal de' 
cada número que corrientemente es de RD$0.10"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de celebrar rifa de aguan-
te, previsto por el artículo 410, párrafo II, reformado, del 
Código Penal, y sancionado por dicho texto legal con las 
penas de un año de prisión correccional y mil pesos de mul-
ta; que, en consecuencia, el Tribunal a quo le atribuyó al 
hecho la calificación legal que le corresponde, y al condenar 
al prevenido, Emilio Cruz, después de declararlo culpable, 
a las penas de un año de prisión correccional y mil pesos 
de multa, y ordenar, además, la confiscación de los efectos 
ocupados como cuerpo del delito, dicho tribunal le impuso 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
alega que el Tribunal a quo para establecer que en el caso 
se trataba de una rifa de aguante, se basó en que junto a  

los números 3, 50 y 60 de la lista que fué ocupada al preve- 
nido habían sido indicados los números 5 y 10 y es inexpli- 
cable que "de ahí se pueda desprender que esos números 
estén 'aguantados' quince veces el precio normal de cada 
número que es de 10 centavos"; que en el expediente no hay 
pruebas de esos datos; pero 

Considerando que, contrariamente a lo afirmado por 
el recurrente, el Juez a quo para establecer que la rifa 
celebrada por aquél había sido de las llamadas de "aguante" 
no se basó únicamente en los datos contenidos en la lista 
en referencia, sino que se fundó, además, en los otros hechos 
de la causa, precedentemente indicados y según constan 
en el mismo fallo; que, por otra parte, en cuanto a la falta 
de base legal alegada en este último medio, que la sen- 
tencia impugnada contiene una exposición completa de los 
hechos y una descripción de las circunstancias de la causa 
que han permitido verificar que dicho fallo ha hecho una 
correcta aplicación del artículo 410 del Código Penal; que, 
en consecuencia, el segundo medio del recurso debe ser des-
estimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Emilio Cruz, contra sentencia co-
rreccional dictada en fecha ocho de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San- 
tiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
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cada número que corrientemente es de RD$0.10"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por el Tribunal a quo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de celebrar rifa de aguan-
te, previsto por el artículo 410, párrafo II, reformado, del 
Código Penal, y sancionado por dicho texto legal con las 
penas de un año de prisión correccional y mil pesos de mul-
ta; que, en consecuencia, el Tribunal a quo le atribuyó al 
hecho la calificación legal que le corresponde, y al condenar 
al prevenido, Emilio Cruz, después de declararlo culpable, 
a las penas de un año de prisión correccional y mil pesos 
de multa, y ordenar, además, la confiscación de los efectos 
ocupados como cuerpo del delito, dicho tribunal le impuso 
una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
alega que el Tribunal a quo para establecer que en el caso 
se trataba de una rifa de aguante, se basó en que junto a 
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los números 3, 50 y 60 de la lista que fué ocupada al preve- 
nido habían sido indicados los números 5 y 10 y es inexpli- 
cable que "de ahí se pueda desprender que esos números 
estén 'aguantados' quince veces el precio normal de cada 
número que es de 10 centavos"; que en el expediente no hay 
pruebas de esos datos; pero 

Considerando que, contrariamente a lo afirmado por 
el recurrente, el Juez a quo para establecer que la rifa 
celebrada por aquél había sido de las llamadas de "aguante" 
no se basó únicamente en los datos contenidos en la lista 
en referencia, sino que se fundó, además, en los otros hechos 
de la causa, precedentemente indicados y según constan 
en el mismo fallo; que, por otra parte, en cuanto a la falta 
de base legal alegada en este último medio, que la sen-
tencia impugnada contiene una exposición completa de los 
hechos y una descripción de las circunstancias de la causa 
que han permitido verificar que dicho fallo ha hecho una 
correcta aplicación del artículo 410 del Código Penal; que, 
en consecuencia, el segundo medio del recurso debe ser des-
estimado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Emilio Cruz, contra sentencia co-
rreccional dictada en fecha ocho de noviembre de mil nove- 
cientos cincuenta y siete, por la Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San- 
tiago, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
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—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

  

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

  

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
21 de noviembre de 1957. 

  

 

Materia: Penal. 

     

 

Recurreate: Manuel de Jesús Jiménez Martínez. 

Abogado: Dr. Eduardo Jiménez Martínez 

  

     

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

  

       

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henriquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Jiménez, Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, agricultor, domiciliado en la sección de La Rosa, Mu-
nicipio y Provincia de La Vega, cédula 12996, serie 54, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha veintiuno de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por log 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H.-Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Soore el recurso de casación interpuesto por Manuel de 
Jesús Jiménez, Martínez, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, agricultor, domiciliado en la sección de La Rosa, Mu-
nicipio y Provincia de La Vega, cédulli 12996. serie 54, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, de fecha veintiuno de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

21 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Manuel de Jesús Jiménez Martínez. 
Abogado: Di. Eduardo Jiménez Martínez 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Oído el Dr. León de Jesús Castaños Pérez, cédula 34, 
serie 54, sello 58849, en nombre y representación del Dr. 
Eduardo Jiménez Martínez, cédula 12073, serie 54, sello 
26412, abogado de la parte civil recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la ii.epública; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, a requerimiento del Dr. Eduar-
do Jiménez Martínez, en nombre de la parte recurrente, en 
la cual no se expone ningún medio determinado; . 

Visto el memorial de casación de fecha catorce - de fe-
brero de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Dr. Eduardo Jiménez Martínez, abogado de la parte recu-
rrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; y vistos los artículos 1 de la Ley N° 43, del año 1930; 
16 del Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Código 
Civil, y 1, 23, inciso 5, y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de la causa seguida a José del Carmen Abreu Martínez, por 
el delito de violación de propiedad en perjuicio de Manuel 
de Jesús Jiménez, y a este último por el delito de golpes en 
perjuicio del primero, la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, dictó en 
fecha veintiséis de julio de mil novecientos cincuenta y siete, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: se de-
clara regular y válido en cuanto a la forma la constitución 
en parte civil hecha por Manuel de Jesús Jiménez, en contra 
de José del Carmen Abreu; SEGUNDO: Se declara al pre-
venido José del Carmen Abreu, de generales anotadas, cul-
pable como autor del delito de violación de propiedad en 
perjuicio de Manuel de Jesús Jiménez, y en consecuencia se 
le condena al pago de una multa de RD$5,00, acogiendo en 
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su favor circunstancias atenuantes; TERCERO: se descarga 
al coprevenido Manuel de Jesús Jiménez, de generales ano-
tadas, del delito de golpes que se le imputa en perjuicio de 
fosé del Carmen Abreu, por insuficiencia de pruebas; 

CUARTO: Se condena al indicado José del Carmen Abreu, 
al pago de una indemnización de RD$15.00 en provecho de 
la parte civil constituida Manuel de Jesús Jiménez; QUIN-
TO: Se condena al predicho José del Carmen Abreu al pago 
de las costas penales y civiles ordenándose la distracción de 
estas últimas en provecho del abogado Dr. Eduardo Jimé-
nez Martínez, por haber manifestado que las avanzó en su 
mayor parte; SEXTO: Se dispone para el caso de insolven-
cia que tanto la indemnización como las costas sean perse-
guibles por la vía del apremio corporal, por el tiempo de 
diez días; SEPTIMO: Se declaran las costas penales de ofi-
cio en cuanto al inculpado Manuel de Jesús Jiménez; OC-
TAVO: Se ordena la declinatoria de este expediente, en 
cuanto al delito de golpes que curaron antes de diez días de 
que está inculpado José del Carmen Abreu, en perjuicio de 
Manuel de Jesús Jiménez, por ante el Juzgado de Paz co-
rrespondiente por no ser de nuestra competencia como Tri-
bunal de primer grado, y por haber solicitado así el preve-
nido José del Carmen Abreu; NOVENO: Se reservan las 
costas en cuánto a este último"; b) que contra esta sentencia 
interpisieron recurso de apelación tanto el prevenido como 
la parte civil constituida, en el plazo y en la forma señalados 
por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada contie-
ne el ,iguiente dispositivo: "FALLA. PRIMERO: Declara 
buenos y válidos, en sus formas respectivas, los recursos de 
apelación:— SEGUNDO: Revoca la sentencia dictada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, el dos de agosto del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, que condenó al prevenido y ape-
lante José del Carmen Abreu Castillo, --ode generales cono-
cidas—•, al pago de una multa de cinco pesos oro, al pago de 
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al coprevenido Manuel de Jesús Jiménez, de generales ano-
tadas, del delito de golpes que se le imputa en perjuicio de 
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TO: Se condena al predicho José del Carmen Abreu al pago 
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estas últimas en provecho del abogado Dr. Eduardo Jimé-
nez Martínez, por haber manifestado que las avanzó en su 
mayor parte; SEXTO: Se dispone para el caso de insolven-
cia que tanto la indemnización como las costas sean perse-
guibles por la vía del apremio corporal, por el tiempo de 
diez días; SEPTIMO: Se declaran las costas penales de ofi-
cio en cuanto al inculpado Manuel de Jesús Jiménez; OC-
TAVO: Se ordena la declinatoria de este expediente, en 
cuanto al delito de golpes que curaron antes de diez días de 
que está inculpado José del Carmen Abreu, en perjuicio de 
Manuel de Jesús Jiménez, por ante el Juzgado de Paz co-
rrespondiente por no ser de nuestra competencia como Tri-
bunal de primer grado, y por haber solicitado así el preve-
nido José del Carmen Abreu; NOVENO: Se reservan las 
costas en cuánto a este último"; b) que contra esta sentencia 
interp.isieron recurso de apelación tanto el prevenido como 
la parte civil constituída, en el plazo y en la forma señalados 
por la ley; 

Considerando que la sentencia ahora impugnada contie- 
ne el siguiente dispositivo: "FALLA. PRIMERO: Declara 
buenos y válidos, en sus formas respectivas, los recursos de 

41, 
 

apelación; SEGUNDO: Revoca la sentencia dictada por la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de La Vega, el dos de agosto del año mil nove-
cientos cincuenta y siete, que condenó al prevenido y ape-
lante José del Carmen Abreu Castillo, -ode generales cono-
cidas--, al pago de una multa de cinco pesos oro, al pago de 
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las costascostas penales y civiles e indemnización de quince pesos 
oro, en faVor de la parte civil constituida, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, por el delitc de violación 
de propiedad en perjuicio de Manuel de Jesús Jiménez Mar-
tínez; y ourando por propia autoridad, descarga al referido 
José del Carmen Abreu C., del delito que se le imputa, por 
falta de intención delictuosa; TERCERO: Descarga al nom-
brado José del Carmen Abreu C., de las condenaciones civi. 
les a su cargo, por no subsistir falta imputable; CUARTO: 
Declara de oficio las costas penales de esta instancia; QUIN-
TO: Condena a la parte civil constituida al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Marco A. 
González Hardy, quien afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

CJnsiderando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los medios que a continuación se indican: "a) 
Violacion de la Ley N 9  43, del 15 de diciembre de 1930, 
publicada en la Gaceta Oficial NQ 4318; en su artículo pri-
mero"; "b) Desconocimiento y violación del artículo 16 del 
Código de Procedimiento Criminal, en su segundo párrafo"; 
"c) Desnaturalización de los hechos"; "d) Violación del 
artículo 1382 del Código Civil"; "e) Falta de base legal y" 
"f) Falta de motivos"; 

Considerando que en el desarrollo de sus medios de 
casacr5n el recurrente alega, en síntesis, que el prevenido se 
introdujo en la propiedad sin la autorización de su dueño 
Manuel de Jesús Jiménez Martínez, ya que Pedro Pichardo 
"ni siquiera era un empleado fijo del señor Jiménez Martí-
nez" y no tenía calidad para dar tal autorización; que se ha 
violado el artículo 16 del Código de.Procedimiento Criminal 
porque los alcaldes pedáneos en la investigación de los deli-
tos y las contravenciones no pueden introducirse en las ca-
sas etc. 'si no estuvieren acompañados de un comisario u 
oficial de policía o del alcalde de la común"; que, además, 
la Corte a qua "1310 desnaturalizando los hechos e inter-
pretando erróneamente la ley"; pudo descargar al prevenido 
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penal y civilmente del hecho que se le imputa; y que en 
otro aspecto el fallo impugnado carece de inotivos y base 
legal; 

Considerando que la Corte a qua mediante los elemen-
tos de prueba sometidos al debate, dió por establecido los 
siguientes hechos: "a) que, en persecución del señor Lorenzo 
Jiménez Alvarez, empleado de la finca propiedad del señor 
Manuel de Jesús Jiménez Martínez, parte civil constituida, 
el prevenido José del Carmen Abreu Castillo, en su calidad 
de Ayudante del Alcalde Pedáneo de la sección de El Naran-
jal, se dirigió a la sección vecina de La Rosa, y allí solicitó 
y obtuvo permiso de esa parte civil constituida para intro-
ducirse en su propiedad a hacer preso a ese empleado suyo, 
quien estaba acusado del delito de sustracción momentánea 
de una menor de edad; b) que, reducido a prisión ese em-
pleado del señor Manuel de Jesús Jiménez Martínez en un 
rancho levantado dentro de la propiedad de ese señor, el 
prevenido entregó el preSo al también Segundo Alcalde Pe-
dáneo Manuel Reyes (a) Lico para q.  ve lo condujera al cuar-
tel de la Policía Nacional del Puesto de Río Verde; c) que, 
mientras el preso era conducido por ese otro Segundo Alcal-
de Pedáneo, el señor Manuel de Jesús Jiménez Martínez 
les dió alcance en la camioneta de su propiedad y solicitó de 
ese Segundo Alcalde Pedáneo que le confiara el preso para 
llevárselo en su vehículo hasta la carretera, a lo que accedió 
el conductor de ese preso confiando en la seriedad del seriar 
Jiménez Martínez; d) que, a la llegada a la carretera, el 
señor Jiménez Martínez le entregó un peso a su empleado 
ya en manos de la justicia, para que comprara algunos efec-
tos en una pulpería, y parece que por un descuido de ese 
señor Jiménez Martínez, el preso aprovechó la oportunidad 
para fugarse antes de la llegada a la carretera del Segundo 
Mcalde Pedáneo que estaba encargado de conducirle al 
PueSto de 1 Policía Nacional hacia donde lo llevaba; e) que 
en fecha 9 del mes de mayo del año en curso el Jefe de 
Puesto de la Policía Nacional en Río Verde dirigió un oficio 
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las costas penales y civiles e indemnización de quince pesos 
oro, en faVor de la parte civil constituida, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, por el delito de violación 
de propiedad en perjuicio de Manuel de Jesús Jiménez Mar-
tínez; y °orando por propia autoridad, descarga al referido 
José del Carmen Abreu C., del delito que se le imputa, por 
falta de intención delictuosa; TERCERO: Descarga al nom, 
brado José del Carmen Abreu C., de las condenaciones civi-
les a su cargo, por no subsistir falta imputable; CUARTO: 
Declara de oficio las costas penales de esta instancia; QUIN-
TO: Condena a la parte civil constituida al pago de las cos-
tas civiles, distrayéndolas en provecho del Dr. Marco A. 
González Hardy, quien afirmó haberlas avanzado en su 
mayor parte"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casación, los medios que a continuación se indican: "a) 
Violación de la Ley N 9  43, del 15 de diciembre de 1930, 
publicada en la Gaceta Oficial N" 4318; en su artículo pri-
mero"; "b) Desconocimiento y violación del artículo 16 del 
Código de Procedimiento Criminal, en su segundo párrafo"; 
"e) Desnaturalización de los hechos"; "d) Violación del 
artículo 1382 del Código Civil"; "e) Falta de base legal y" 
"f) Falta de motivos"; 

Considerando que en el desarrollo de sus medios de 
casación el recurrente alega, en síntesis, que el prevenido se 
introdujo en la propiedad sin la autorización de su dueño 
Manuel de Jesús Jiménez Martínez, ya que Pedro Pichardo 
"ni siquiera era un empleado fijo del señor Jiménez Martí-
nez" y no tenía calidad para dar tal autorización; que se ha 
violado el artículo 16 del Código de,Procedimiento Criminal 
porque los alcaldes pedáneos en la investigación de los deli-
tos y las contravenciones no pueden introducirse en las ca-
sas etc. 'si no estuvieren acompañados de un comisario u 
oficial de policía o del alcalde de la común"; que, además, 
la Corte a qua "1310 desnaturalizando los hechos e inter-
pretando erróneamente la ley"; pudo descargar al prevenido  

penal y civilmente del hecho que se le imputa; y que en 
otro aspecto el fallo impugnado carece de motivos y base 
legal; 

Considerando que la Corte a qua mediante los elemen-
tos de prueba sometidos al debate, dió por establecido los 
siguientes hechos: "a) que, en persecUción del señor Lorenzo 
Jiménez Alvarez, empleado de la finca propiedad del señor 
Manuel de Jesús Jiménez Martínez, Parte civil constituida, 
el prevenido José del Carmen Abreu Castillo. en su calidad 
de Ayudante del Alcalde Pedáneo de la sección de El Naran-
jal, se dirigió a la sección vecina de La Rosa, y allí solicitó 
y obtuvo permiso de esa parte civil constituida para intro-
ducirse en su propiedad a hacer preso a ese empleado suyo, 
quien estaba acusado del delito de sustracción momentánea 
de una menor de edad; b) que, reducido a prisión ese em-
pleado del señor Manuel de Jesús Jiménez Martínez en un 
rancho levantado dentro de la propiedad de ese señor, el 
prevenido entregó el preso al también Segundo Alcalde Pe-
dáneo Manuel Reyes (a) Lico para que lo condujera al cuar-
tel de la Policía Nacional del Puesto de Río Verde; c) que, 
mientras el preso era conducido por ese otro Segundo Alcal-
de Pedáneo, el señor Manuel de Jesús Jiménez Martínez 
les dió alcance en la camioneta de su propiedad y solicitó de 
ese Segundo Alcalde Pedáneó que le confiara el preso para 
llevárselo en su vehículo hasta la carretera, a lo que accedió 
el conductor de ese preso confiando en la seriedad del señor 
Jiménez Martínez; d) que, a la llegada a la carretera, el 
señor Jiménez Martínez le entregó un peso a su empleado 
ya en manos de la justicia, para que comprara algunos efec-
tos en una pulpería, y parece que por un descuido de ese 
señor Jiménez Martínez. el preso aprovechó la oportunidad 
para fugarse antes de la llegada a la carretera del Segundo 
Alcalde Pedáneo que estaba encargado de conducirle al 
PueSto de 1 Policía Nacional hacia donde lo llevaba; e) que 
en fecha 9 del mes de mayo del año en curso el Jefe de 
Puesto de la Policía Nacional en Río Verde dirigió un oficio 
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al prevenido, en su calidad de Ayudante del Alcalde Pedáneo 
de la sección de El Naranjal, ordenándole reducir nuevamen-
te a prisión al señor Florencio Jiménez Alva-ez o Lorenzo 
Jiménez, indicándole que ese señor próf ---2-,o de la justicia 
estaba en la sección de La Rosa, trabajando en la finca pro-
piedad de la parte civil constituida; f) que, en ejecución de 
la orden recibida, el prevenido se hizo acompañar de algu-
nas personas, entre ellas el Segundo Alcalde Pedáneo, a 
quien había entregado anteriormente en calidad de preso al 
mismo señor cuya nueva detención se le ordenaba, y se diri-
gieron a la casa del señor Pedro Pichardo a quien pidiei -on 
que, en su calidad de empleado del señor Manuel de Jesús 
Jiménez Martínez, les permitiera entrar a la propiedad de 
su patrono y este empleado de la parte civil constituida, no 
solamente les dió el permiso que se le solicitaba, sino que 
también les acompañó a entrar a la propiedad dicha para 
llevarles al rancho en donde ese mismo empleado le dijo 
a las autoridades que actuaban que se encontraba escondido 
el prófugo de la justicia empleado de esa misma parte civil 
constituida; g) que, habiendo .resultado inútil la búsqueda, 
volvieron a salir de esa propiedad por el mismo sitio por 
donde entraron, es decir, cruzando un río que divide a la mis-
ma de una finca vecina propiedad de una señora de apodo 
Chea, entregando al día siguiente a las autoridades el mis-
mo señor Jiménez Martínez, a su empleado prófugo de la 
justicia, quien se encontraba escondido en la casa del señor 
Antonio Espinal Molina, otro empleado de la misma parte 
civil ccnstituída"; 

Considerando que los jueces del fondo establecen sobe-
ranamente los hechos de la causa, salvo desnaturalización 
de los mismos, lo cual no ha ocurrido en el presente caso. 
como io pretende el recurrente; que en el fallo impugnado 
se establece, además, que la autorización dada al prevenido 
por Pablo Pichardo, trabajador de la mencionada propiedad, 
para que aquél entrara en ella a los fines perseguidos, ema-
naba de un empleado que aparentemente estaba facultado  

por el dueño para dar semejante autorización;, que, así las 
cosas, y habiendo sido descargado el prevenido, entre otros 
motivos, por falta de -intención delictuosa, que es una cues-
tión de hecho, dicha sentencia no puede ser censurada en 
este aspecto; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que la Corte 
a qua ha procedido correctamente al declarar que en los 
hechos comprobados no subsiste ningún delito ni cuasi deli-
to que comprometa la responsabilidad civil del prevenido; 
que, por consiguiente, los alegatos preseritados por el recu-
rrente en su memorial de casación, carecen de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Jiménez Martínez, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en sus atribuciones correccionales, en fecha vein-
tiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete. 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firilnada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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al prevenido, en su calidad de Ayudante del Alcalde Pedáneo 
de la sección de El Naranjal, ordenándole reducir nuevamen-
te a prisión al señor Florencio Jiménez Alva-ez o Lorenzo 
Jiménez, indicándole que ese señor próf -- 7,o de la justicia 
estaba en la sección de La Rosa, trabajando en la finca pro-
piedad de la parte civil constituida; f) que, en ejecución de 
la orden recibida, el prevenido se hizo acompañar de algu-
nas personas, entre ellas el Segundo Alcalde Pedáneo, a 
quien había entregado anteriormente en calidad de preso al 
mismo señor cuya nueva detención se le ordenaba, y se diri-
gieron a la casa del señor Pedro Pichardo a quien pidie"on 
que, en su calidad de empleado del señor Manuel de Jesús 
Jiménez Martínez, les permitiera entrar a la propiedad de 
su patrono y este empleado de la parte civil constituida, no 
solamente les dió el permiso que se le solicitaba, sino que 
también les acompañó a entrar a la propiedad dicha para 
llevarles al rancho en donde ese mismo empleado le dijo 
a las autoridades que actuaban que se encontraba escondido 
el prófugo de la justicia empleado de esa misma parte civil 
constituida; g) que, habiendo .resultado inútil la búsqueda, 
volvieron a salir de esa propiedad por el mismo sitio por 
donde entraron, es decir, cruzando un río que divide a la mis-
ma de una finca vecina propiedad de una señora de apodo 
Chea, entregando al día siguiente a las autoridades el mis-
mo señor Jiménez Martínez, a su empleado prófugo de la 
justicia, quien se encontraba escondido en la casa del señor 
Antonio Espinal Molina, otro empleado de la misma parte 
civil ccnstituída"; 

Considerando que los jueces del fondo establecen sobe-
ranamente los hechos de la causa, salvo desnaturalización 
de los mismos, lo cual no ha ocurrido en el presente caso. 
como io pretende el recurrente; que en el fallo impugnado 
se establece, además, que la autorización dada al prevenido 
por Pablo Pichardo, trabajador de la , mencionada propiedad, 
para que aquél entrara en ella a los fines perseguidos, ema- 
naba de un empleado que aparentemente estaba facultado 
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por el dueño para dar semejante autorización;, que, así las 
cosas, y habiendo sido descargado el prevenido, entre otros 
motivos, por falta de intención delictuosa, que es una cues-
tión de hecho, dicha sentencia no puede ser censurada en 
este aspecto; 

Considerando, en cuanto a la acción civil, que la Corte 
a qua ha procedido correctamente al declarar que en los 
hechos comprobados no subsiste ningún delito ni cuasi deli-
to que comprometa la responsabilidad civil del prevenido; 
que, por consiguiente, los alegatos presebtados por el recu-
rrente en su memorial de casación, carecen de fundamento 
y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Jiménez Martínez, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
La Vega, en sus atribuciones correccionales, en fecha vein-
tiuno de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete. 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 	 -- • - -n-~~ 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Moret — Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firynada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 



SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santir 7o, de fecha 27 

ae septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Heráclito E. Alvarez C. 
Abogados: Lic. E. Batlle Viñas, Dr. Salvador Jorge B., y Dr. J. A . 

Vega Imbert. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando F. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Heráclito 
E. Alvarez C., dominicano, mayor de edad, hacendado, ca-
sado, domiciliado y residente en Monte Cristy, cédula 304, 
serie 41, sello 1722, contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correcciona-
les, en fecha veintisiete de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaria de la Corte a qua, en fecha primero de octubre 
de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de di-
/ ciembi e 'te mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. E. Batlle Viñas, cédula 8778, serie 1, sello 829, Dr. 
Salvador Jorge B., cédula 37108, serie 31, sello 37657, y el 
Dr. J. A. Vega Imbert, cédula 44605, serie 31, sello 37681, 
abogados constituidos por la parte recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 5, de la Ley N" 312, del año 
1919; 455 del Código de Procedimiento Criminal; 1315 del 
Código Civil; y 1, 23, inciso 5, y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que como conse-
cuencia de haber sido puesta en movimiento la acción pú-
blica, por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Monte Cristy, fueron sometidos a la justicia el Lic. 
Luis Israel Alvarez Cabrera y Heráclito E. Alvarez Cabrera, 
por el delito de usura previsto y sancionado por la Ley 312, 
del año 1919, y de violación de la Ley sobre Patentes, N9  
3404; b) que en fecha diecinueve de julio de mil novecientos 
cincuenta y siete, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
i rito Judicial de Monte Cristy, apoderado del caso, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: 
Declarar y al efecto declara, la incompetencia de este Juz-
gado cl..= Primera Instancia para conocer de la prevención 
de violación a la Ley N9  3404 sobre patente, y al efecto 
declin? el expediente a cargo de los nombrados Licenciado 
Luis Israel Alvarez Cabrera, y Heráclito E. Alvarez C., por 
ante el Juzgado de Paz de este Municipio de Monte Cristy 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San tir -e, de fecha 97 

cie septiembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Heráclito E. Alvarez C. 
Abogados: Lic. E. Batlle Viñas, Dr. Salvador Jorge B., y Dr. J. A . 

Vega Imbert. 

. Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

So ore el recurso de casación interpuesto por Heráclito 
E. Alvarez C., dominicano, mayor de edad, hacendado, ca-
sado, domiciliado y residente en Monte Cristy, cédula 304, 
serie 41, sello 1722, contra sentencia dictada por la Corte 
de Apelación de Santiago, en sus atribuciones correcciona-
les, en fecha veintisiete de septiembre de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Er  Secretaría de la Corte a qua, en fecha primero de octubre 

de mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del 
recurrente, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado; 

Visto el memorial de casación de fecha cuatro de di-
ciembl e le mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. E. Batlle Viñas, cédula 8778, serie 1, sello 829, Dr. 
Salvador Jorge B., cédula 37108, serie 31, sello 37657, y el 
Dr. J. A. Vega Imbert, cédula 44605, serie 31, sello 37681, 
abogados constituidos por la parte recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 5, de la Ley N° 312, del año 
1919; 455 del Código de Procedimiento Criminal; 1315 del 
Código Civil; y 1, 23, inciso 5, y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que como conse-
cuencia de haber sido puesta en movimiento la acción pú-
blica, por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Monte Cristy, fueron sometidos a la justicia el Lic. 
Luis Israel Alvarez Cabrera y Heráclito E. Alvarez Cabrera, 
por el delito de usura previsto y sancionado por la Ley 312, 
del año 1919, y de violación de la Ley sobre Patentes, 1\19  
3404; b) que en fecha diecinueve de julio de mii novecientos 
cincuenta y siete, el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Monte Cristy, apoderado del caso, dictó 
una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "PRIMERO: 
Declarar y al efecto declara, la incompetencia de este Juz-
gado cl¿=. Primera Instancia para conocer de la prevención 
de violación a la Ley N9  3404 sobre patente, y al efecto 
declinp el expediente a cargo de los nombrados Licenciado 
Luis Israel Alvarez Cabrera, y Heráclito E. Alvarez C., por 
ante el Juzgado de Paz de este Municipio de Monte Cristy 
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y se reservan a este respecto las costas del procedimiento; 
SEGUNDO: Rechazar y al efecto rechaza, el pedimento 
sobre ia prescripción de la acción pública del delito de usu-
ra, solicitado por la defensa y el Ministerio Público, por no 
haber prescrito; TERCERO: Declarar y al efecto declara, al 
nombrado Heráclito E. Alvarez C., culpable del delito de 
usura en perjuicio Epifanio Acosta, Miguel Ignacio Alvarez, 
Ulises Genao, Carlos Acosta Cabrera, Mateo Pascal M., Dio-
nicio Acosta Cabreja, Ramón Gómez y Adriano Martínez; 
y en consecuencia, se le condena a sufrir la pena de tres 
(3) meses de prisión correccional y al pago de una multa 
de un mil doscientos ochentitrés pesos con cincugnta centa-
vos oro (RD$1,283.50); CUARTO: Descargar y al efecto 
descarga, al nombrado Licenciado Luis Israel Alvarez Ca-
brera, del delito de usura, por no haberlo cometido; QUIN-
TO: Condenar y al efecto condena, al nombrado Heráclito 
É. Alvarez C., al pago de las costas del procedimiento y de-
clararla de oficio en cuanto al Licenciado Luis Israel Alva-
rez Cabrera"; c) que contra esta sentencia interpuso recur-
so de apelación el prevenido Heráclito E. Alvarez C. en el 
tiempo y en la forma indicadas por la ley; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Acoge la excepción de prescripción de la acción pú-
blica í.ropuesta por el prevenido Heráclito Alvarez de la 
persecución que se le sigue en cuanto a las violaciones a la 
Ley N9  312 en perjuicio de los agraviados Miguel Ignacio 
Alvarez, Ulises Genao, Carlos Acosta Cabreja, Dionisio 
Acosta Cabreja,  Ramón Gómez y Adriano Martínez, por no 
haberse probado que durante los tres años siguientes a la 
realización en los préstamos usurarios, ni después, se hu-
biese efectuado ningún acto de persecución de las mismas, 
ni se hubiese interrumpido dicha prescripción;— TERCE-
RO: Rechaza las conclusiones del referido prevenido Herá-
clito Alvarez en cuanto invoca que no es propietario de los 
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certificad"s de préstamos, sino que es un simple mandatario 
del Licenciado Israel Alvarez Cabreja, por infundadas, y 
en consecuencia lo reconoce culpable del delito de hábito de 
usura previsto y sancionado por el artículo 5 de la Ley NQ 
312, pero únicamente en perjuicio de los señores Epifanio 
Acosta y Mateo-Pascal;— CUARTO: Modifica la sentencia 
apelada en cuanto a la pena impuesta al prevenido Herá-
clito Alvarez, en el sentido de reducirla a seis días de 
prisión correccional y al pago de una multa de quinientos 
pesos oro (RD$500.00); QUINTO: Condena al prevenido al 
pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casaciun los medios que se indican a continuación: "1.—
Contradicción de motivos y consecuente violación del ar-
tículo 23 de la Ley de Casación, porque la Corte admite 
la calidad de mandatario del recurrente y también la niega. 
Desnatuí alización de los documentos de la causa;— 2.—
Desnaturalización de las declaraciones de los testigos, atri-
buyendo a éstas más fuerzas de lo que la jurisprudencia 
reconoce a las declaraciones de los presuntos agravios en 
un 'delito de usura y consecuente violación del artículo 5 
de la orden ejecutiva número 312 que establece el interés 
legal y convencional y sanciona el delito de usura. Falta 
de base legal.— 3.—Falsa aplicación del artículo 455 del 
Código de Procedimiento Criminal y de los principios que 
rigen la prescripción de la acción, y consecuente violación 
del artículo 5 de la Ley 312;— 4.—Violación del artículo 
1315 del Código Civil, 4 de la Ley 312, y contradicción de 
motivos. Falta de base legal y violación nuevamente del 
artículo 455 del Código de Procedimiento Criminal. Y Viola-
ción del artículo 5 de la Ley 312 al no quedar constituida 
ia usura en los préstamos que la Corte consideró como 
usurarios"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación se sostiene que la Corte a (pm después de haber 
admitido en el fallo impugnado que el prevenido Heráclito 
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y se reservan a este respecto las costas del procedimiento; 
SEGUNDO: Rechazar y al efecto rechaza, el pedimento 
sobre la prescripción de la acción pública del delito de usu-
ra, solicitado por la defensa y el Ministerio Público, por no 
haber prescrito; TERCERO: Declarar y al efecto declara, al 
nombrado Heráclito E. Alvarez C., culpable del delito de 
usura en perjuicio Epifanio Acosta, Miguel Ignacio Alvarez, 
Ulises Genao, Carlos Acosta Cabrera, Mateo Pascal M., Dio-
nicio Acosta Cabreja, Ramón Gómez y Adriano Martínez; 
y en consecuencia, se le condena a sufrir la pena de tres 
(3) meses de prisión correccional y al pago de una multa 
de un mil doscientos ochentitrés pesos con cincuenta centa-
vos oro (RD$1,283.50); CUARTO: Descargar y al efecto 
descarga, al nombrado Licenciado Luis Israel Alvarez Ca-
brera, del delito de usura, por no haberlo cometido; QUIN-
TO: Condenar y al efecto condena, al nombrado Heráclito 
É. Alvarez C., al pago de las costas del procedimiento y de-
clararla de oficio en cuanto al Licenciado Luis Israel Alva-
rez Cabrera"; c) que contra esta sentencia interpuso recur-
so de apelación el prevenido Heráclito E. Alvarez C. en el 
tiempo y en la forma indicadas por la ley; • 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite en la forma el presente recurso de apelación; SEGUN-
DO: Acoge la excepción de prescripción de la acción pú-
blica y:ropuesta por el prevenido Heráclito Alvarez de la 
persecución que se le sigue en cuanto a las violaciones a la 
Ley N° 312 en perjuicio de los agraviados Miguel Ignacio 
Alvarez, Ulises Genao, Carlos Acosta Cabreja, Dionisio 
Acosta Cabreja, Ramón Gómez y Adriano Martínez, por no 
haberse probado que durante los tres años siguientes a la 
realización en los préstamos usurarios, ni después, se hu-
biese efectuado ningún acto de persecución de las mismas, 
ni se hubiese interrumpido dicha prescripción;— TERCE-
RO: Rechaza las conclusiones del referido prevenido Herá-
clito Alvarez en cuanto invoca que no es propietario de los 

cortificadrs de préstamos, sino que es un simple mandatario 
del Licenciado Israel Alvarez Cabreja, por infundadas, y 
r ti consecuencia lo reconoce culpable del delito de hábito de 
usura previsto y sancionado por el artículo 5 de la Ley N9  
312, pero únicamente en perjuicio de los señores Epifanio 
Acosta y Mateo-Pascal;— CUARTO: Modifica la sentencia 
apelada en cuanto a la pena impuesta al prevenido Herá-
clito Alvarez, en el sentido de reducirla a seis días de 
prisión correccional y al pago de una multa de quinientos 
pesos oro (RD$500.00) ; QUINTO: Condena al prevenido al 
pago de las costas de la presente alzada"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
de casaciun los medios que se indican a continuación: "1.—
Contradicción de motivos y consecuente violación del ar-
tículo 23 de la Ley de Casación, porque la Corte admite 
la calidad de mandatario del recurrente y también la niega. 
Desnaturalización de los documentos de la causa;— 2.—
Desnaturalización de las declaraciones de los testigos, atri-
buyendo a éstas más fuerzas de lo que la jurisprudencia 
reconoce a las declaraciones de los presuntos agravios en 

11 
 un 'delito de usura y consecuente violación del artículo 5 

de la orden ejecutiva número 312 que establece el interés 
legal y convencional y sanciona el delito de usura. Falta 
de base legal.— 3.—Falsa aplicación del artículo 455 del 
Código cie Procedimiento Criminal y de los principios que 
rigen la prescripción de la acción, y consecuente violación 
del artículo 5 de la Ley 312;— 4.—Violación del artículo 
1315 del Código Civil, 4 de la Ley 312, y contradicción de 
motivos. Falta de base legal y violación nuevamente del 
artículo 455 del Código de Procedimiento Criminal. Y Viola-
ción del artículo 5 de la Ley 312 al no quedar constituida 
ia usura en los préstamos que la Corte consideró como 
usurarios"; 

Considerando que en el desarrollo de su primer medio 
de casación se sostiene que la Corte a TIA después de haber 
admitido en el fallo impugnado que el prevenido Heráclito 
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E. Alvarez C. actuaba en su calidad de mandatario de su 
extinto padre Lic. Luis Israel Alvarez Cabrera, declara, en 
la página 19 de la referida 'sentencia que los préstamos 
"eran obra personal de dicho señor que era quien hacía per-
sonalmente ésas operaciones y que el propietario y poder-
dante Lic. Luis Israel Alvarez Cabrera no sabía nada de 
eso, como lo manifestó ante el Juzgado a quo...", con lo 
cual dicha sentencia incurre en el vicio de contradicción de 
motivos y de la regla de que las actuaciones, del mandatario 
repercuten en el patrimonio del mandante; 

Considerando que los jueces del fondo mediante la pon- 
deración de los elementos tle prueba que fueron sometidos 
al debate dieron por establecido los siguientes hechos: a) 
que en virtud de poder auténtico otorgado por el Lic. Luis 
Israel Alvarez Cabrera, en favor de sus hijos Heráclito 
Enrique Alvarez y Pendes Manuel Alvarez, para que le 
administraran sus bienes, el primero de ellos procedió a 
realizar operaciones de préstamos de dinero a numerosos 
campes-11m agricultores durante los años 1948 y siguientes; 
b) que lag referidas operaciones de préstamo eran concer-
tadas al amparo de la Ley I\1 9  1841, sobre Préstamos con 
prenda sin desapoderamiento, del año 1948, mediante un 
interés que sobrepasaba el interés legal de uno por ciento 
mens'iai fijado por la Ley N 9  312; 

Considerando que a lo alegado por el prevenido ante la 
Corte a qua, en relación con la calidad en que él actuó en 
las diversas operaciones de préstamo de que se trata, dicha 
Corte expresa que si es cierto que el dinero prestado figu-
raba bajo el nombre "del Licenciado Luis Israel Alvarez 
Cabrea, no es menos cierto que los prestatarios en dichos 
préstanos, en su mayoría no trataban y convenían todas 
las op-.s.:t•a-lones de préstamos más que con el señor Herá-
clito Alvarez, y que la fijación de esos intereses extralega-
les que figuraban en los documentos de préstamos, simu-
lados e envueltos en el capital, era la obra personal de di-
cho señor, que era quien hacía personalmente esas opera- 
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ciones, y que el propietario y poderdenj -e Licdo. Luis Israel 
Alvarez Cabrera, nada sabía de eso, como lo manifestó por 
ante el Juzgado a quo, al se' interrogado, declaración que 
los jueces estiman fué hecha con sinceridad, por las condi-
ciones personales del declarante y que el prevenido Heráclito 
Alvarez corroboró al manifestar ante el mismo juzgado, que 
él era quien realizaba todas las operaciones relatadas por 
los testigos, para ratificar así que su padre no sabía de 
eso; que frente a estas comprobaciones. el alegato dé última 
hora dei prevenido, producido ante esta Corte, después del 
descargo y muerte de su padre, evidentemente no constituye 
más que un medio de defensa malicioso e insostenible, por 
encontrar se desvirtuado por la realidad de los hechos confe-
sados por el prevenido en primera instancia y robustecidos 
por otros elementos de la causa; hechos que ponen de ma-
nifiesto que siendo el prevenido apoderado o mandatario de 
su padre, se entregaba a cometer violaciones a la Ley Na 
312 sobre usura, personalmente, no obstante figurar el 
préstamo a nombre de otra persona (el mandante o poder-
dante) y realizadas en una forma en que éste propietario po-
día no advertir la referida violación de la Ley; que en esas 
circunstancias, aceptar el invocado medio de defensa, sería 
reconocer que el mandatario o apoderado podría violar la 
ley personalmente sin ser responsable, y que el mandante 
sería e", culpable, lo que invertiría el principio de la perso-
nalidad de las penas"; 

Considerando que lo expuesto precedentemente pone 
de manifiesto que el fallo impugnado es claro y preciso so-
bre el fundamento que tuvo para condenar al prevenido co-
mo autor del delito de usura, y que los jueces del fondo no 
incurrieron en la contradicción de motivos que se alega; que, 
por consiguiente, el presente medio carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se denuncia 
que la Corte a qua desconoció que "en el delito de usura 
los tesidgos son generalmente las personas que han contra- 
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E. Alvarez C. actuaba en su calidad de mandatario de su 
extinto padre Lic. Luis Israel Alvarez Cabrera, declara, en 
la página 19 de la referida 'sentencia que los préstamos 
"eran obra personal de dicho señor que era quien hacía per-
sonalmente ésas operaciones y que el propietario y poder-
dante Lic. Luis Israel Alvarez Cabrera no sabía nada de 
eso, como lo manifestó ante el Juzgado a quo . . . ", con lo 
cual dicha sentencia incurre en el vicio de contradicción de 
motivos y de la regla de que las actuaciones del mandatario 
repercuten en el patrimonio del mandante; 

Considerando que los jueces del fondo mediante la pon-
deración de los elementos tle prueba que fueron sometidos 
al debate dieron por establecido los siguientes hechos: a) 
que en virtud de poder auténtico otorgado por el Lic. Luis 
Israel Alvarez Cabrera, en favor de sus hijos Heráclito 
Enrique Alvarez y Pericles Manuel Alvarez, para que le 
administraran sus bienes, el primero de ellos procedió a 
realizar operaciones de préstamos de dinero a numerosos 
campesine,s agricultores durante los años 1948 y siguientes; 
b) que la.s referidas operaciones de préstamo eran concer-
tadas al amparo de la Ley W 1841, sobre Préstamos con 
prenda sin desapoderamiento, del año 1948, mediante un 
interés que sobrepasaba el interés legal de uno por ciento 
mensual fijado por la Ley N9  312; 

Considerando que a lo alegado por el prevenido ante la 
Corte a qua, en relación con la calidad en que él actuó en 
las diversas operaciones de préstamo de que se trata, dicha 
Corte expresa que si es cierto que el dinero prestado figu-
raba bajo el nombre "del Licenciado Luis Israel Alvarez 
Cabre:a, no es menos cierto que los prestatarios en dichos 
préstanos, en su mayoría no trataban y convenían todas 
las orrsxalones de préstamos más que con el señor Herá-
clito Alvarez, y que la fijación de esos intereses extralega-
les que figuraban en los documentos de préstamos, simu-
lados c envueltos en el capital, era la obra personal de di-
cho señor, que era quien hacía personalmente esas opera- 

ROLETÍN JUDICIAL 	 677 

ciones, y que el propietario y poderdente Licdo. Luis Israel 
Alvarez Cabrera, nada sabía de eso, como lo manifestó por 
ante el juzgado a quo, al sera  interrogado, declaración que 
los jueces estiman fué hecha con sinceridad, por las condi-
ciones personales del declarante y que el prevenido Heráclito 
Alvarez corroboró al manifestar ante el mismo juzgado, que 
él era quien realizaba todas las operaciones relatadas por 
los testigos, para ratificar así que su padre no sabía de 
eso; que frente a estas comprobaciones, el alegato dé última 
hora dei prevenido, producido ante esta Corte, después del 
descargo y muerte de su padre, evidentemente no constituye 
más que un medio de defensa malicioso e insostenible, por 
encontrar se desvirtuado por la realidad de los hechos confe-
sados por el prevenido en primera instancia y robustecidos 
por otros elementos de la causa; hechos que ponen de ma-
nifiesto que siendo el prevenido apoderado o mandatario de 
su padre, se entregaba a cometer violaciones a la Ley No 
312 sobre usura, personalmente, no obstante figurar el 
préstamo a nombre de otra persona (el mandante o poder-
dante) y realizadas en una forma en que éste propietario po-
día no advertir la referida violación de la Ley; que en esas 
circunstancias, aceptar el invocado medio de defensa, sería 
reconocer que el mandatario o apoderado podría violar la 
ley personalmente sin ser responsable, y que el mandante 
sería el culpable, lo que invertiría el principio de la perso-
nalidad de las penas"; 

Considerando que lo expuesto precedentemente pone 
de maniiiesto que el fallo impugnado es claro y preciso so-
bre el fundamento que tuvo para condenar al prevenido co-
mo autor del delito de usura, y que los jueces del fondo no 
incurrieron en la contradicción de motivos que se alega; que, 
por consiguiente, el presente medio carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que por el segundo medio se denuncia 
que la corte a qua desconoció que "en el delito de usura 
tos te3i.igos son generalmente las personas que han contra- 
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tado con el acusado";... que por eso "la jurisprudencia 
francesa se orienta en el sentido de restringir el poder 
soberano que rigen los jueces en la apreciación del testimo-
nio, cuando se ventila un caso de usura, lo cual no ha sido 
la pauta seguida por la Honorable Corte de Apelación de 

Santiago '; pero 
Considerando que en virtud del principio de la íntima 

convicción del juei, que impera como sistema de prueba en 
"materia represiva, los jueces del fondo aprecian soberana-
mente el valor de las declaraciones de los testigos; que la 
circunspección que se recomienda a los jueces en la pondera-
ción de determinados testimonios, es una norma que sim-
plemente les impone un deber de conciencia, cuyo desconocí-
miento no entraña la casación del fallo; que, por consi-
guiente, este otro medio debe ser también desestimado .  

Considerando que en su tercer medio el recurrente al 

ga que la Corte a qua, analiza cada préstamo, "comenzando 
por el de Epifanio Acosta, quien pagó por última vez, el ' 
de diciembre de 1954, y el 19 de abril de 1956, respectiva-
mente las sumas de $100.00 y $76.00", sin averiguar ni 
especificar "porque estas sumas son usurarias; ni tampoco 
cual fué el capital prestado y luego los intereses de un 25%", 
que era lo que podía demostrar el carácter usurario de esas 
operaciones porque podía acontecer que ya a esas fechas 
los hipotéticos intereses usurarios hubieran sido percibidos, 
quedando pendiente únicamente el capital o parte del capi-
tal, y en consecuencia que la prescripción hubiese extingui-
do este hipotético préstamo usurario; pero, 

Considerando que la Corte a qua para declarar que el 
préstamo dé que se trata no estaba amparado por la pres-
cripción expresa que "en el caso del agraviado Epifanio 
Acosta, por sus declaraciones contenidas en el proceso y 
leídas en la audiencia corroboradas por los documentos que 
figuran en el expediente, por las declaraciones del preve-
nido Heráclito E. Alvarez en el juzgado a quo, al reconocer 

que él era quien hacía las operaciones relatadas por los 

 

agraviados, ha quedado comprobado, que después de haber 
obtenido en los años 1948 y siguientes, en diferentes oca-
siones, digiero a préstamo a un interés de 25% anual, del 
señor Heráclito E. Alvarez, apoderado del señor Licenciado 
Luis Israel Alvarez Cabrera, el primero de abril de 1952 
con venchniento el 30 de enero de 1953, fué realizada la úl-
tima de éstas operaciones al amparo de la Ley N° 1841 so-
bre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, por la 
cantidad de RD$976.00 incluyendo en ella los referidos inte-
reses usurarios, a todo lo cual después realizó los abonos 
siguientes: el 29 de enero de 1952-RD$200.00, el 31 de 
diciembi e de 1953-RD$100.00, el 10 de diciembre de 1954- 
RD$100.00 y el 19 de abril de 1956-RD$76.00, es decir, que 
estuvo recibiendo el capital y los intereses usurarios que 
habían sido incluidos globalmente en la cantidad indicada 
en el formulario, no obstante figurar en el mismo el 1%; 
y ello conforme recibos que figuran en el expediente y 
que comprueban que entre cada una de esas percepciones 
usurarias, en esos pagos involucradas con el capital, no 
había transcurrido un tiempo de tres años, que hubiera 
extinguidc por la prescripción de la acción pública contra la 
infracción perseguida"; 

Considerando que lo transcrito revela que la Corte a qua procedió correctamente, al determinar como lo hizo 
que dicho préstamo no estaba cubierto por la prescripción, 
para los fines de la acción pública; 

Considerando que por el cuárto y último medio el re-
currente sostiene, en relación con el préstamo que se hizo 
a Mateo Pascal, que en esa operación no hubo percepción 
usuraria o si la hubo está prescrita; que la Corte a qua 
violó el artículo 1315 cuando dice que Mateo Pascal hizo 
dos abonas de $120.00, sin la prueba de esos abonos; que 
aún admitiendo que el prevenido hiciera dos abonos de 
$120.00 cada uno, la Corte tenía que precisar si esos abo-
nos se hacían a los intereses del 25% o al capital, y esto 
no se precisa en el fallo; que, además, el hecho de que los 

 

 

 

 

 

         

         



678 
	 BOLETÍN JUDICIAL 

tado con el acusado"; . .. que por eso "la jurisprudencia 
francesa se orienta en el sentido de restringir el poder 
soberano que rigen los jueces en la apreciación del testimo-
nio, cuando se ventila un caso de usura, lo cual no ha sido 
la pauta seguida por la Honorable Corte de Apelación de 

Santia,¿-o '; pero 
Considerando que en virtud del principio de la íntima 

convicción del juei, que impera como sistema de prueba en 
'materia represiva, los jueces del fondo aprecian soberana-
mente Li valor de las declaraciones de los testigos; que la 
circunspección que se recomienda a los jueces en la pondera-
ción de determinados testimonios, es una norma que sim-
plemente les impone un deber de conciencia, cuyo desconoci-
miento no entraña la casación del fallo; que, por consi-
guiente, este otro medio debe ser también desestimado .  

Considerando que en su tercer medio el recurrente al 
ga que la Corte a qua, analiza cada préstamo, "comenzando 
por el de Epifanio Acosta, quien pagó por última vez, el ' 
de diciembre de 1954, y el 19 de abril de 1956, respectiva-
mente las sumas de $100.00 y $76.00", sin averiguar ni 
especificar "porque estas sumas son usurarias; ni tampoco 
cual fué el capital prestado y luego los intereses de un 25%", 
que era lo que podía demostrar el carácter usurario de esas 
operaciones porque podía acontecer que ya a esas fechas 
los hipotéticos intereses usurarios hubieran sido percibidos, 
quedando pendiente únicamente el capital o parte del capi-
tal, y en consecuencia que la prescripción hubiese extingui-
do este hipotético préstamo usurario; pero, 

Considerando que la Corte a qua para declarar que el 
préstamo de que se trata no estaba amparado por la pres-
cripción expresa que "en el caso del agraviado Epifanio 
Acosta, por sus declaraciones contenidas en el proceso y 
leídas cii la audiencia corroboradas por los documentos que 
figuran an el expediente, por las declaraciones del preve-
nido Heráclito E. Alvarez en el juzgado a quo, al reconocer 
que él era quien hacía las operaciones relatadas por los 
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agraviados, ha quedado comprobado, que después de haber 
obtenido en los años 1948 y siguientes, en diferentes oca-
siones, difiero a préstamo a un interés de 25% anual, del 
señor Heráclito E. Alvarez, apoderadc ,  del señor Licenciado 
Luis Israel Alvarez Cabrera, el primero de abril de 1952 
con vencimiento el 30 de enero de 1953, fué realizada la úl-
tima de é.3tas operaciones al amparo de la Ley No 1841 so-
bre Préstamos con Prenda sin Desapoderamiento, por la 
cantidad de RD$976.00 incluyendo en ella

, los referidos inte-
reses usurarios, a todo lo cual después realizó los abonos 
siguienté.5: el 29 de enero de 1952-RD$200.00, el 31 de 
diciernin e de 1953-RD$100.00, el 10 de diciembre de 1954- 
RD$100.00 y el 19 de abril de 1956-RD$76.00, es decir, que 
estuvo recibiendo el capital y los intereses usurarios que 
habían sido incluidos globalmente en la cantidad indicada 
en el formulario, no obstante figurar en el mismo el 1%; 
y ello conforme recibos que figuran en el expediente y 
que comprueban que entre cada una de esas percepciones 
usurarias, en esos pagos involucradas con el capital, no 
había transcurrido un tiempo de tres años, que hubiera 
extinguidc por la prescripción de la acción pública contra la 
infraccifin perseguida"; 

Considerando que lo transcrito revela que la Corte a 
qua procedió correctamente, al determinar como lo hizo 
que dicho préstamo no estaba cubierto por la prescripción, 
para los fines de la acción pública; 

Considerando que por el cuarto y último medio el re-
currente ,sostiene, en relación con el préstamo que se hizo 
a Mateo Pascal, que en esa operación no hubo percepción 
usuraria o si la hubo está prescrita; que la Corte a qua 
violó el artículo 1315 cuando dice que Mateo Pascal hizo 
dos abonas de $120.00, sin la prueba de esos abonos; que 
aún admitiendo que el prevenido hiciera dos abonos de 
$120.00 cada uno, la Corte tenía que precisar si esos abo-
nos se hacían a los intereses del 25% o al capital, y esto 
no se precisa en el fallo; que, además, el hecho de que los 
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abonos se tuvieran que realizar el treinta de enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco no quiere decir que los abo-
nos se realizaran; y un pago no hecho no interrumpe l a 

 prescripción del artículo 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; pero 

Considerando que en relación con el préstamo de Mateo 
Pascal el Tallo impugnado se expresa de este modo: "que la 
Corte estima sincera y que el prevenido Heráclito E. Al-
varez no desmintió, y los formularios que figuran a su 
nombre en la certificación expedida por el Secretario del 
Juzgado de Paz de Villa Isabel, que consta en el expe-
diente, él venía haciendo negocios de préstamo con ello z 
(se refiere a Heráclito Alvarez y a su padre Licdo. Luis 
Israel Alvarez Cabrera) desde antes del Centenario de la 
República, al 25% anual de interés, y el último formulario 
que hizo fué por RD$800.00; que según se puede compro-
bar por la aludida certificación, el referido préstamo de 
ochocientos pesos fué dividido en tres formularios, los Nos 
138, 139 y 140, de la misma fecha 17 de agosto de 1952, 
respectivamente por RD$200.00, RD$200.00 y RD$400.00 , 
con vencimiento respectivos el 30 de enero de 1953, 30 de 
enero de 1954 y 30 de enero de 1955: que según su afirma-
ción no ..lesmentida pbr el prevenido, abonó después RD 
$200.00, lo natural y lógico es que ese abono saldase el 
primer formulario con vencimiento al 1953; de modo que 
dicha deuda se extinguió hace más de tres años y el présta-
mo usurario envuelto en ella estaría prescrito, pero en 
cuanto al resto de los otros dos formularios sobre loS cuales 
ha debido hacer los abonos de RD$120.00 que declaró haber 
hecho ante el juez a quo, después de 1954 y 1955, en que 
los formularios tenían su vencimiento, hasta hace dos años 
en que al prevenido Heráclito E. Alvarez le condenó los 
intereses, no pudieron ser cubiertos por la prescripción, por 
no haber podido transcurrir tres años entre esos abonos 
que han reducido la deuda a RD$460.00, según su afirma-
ción en el proceso, ni entre el último, que debió ser ya en  

el año 1955, y la persecución de la acción pública, puesta 
en movimiento en mayo de 1957; que, en consecuencia, en 
relación con el agraviado Mateo Pascal M., en cuanto a los 
préstamos de RD$200.00 y RD$400.00 el delito de usura no 
está ainp,!rado por la prescripción legal establecida en el 
artículo 455 del Código Penar; peto, 

• Considerando que el delito de hábito de usura puede 
establecerse por todos ros medios de prueba por tratarse 
de un fraude; que, por consiguiente, la Corte qua ha podi-
do establecer los abonos de RD$120.00, como lo hizo, y de-
terminar de igual modo que los dos últimos préstamos que 
se retienen no están amparados por la prescripción del ar-
tículo 455 del Código de Procedimiento Criminal; que, 
por tanto, lo alegado en este medio carece de fundamento 
y debe por ello ser desestimado, como los demás; 

Considerando que examinada, la sentencia en sus demás 
aspectos, no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sacion interpuesto por Heráclito E. Alvarez C., contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santia-
go, en sus atribuciones correccionales, en 'echa veintisiete 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Fumados) H. Herrera Billini.—Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.— 
Clod. Mateo•Pernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia publica del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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abonos se tuvieran que realizar el treinta de enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco no quiere decir que los abo-
nos se realizaran; y un pago no hecho no interrumpe l a 

 prescripción del artículo 455 del Código de Procedimiento 
Criminal; pero 

Considerando que en relación con el préstamo de Mateo 
Pascal el 'fallo impugnado se expresa de este modo: "que la 
Corte estima sincera y que el prevenido Heráclito E. Al-
varez no desmintió, y los formularios que figuran a su 
nombre en la certificación expedida por el Secretario de 
Juzgado de Paz de Villa Isabel, que consta en el expe-
diente, él venía haciendo negocios de préstamo con ellos 
(se refiere a Heráclito Alvarez y a su padre Licdo. Luis 
Israel Alvarez Cabrera) desde antes del Centenario de la 
Repúbhca, al 25% anual de interés, y el último formulario 
que hizo fué por RD$800.00; que según se puede compro-
bar por la aludida certificación, el referido préstamo de 
ochocientos pesos fué dividido en tres formularios, los os 
138, 139 y 140, de la misma fecha 17 de agosto de 1952. 
respectivamente por RD$200.00, RD$200.00 y RD$400.00 
con vencimiento respectivos el 30 de enero de 1953, 30 de 
enero de 1954 y 30 de enero de 1955; que según su afirma-
ción no :desmentida pbr el prevenido, abonó después RD 
$200.00, lo natural y lógico 'es que ese abono saldase el 
primer formulario con vencimiento al 1953; de modo que 
dicha deuda se extinguió hace más de tres años y el présta-
mo usurario envuelto en ella estaría prescrito, pero en 
cuanto al resto de los otros dos formularios sobre lbs cuales 
ha debido hacer los abonos de RD$120.00 que declaró haber 
hecho ante el juez a quo, después de 1954 y 1955, en que 
los formularios tenían su vencimiento, hasta hace dos años 
en que al prevenido Heráclito E. Alvarez le condenó los 
intereses, no pudieron ser cubiertos por la prescripción, por 
no haber podido transcurrir tres años entre esos abonos 
que han reducido la deuda a RD$460.00, según su afirma-
ción en el proceso, ni entre el último, que debió ser ya en 

el año 1955, y la persecución de la acción pública, puesta 
en movimiento en mayo de 1957; que, en consecuencia, en 
relación con el agraviado Mateo Pascal M., en cuanto a los 
préstamos de RD$200.00 y RD$400.00 el delito de usura no 
está arrip,!rado por la prescripción legal establecida en el 
artículo 455 del Código Penar; peto, 

Considerando que el delito de hábito de usura puede 
establecerse por todos ros medios de prueba por tratarse 
de un fraude; que, por consiguiente, la Corte .a qua ha podi-
do establecer los abonos de RD$120.00, como lo hizo, y de-
terminar de igual modo que los dos últimos préstamos que 
se retienen no están amparados por la prescripción del ar-
tículo 455 del Código de Procedimiento Criminal; que, 
por tanto, lo alegado en este medio carece de fundamento 
y debe por ello ser desestiniado, como los demás; 

Considerando que examinada, la sentencia en sus demás 
aspectos, no contiene ningún vicio que la haga anulable; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sacion interpuesto por Heráclito E. Alvarez C., contra 
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Santa-
p, en sus atribuciones correccionales, en 'echa veintisiete 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.—Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia publica del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 

de marzo de 1957. 

3lateria: Tierras. 

Ite,curnntes: Sofía Esciria Johnson González de Bass y compartes 
Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de ía República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Présidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiocho del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años /15' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia.: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Sofía Es-
ciria Johnson González de Ba4s, dominicana, mayor de 
edad, casada, de quehaceres domésticos, cédula 10181, serie 
14, sello 1630433, domiciliada y residente en esta ciudad; 
Guadalupe Johnson González viuda Villalón, dominicana, 
mayor de edad, viuda, de quehaceres domésticos, cédula 
17732, serie 11, sello 837218, domiciliada y residente en esta 
ciudad, María Adelicia Johnson González, dominkana, ma- 

_ yor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula 10- 
412, serie 14, sello 13288419, de este domicilio y residencia, 

Ana Leticia Johnson González viuda Camarena, dominica-
na, mayor de edad, viuda, de quehaceres domésticos, cédu-
da 17487, serie 14, sello 112241, de este domicilio y residen-
cia, y Carmen Dilia Johnson González de Santos, domini-
cana, mayor de edad, casada, de quehaceres domésticos, 
cédula 10852, serie 14, sello 1328447, de este domicilio y 
residencia, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras, en fecha ocho de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, 

serie 14, sello 24052, abogado de las recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procus. rador General 
de la Ftepública; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trece 
de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de las recurren-
tes, en el cual se invocan los medios que 'luego se indican; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, por la cual declara el defecto de los recurridos Vir-
gilio Arnobio Rodríguez Gautier, Mercedes Laura Rodríguez 
Gautier, Miguel Angel Rodríguez Gautier, Ana Caridad Ro- 

1 dríguez Gautier, María Hortensia Rodríguez Vda. Prado, Ma-
ría Teresa Rodríguez de Henríquez. María del Carmen Ro-
drguez de Sobá, Rita Auricia Rodríguez Ruiz Grau, Octavia 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes 
guez, María Ernestina Rodríguez de González, Pablo Nés-
tor Rodríguez, Bienvenido Rafael Rodríguez, Mida Rodrí-
guez' Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de Ramírez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Clara Luisa Rodríguez de 
Alvarez, Ramón Antonio Rodríguez Ruiz y Luis Eduardo 
Rodriguez, en el recurso del cual se trata; 
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Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 8 

de marzo de 1957. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Sofía Esciria Johnson González de Bass y compartes . 

Abogado: Lic. Salvador Espinal Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente y Néstor Contín Aybar, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
veintiocho del mes de marzo de mil novecientos cincuenta 
y ocho, años 115' de la Independencia, 95' de la Restaura-
ción y 28' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación, interpuesto por Sofía Es-
ciria Johnson González de Bass, dominicana, mayor de 
edad, casada, de quehaceres domésticos, cédula 10181, serie 
14, sello 1630433, domiciliada y residente en esta ciudad; 
Guadalupe Johnson González viuda Villalón, dominicana, 
mayor de edad, viuda, de quehaceres domésticos, cédula 
17732, serie 14, sello 837218, domiciliada y residente en esta 
ciudad, María Adelicia Johnson González, dominicana, ma-
yor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, cédula 10- 
412, serie 14, sello 13288419, de este domicilio y residencia, 
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Ana Leticia Johnson González viuda Camarena, dominica-
na, mayor de edad, viuda, de quehaceres domésticos, cédu-
da 17487, serie 1 4, sello 112241, de este domicilio y residen-
cia, y Carmen Dilia Johnson González de Santos, domini-
cana, mayor de edad, casada, de quehaceres domésticos, 
cédula 10852, serie 1 4, sello 1328447, de este domicilio y 
residencia, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
Superior de Tierras, en fecha ocho de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro 
lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula 8632, 

serie 14, sello 24052, abogado de las recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha trece 
de mayo del mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por 
el Lic. Salvador Espinal Miranda, abogado de las recurren-
tes, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia, de 
fecha treinta de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, por la cual declara el defecto de los recurridos Vir-
gilio Arnobio Rodríguez Gautíer, Mercedes Laura Rodríguez 
Gautier, Miguel Angel Rodríguez Gautier, Ana Caridad Ro-
dríguez Gautier, María Hortensia Rodríguez Vda. Prado, Ma-
ría Teresa Rodríguez de Henríquez, María del Carmen Ro-
drguez de Sobá, Rita Auricia Rodríguez Ruiz Grau, Octavia 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodrí-
guez, María Ernestina Rodríguez de González, Pablo Nés-
tor Rodríguez, Bienvenido Rafael Rodríguez, Mida Rodrí-
guez-  Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de Ramírez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Clara Luisa Rodríguez de 
Alvarez, Ramón Antonio Rodríguez Ruiz y Luis Eduardo 
Rodríguez, en el recurso del cual se trata; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 46 del Código Civil, 132, 136 
de la Ley de Registro de Tierras, 133 del Código de Proce-
dimiento Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia. impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que, 
en fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cincuen-
ta y tres el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
dictó su Decisión N" 2 en relación con el procedimiento de 
determinación de herederos de la finada Altagracia Ozema 
Rodríguez, en cuyo nombre figura registrado el solar No 
3-A de la manzana número 271-A del Distrito Catastral Nú-
mero 1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, la 
cual decilión contiene -el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara que los herederos 
de la señorita Altagracia Ozema González Rodríguez, lla-
mados a recoger sus bienes, por derecho propio, en el cuarto 
grado y en el orden de los colaterales ordinarios, son las 
siguientes personas: a) Virgilio Arnolz,io Rodríguez Gautier, 
portador de la cédula personal de identidad número 24624, 
serie 19, sello N9 18978-53; María Hortensia Rodríguez Vda. 
del Prado, portadora de la cédula personal de identidad N" 
31292, serie la, sello N° 81261-53; Margarita Berenice Ro-
dríguez de Colón, portadora de la Cédula Personal de iden-
tidad N9 (—), residente en los Estados Unidos de América. 
María Teresa Rodríguez de Henriquez, portadora de la cé-
dula personal de identidad N9 34092, serie N' la, sello N 
4492-53; Mercedes Isaura Rodríguez Gautier, portadora de 
la cédula personal de identidad N9 7548. serie N9 11, sello 
N9 6695-53; María del Carmen Rodríguez de Soba, portado-
ra de la cédula personal de identidad N9 7553. serie N9 11, 
sello N9 37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gautier, porta-
dor de la cédula personal de identidad 4388, serie N9 19, se-
llo N^ 8338-53; María del Carmen Rodríguez Gautier; b) 
Cayetano Armando Rodríguez, portador de la cédula per- 

sonal cie identidad N9 597, serie 1ra., sello N" 1625649- 53; 
María Ernestina Rodríguez de González, portadora de la 
cédula personal de identidad N9 11249, serie 19, sello 1414- 
692-53; Bienvenido Rafael Rodríguez M., portador de la cé-
dula personal de identidad N° 43131, serie 11, sello N' 48063- 
53; hijos de Rafael Rodríguez.— c) Ramón Antonio Rodrí-
guez Ruiz, portador de la cédula personal de identidad No 
14514, serie 1/, sello número 16205-53; Rita Aurelia Rodrí-
guez Ruiz de Grau, portadora de la cédula personal de iden-
tidad N" 44102, serie 1J, sello N^ (exonerada) ; Clara Luisa 
Rodríguez Ruiz de Alvarez, portadora de la cédula personal 
de identidad N' 17096, serie 11, sello N° 141410-53, hijos de 
Manuel Eliseo Rodríguez (exceptuándose a los señores Ali-
cia Rodriguez Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Argentina 
Rodríguez de Ramírez, Carmen Luisa Rodríguez de Lugo, 
Pablo Néstor Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas y 
Diógenes Rodríguez por no existir la prueba de su filiación). 
SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza las conclusiones 
de los señores Sofía Erciria Johnson González de Bass, Ana 
Luisa Johnson González, y demás descendientes de Guadalu-
pe González y de William Johnson.— TERCERO: Que debe 
ordenar y ordena al Registrador de Títulos del Distrito de 
Santo Domingo, la cancelación del Certificado de Títulos 
N9 291, que ampara el solar N" 3-A de la manzana número 
272-A del Distrito Catastral Número 1 del Distrito de San-
to Domingo, Ciudad Trujillo, y expedir en su lugar un nuevo 
Certificado de Títulos a favor de las personas indicadas en 
el ordinal primero del presente dispositivo"; b) que sobre 
las apelaciones interpuestas contra dicha decisión en fechas: 
25 de noviembre del 1953, por el Dr. A. Alvarez Sánchez, 
a nombre y en representación de Pablo Néstor .Rodriguez 
quien a su vez actúa en representación de Alicia Rodríguez 
Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Diógenes Rodríguez, Edel-
mira Rodríguez de Rojas y Argentina Rodríguez de Ramí-
rez; veintiséis de noviembre del mil novecientos cincuenta 
y tres, por Altagracia Amelia Rodríguez de Rivera, a nom- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 46 del Código Civil, 132, 136 
de la Ley de Registro de Tierras, 133 del Código de Proce-
dimiento Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que, 
en fecha veintiocho de octubre del mil novecientos cincuen-
ta y tres el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
dictó su Decisión N^ 2 en relación con el procedimiento de 
determinación de herederos de la finada Altagracia Ozema 
Rodríguez, en cuyo nombre figura registrado el solar N 9 

 3-A de la manzana número 271-A del Distrito Catastral Nú-
mero 1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, la 
cual deciSión contiene -el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar y declara que los herederos 
de la señorita Altagracia Ozema González Rodríguez, lla-
mados a recoger sus bienes, por derecho propio, en el cuarto 
grado y en el orden de los colaterales ordinarios, son las 
siguientes personas: a) Virgilio Arnobio Rodríguez Gautier, 
portador de la cédula personal de identidad número 24624, 
serie la , sello N9  18978-53; María Hortensia Rodríguez Vda. 
del Prado, portadora de la cédula personal de identidad N9  
31292, serie 1 3, sello N' 81261-53; Margarita Berenice Ro-
dríguez de Colón, portadora de la Cédula Personal de iden-
tidad N9  (—), residente en los Estados Unidos de América. 
María Teresa Rodríguez de Henríquez, portadora de la cé-
dula personal de identidad No 34092, serie Nk la, sello N9 

 4492-53; Mercedes Isaura Rodríguez Gautier, portadora de 
la cédula personal de identidad N 9  7548. serie N 9  13, sello 
N^ 6695-53; María del Carmen Rodríguez de Soba, portado-
ra de la cédula personal de identidad N°  7553. serie No 13, 

sello N9  37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gautier, porta-
dor de la cédula personal de identidad 4388, serie N 9  13, se-
llo N^ 8338-53; María del Carmen Rodríguez Gautier; b) 
Cayetano Armando Rodríguez, portador de la cédula per- 

sonal de identidad N 9  597, serie ira., sello N° 1625649- 53; 
María Ernestina Rodríguez de González, portadora de la 
cédula personal de identidad N 9  11249, serie 13, sello 1414- 
692-53; Bienvenido Rafael Rodríguez M., portador de la cé-
dula personal de identidad N^ 43131, serie la, sello N' 48063- 
53; hijos de Rafael Rodríguez:— c) Ramón Antonio Rodrí-
guez Ruiz, portador de la cédula personal de identidad No 
14514, serie la , sello número 16205-53; Rita Aurelia Rodrí-
guez Ruiz de Grau, portadora de la cédula personal de iden-
tidad N^ 44102, serie 13, sello N^ (exonerada); Clara Luisa 
Rodríguez Ruiz de Alvarez, portadora de la cédula personal 
de identidad N" 17096, serie la, sello N^ 141410-53, hijos de 
Manuel Eliseo Rodríguez (exceptuándose a los señores Ali-
cia Rodriguez Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Argentina 
Rodríguez de Ramírez, Carmen Luisa Rodríguez de Lugo, 
Pablo Néstor Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas y 
Diógenes Rodríguez por no existir la prueba de su filiación). 
SEGUNDO: Que debe rechazar y rechaza las conclusiones 
de los señores Sofía Erciria Johnson González de Bass, Ana 
Luisa Johnson González, y demás descendientes de Guadalu-
pe González y de William Johnson.— TERCERO: Que debe 
ordenar y ordena al Registrador de Títulos del Distrito de 
Santo Domingo, la cancelación del Certificado de Títulos 
N9 291, que ampara el solar N^ 3-A de la manzana número 
272-A del Distrito Catastral Número 1 del Distrito de San-
to Domingo, Ciudad Trujillo, y expedir en su lugar un nuevo 
Certificado de Títulos a favor de las personas indicadas en 
el ordinal primero del presente dispositivo"; b) que sobre 
las apelaciones interpuestas contra dicha decisión en fechas: 
25 de noviembre del 1953, por el Dr. A. Alvarez Sánchez, 
a nombre y en representación de Pablo Néstor Rodríguez 
quien a su vez actúa en representación de Alicia Rodríguez 
Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Diógenes Rodríguez, Edel-
mira Rodríguez de Rojas y Argentina Rodríguez de Ramí-
rez; veintiséis de noviembre del mil novecientos cincuenta 
y tres, por Altagracia Amelia Rodríguez de Rivera, a nom- 
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Caridad Rodríguez Gautier, Alicia Rodríguez Vda. Brenes, 
Octavia Rodríguez, Argentina Rodríguez de Ramírez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo 'Néstor Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodríguez y Roge-
lio Rodriguez, de modo que su dispositivo en lo adelante rija 
como a continuación se indica: PRIMERO: Se declara que 
los herederos de la señorita Altagracia Ozema González Ro-
dríguez llamados a recoger sus bienes. por derecho propio, 
en el cuarto grado y en el orden de los colaterales ordina-
rios, son las siguientes personas: a) Virgilio Arnobio Ro-
dríguez Gautier, portador de la cédula personal Número 
24624, serie 1, sello N9 18978-53; María Hortensia Rodrí-
guez Vda. del Prado, portadora de la cédula personal de 
identidad N" 31295, serie 13, sello N9 81261-53; Margarita 
Berenice Rodríguez de' Colón, portadora de la cédula perso-
nal de identidad N9 (--) residente en los Estados Unidos 
de América); María Teresa Rodríguez de Henríquez, por-
tadora de la cédula personal de identidad No 34092, serie 
1, sello 4429-53; Mercedes Laura Rodríguez Gautier, por-
tadora de la cédula personal de identidad N9 7548, serie 1, 
sello N" 166Ó5-53; María del Carmen Rodríguez de Sobá, 
portadora de la cédula personal de identidad N9 N" 4388, 
serie 1, sello No 37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gautier, 
portador de la cédula personal de identidad 4388, serie 1, 
María Caridad Rodríguez Gautier, hijos de Amadeo Ro-
dríguez y Mercedes Laura Gautiere; b) Cayetano Armando 
Rodríguez, portador de la cédula personal de identidad N" 
597, serie 1, sello N9 1625649-53; María Ernestina Rodrí-
guez de González, portadora de la cédula personal de iden-
tidad N" 11249, serie 1, sello N9 1414562-53; Bienvenido Ra-
fael Rodríguez M. portador de la cédula personal de identi-
dad No 43131, serie 1, sello N" 48063-53; hijos de Martín 
Rodríguez c) Ramón Antonio Rodríguez Ruiz, portador de 
la cédula personal de identidad N" 14514, serie 1, sello N" 
16205-53; Rita Aurelia Rodríguez Ruiz de Grau, portadora 
de la cédula personal de identidad N" 44102, serie 1, sello 
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bre de su madre Octavia Rodríguez Ruiz y de Alicia Rodrí-
'guez Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de Rodríguez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo 'Néstcr Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes '",odriguez y Luis 
Eduardo Rodríguez; y veintisiete de noviembre del mismo 
ario, por el Lic. Salvador Espinal Miranda, a nombre y en 
representación de Sofía Erciria Johnson González Vda. Vi-
llalón y compartes, el Tribunal Superior de Tierras dictó 
Decisión N9 1 de fecha diecisiete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: 19— Se rechaza, por infundada, la apelación inter-
puesta por el Lic. Salvador Espinal Miranda, a nombre y 
en representación de los señores Sofía Erclia Johnson Gon-
zález de Bass, Ana Luisa Johnson González de Velez, Gua-
dalupe Johnson González Vda. Villalón y Compartes; 2.— 
Se acoge la apelación interpuesta por el Dr. Arístides Alva-
rez Sánchez, a nombre del señor Pablo Néstor Rodríguez, 
quien a su vez actúa en representación de los señores Ali-
cia Rodríguez Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Diógenes 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas y Argentina Ro-
dríguez de Ramírez; 3.— Se acoge la apelación interpuesta 
por la señora Altagracia Amelia Rodríguez de Rivera, a 
nombre de su madre Octavia Rodríguez Ruiz y de los seño-
res Alicia Rodríguez Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de 
Ramírez,. Carmen Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo Néstor 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodrí-
guez y Luis Eduardo Rodríguez; 4.— Se confirma la Deci-

sión N9 2 dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción 
Original en fecha 28 de octubre del ario 1953, en la deter-
minación de herederos de la finada señorita Altagracia Oze-
ma González Rodríguez, respecto del Solar N9 3-A de la 
Manzana No 271-A del Distrito Catastral N" 1 del Distrito 
de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, con las modificaciones 
resultantes de los motivos de la presente sentencia, en el 
sentido de que se incluyan entre los herederos de la finada 
Altagracia Ozema González Rodríguez a los señores María 
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bre de su madre Octavia Rodríguez Ruiz y de Alicia Rodrí-
'guez Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de Rodríguez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo Néstcr Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes ",odriguez y Luis 
Eduardo Rodríguez; y veintisiete de noviembre del mismo 
año, por el Lic. Salvador Espinal Miranda, a nombre y en 
representación de Sofía Erciria Johnson González Vda. Vi-
llalón y compartes, el Tribunal Superior de Tierras dictó 
Decisión N9  1 de fecha diecisiete de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y cuatro, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: 19— Se rechaza, por infundada, la apelación inter-
puesta por el Lic. Salvador Espinal Miranda, a nombre y 
en representación de los señores Sofía Erciria Johnson Gon-
zález de Bass, Ana Luisa Johnson González de Velez, Gua-
dalupe Johnson González Vda. Villalón y Compartes; 2.-
Se acoge la apelación interpuesta por el Dr. Arístides .Alva-
rez Sánchez, a nombre del señor Pablo Néstor Rodríguez, 
quien a su vez actúa en representación de los señores Ali-
cia Rodríguez Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Diógends 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas y Argentina Ro-
dríguez de Ramírez; 3.— Se acoge la apelación interpuesta 
por la señora Altagracia Amelia Rodríguez de Rivera, a 
nombre de su madre Octavia Rodríguez Ruiz y de los seño-
res Alicia Rodríguez Vda. Brenes, Argentina Rodríguez de 
Ramírez,• Carmen Luisa Rodríguez de Lugo. Pablo Néstor 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodrí-
guez y Luis Eduardo Rodríguez; 4.— Se confirma la Deci-
sión W 2 dictada por el Tribunal de Tierras de jurisdicción 
Original en fecha 28 de octubre del año 1953, en la deter-
minación de herederos de la finada señorita Altagracia Oze-
ma González Rodríguez, respecto del Solar N 9  3-A de la 

Manzana N9  271-A del Distrito Catastral N 9  1 del Distrito 
de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, con las modificaciones 
resultantes de los motivos de la presente sentencia, en el 
sentido de que se incluyan entre los herederos de la finada 
Altagracia Ozema González Rodríguez a los señores María 

Caridad Rodríguez Gautier, Alicia Rodríguez Vda. Brenes, 
Octavia Rodríguez, Argentina Rodríguez de Ramírez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo 'Néstor Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodríguez y Roge-
lio Rodriguez, de modo que su dispositivo en lo adelante rija 
como a continuación se indica: PRIMERO: Se declara que 
los herederos de la señorita Altagracia Ozema González Ro-
dríguez llamados a recoger sus bienes. por derecho propio, 
en el cuarto grado y en el orden de los colaterales ordina-
rios, son las siguientes personas: a) Virgilio Arnobio Ro-
dríguez Gautier, portador de la cédula personal Número 
24624, serie 1, sello N9 18978-53; María Hortensia Rodrí-
guez Vda. del Prado, portadora de la cédula personal de 
identidad N° 31295, serie la, sello N9 81261-53; Margarita 
Berenice Rodríguez dé Colón, portadora de la cédula perso-
nal de identidad N9 (—), residente en los Estados Unidos 
de América); María Teresa Rodríguez de Henríquez, por-
tadora de la cédula personal de identidad N9 34092, serie 
1, sello 4429-53; Mercedes Laura Rodríguez Gautier, por-
tadora de la cédula personal de identidad N° 7548, serie 1, 
sello N9  16695-53; María del Carmen Rodríguez de Sobá, 
portadora de la cédula personal de identidad N° N^ 4388, 
serie 1, sello N9  37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gautier, 
portador de la cédula personal de identidad 4388, serie 1, 
María Caridad Rodríguez Gautier, hijos de Amadeo Ro-
dríguez y Mercedes Laura Gautiere; b) Cayetano Armando 
Rodríguez, portador de la cédula personal de identidad N9  
597, serie 1, sello N° 1625649-53; María Ernestina Rodrí-
guez de González, portadora de la cédula personal de iden-
tidad N9  11249, serie 1, sello N9 1414562-53; Bienvenido Ra-
fael Rodríguez M. portador de la cédula personal de identi-
dad N9  43131, serie 1, sello N° 48063-53; hijos de Martín 
Rodríguez c) Ramón Antonio Rodríguez Ruiz, portador de 
la cédula personal de identidad N° 14514, serie 1, sello N9 
16205-53; Rita Aurelia Rodríguez Ruiz de Grau, portadora 
de la cédula personal de identidad N9  44102, serie 1, sello 
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N9 (Exonerada); Clara Luisa Rodríguez Ruiz de Alvarez, 
portadora de la cédula personal de identidad N9 17096, se_ 

rie 1, sello N9 11413410-53; Alicia Rodrígwz Vda. Brenes, 
Octavia Rodríguez, Argentina Rodríguez -le Ramírez, Cal-. 
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo Néstor Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodriguez, Roge-
lio Rodríguez y Luis Eduardo Rodríguez, hijos de Manuel 
Eliseo Rodríguez; SEGUNDO: Se rechazan las condusion^s 
de los señores Sofía Esciria Johnson González' de Bass, Ana 
Luisa Johnson González, y demás descendientes de Guadalu-
pe González y de William Johnson.— TERCERO: Se ()Me-
na al Registrador de Títulos del Distrito de Santo Domingo 
la cancelación del Certificado de Título N° 291. que ampara 
el Solar N9 3-A de la Manzana N° 271-A del Distrito Catas-
tral N9 1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, y 
expedir en su lugar un nuevo Certificado de Título a favor 
de las personas indicadas en el ordinal primero del presente 
dispositivo"; a) que con motivo del recurso de casación in-
terpuesto contra esta última decisión por Esciria Johnson 
de Blass y compartes, lá Suprema Corte de Justicia dic-
tó su sentencia de fecha veintitrés de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y seis, por la cual cgsó la decisión así im-
pugnada, y por lo que volvió el conocimiento de los recursos 
de apelación interpuestos, al Tribunal Superior de Tierras; 

Considerando que en fecha ocho de marzo del mil no-
vecientos cincuenta y siete, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: 19—Se rechaza la apelación interpuesta 
por Sofía Erciria Johnson González de Bass y compartes, 
contra la decisión N9 2 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 28 de octubre de 1953, en 
la determinación de herederos de la finada Altagracia Oze-
ma González Rodríguez, relativa al Solar N9 3-A del Dis-
trito Catastral N° 1 del Distrito Nacional.— 29— Se acoge 
la apelación interpuesta contra la misma decisión por los 
señores Pablo Néstor Rodríguez y compartes.— 39— Se 

acoge la apelación interpuesta contra la referida decisión 
por los señores Octavia Rodríguez Ruiz y compartes. 4"-- 
En consecuencia, se modifica la decisión apelada para que 
su dispositivo rija de la manera siguiente: PRIMERO: Se 
declara que los herederos de la señorita Altagracia Ozeina 
González Rodríguez llamados a recoger sus bienes, por de-
recho propio, en el cuarto grado y en el orden de los cola-
terales ordinarios, son las siguientes personas: a) Virgilio 
Arnobio Rodríguez Gautier, portador de la cédula personal 
número 24624, serie 1, sello N" 18978-53; María Hortensia 
Rodriguez Vda. der Prado, portadora de la cédula personal 
de identidad número 31295, serie 1, sello N9 81261-53; Mar-
garita Berenice Rodríguez de Colón, portadora de la cédula 
personal de identidad N° (—), residente en los Estados 
Unidos de América; María Teresa Rodríguez de Henríquez, 
portadora de la cédula personal de identidad N9 34092, se-
rie 1, sello N° 4429-53; Mercedes Laura Rodríguez Gautier„ 
portadora de la cédula personal de identidad N" 7548, serie 
1, sello N9 16695-53; María del Carmen Rodríguez de Sobá, 
portadora de la cédula personal de identidad número 7553, 
serie N" 1", sello N" 37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gau-
tier, portador de la cédula personal de identidad N° 4388, 
serie 1, sello N' 8338-53; María Caridad Rodríguez Gautier, 
hijos de Amadeo Rodríguez y Mercedes Laura Gautier; b) 
Cayetano Armando Rodríguez, portador de la cédula perso-
nal de loentidad N9 597, serie 1, sello N" 1625649-53; Ma-
ría Ernestina Rodríguez de González, portadora de la cédu-
la personal de identidad N" 11249, serie 1, sello N" 1414562- 
53; Bienvenido Rafael Rodríguez M., portador de la cédula . 
personal de identidad N' 43131, serie 1, sello N" 48063-53; 
hijos sie Martín Rodríguez; c) Ramón Antonio Rodríguez 
Ruiz, portador de la cédula personal de identidad N9 14514, 
serie 1, sello N" 16205-53; Rita Aurelia Rodríguez Ruiz de 
Grau, portadora de la cédula personal de identidad N9 44- 
102, serie 1, sello N" (exonerada) ; Clara Luisa Rodríg-uez 
Ruiz de Alvarez, portadora de la cédula personal de identi- 
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N9  (Exonerada); Clara Luisa Rodríguez Ruiz de Alvarez, 
portadora de la cédula personal de identidad N 9  17096, se-

rie 1, sello N9  11413410-53; Alicia Rodríguez Vda. Brenes, 
Octavia Rodríguez, Argentina Rodríguez "e Ramírez, Car-
men Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo Néstor Rodríguez, 
Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodriguez, Roge-
lio Rodríguez y Luis Eduardo Rodríguez, hijos de Manuel 
Eliseo Rodríguez; SEGUNDO: Se rechazan las conclusiones 
de los señores Sofía Esciria Johnson González de Bass, Ana 
Luisa Johnson González, y demás descendientes de Guadalu-
pe González y de William Johnson.— TERCERO: Se orde-
na al Registrador de Títulos del Distrito de Santo Domingo 
la cancelación del Certificado de Título N° 291, que ampara 
el Solar N9  3-A de la Manzana N° 271-A del Distrito Catas-
tral N9  1 del Distrito de Santo Domingo, Ciudad Trujillo, y 
expedir en su lugar un nuevo Certificado de Título a favor 
de las personas indicadas en el ordinal primero del presente 
dispositivo"; a) que con motivo del recurso de casación in-
terpuesto contra esta última decisión por Esciria Johnson 
de Blass y compartes, lá Suprema Corte de Justicia dic-
tó su sentencia de fecha veintitrés de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y seis, por la cual casó la decisión así im-
pugnada, y por lo que volvió el conocimiento de los recursos 
de apelación interpuestos, al Tribunal Superior de Tierras; 

Considerando que en fecha ocho de marzo del mil no-
vecientos cincuenta y siete, el Tribunal Superior de Tierras 
dictó la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: 19—Se rechaza la apelación interpuesta 
por Sofía Erciria Johnson González de Bass y compartes, 
contra la decisión N° 2 dictada por el Tribunal de Tierras de 
Jurisdicción Original en fecha 28 de octubre de 1953, en 
la determinación de herederos de la finada Altagracia Oze-
ma González Rodríguez, relativa al Solar N° 3-A del Dis-
trito Catastral N 9  1 del Distrito Nacional.— 29— Se acoge 
la apelación interpuesta contra la misma decisión por los 
señores Pablo Néstor Rodriguei y compartes.— 39— Se 

acoge la apelación interpuesta contra la referida decisién 
por los señores Octavia Rodríguez Ruiz y compartes. 49— 
En consecuencia, se modifica la decisión apelada para que. 
su dispositivo rija de la manera siguiente: PRIMERO: Se 
declara que los herederos de la señorita Altagracia Ozema 
González Rodríguez llamados a recoger sus bienes, por de-
recho propio, en el cuarto grado y en el orden de los cola-
terales 9rdhlarios, son las siguientes personas: a) Virginia 
Arnobio Rodríguez Gautier, portador de la cédula personal 
número 24624, serie 1, sello N" 18978-53; María Hortensia -
Rodriguez Vda. der Prado, portadora de la cédula personal 
de identidad número 31295, serie 1, sello N 9  81261-53; Mar-
garita Berenice Rodríguez de Colón, portadora de la cédula 
personal de identidad N,° residente en los Estados 
Unidos de América; María Teresa Rodríguez de Henríquez, 
portadora de la cédula personal de identidad N9 34092, se-
rie 1, sello N9 4429-53; Mercedes Laura Rodríguez Gautier, 
portadora de la cédula personal de identidad N9 7548, serie 
1, sello N9 16695-53; María del Carmen Rodríguez de Sobá, 
portadora de la cédula personal de identidad número 7553, 
serie N° 10, sello N9 37928-53; Miguel Angel Rodríguez Gau-
tier, portador de la cédula personal de identidad N9 4388,. 
serie 1, selló N9 8338-53; María Caridad Rodríguez Gautier,, 
hijos de Amadeo Rodríguez y Mercedes Laura Gautier; b). 
Cayetano Armando Rodríguez, portador de la cédula perso-
nal de identidad N 9  597, serie 1, sello N9 1625649-53; Ma-
ría Ernestina Rodríguez de Goi-iá.lez, portadora de la cédu-
la personal de identidad N° 11249, serie 1, sello N9 1414562- 
53; Bienvenido Rafael Rodríguez M., portador de la cédula . 
personal de identidad N° 43131, serie 1, sello N9 48063-53; 
hijos de Martín Rodríguez; c) Ramón Antonio Rodríguez 
Ruiz, portador de la cédula personal de identidad N 9  14514, 
serie 1, sello N9  16205-53; Rita Aurelia Rodríguez Ruiz de . 
Grau, portadora de la cédula personal de identidad 1\19 44- 
102, serie '1, sello N° (exonerada); Clara Luisa Rodríguez 
Ruiz de Alvarez, portadora de la cédula personal de identl-- 
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dad N9 17096, serie 1, sello N9 11413410-53; Alicia Rodri. 
guez Vda. Brenes, Octavia Rodríguez, Argentina Rodríguez 
de Ramírez,Carmen Luisa Rodríguez de Lugo, Pablo Néstor 
Rodríguez, Edelmira Rodríguez de Rojas, Diógenes Rodrí-
guez, Rogelio Rodríguez y Luis Eduardo Rodríguez, hijos 
de Manuel Eliseo Rodríguez; SEGUNDO: Se rechazan las 
conclusiones de los señores Sofía Esciria Johnson González 
de Bass, Ana Luisa Johnson González y demás dessendien-
tes de Guadalupe González y de William Johnson. TERCE-
RO: Se ordena al Registrador de Títulos del Distrito Na-
cional, la cancelación del Certificado de Título N9 291, que 
ampara el Solar N9 3-A de la Manzana N° 271-A del Distri-
to Catastral N9 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo, y 
expedir en su lugar un nuevo Certificado de Título a favor 
de las personas indicadas en el ordinal primero del presente 
dispositivo"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su memo-
rial de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Fal-
sa aplicación del Art. 46 del Código Civil. Desnaturalización 
del objeto del litigio y de los documentos de prueba del ex-
pediente. Desnaturalización del fallo de casación de fecha 
23 de marzo de 1956. Insuficiencia de motivos de la senten-
cia recurrida"; "Segundo Medio: Violación del Art. 1-93 en 
'combinación con el artículo 1 de la Ley de Registro de Tie-
rras. Violación de las reglas de la prueba. Falta de base legal 
de la decisión recurrida y falta o insuficiencia de motivos de 
la misma"; 

' Considerando que en el primer medio las recurrentes 
alegan, en síntesis, lo siguiente: que "el Tribunal Superior 
de Tierras para descartar las calidades de herederos de los 
Johnson González.. . no analiza los documentos y testimo-
nios por ellos aportados desde el punto de vista de si dichos 
documentos, ya individualmente o en su conjunto, lo miSmo 
que tos testimonios producidos arrojan la prueba o no de 
la existencia de una parentela entre los dichos Johnson Gon-
zález y Altagracia Ozema González Rodríguez, sino que ana- 
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liza individualmente; es decir, uno por uno dichos documen-
tos y testimonios —no en su conjunto-- desde el punto de 
vista de la prueba de si Gabriel González, padre de Guada-
lupe González de Johnson . .. era hijo legítimo de Simón 
González y Catalina González, por considerar absolutamen-
te indispensable en el presente caso la prueba, por cula uno 
de los dichos documentos y testimonios, de que Gabriel Gon-
zález y Manuel González (padre este último de la de cujus) 
descendían como hijos de los mismos padres o sea de Simón 
González y Catalina González"; que "en el fondo esta última 
decisión del Tribunal Superior de Tierras al igual que la 
primera plantea la litis dentro del caso de una prueba direc-
ta de una filiación:,Ja de si Gabriel era hijo o no de Simón 
gonzález y Catalina_González lo mismo que Manuel Gonzá-- 
lez que el Tribunal Superior de Tierras en esta opor-
tunidad considere no ser absolutamente necesaria dicha 
prueba por la presentación de las netas del estado civil de 
nacimiento de Gabriel y Manuel González";, que, por último, 
"el Tribunal Superior de Tierras no ha ponderado si de 
todos o cada uno de las pruebas, documentos y testimonios 
y hasta hechos y circunstancias de la causa, se desprende 
la prueba de los nexos de parentela —lit.pArentellt_para 
fines de herencia--  invocada por los Johnson González"r 

Considerando que, ciertamente, cuando la Cuestión de , 
„filiación no constituye el objeto de un debate directo, la 
prueba del parentesco es libre y no está sujeta a ninguna 
restricición, pudiendo, por tanto, adMinistrarse, al tenor 
del artículo 46 del Código Civil, por todos los documentos, 
públic9s o privados, y también por testimonios, ptiesto que, 
si el parentesco que se invoca es lejano, sería a menudo 
imposible -establecer una genealogía por la producción regu-
lar y no interrumpida de todas las actas del estado civil; 
que, además, esta prueba no ha de resultar, necesariamente, 
de cada uno de estos documentos o testimonios, sino que 

- los jueces del fondo deben apreciar, dentro del poder sobe-
rano de que gozan al respecto, si del conjunto de los mismos 
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liza individualmente; es decir, uno por uno dichos documen-
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resulta o no establecido el parentesco de que se trata; 
Considerando que los reclamantes Johnson González 

actuales recurrentes en casación, presentaron ante el Tri: 
bunal a quo una serie de documentos públicos y privados 
e hicieron, además, oir testigos, con el objeto de probar sus' 
pretensiones y el Tribunal Superior de Tierras, desptiés de 
estimar que dichos reclamantes habían establecido, en for-
ma legal, que eran descendientes legítimos de Guadalupe 
González, hicieron objeto de su consideracióp los referidos 
medios de prueba; pero al analizarlos, en lugar de apreciar 
si de su conjunto establece la prueba del parentesco alegado 
por los recurrentes, los examina uno por uno, para irlos 
descartando al considerar que cada uno de ellos, de mane-
ra directa, no establece "la prueba de que Manuel y Gabriel 
González fueron hermanos legítimos", procedimiento que si-
gue, igualmente, al ponderar las declaraciones testimoniales 
prestadas al efecto; que, por otra parte, al referirse a uno de 
los documentos depositados expresa que al mismo "nin-
guna disposición legal le atribuye el valor de un acto del 
estado civil" y, en relación con otro manifiesto que "tam-
poco se le puede reconocer el valor de un acto del estado 
civil" y, finalmente, al ponderar la declaraciór de los testi-
gos llega a la conclusión de que "no prueban que Gabriel 
González y Manuel González fueron hermanos legítimos, 
ya cpie de ninguna manera podría suplirse así el acta de 
matrimonio de los padres de Gabriel González y las actas 
de nacimiento de éste y de Manuel González"; 

Considerando que, en tales condiciones, es evidente que, 
en la especie, el Tribunal a quo ha hecho una erróneg inter-
pretación del artículo 46 del Código Civil, tal como alegan 
los recurrentes, por lo cual la sentencia impugnada debe ser 
anulada, sin necesidad de examinar los demás medios del 
recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras de fecha ocho de marzo del mil 
novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido copia- 

do en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante 
el mismo Tribunal; y Segundo: Condena á los intimados al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho del Lic. Salvador Espinal Miranda, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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do en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto ante 
el mismo Tribunal; y Segundo: Condena a. los intimados al 
pago de las costas, con distracción de las mismas en prove-
cho del Lic. Salvador Espinal Miranda, quien afirma haber-
las avanzado en su totalidad. 
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de lechtt 
13 de diciembre de •1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Ligia Altagracia Núñez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-• 
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Truji-
llo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independencia, 
95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ligia Al-
tagracia Núñez, dominicana, mayor de edad, soltera, de ofi-
cios domáticos, del domicilio y residencia del municipio de 
Valverde, provincia de Santiago, cédula 5978, serie 34, cuyo 
sello de renovación no se menciona en el expediente, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de Santiago en fecha trece de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispo- • 
sitivo se copiará más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador . General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a "requerimiento de 
la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Stiprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1 y 4, párrafo IV, de la Ley 2402 del 
año 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en Ios-
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha quince de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y siete, ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacional en el 
Municipio de Valverde, compareció Ligia Altagracia Núñez,, 

y allí presentó formal querella contra Antonio Reyes Fer-
nández, por el hecho de éste no atender a sus obligaciones 
de padre con respecto a los menores Luis Antonio y Miguel 
Octavio Fernández, de 8 y 7 'años de edad respectivamente, 
procreados con la compareciente, quien pidió le fuese asig-
nada una pensión de treinta pesos mensuales para subvenir 
a las atenciones dé dichos menores; b) que en fecha cuatro, 
de junio de mil novecientos cincuenta y siete, la tentativa de 
conciliación ante el Juez de Paz del Municipio de Puerto 
Plata resultó infructuosa ya que el padre de los menores 
indicados, ofreció seguir pasando a dichos menores la suma 
de trece pesos mensuales, según venía haciendo y negándose 
a pagar la cantidad de treinta pesos que le era solicitada; 
c) que apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en fecha veintitrés de julio del 
año mil novecientos cincuenta y siete pronunció la senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Que debe declarar 
y declaiá que el nombrado Antonio Reyes Fernández, de 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Secretaría de la Corte a qua en fecha trece de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento de 
la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter-
minado de casación; 

La Stiprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; y vistos los artículos 191 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1 y 4, párrafo IV, de la Ley 2402 del 
año 1950, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en Ios-
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha quince de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y siete, ante el Jefe de Puesto de la Policía Nacional en el 
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nada una pensión de treinta pesos mensuales para subvenir. 
a las atenciones dé dichos menores; b) que en fecha cuatro 
de junio de mil novecientos cincuenta y siete, la tentativa de 
conciliación ante el Juez de Paz del Municipio de Puerto 
Plata resultó infructuosa ya que el padre de los menores 
indicados, ofreció seguir pasando a dichos menores la suma 
de trece pesos mensuales, según venía haciendo y negándose 
a pagar la cantidad de treinta pesos que le era solicitada; 
c) que apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata, en fecha veintitrés de julio del 
año mil novecientos cincuenta y siete pronunció la senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: Que debe declarar 
y declaia que el nombrado Antonio Reyes Fernández, de 
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generales anotadas, no es culpable del delito de violación a 
la Ley N9  2402 en perjuicio de los menores Luis Antonio 
y Miguel Octavio, procreados con la señora Ligia Altagracia 
Núñez; y, en consecuencia, lo descarga del mencionado de. 
Tito por no estar en falta; y fija la suma de Quince Pesos 
•Oro (RD$15.00) como pensión mensual que deberá pasarle 
a dicha señora Ligia Altagracia Núñez para ayudarla al 
sostenimiento de los antes mencionados menores; Decla-
.rándose de oficio las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación del 
.prevenido y de la querellante, la Corte de Apelación de 
Santiago pronunció la sentencia ahora impugnada, de la 
cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te en la forma los recursos de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
.cionales, en fecha veintitrés de julio del año en curso (1957), 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, mediante la cual descargó al nombrado 
Antonio Reyes Fernández, del delito de violación a la Ley 
N9  2402, en perjuicio de los ,menores Luis Antonio y Miguel 
Octavio, procreados con la querellante Ligia Altagracia 
Núñez; fijó en la cantidad de Quince Pesos Oro Mensuales, 
la pensión que deberá pasar el procesado a la madre que-
rellante, para ayudar al sostenimiento de los expresados 
menores, declarando de oficio las costas; TERCERO: Decla-
ra de oficio las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 'fue-
ron aportados al debate, lo siguiente: a) que el prevenido 
Antonio Reyes Fernández, tiene procreados con la señora 
Ligia Altagracia Núñez, los menores Luis Antonio y Miguel 
Octavio, de 8 y 7 años de edad respectivamente; b) que el 
prevenido atendía a dichos menores suministrando a la ma-
dre querellante voluntariamente una pensión mensual de 
trece pesos oro; c) que ni a la fecha de la querella, o sea 
al trece de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, ni al 
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momento de la tentativa de conciliación ante el Juez de Paz 
de Puerto Plata, o sea al cuatro de junio del mismo año, 
el prevenido debía a la querellante suma alguna por el dicho 
concepto; d) que en la audiencia celebrada por el Juzgado 
de Primera Instancia de Puerto Plata, la querellante declaró 
que el prevenido "no le debía.nada" y ante la Corte a qua 
manifestó que "ella se querelló en aumento de pensión y 
se le fijé (al prevenido) quince pesos . ..";. e) que la que-
rellante ha afirmado que con la suma que fué fijada no se 
pueden sostener dichos menores, solicitando cuando menos, 
Veinte Pesos Oro; f) que el prevenido ha explicado —sin 
haber siso desmentido por la querellante— que percibe un 
salario de $175.00, pero que esa cantidad se le reduce a 
RD$RD$140.00; que no puede pagar los quince pesos que 
fueron fijados, ya que tiene que sostener en Mao a su esposa 
y a otros tres hijos procreados con ésta y además tiene que 
sufragar sus gastos personales en Puerto Plata, al ser tras-
lado allí en su condición de Inspector de Instrucción Pú-
blica. .. ; g) que el prevenido —dada su situación económi-
ca— no podía pagar más de quince pesos mensuales, según 
fué fijado por el juez a quo; y h) finalmente, que las nece-
sidades de los menores pueden ser satisfechas con esa su-
ma... ya que "ellos viven en un ambiente de fácil desen-
volvimiento para la satisfacción de dichas necesidades ..."; 

Considerando que al admitir la Corte a qua, dentro de 
sus facultades soberanas, que el prevenido Antonio Reyes 
Fernández no había faltado a sus obligaciones de padre res-
pecto de sus hijos menores procreados con la madre quere-
llante Ligia Altagracia Núñez y descargarlo del delito que 
se le imputa, hizo una correcta aplicación del artículo 191 
del Código de Procedimiento Criminhl; que, por otra parte, 
al mantener la pensión de quince pesos mensuales, para el 
sostenimiento de dichos menores, que 'fué fijada por el juez 
a quo, sobre el fundamento de que dicha suma estaba pro-
porcionada a las necesidades de aquellos y a los medios 
económicos del padre, es obvio que al estatuir como lo hizo, 
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generales anotadas, no es culpable del delito de violación a 
la Ley N0  2402 en perjuicio de los menores Luis Antonio 
y Miguel Octavio, procreados con la señora Ligia Altagracia 
Núñez; y, en consecuencia, lo descarga del mencionado de-
lito por no estar en falta; y fija la suma de Quince Pesos 

,Oro (RD$15.00) como pensión mensual que deberá pasarle 
a dicha señora Ligia Altagracia Núñez para ayudarla al 
sostenimiento de los antes mencionados menores; Decla-
.rándose de oficio las costas"; 

Considerando que sobre los recursos de apelación del 
.prevenido y de la querellante, la Corte de Apelación de 
Santiago pronunció la sentencia ahora impugnada, de la 
cual es el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admi-
te en la forma los recursos de apelación; SEGUNDO: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-

, cionales, en fecha veintitrés de julio del año en curso (1957), 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Puerto Plata, mediante la cual descargó al nombrado 
Antonio Reyes Fernández, del delito de violación a la Ley 
N9 2402, en perjuicio de los .menores Luis Antonio y Miguel 
Octavio, procreados con la querellante Ligia Altagracia 
Núñez; fijó en la cantidad de Quince Pesos Oro Mensuales, 
la pensión que deberá pasar el procesado a la madre que-
rellante, para ayudar al sostenimiento de los expresados 
menores, declarando de oficio las costas; TERCERO: Decla-
ra de oficio las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 'fue-
ron aportados al debate, lo siguiente: a) que el prevenido 
.Antonio Reyes Fernández, tiene procreados con la señora 
Ligia Altagracia Núñez, los menores Luis Antonio y Miguel 
Octavio, de 8 y 7 años de edad respectivamente; b) que el 
prevenido atendía a dichos menores suministrando a la ma-
dre querellante voluntariamente una pensión mensual de 
trece pesos oro; c) que ni a la fecha de la querella, o sea 
al trece de mayo de mil novecientos cincuenta y siete, ni al  

momento de la tentativa de conciliación ante el Juez de Paz 
de Puerto Plata, o sea al cuatro de junio del mismo año, 
el prevenido debía a la querellante suma alguna por el dicho 
concepto; d) que en la audiencia celebrada por el Juzgado 
de Primera Instancia de Puerto Plata, la querellante declaró 
que el prevenido "no le debía.nada" y ante la Corte a qua 
manifestó que "ella se querelló en aumento de pensión y 
se le fijé (al prevenido) quince pesos . .";. e) que la que-
rellante ha afirmado que con la suma que fué fijada no se 
pueden sostener dichos menores, solicitando cuando menos, 
Veinte Pesos Oro; f) que el prevenido ha explicado —sin 
haber sitio desmentido por la querellante— que percibe un 
salario de $175.00, pero que esa cantidad se le reduce a 
RD$RD$140.00; que no puede pagar los quince pesos que 
fueron fijados, ya que tiene que sostener en Mao a su esposa 
y a otros tres hijos procreados con ésta y además tiene que 
sufragar sus gastos personales en Puerto Plata, al ser tras-
lado allí en su condición de Inspector de Instrucción Pú-
blica... ; g) que el prevenido —dada su situación económi-
ca— no podía pagar más de quince pesos mensuales, según 
fué fijado por el juez a quo; y h) finalmente, que las nece-
sidades de los menores pueden ser satisfechas con esa su-
ma. .. ya que "ellos viven en un ambiente de fácil desen-
volvimiento para la satisfacción de dichas necesidades . ."; 

Considerando que al admitir la Corte a qua, dentro de 
sus facultades soberanas, que el prevenido Antonio Reyes 
Fernández no había faltado a sus obligaciones de padre res-
pecto de sus hijos menores procreados con la madre quere-
llante Ligia Altagracia Núñez y descargarlo del delito que 
se le imputa, hizo una correcta aplicación del artículo 191 
del Código de Procedimiento CriminUl; que, por otra parte, 
al mantener la pensión de quince pesos mensuales, para el 
sostenimiento de dichos menores, que 'fué fijada por el juez 
a quo, sobre el fundamento de que dicha suma estaba pro-
porcionada a las necesidades de aquellos y a los medios 
económicos del padre, es obvio que al estatuir como lo hizo, 
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la Corte a qua tuvo en cuenta los elementos de juicio que 
se refiere el artículo 1 de la Ley N 9  2402; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi_ 
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ligia Altagracia Núñez, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación y en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, 
en fecha trece de diciembre del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada. leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal en le-
cha 20 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Isabel Guzmán Féliz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General„ 
en la Sala donde 'celebra sus audiencias. en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isabel 
Guzmán •Féliz, dominicana, mayor de edad, soltera, de que-
haceres domésticos, residente en Ingenio Nuevo, jurisdic-
ción del municipio de San Cristóbal, Provincia Trujillo, 
cédula 3008, serie 82, cuyo sello de renovación no se mencio-
na en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Cristábal en fecha veinte y dos de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispoSitivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura 'del rol; 
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la Corte a qua tuvo en cuenta los elementos de juicio que 
se refiere el artículo 1 de la Ley N 9  2402; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ligia Altagracia Núñez, contra sen-
tencia pronunciada en grado de apelación y en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santiago, 
en fecha trece de diciembre del año mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del 
presente fallo; y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.—
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.—
Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto 
Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal en fe-
cha 20 de noviembre de 1957. 

  

Materia: Penal. 

     

 

Recurrente: Isabel Guzmán Féliz. 

    

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General„ 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: _ 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Isabel 
Guzmán Feliz, dominicana, mayor de edad, soltera, de que-
haceres domésticos, residente en Ingenio Nuevo, jurisdic-
ción del municipio de San Cristóbal, Provincia Trujillo, 
cédula 3008, serie 82, cuyo sello de renovación no se mencio-
na en el expediente, contra sentencia pronunciada en sus 
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de 
San Cristóbal en fecha veinte y dos de noviembre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oido el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en 'fecha cinco de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
de la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1 de la Ley N 9  2402, del año 1950, y 1 y 
65 de la bey sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de octubre de mil novecientos cincuenta y 
seis, compareció ante el Oficial del Día de la Policía Nacio-
nal, (Cuartel General de dicha Institución) en la Ciudad de 
San Cristóbal, Isabel Guzmán Féliz y allí presentó querella 
contra Alejandra` Mojica, por el hecho de éste no atender a 
sus obligaciones de padre con respecto a los menores Eva-
risto y Cándido, de tres años de edad el primero y el se-
gundo de doce días de nacido, "procreados con dicha com-
pareciente" quien pidió que se le asignara una pensión de 
doce pesos mensuales (RD$12.00) para las atenciones de 
dichos menores; b) que en fecha dieciséis de octubre del 
mencionado año (1956), la tentativa de conciliación ante el 
Juez de Paz del municipio de San CriStóbal, Provincia Tru-

jillo, no tuvo efecto, por no haber comparecido el presunto 
padre de los menores antes citados, a pesar de haber sido 
legalmente citado a tales fines; c) que apoderado del hecho 
el Juzgado de Primera Instancia del ,Distritc.,  Judicial de 
Trujillo, después de varios reenvíos de la vistp de la causa, 
pronunció en fecha diez y nueve de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis una sentencia cuyo dispositivo es 
del tenor siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el 
defecto contra el procesado Alejandro Mojica, por no haber 
comparecido a la audiencia; SEGUNDO: Declara que Ale- 

jandro Mojica, es culpable del delito de Violación a la Ley. 
N° 2402 en perjuicio de un menor que tiene procreado con 
Isabel Guzmán, en consecuencia lo condena a •dos años de 
prisión correccional y fija en cuatro pesos la suma que el 
prevenido debe pasar mensualmente a favor de dicho menor; 
TERCERO: Ordena la ejecución provisional de la sentencia=. 
CUARTO: Condena además al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apellción de San Cristóbal pronunció 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el preyenido Alejandro Mojica, 
contra sentencia de fecha 19 de diciembre de 1956, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, cuyo dispositiyo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; SEGUNDO: Revoca la sentencia contra 
la cual se apela y, en consecuencia, descarga al prevenido 
Alejandro Mojica del delito de violación a la ley 2402 por 
tener la guarda del menor Evaristo y se descarga al mismo 
prevenido por insuficiencia de pruebas de que sea el padre 
del menor Cándido, procreado por la querellante Isabel 
Guzmán Feliz; y TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que para revocar la sentencia apelada y 
descargar al prevenido del delito de violación a la Ley 2402, 
que se ie imputaba, en perjuicio de los menores Evaristo, 
de tres años de edad y Cándido, de doce días de nacido, a 
la fecha de la querella, la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, en lo que concierne al menor Evaristo, que el pre-
venido Alejandro Mojica no había infringido las disposicio-
nes de la indicada ley, ya que desde hacía tiempo tenía la 
guarda de dicho menor, pues éste residía con él y era debi-
damente atendido en sus necesidades por su padre; y en lo 
que respecta al menor Cándido, que las pruebas aportadas 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha cinco de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y siete, a requerimiento 
de la recurrente, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
bef•ado, y vistos los artículos 212 del Código de Procedi-
miento Criminal; 1 de la Ley NQ 2402, del año 1950, y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha tres de octubre de mil novecientos cincuenta y 
seis, compareció ante el Oficial del Día de la Policía Nacio-
nal, (Cuartel General de dicha Institución) en la Ciudad de 
San Cristóbal, Isabel Guzmán Féliz y allí presentó querella 
contra Alejandro' Mojica, por el hecho de éste no atender a 
sus obligaciones de padre con respecto a los menores Eva-
risto y Cándido, de tres años de edad el primero y el se-
gundo de doce días de nacido, "procreados con dicha com-
pareciente" quien pidió que se le asignara una pensión de 
doce pesos mensuales (RD$12.00) para las atenciones de 
dichos menores; b) que en fecha dieciséis de octubre del 
mencionado año (1956), la tentativa de conciliación ante el 
Juez de Paz del municipio de San Cristóbal, Provincia Tru-

jillo, no tuvo efecto, por no haber comparecido el presunto 
padre de los menores antes citados, a pesar de haber sido 
legalmente citado a tales fines; c) que apoderado del hecho 
el Juzgado de Primera Instancia del 'Distrito Judicial de 
Trujillo, después de varios reenvíos de la vistp de la causa, 
pronunció en fecha diez y nueve de diciembre de mil nove-
cientos cincuenta y seis una sentencia cuyo dispositivo es 
del tenor siguiente: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el 
defecto contra el procesado Alejandro Mojica, por no haber 
comp.arecido a la audiencia; SEGUNDO: Declara que Ale- 

jandro llojica, es culpable del delito de Violación a la Ley, 
N^ 2402 en perjuicio de un menor que tiene procreado con 
Isabel Guzmán, en consecuencia lo condena a •dos años de 
prisión correccional y fija en cuatro pesos la suma que el 
prevenido debe pasar mensualmente a favor de dicho menor; 
TERCERO: Ordena la ejecución provisional de la sentencia;. 
CUARTO: Condena además al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación del pre-
venido, la Corte de Apeláción de San Cristóbal pronunció 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso 
de apelación interpuesto por el prevenido Alejandro Mojica, 
contra sentencia de fecha 19 de diciembre de 1956, dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Trujillo, cuyo dispositiyo se encuentra copiado en otro lugar 
del presente fallo; SEGUNDO: Revoca la sentencia contra 
la cual se apela y, en consecuencia, descarga al prevenido 
Alejandro Mojica del delito de violación a la ley 2402 por 
tener la guarda del menor Evaristo y se descarga al mismo 
prevenido por insuficiencia de pruebas de que sea el padre 
del menor Cándido, procreado por la querellante Isabel 
Guzmán Feliz; y TERCERO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que para revocar la sentencia apelada y 
descargar al prevenido del delito de violación a la Ley 2402, 
que se le imputaba, en perjuicio de los menores Evaristo, 
de tres años de edad y Cándido, de doce 'días de nacido, a 
la fecha de la querella, la Corte a qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, en lo que concierne al menor Evaristo, que el pre-
venido Alejandro Mojica no había infringido las disposicio-
nes de la indicada ley, ya que desde hacía tiempo tenía la 
guarda de dicho menor, pues éste residía con él y era debi-
damente atendido en sus necesidades por su padre; y en lo 
que respecta al menor Cándido, que las pruebas aportadas 
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por la querellante para establecer la paternidad que le im- 
putába al prevenido eran insuficientes, ya que, la indicada 
querellante admitió que 'después de separarse de Alejandro, 
ho volvieron a vivir bajo el mismo techo"; que "dicha que-- 
rellante convivió con otro hombre de nombre Miguel", que 
el menor Cándido, a diferencia de lo que ocurría con Evaris-
to, "no tenía ningún parecido físico con el prevenido"; que 
"el menor Evaristo tenía el color claro", en tanto que "la 
querellante y Alejandro Mojica, así como el menor Evaristo, 
—cuya paternidad fué admitida .por el prevenido,—tenían 
el color oscuro" y, por último, que "la conducta de la que-
rellante dejaba mucho que dáear"; 

Considerando que, al descargar al prevenido. Alejandro 
Mojica del delito de violación a la Ley N° 2402, que se le 
imputaba, en perjuicio de los menores Evaristo y Cándido 
en lo que se refiere el priMero, por no haber faltado el pre-
venido a sus deberes de padre y en lo que respecta al segun-
do, por insuficiencia de pruebas respecto a la paternidad, es 
obvio que, en tales condiciones, la Corte a qua. ha hecho una 
correcta aplicación del artículo 19 de la Ley 2402 del año 
1950, así como del artículo 212 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, ningún vicio ha sido observado que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Isabel Guzmán Féliz, contra senten-
cia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha veinte y dos 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se transcribe en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H.  

—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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por la querellante para establecer la paternidad que le im-
putába a; prevenido eran insuficientes, ya que, la indicada 
querellante admitió que 'después de separarse de Alejandro, 
no volvieron a vivir bajo el mismo techo"; que "dicha que-
rellante convivió con otro hombre de nombre Miguel", que 
el menor Cándido, a diferencia de lo que ocurría con Evaris-
to, "no tenía ningún parecido físico con el prevenido"; que 
"el menor Evaristo tenía el color claro", en tanto que "la 
querellante y Alejandro Mojica, así como el menor Evaristo, 
—cuya paternidad fué admitida *por el prevenido,—tenían 
el color oscuro" y, por último, que "la conducta de la que-
rellante dejaba mucho que deáear"; 

Considerando que, al descargar al prevenido Alejandro 
Mojica del delito de violación a la Ley N° 2402, que se le 
imputaba, en perjuicio de los menores Evaristo y Cándido 
en lo que se refiere el primero, por no haber faltado el pre-
venido a sus deberes de padre y en lo que respecta al segun-
do, por insuficiencia de pruebas respecto a la paternidad, es 
obvio que, en tales condiciones, la Corte a qua ha hecho una 
correcta aplicación del artículo 1 9  de la Ley 2402 del año 
1950, así como del artículo 212 del Código de Procedimien-
to Criminal; 

Considerando que examinado el fallo impugnado en sus 
demás aspectos, ningún vicio ha sido observado que justi-
fique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Isabel Guzmán Féliz, contra senten-
cia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Cristóbal en fecha veinte y dos 
de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, cuyo 
dispositivo se transcribe en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da- _ 
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 

—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Áybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.-- (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de lecha 5 
de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rufina Antonio Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos ML Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
ola, 95' cie la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rufina An-
tonia Guzmán, dominicana, mayor de edad, casada, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en la sección de 
Juan Arriba, paraje Cuero Duro, del municipio de Moca, 
Provincia Espaillat, (cuya cédula personal de identidad no 
se menciona en el expediente), contra sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega en fecha cinco de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo dice así: 
`FALLA. PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins- 
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tancia dei Distrito Judicial de Espaillat, el veinticinco de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y siete, que 
condenó al prevenido y apelante Antonio de Jesús Salcedo • 
Núñez,—de generales conocidas,—en defecto, a -Dos Mos 
de Prisión correccional y al pago de las costas, por el delito 
de violación a la Ley N° 2402 en perjuicio de una menor -
procreada por la señora Rufina Antonia Guzmán, fijando en 
la suma de Cuatro Pesos Oro la pensión mensual en favor 
de dicha menor; y obrando por propia autoridad, Descarga 
al referido Antonio de Jesús Salcedo Núñez del delito que 
se le imputa, por no ser el padre de la menor Reyna del 
Carmen, hija, de la señora Rufina Antonia Guzmán; TER-
CERO: Declara de oficio las costas de esta instancia"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generar 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-

cha cinco de diciembre del año mil novecientos cincuenta y 
siete en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de 
Francisco A. Reyes, cédula 14404, serie 54, sello 287702-para 
1957, en representación de la querellante Rufina Añtonia 
Guzmán, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 33 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación: 

Considerando que al tenor del artículo 33 de la Ley 
sobre procedimiento de casación, "la declaración del recurso 
se hará por la parte interesada en la Secretaría del tribunal 
que dictó la sentencia y será firmada por ella y por el secre-
tario. .. ; que la declaración podrá hacerse en la misma for-
ma por un abogado en representación de la parte condenada, 
de la parte civil o de la persona civilmente responsable, se-

gún el caso, o por un apoderado especial. En este última 
caso se anexará el poder a la declaración. .."; 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 5 
de diciembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Rufina Antonio Guzmán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos ML Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Dis-
trito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rufina An-
tonia Guzmán, dominicana, mayor de edad, casada, de ofi-
cios domésticos, domiciliada y residente en la sección de 
Juan Arriba, paraje Cuero Duro, del municipio de Moca, 
Provincia Espaillat, (cuya cédula personal de identidad no 
se menciona en el expediente), contra sentencia pronun-
ciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
Apelación de La Vega en fecha cinco de diciembre del año 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo dice así: 
'FALLA. PRIMERO: Declara regular y válido, en cuanto 
a la forma, el presente recurso de apelación; SEGUNDO: 
Revoca la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins- 
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tancia dei Distrito Judicial de Espaillat, el veinticinco de 
septiembre del año mil novecientos cincuenta y siete, que 
condenó al prevenido y apelante Antonió de Jesús Salcedo • 
Núñez,—de generales conocidas,—en defecto, a Dos Mes 
de Prisión correccional y al pago de las costas, por el delito. , 

 de violación a la Ley N° 2402 en perjuicio de una menor -
procreada por la señora Rufina Antonia Guzmán, fijando en 
la suma de Cuatro Pesos Oro la pensión mensual en favor 
de dicha menor; y obrando por propia autoridad, Descarga 
al referido Antonio de Jesús Salcedo Núñez del delito que 
se le imputa, por no ser el padre de la menor Reyna de! 
Carmen, hija, de la señora Rufina Antonia Guzmán; TER-
CERO: Declara de oficio las costas de esta instancia"; 

Oido el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador 'General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-

cha cinco de diciembre del año mil novecientos cincuenta y, 
 siete en la Secretaría de la Corte a qua, a requerimiento de 

Francisco A. Reyes, cédula 14404, serie 54, sello 287792,para 
1957, en representación de la querellante Rufina Antonia 
Guzmán, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 33 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación: 

Considerando que al tenor del artículo 33 de la Ley 
sobre procedimiento de casación, "la declaración del recurso 
se hará por la parte interesada en la Secretaría del tribunal 
que dictó la sentencia y será firmada por ella y por el secre-
tario... ; que la declaración podrá hacerse en la misma for-
ma por un abogado en representación de la parte condenada, 
de la parte civil o de la persona civilmente responsable, se-

gún el caso, o por un apoderado especial. En este última 
caso se anexará el poder a la declaración. .."; 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 12 de noviembre de 1957. 
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Considerando que, en la especie, el recurso de casación 
contra la sentencia impugnada fué declarado por Francisco 
A. Reyes. "a nombre y representación de la señora Rufina 
Antonia Guzmán, querellante. . ."; que en el acta correspon-
diente no consta que dicho Francisco A. Reyes sea abogado, 
y que en tal calidad representara a la recurrente, ni tampo-
co consta que como apoderado de dicha parte, hubiera ane-
xado a la declaración del recurso el poder especial que exige 

,,el artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
que, en tales condiciones, el recurso de casación de que se 
trata, no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Rufina Antonia Guzmán 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha cinco 
dé diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Se declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confin Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Materia: Penal. 

Recurrente: Roselio Arias. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 
Cohén, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin 
Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre él recurso de casación interpuesto por Roselio 
Arias, dominicano, mayor de edad, soltero, pintor, cédula 
2066, serie 2, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha doce de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaria de la Corte a qua, el trece de noviembre de mil 
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Considerando que, en la especie, el recurso de casación 
contra la sentencia impugnada fué declarado por Francisco 
A. Reyes, "a nombre y representación de la señora Rufina 
Antonia Guzmán, querellante. . ."; que en el acta correspon -
diente no consta que dicho Francisco A. Reyes sea abogado, 
y que en tal calidad representara a la recurrente, ni tampo-
co consta que como apoderado de dicha parte, hubiera ane-
xado a la declaración del recurso el poder especial que exige 
„el artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
que, en tales condiciones, el recurso de casación de que se 
.trata, no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
.curso de casación interpuesto por Rufina Antonia Guzmán 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha cinco 
de diciembre del año mil novecientos cincuenta y siete, cu-
yo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y 
Segundo: Se declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Confín Aybar.—Clod. 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de 

fecha 12 de noviembre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Roselio Arias. 

Dios, Patria. y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo 
Sustituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño 

Cohén, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín 
Aybar y Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho de 
marzo de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la 
Independencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roselio 
Arias, dominicano, mayor de edad, soltero, pintor, cédula 
2066, serie 2, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal en 
fecha doce de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el trece de noviembre de mil 
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novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del preveni-
do Roselio Arias, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, y 1 y 
43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
el día diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, Rafael Polanco presentó querella por estafa, ante el 
cuartel de la Policía Nacional destacada en la ciudad de 
San Cristóbal contra el prevenido Roselio Arias; 2) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, el veintisiete de septiembre de 
ese mismo año (1957), dictó, en atribuciones correccionales, 
una sentencia cuyo dispositivo se encuentra transcrito en el 
fallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal pronunció la sentencia que es objeto del presente re-
curso de casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido Roselio Arias, contra sentencia 
de fecha 27 de septiembre de 1957, dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; SE-
GUNDO: Varía la calificación dada al hecho por el Juez 
de Primera Instancia y, en consecuencia, declara al incul-
pado Roselio Arias culpable del delito de robo de una suma 
de dinero mayor de veinte pesos y menor de mil, y, por 
tanto, se le condena, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, a sufrir dos meses de prisión correccional; TER-
CERO: Ordena la devolución de los RD$51.40 que figuran 
en el expediente como cuerpo del delito, a su legítimo due-
ño, señor Rafael Polanco; y CUARTO: Condena al inculpado 
Roselio Arias al pago de las costas"; 

 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa lo siguiente: "a) que Roselio Arias, en el curso del 
mes de agosto del año en curso, en ocasión de realizar un 
trabajo de pintura en la casa N9  3 de la calle Presidente 
Billini, de esta ciudad, propiedad de la Caja Dominicana 
de Seguros Sociales, tomó materiales y dinero efectivo por 
valor de RD$ 270.75, en el establecimiento comercial del 
señor Rafael Polanco, suma que según él estaba garantizada 
con el importe del valor del trabajo que estaba realizando y 
b) que en lecha 13 de agosto del corriente año, Roselio 
Arias dirigió una comunicación al Director Gerente de la 
Caja Dominicana de Seguros Sociales, en la cual autorizaba 
a dicho funcionario a entregar al señor Rafael Polnco, el 
cheque que por valor de RD$270.75 sería expedido a su 
favor (de Arias), en razón a que el señor Polanco le había 
suministrado los materiales y dinero en efectivo para la 
realización del trabajo de pintura de la aludida casa, con 
indicación de remitir el mencionado cheque a la Oficina de 
Inspección de esta Ciudad, para ser firmado por él y entre-
garlo al señor Polanco"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 379 
del Código Penal, el robo es la sustracción fraudulenta de 
la cosa de otro; que, consecuentemente, para que esta in- 
fracci5n esté caracterizada es necesario que estén reunidos 
los siguientes elementos: 1 9 : la sustracción o sea el desplaza- 
miento de una cosa; 2(': la intención fraudulenta que debe 
acompañar el hecho de la sustracción; y 3°: que la cosa 
fraudulentamente sustraída sea de la propiedad de otro; 

Considerando que en los hechos y circunstancias com• 
probados y admitidos por la Corte a qua no se encuentraa 
reunidos los elementos constitutivos de ese delito, ya que 
la cosa que se dice sustraída por el prevenido Roselio Arias 
era de su propiedad, por tratarse de un cheque expedido a 

su favor en pago de un trabajo por él realizado, el cual no 
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novecientos cincuenta y siete, a requerimiento del preveni-
do Roselio Arias, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 379 del Código Penal, y 1 y 
43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: 1) que 
el día diez de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
siete, Rafael Polanco presentó querella por estafa, ante el 
cuartel de la Policía Nacional destacada en la ciudad de 
San Cristóbal contra el prevenido Roselio Arias; 2) que 
apoderado del hecho el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Trujillo, el veintisiete de septiembre de 
ese mismo año (1957), dictó, en atribuciones correccionales, 
una sentencia cuyo dispositivo se encuentra transcrito en el 
fallo ahora impugnado; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal pronunció la sentencia que es objeto del presente re-
curso de casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regular y válido el recurso de apelación 
interpuesto por el prevenido Roselio Arias, contra sentencia 
de fecha 27 de septiembre de 1957, dictada por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo, cuyo 
dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; SE-
GUNDO: Varía la calificación dada al hecho por el Juez 
de Primera Instancia y, en consecuencia, declara al incul 
pado Roselio Arias culpable del delito de robo de una suma 
de dinero mayor de veinte pesos y menor de mil, y, por 
tanto, se le condena, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, a sufrir dos meses de prisión correccional; TER-
CERO: Ordena la devolución de los RD$51.40 que figuran 
en el expediente como cuerpo del delito, a su legítimo due-
ño, señor Rafael Polanco; y CUARTO: Condena al inculpado 
Roselio Arias al pago de las costas"; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa lo siguiente: "a) que Roselio Arias, en el curso del 
mes de agosto del año en curso, en ocasión de realizar un 
trabajo de pintura en la casa N9  3 de la calle Presidente 
Billini, ele esta ciudad, propiedad de la Caja Dominicana 
de Seguros Sociales, tomó materiales y dinero efectivo por 
valor de RD$ 270.75, en el establecimiento comercial del 
señor Rafael Polanco, suma que según él estaba garantizada 
con el importe del valor del trabajo que estaba realizando y 
b) que en 'fecha 13 de agosto del corriente año, Roselio 
Arias dirigió una comunicación al Director Gerente de la 
Caja Dominicana de Seguros Sociales, en la cual autorizaba 
a dicho funcionario a entregar al señor Rafael Polnco, el 
cheque que por valor de RD$270.75 sería expedido a su 
favor (de Arias), en razón a que el señor Polanco le había 
suministrado los materiales y dinero en efectivo para la 
realización del trabajo de pintura de la aludida casa, con 
indicación de remitir el mencionado cheque a la Oficina de 
Inspección de esta Ciudad, para ser firmado por él y entre-
garlo al señor Polanco"; 

Considerando que de conformidad con el artículo 379 
del Código Penal, el robo es la sustracción fraudulenta de 
la cosa de otro; que, consecuentemente, para que esta in- 
fracci5n esté caracterizada es necesario que estén reunidos 
los siguientes elementos: 1 9 : la sustracción o sea el desplaza- 
miento de una cosa; 2°: la intención fraudulenta que debe 
acompañar el hecho de la sustracción; y 3°: que la cosa 
fraudulentamente sustraída sea de la propiedad de otro; 

Considerando que en los hechos y circunstancias com• 
probados y admitidos por la Corte a qua no se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos de ese delito, ya que 
la cosa que se dice sustraída por el prevenido Roselio Arias 
era de su propiedad, por tratarse de un cheque expedido a 
su favor en pago de un trabajo por él realizado, el cual no 
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había sido endosado a persona alguna; que tampoco en 
esos hechos se encuentra caracterizada la comisión de nin-
gún otro hecho delictuoso; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando se anulare 
el fallo porque el hecho que dió lugar a la condenación no 
es castigado por la ley y no hubiese parte civil, no se dis-
pondrá el envío del asunto a ningún otro tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
atribuciones correccionales, en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente 'fallo; y Segundo: Declara de 
oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini..— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido y firmada por los Seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
25 de de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leonarda Espinal. 

Dios, Patri% y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y-
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en le Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonarda 
Espinal, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada y 
residente en Ciudad Trujillo, cédula 255, serie 50, exone-
rada por maternidad, contra sentencia pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
tiago en fecha veinticinco de octubre de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el ocho de noviembre de Ea 
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había sido endosado a persona alguna; que tampoco en 
esos hechos se encuentra caracterizada la comisión de nin-
gún otro hecho delictuoso; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 43 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, cuando se anulare 
el fallo porque el hecho que dió lugar a la condenación no 
es castigado por la ley y no hubiese parte civil, no se dis-
pondrá el envío del asunto a ningún otro tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío la senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en 
atribuciones correccionales, en fecha doce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente 'fallo; y Segundo: Declara de 
oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini..— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— F. E. Ravelo de la 
Fuente.— Néstor Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández. 
—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido y firmada por los Seño-
res Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de lecha 

25 de de octubre de 1957. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Leonarda Espinal. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. More], Segundo Sus-• 
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contin Aybar 
Clodomiro Mateo-Fernández, asistidos del Secretario Gene-
ral, en le Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo 
de mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Inde-
pendencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Truji-
llo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la 
siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Leonarda 
Espinal, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada y 
residente en Ciudad Trujillo, cédula 255, serie 50, excne-
rada por maternidad, contra sentencia pronunciada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
tiago en fecha veinticinco de octubre de mil novecientas 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera] 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a qua, el ocho de noviembre de rail 
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novecientos ,  cincuenta y siete, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
dé •Castición;• 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 184, parte in fine, y 463, inci-so 69, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

'que en fecha veintiuno de agosto de mil novecientos cin-
'cuenta y siete, Laudino Guzmán presentó querella por ante 
•el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago contra 
Leonarda Espinal, por violación de domicilio; b) que apo- 

•derada del hecho la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del mencionado Distrito Judicial, el vein-
tidós de agosto de mil novecientos cincuenta y siete dictó 
la sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del fallo 
ahora impugnado que se transcribe más adelante; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la prevenida, la Corte de Apelación de Santiago 
pronunc:ó la sentencia objeto del presente recurso, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el.recurso de apelación;— SEGUNDO: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha 22 del mes de agosto del año en curso (1957), por 
la SegUnda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

, cia de Santiago, de la cual es el dispositivo siguiente: 'PRI-
MERO: Que debe declarar y declara, a la nombrada Leo-

.narda Espinal, de generales que constan, culpable del den-
lo de violación de domicilio, en perjuicio de Laudino Guz-
mán, y„- en consecuencia, la condena al pago de una multa 
de diez pesos (RD$10.00) oro, acogiendo en su favor el 
beneficio de las circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Que 
debe condenar y condena, a la prevenida al pago de las 
costas';.-. TERCERO: Condena a la procesada, al pago de 
las costas de esta alzada"; 
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Considerando que la Corte sti qua dió por establecido 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: 1Q: que al fijar su residencia en Ciudad 
Trujillo la prevenida Leonarda Espinal dejó como encargado 
de una casa de su propiedad en Santiago a Oscar A. San-
tana, quien de acuerdo con el hijo de la prevenida de nom-
bre Pedro Espinal, alquiló la mitad de ella a Laudino Guz-
mán por $10.00 mensuales; 29: que "al regresar la señora 
Espinal de Ciudad Trujillo, al transcurrir el mes o algo más, 
buscó al inquilino Claudino Guzmán en un carro y al en-
contrarlo, le requirió que fueran a la casa que ocupaba para 
tratar allá un asunto, y cuando llegaron y él abrió la 
puerta ella se introdujo a la sala de la casa y una vez 
allí le propuso a Guzmán que necesitaba que le cediese 
una pieza de las que ocupaba para una hija que vendría a 
vivir a esta ciudad y al manifestar Guzmán que no podía 
acceder porque no cabía, ella entabló una discusión y fué 
a penetrar en el aposento para sacar los muebles, (cama, 
mesa, etc.) a lo cual el inquilino se opuso, tratando de 
contenerla, y aún de empujarla, pero tuvo que detenerse 
ante la actitud violenta de la señora, para evitar darle 
un golpe, logrando ella penetrar en el domitorio, y sacar los 

muebles afuera";` 
Considerando que en los hechos y circunstancias así 

comprobados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de violación 
de domicilio previsto en la parte final del artículo 184 del 
Código Penal, y sancionado por el mismo articulo con las 
penas de seis días a seis meses de prisión y multa de diez a 
cincuenta pesos, puesto a cargo de la recurrente; que, por 
otra parte, al declarar la Corte a qua culpable a dicha re-

currente del referido delito, atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que le corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarla a la pena de diez 
pesos de multa, admitiendo en su favor circunstancias ate- 



712 	 BOLETÍN JUDICIAL 

novecientos ,  cincuenta y siete, a requerimiento de la recu-
rrente, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
dé 'easáción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 184, parte in fine, y 463, inch. 
so  69, del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

'<que en fecha veintiuno de agosto de mil novecientos cin-
;cuenta y siete, Laudino Guzmán presentó querella por ante 
•el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago contra 
Leonarda Espinal, por violación de domicilio; b) que apo-
derada del hecho la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del mencionado Distrito Judicial, el vein-
tidós dé agosto de mil novecientos cincuenta y siete dictó 
la sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del fallo 
ahora impugnado que se transcribe más adelante; 

_Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por la prevenida, la Corte de Apelación de Santiago 
pronunció la sentencia objeto del presente recurso, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el.recurso de apelación;— SEGUNDO: Confirma la 
sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha 22 del mes de agosto del año en curso (1957), por 
la SegUnda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-

- eia de Santiago, de la cual es el dispositivo siguiente: 'PRI-
MERO:. Que debe declarar y declara, a la nombrada Leo-

.narda Espinal, de generales que constan, culpable del den-
lo de violación de domicilio, en perjuicio de Laudino Guz-
mán, y.,• en consecuencia, la condena al pago de una multa 
de diez pesos (RD$10.00) oro, acogiendo en su favor el 
lbenefícío de las circunstancias atenuantes; SEGUNDO: Que 
debe condenar y condena, a la prevenida al pago de las 
costas';— TERCERO: Condena a la procesada, al pago de 
las costas de esta alzada",; 
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Considerando que la Corte R. qua dió por establecido 

mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de la 
causa, lo siguiente: 1 9 : que al fijar su residencia en Ciudad 
Trujillo la prevenida Leonarda Espinal dejó como encargado 
de una casa de su propiedad en Santiago a Oscar A. San-
tana, quien de acuerdo con el hijo de la prevenida de nom-
bre Pedro Espinal, alquiló la mitad de ella a Laudino Guz-
mán por $10.00 mensuales; 29: que "al regresar la señora 
Espinal de Ciudad Trujillo, al transcurrir el mes o algo más, 
buscó al inquilino Claudino Guzmán en un carro y al en-
contrarlo, le requirió que fueran a la casa que ocupaba para 
tratar allá un asunto, y cuando llegaron y él abrió la 
puerta ella se introdujo a la sala de la casa y una vez 
allí le propuso a Guzmán que necesitaba que le cediese 
una pieza de las que ocupaba para una hija que vendría a 
vivir a esta ciudad y al manifestar Guzmán que no podía 
acceder porque no cabía, ella entabló una discusión y fué 
a penetrar en el aposento para sacar los muebles, (cama, 
mesa, etc.) a lo cual el inquilino se opuso, tratando de 
contenerla, y aún de empujarla, pero tuvo que detenerse 
ante la actitud violenta de la señora, para evitar darle 
un golpe, logrando ella penetrar en el domitorio, y sacar los 

muebles afuera"; 
Considerando que en los hechos y circunstancias así 

comprobados y admitidos por la Corte a quq, se encuentran 
reunidos los elementos constitutivos del delito de violación 
de domicilio previsto en la parte final del artículo 184 del 
Código Penal, y sancionado por el mismo articulo con las 
penas de seis días a seis meses de prisión y multa de diez a 
cincuenta pesos, puesto a cargo de la recurrente; que, por 
otra parte, al declarar la Corte a qua culpable a dicha re-
currente del referido delito, atribuyó a los hechos de la 
prevención la calificación legal que le corresponde según 
su propia naturaleza, y al condenarla a la pena de diez 
pesos de multa, admitiendo en su favor circunstancias ate- 
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nuantes, la Corte a qua ha aplicado correctamente el men- 
cionado texto legal, combinado con el artículo 463, inciso 
69, del indicado Código; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leonarda Espinal contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, pronunciada en atri-
buciones correccionales, en fecha veinticinco de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 
de fecha 20 de septiembre de 1956. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux. 
Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurridos: Ignacio Encarnación, Efrain Encarnación y Gerardo 
Novas. 

Abogado: Lic. J. Humberto Terrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domira Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sara donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Marino Lora Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado y residente en San Juan de la 
Maguana, Provincia Benefactor, cédula 516, serie 3, sello 
6761, 1956; y Luis Heureaux, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, también domiciliado y residente en San 
Juan de la Maguana, Provincia Benefactor, cédula 2509, se- 
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nuantes, la Corte a qua ha aplicado correctamente el men- 
cionado texto legal, combinado con el artículo 463, inciso 
69, del indicado Código; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al 
interés de la recurrente, ningún vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Leonarda Espinal contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santiago, pronunciada en atri-
buciones correccionales, en fecha veinticinco de octubre de 
mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena a la 
recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H. 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor Contín Aybar.— 
Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE MARZO DE 1958 

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original 

de fecha 20 de septiembre de 1956. 

Materi't: Tierras. 

Recurrentes: Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux. 

Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier. 

Recurridos: Ignacio Encarnación, Efraln Encarnación y Gerardo 

Novas. 
Abogado: Lic. J. Humberto Terrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, 
Dr. Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clo-
domirD Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, 
en la Sara donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de marzo de 
mil novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Indepen-
dencia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel 
Marino Lora Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, 
comerciante, domiciliado y residente en San Juan de la 
Maguana, Provincia Benefactor, cédula 516, serie 3, sello 
6761, 1956; y Luis Heureaux, dominicano, mayor de edad, 
casado, chófer, también domiciliado y residente en San 
Juan de la Maguana, Provincia Benefactor, cédula 2509, se- 
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rie 2, sello 39376, 1956, contra sentencia pronunciada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, actuando 
como tribunal de apelación, de fecha veinte de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Angel S. Cenó Pelletier, cédula 334, 

serie 10, sello 3179, abogado de los recurrentes, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Rogelio Sánchez, cédula 8156, serie 1, 
sello 24586, en representación del licenciado J. Humberto 
Terrero, cédula 2716, serie 10, sello 8458, abogado de los 
recurridos, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha veinticua-
tro de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, sus-
crito por el licenciado Angel S. Canó Pelletier, abogado de 
la parte recurrente, en el cual se invocan contra la senten-
cia impugnada los medios de casación que más adelante se 
indican; 

Vi.;to el memorial de defensa de fecha catorce de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Licen-
ciado .J. Humberto Terrero, abogado de la parte recurrida, 
Ignacio Encarnación, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Cardón, Mu-
minicipio de San Juan de la Maguana, cédula 9355, serie 
12, sello 3146613; Efraín Encarnación, dominicano, mayor 
de edad, soltero, agricultor, domiciliado y residente en la 
Sección de Cabeza de Toro, Municipio de Neyba, Provin-
cia )3alioruco, cédula 9168, serie 12, sello 2977633, y Ge-
rardo Novas, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Cardón, Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 514, serie 76, 
sello 3146499; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 23, 402 y 403 del Código de 
Procedimiento Civil; 62, 84 y 255 de la Ley de Registro 
de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de la demanda civil en interdicto posesorio in-
coada en fecha catorce de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro por Manuel Marino Lora Sánchez y Luis 
Heureaux, contra Efraín Encarnación, Ignacio Encarna-
ción y Gerardo Novas, respecto de una porción de terreno 
ubicada en el Paraje "Los Quemados", Sección de Cardón, 
sitio comunero de "Santomé", en estado de saneamiento 
conforme resolución de prioridad dictada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha trece de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y dos (actual Distrito Catastral número 
dos del Municipio de San Juan de la Maguana), dictó en 
fecha veintiuno de febrero de mil novecientos cincuenta y 
cinco, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar como al efecto declara, que 
los señores Efraín Encarnación, Gualdo Nova e Ignacio 
Encarnación, han turbado la posesión que de los terrenos 
ya desr.ritos, tienen los señores Manuel Marino Lora Sán-
chez y Luis Heureaux, y SEGUNDO: que debe condenar 
como al efecto condena a los señores Efraín Encarnación, 
Gualdo Nova e Ignacio Encarnación al pago de las costas 
del procedimiento, bajo las reservas de derecho que hacen 
los citados demandantes Manuel Marino Lora Sánchez y 
Luis Heureaux"; b) Que disconforme con la mencionada 
sentencia, Efraín Encarnación, Ignacio Encarnación y Ge-
rardo Novas interpusieron en fecha dieciocho de mayo de 
mil novecientos cincuenta y cinco, recurso de apelación 
contra dicha sentencia, y solicitaron del Tribunal Superior 
de Tierras, por instancia de fecha veinticinco de ese mismo 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y cinco, la desig- 
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rie 2, sello 39376, 1956, contra sentencia pronunciada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, actuando 
como tribunal de apelación, de fecha veinte de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el licenciado Angel S. Canó Pelletier, cédula 334, 

serie 10, sello 3179, abogado de los recurrentes, en la lec- 
tura de sus conclusiones; 

Oído el doctor Rogelio Sánchez, cédula 8156, serie 1, 
sello 24586, en representación del licenciado J. Humberto 
Terrero, cédula 2716, serie 10, sello 8458, abogado de los 
recurridos, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha veinticua-
tro de noviembre de mil novecientos cincuenta y seis, sus-
crito por el licenciado Angel S. Canó Pelletier, abogado de 
la parte recurrente, en el cual se invocan contra la senten-
cia impugnada los medios de casación que más adelante se 
indican; 

Visito el memorial de defensa de fecha catorce de junio 
de mil novecientos cincuenta y siete, suscrito por el Licen-
ciado .J. Humberto Terrero, abogado de la parte recurrida, 
Ignacio Encarnación, dominicano, mayor de edad, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Cardón, Mu-
minicipio de San Juan de la Maguana, cédula 9355, serie 
12, sello 3146613; Efraín Encarnación, dominicano, mayor 
de edad, soltero, agricultor, domiciliado y residente en la 
Sección de Cabeza de Toro, Municipio de Neyba, Provin-
cia l3alioruco, cédula 9168, serie 12, sello 2977633, y Ge-
rardo Novas, dominicano, mayor de edad, soltero, agricul-
tor, domiciliado y residente en la Sección de Cardón, Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, cédula 514, serie 76, 
sello 3146499; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 23, 402 y 403 del Código de 
Procedimiento Civil; 62, 84 y 255 de la Ley de Registro 
de Tierras, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) Que 
con motivo de la demanda civil en interdicto posesorio in-
coada en fecha catorce de diciembre de mil novecientos 
cincuenta y cuatro por Manuel Marino Lora Sánchez y Luis 
Heureaux, contra Efraín Encarnación, Ignacio Encarna-
ción y Gerardo Novas, respecto de una porción de terreno 
ubicada en el Paraje "Los Quemados", Sección de Cardón, 
sitio comunero de "Santomé", en estado de saneamiento 
conforme resolución de prioridad dictada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha trece de octubre de mil nove-
cientos cincuenta y dos (actual Distrito Catastral número 
dos del Municipio de San Juan de la Maguana), dictó en 
fecha veintiuno de febrero de mil novecientos cincuenta y 
cinco, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: 
PRIMERO: que debe declarar como al efecto declara, que 
los señores Efraín Encarnación, Gualdo Nova e Ignacio 
Encarnación, han turbado la posesión que de los terrenos 
ya ies"ritos, tienen los señores Manuel Marino Lora Sán-
chez y Luis Heureaux, y SEGUNDO: que d.le condenar 
como al efecto condena a los señores Efraín Encarnación, 
Gualdo Nova e Ignacio Encarnación al pago de las costas 
del procedimiento, bajo las reservas de derecho que hacen 
los citados demandantes Manuel Marino Lora Sánchez y 
Luis Heureaux"; b) Que disconforme con la mencionada 
sentencia, Efraín Encarnación, Ignacio Encarnación y Ge-
rardo Novas interpusieron en fecha dieciocho de mayo de 
mil novecientos cincuenta y cinco, recurso de apelación 
contra dicha sentencia, y solicitaron del Tribunal Superior 
de Tierras, por instancia de fecha veinticinco de ese mismo 
mes de mayo de mil novecientos cincuenta y cinco, la desig- 



nación de un Juez del Tribunal de Tierras para que cono-
ciera de dicha apelación; c) Que el Tribunal Superior de 
Tierras, por auto de fecha nueve de septiembre de ese mis-
mo año de mil novecientos cincuenta y cinco, designó al 
Juez Residente en San Juan de la Maguana, Lic. Antonio 
Ballista Peguero, para el conocimiento y fallo del referido 
recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso de apelación, el 
Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de-
signado al efecto, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: En el Dis-
trito Catastral número 2 (dos) del Municipio de de San 
Juan de la Maguana, sitio de Santomé, Provincia Benefac-
tor, lo siguiente: 1°— Que debe declarar como al efecto 
declara regular y válido en la forma y en el fondo el recur-
so de apelación interpuesto por los señores Efraín Encar-
nación, Gerardo Novas e Ignacio Encarnación, cuyas gene-
rales constan, contra la sentencia civil dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, de 
fecha 21 del mes de febrero del año 1955, sobre la demanda 
en interdicto-posesorio incoada por los Señores Manuel Ma-
rino Lora Sánchez y Luis Heureaux, cuyo dispositivo dice 
así: 'PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara, 
que los Señores Efraín Encarnación, Gualdo Nova e Igna-
cio Encarnación, ha turbado la posesión que de los terre-
nos ya descritos, tienen los señores Manuel Marino Lora 
Sánchez y Luis Heureaux; y SEGUNDO: Que debe conde-
nar corno al efecto condena a los Señores Efraín Encarna-
ción, Gualdo Nova e Ignacio Encarnación al pago de las 
costas dei procedimiento, bajo las reservas de derecho que 
hacen los citados demandantes Manuel Marino Lora Sán-
chez y Luis Heureaux'; 2.—Que debe revocar como al efec-
to revoca en todas sus partes la mencionada sentencia y, 
obrando por propia autoridad, rechaza por improcedente y 
mal fundada, la demanda interpuesta por los Señores Ma-
nuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux en contra de  

los señores Efraín Encarnación, Gerardo Nova e Ignacio 
Encarnación, en turbación de posesión respecto de una por-
ción de terreno ubicada en el paraje "Los Quemados", Sec-
ción de "Cerdón", del sitio comunero de "Santomé" del 
Municipio de San Juan de la Maguana y ordena a los men-
cionados señores Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heu-
reaux la suspensión de cualquier obra emprendida por ellos 
en el predio señalado, así como el retiro, a sus expensas, 
de las cercas de alambre de puas y empalizadas levantadas 
por dichos señores en el indicado predio de terreno, conce-
diéndoseles para esos fines, un plazo de Treinta días a partir 
de la fecha en que la presente Decisión adquiera la autori-
dad de la cosa juzgada; con la advertencia de que su negli-
gencia o resistencia en el cumplimiento de la referida orden 
podría dar lugar a indemnizaciones por los daños y per-
juicios que se irrogaran al señor Efraín Encarnación al ver-
se éste privado del disfrute pleno y pacífico de su posesión; 
3.—Que debe condenar como al efecto condena a los señores 
Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux, parte de-
mandante que sucumbe, al pago de las costas, disponiéndose 
que las mismas sean distraídas en provecho del Licenciado 
J. Humberto Terrero, quién afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada los re-
currentes invocan en su memorial de casación los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del artículo 255 de la 
Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Insuficiente 
motivación y, en consecuencia, violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Desnaturali-
zación de los hechos, circunstancias y testimonios de la 
causa y en consecuencia violación del artículo 23 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Ultra Petita 
y en consecuencia violación del derecho de defensa y del 
doble grado de jurisdicción; Quinto Medio: Violación del 
artículo 130 del Código de Procedimiento Civil y de los 
artículos 402 y 403 del mismo Código"; 

ii 
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nación de un Juez del Tribunal de Tierras para que cono-
ciera de dicha apelación; c) Que el Tribunal Superior de 
Tierras, por auto de fecha nueve de septiembre de ese mis_ 
mo año de mil novecientos cincuenta y cinco, designó al 
Juez Residente en San Juan de la Maguana, Lic. Antonio 
Ballista Peguero, para el conocimiento y fallo del referido 
recurso de apelación; 

Considerando que sobre dicho recurso de apelación, el 
Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de-
signado al efecto, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo 
dispositivo se copia a continuación: "FALLA: En el Dis-
trito Catastral número 2 (dos) del Municipio de de San 
Juan de la Maguana, sitio de Santomé, Provincia Benefac-
tor, lo siguiente: 1 9— Que debe declarar como al efecto 
declara regular y válido en la forma y en el fondo el recur-
so de apelación interpuesto por los señores Efraín Encar-
nación, Gerardo Novas e Ignacio Encarnación, cuyas gene-
rales constan, contra la sentencia civil dictada por el Juz-
gado de Paz del Municipio de San Juan de la Maguana, de 
fecha 21 del mes de febrero del año 1955, sobre la demanda 
en interdicto-posesorio incoada por los Señores Manuel Ma-
rino Lora Sánchez y Luis Heureaux, cuyo dispositivo dice 
así: 'PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara, 
que los Señores Efraín Encarnación, Gualdo Nova e Igna-
cio Encarnación, ha turbado la posesión que de los terre-
nos ya descritos, tienen los señores Manuel Marino Lora 
Sánchez y Luis Heureaux; y SEGUNDO: Que debe conde-
nar corno al efecto condena a los Señores Efraín Encarna-
ción, Gualdo Nova e Ignacio Encarnación al pago de las 
costas dei procedimiento, bajo las reservas de derecho que 
hacen los citados demandantes Manuel Marino Lora Sán-
chez y Luis Heureaux'; 2.—Que debe revocar como al efec-
to revoca en todas sus partes la mencionada sentencia y, 
obrando por propia autoridad, rechaza por improcedente y 
mal fundada, la demanda interpuesta por los Señores Ma-
nuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux en contra de 
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los señores Efraín Encarnación, Gerardo Nova e Ignacio 
Encarnación, en turbación de posesión respecto de una por-
ción de terreno ubicada en el paraje "Los Quemados", Sec-
ción de "Cerdón", del sitio comunero de "Santomé" del 
Municipio de San Juan de la Maguana y ordena a los men-
cionados señores Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heu-
reaux la suspensión de cualquier obra emprendida por ellos 
en el predio señalado, así como el retiro, a sus expensas, 
de las cercas de alambre de puas y empalizadas levantadas 
por dichos señores en el indicado predio de terreno, conce-
diéndoseles para esos fines, un plazo de Treinta días a partir 
de la fecha en que la presente Decisión adquiera la autori-
dad de la cosa juzgada; con la advertencia de que su negli-
gencia o resistencia en el cumplimiento de la referida orden 
podría dar lugar a indemnizaciones por los daños y per-
juicios que se irrogaran al señor Efraín Encarnación al ver-
se éste privado del disfrute pleno y pacífico de su posesión; 
3.—Que debe condenar como al efecto condena a los señores 
Manuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux, parte de-
mandante que sucumbe, al pago de las costas, disponiéndose 
que las mismas sean distraídas en provecho del Licenciado 
J. Humberto Terrero, quién afirma haberlas avanzado en 
su mayor parte"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada los re-
currentes invocan en su memorial de casación los siguientes 
medios: "Primer Medio: Violación del artículo 255 de la 
Ley de Registro de Tierras; Segundo Medio: Insuficiente 
motivación y, en consecuencia, violación del artículo 84 de 
la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio: Desnaturali-
zación de los hechos, circunstancias y testimonios de la 
causa y en consecuencia violación del artículo 23 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Cuarto Medio: Ultra Petita 
y en consecuencia violación del derecho de defensa y del 
doble grado de jurisdicción; Quinto Medio: Violación del 
artículo 130 del Código de Procedimiento Civil y de los 
artículos 402 y 403 del mismo Códigc"; 
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Considerando que en apoyo de la violación del artículo 
255 de la Ley de Registro de Tierras, a que se contrae el 
primero de los medios de casación, los recurrentes alegan 
que "según este texto legal, que es de orden público, el 
recurso de apelación contra una sentencia dictada por un 
Juez de Paz en materia de turbación de posesión, debe 
deducirse por ante el Tribunal Superior de Tierras"; que 
"en la especie, el presente recurso de apelación se dedujo 
por ante un Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, que designaría el Tribunal Superior de Tierras"; 
pero, 

Considerando que si es cierto que de conformidad con 
el artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras, las senten-
cias sobre interdictos posesorios, cuando se refieren a terre-
nos en los cuales se esté efectuando una mensura catastral, 
son apelables por ante el Tribunal Superior de Tierras, ese 
mismo texto legal prescribe que "de las apelaciones conoce-
rá el Juez del Tribunal de Tierras comisionado por el Tri-
bunal Superior"; que, en la especie. Efraín Encarnación, 
Gerardo Novas e Ignacio Encarnación, le notificaron a Ma-
nuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux, por acto de 
alguacil de fecha dieciocho de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, que interponían recurso de apelación contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Común de 
San Juan, de fecha veintiuno de febrero de ese mismo año 
y los emplazaron para que comparecieran por ante el Juez 
que el Tribunal Superior de Tierras tuviera a bien designar, 
y, además, elevaron una instancia a dicho tribunal, en fecha 
veinticinco de ese mismo mes de mayo, solicitando que se 
comisionara un Juez de Jurisdicción Original para que co-
nociera de ese recurso de apelación, habiendo sido designa-
do por auto de fecha nueve de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, el Juez Residente en San Juan de la 
Maguana; 

Considerando que, en consecuencia, en el fallo impug-
nado se ha hecho una correcta aplicación del artículo 255  

de la Ley de Registro de Tierras, por lo cual, el primer 
medio de casación carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que los recurrentes, en apoyo del segundo 
medio de casación, en el cual invocan la violación del artícu-
lo 84 de la Ley de Registro de Tierras, por insuficiencia de 
motivación, alegan, refiriéndose al penúltimo considerando 
de la sentencia impugnada, que "el Juez del fondo debe esta-
blecer claramente cuáles son los hechos, las informaciones 
testimoniales y las comprobaciones personales que le llevan 
a decidir del modo aludido"; pero, 

Considerando que en el presente caso, el Juez a quo 
expuso, con precisión y claridad, los hechos y las informa-
ciones y comprobaciones que le sirvieron de elementos de 
prueba y de fundamento para fallar como lo hizo, según se 
evidencia por los propios términos y consideraciones ex-
puestos en el citado penúltimo considerando de la sentencia 
impugnada; que, en consecuencia, la referida sentencia con-
tiene motivos suficientes que justifican plenamente su dis-
positivo; que, por tanto, este segundo medio de casación 
carece también de fundamento, y debe ser desestimado; 

Considerando que en apoyo del tercer medio de casa-
ción, en el cual se invoca "Desnaturalización de los hechos, 
circunstancias y testimonios de la causa", y violación del 
artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, los recurren-
tes alegan que el mismo Efraín Encarnación había confe-
sado haber realizado el hecho que se le imputa, y que el 
Juez del fondo no se dió cuenta de que "cuando todos estos 
hechos vinieron a suceder" (refiriéndose a los hechos com-
probados por el Juez del fondo), "ya los recurrentes lleva-
ban muchos años de pacífica posesión de su terreno"; pero, 

Considerando que en ninguna parte de la sentencia im-
pugnada, ni en los documentos a que ella se refiere, consta 
confesión alguna de Efraín Encarnación en el sentido indi-
cado por los recurrentes; que, contrariamente a lo que 
éstos alegan, el Juez del fondo estableció, en hecho, "que la 
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Considerando que en apoyo de la violación del artículo 

255 de la Ley de Registro de Tierras, a que se contrae el 
primero de los medios de casación, los recurrentes alegan 
que "según este texto legal, que es de orden público, el 
recurso de apelación contra una sentencia dictada por un 
Juez de Paz en materia de turbación de posesión, debe 
deducirse por ante el Tribunal Superior de Tierras"; que 
"en la especie, el presente recurso de apelación se dedujo 
por ante un Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original, que designaría el Tribunal Superior de Tierras"; 
pero, 

Considerando que si es cierto que de conformidad con 
el artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras, las senten-
cias sobre interdictos posesorios, cuando se refieren a terre-
nos en los cuales se esté efectuando una mensura catastral, 
son apelables por ante el Tribunal Superior de Tierras, ese 
mismo texto legal prescribe que "de las apelaciones conoce-
rá el Juez del Tribunal de Tierras comisionado por el Tri-
bunal Superior"; que, en la especie. Efraín Encarnación, 
Gerardo Novas e Ignacio Encarnación, le notificaron a Ma-
nuel Marino Lora Sánchez y Luis Heureaux, por acto de 
alguacil de fecha dieciocho de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, que interponían recurso de apelación contra 
la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Común de 
San Juan, de fecha veintiuno de febrero de ese mismo año 
y los emplazaron para que comparecieran por ante el Juez 
que el Tribunal Superior de Tierras tuviera a bien designar, 
y, además, elevaron una instancia a dicho tribunal, en fecha 
veinticinco de ese mismo mes de mayo, solicitando que se 
comisionara un Juez de Jurisdicción Original para que co-
nociera de ese recurso de apelación, habiendo sido designa-
do por auto de fecha nueve de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y cinco, el Juez Residente en San Juan de la 
Maguana; 

Considerando que, en consecuencia, en el fallo impug-
nado se ha hecho una correcta aplicación del artículo 255  

de la Ley de Registro de Tierras, por lo cual, el primer 
medio de casación carece de fundamento y debe ser des-
estimado; 

Considerando que los recurrentes, en apoyo del segundo 
medio de casación, en el cual invocan la violación del artícu-
lo 84 de la Ley de Registro de Tierras, por insuficiencia de 
motivación, alegan, refiriéndose al penúltimo considerando 
de la sentencia impugnada, que "el Juez del fondo debe esta-
blecer claramente cuáles son los hechos, las informaciones 
testimoniales y las comprobaciones personales que le llevan 
a decidir del modo aludido"; pero, 

Considerando que en el presente caso, el Juez a quo 
expuso, con precisión y claridad, los hechos y las informa-
ciones y comprobaciones que le sirvieron de elementos de 
prueba y de fundamento para fallar como lo hizo, según se 
evidencia por los propios términos y consideraciones ex-
puestos en el citado penúltimo considerando de la sentencia 
impugnada; que, en consecuencia, la referida sentencia con-
tiene motivos suficientes que justifican plenamente su dis-
positivo; que, por tanto, este segundo medio de casación 
carece también de fundamento, y debe ser desestimado; 

Considerando que en apoyo del tercer medio de casa-
ción, en el cual se invoca "Desnaturalización de los hechos, 
circunstancias y testimonios de la causa", y violación del 
artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, los recurren-
tes alegan que el mismo Efraín Encarnación había confe-
sado haber realizado el hecho que se le imputa, y que el 
Juez del fondo no se dió cuenta de que "cuando todos estos 
hechos vinieron a suceder" (refiriéndose a los hechos com-
probados por el Juez del fondo), "ya los recurrentes lleva-
ban muchos años de pacífica posesión de su terreno"; pero, 

Considerando que en ninguna parte de la sentencia im-
pugnada, ni en los documentos a que ella se refiere, consta 
confesión alguna de Efraín Encarnación en el sentido indi-
cado por los recurrentes; que, contrariamente a lo que 
éstos alegan, el Juez del fondo estableció, en hecho, "que la 
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demanda de que se trata (incoada por los actuales recu-
rrentes contra los recurridos), no reúne los requisitos exi-
gidos por la ley a los fines del caso, toda vez que la pose-
sión in zocada por los señores Manuel Marino Lora Sánchez 
y Luis Heureaux, ha sido una posesión violenta desde su 
inicio en el mes de junio del año 19M". y que "la misma 
se ha sostenido con la protesta y oposición del señor Efraín 
Encarnación, quien según se estableció ha venido mante-
niendo la posesión del predio en cuestión durante doce años 
por lo menos, hasta el presente, habiendo realizado en el 
mismo desmontes, trochas y trabajos diversos con la coope-
ración de los señores Gerardo Novas e Ignacio Encarnación, 
en forma tal que hacen ostensible una posesión útil por 
parte del referido señor Efraín Encarración, sin más entor-
pecimiento que el efectuado recientemente por los deman-
dantes, Lora-Heureaux"; 

Cr;nsiderando que por lo anteriormente expuesto, queda 
evidenciado que en la sentencia impugnada no se han des- 
natura iizado los hechos y circunstancias de la causa; que, 
por el contrario, las comprobaciones realizadas por el Juez 
del fondo fueron el resultado de la ponderación de las prue- 
bas sometidas a la discusión de las partes en los debates, 
y al examen del juez en la decisión; y que, además, en dicha 
sentencia no se ha violado el artículo 23 del Código de Pro- 
cedimiento Civil; por lo cual el tercer medio del recurso 
debe también ser desestimado por carecer de fundamento; 

Considerando que en el cuarto medio de casación, los 
recurrentes, después de referirse a las medidas dictadas en 
el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia impugna- 
da, en la cual "se ordena la suspensión de cualquier obra 
emprendida por ellos en el predio señalado, así como el re- 
tiro, a sus expensas, de las cercas de alambre de puas y em- 
palizadas levantadas por dichos señores en el indicado pre- 
dio", alegan "que con este dispositivo el Juez del fondo 
ha cometido una ultra petita y violado el doble grado de 
jurisdkción y el derecho de defensa de los recurrentes"; que 

"conf o/ me con lo dispuesto por el artículo 62 de la Ley 
de Registro de Tierras, el Tribunal Superior de Tierras po-
drá dictar . . . las órdenes que fueran necesarias para evitar 
que se realicen en un terreno en el cual se efectúa una men-
sura catastral, trabajos de cualquier naturaleza con los 
cuales se trate de crear indebidamente ventajas"; que "nada 
de esto ha ocurrido en la especie, "pues se trata "de una 
demanda en turbación de posesión, y el Juez del fondo lo 
más que podía hacer era descargar a los recurridos de la 
demanda, pero no dictar la orden que ha dictado"; pero, 

Considerando que contrariamente a lo alegado por los 
recurrentes, las medidas ordenadas per el Juez a quo, antes 
expresadas, constituyen medidas accesorias que fueron dic-
tadas corno consecuencia del rechazamiento del interdicto 
posesorio, y no por aplicación del artículo 62 de la Ley de 
Registro de Tierras; por lo cual el cuarto medio carece de 
fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el quinto y Ultimo medio de casa-
ción los recurrentes se limitan a señalar que ellos "le dieron 
aquiescencia a la demanda en apelación" respecto a Gerardo 
Novas e Ignacio Encarnación; y que "el Juez del fondo ha 
debido limitarse a darles constancia de esa aquiescencia, 
y condenarlos a las costas causadas hasta el momento de su 
aquiescencia"; pero, 

Considerando que según consta en el fallo impugnado la 
aquiescencia dada por los intimados Manuel Marino Lora 
Sánchez y Luis Heureaux al recurso ce apelación interpues-
to por Gerardo Nova e Ignacio Encarnación, ha sido acep-
tada por éstos; que, en consecuencia, la condenación en cos-
tas pronunciada por el Tribunal a quo en contra de los ac-
tuales recurrentes está justificada, pues el que asiente su-
cumbe y debe, por tanto, ser condenado al pago de las cos-
tas; que, en vista de lo anteriormente expuesto, el quinto y 
último medio carece de fundamento, y debe ser desesti-
mado; 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel Marino Lora Sánchez y Luis 
Heureaux, contra sentencia pronunciada por el Tribunal 
de Tierras de Jurisdicción Original, actuando como Tribu-
nal de Apelación en materia posesoria, de fecha veinte de 
septiembre de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dis-
positivo se encuentra copiado en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena a dichos recurrentes al pago de 
las costas, con distracción en favor del Licenciado J. Hum-
berto Terrero, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Da-
mián Báez B.— Luis Logroño C.— Carlos Ml. Lamarche H 
—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor dontín Aybar.—Clod 
Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Mariano Paulino Then, Gumersindo Paulino, 
Gregorio Paulino, Cristian Paulino y Cenila Paulino, ma-
yores de edad, dominicanos, cédulas 6394, 10782, 6650, 6113 
y 4729, serie 56, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha dos de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, por medio de un memorial suscrito por el 
doctor Albert Bridge Water Liberd, el catorce de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha catorce de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistos los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Atendido a que de conformidad con el antes menciona-
do artículo se incurre en la caducidad del recurso de casa-
ción, cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el 
término de treinta días, a contar de la fecha en que fué 
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
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—F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor dontín Aybar.—Clod 
Mateo-Fernández— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo — 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Pedro R. Batista C., Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Damián Báez B., Luis Logroño Cohén, Dr. 
Carlos Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando 
E. Ravelo de la Fuente, Néstor Contín Aybar y Clodomiro 
Mateo-Fernández, asistidos del Secretario General, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día seis de marzo de mil 
novecientos cincuenta y ocho, años 115' de la Independen-
cia, 95' de la Restauración y 28' de la Era de Trujillo, dicta 
en Cámara de Consejo, la siguiente sentencia: 

Visto el expediente relativo al recurso de casación in-
terpuesto por Mariano Paulino Then, Gumersindo Paulino, 
Gregorio Paulino, Cristian Paulino y Cenila Paulino, ma-
yores de edad, dominicanos, cédulas 6394, 10782, 6650, 6113 
y 4729, serie 56, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras de fecha dos de septiembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, por medio de un memorial suscrito por el 
doctor Albert Bridge Water Liberd, el catorce de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y siete; 

Visto el auto autorizando a emplazar del referido re-
curso, dictado en fecha catorce de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia; 

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistos los artículos 6 y 7 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Atendido a que de conformidad con el antes menciona-
do artículo se incurre en la caducidad del recurso de casa-
ción, cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el 
término de treinta días, a contar de la fecha en que fué 
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proveído por el Presidente el auto en que se autoriza el em-
plazamiento; que esta caducidad puede ser pronunciada a 
pedimento de parte o de oficio; 

Atendido a que los recurrentes no han obtenido la copia 
certificada del memorial de casación y la del auto que auto-
riza el emplazamiento; que, por tanto, dichos recurrentes no 
han podido emplazar a los recurridos con sujección al Art. 
6 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Por tales motivos, Declara, de oficio, la caducidad del 
recurso de casación interpuesto por Mariano Paulino Then y 
compartes, contra sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras de fecha dos de septiembre de mil novecien-
tos cincuenta y siete. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Pedro R. Batista C.- -
Juan A. Morel.— Damián Báez B.— Luis Logroño C.— Car-
los Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Néstor 
Contín Aybar.— Clod. Mateo-Fernández.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente resolución ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en Cáma-
ra de Consejo, el día, mes y año en él expresados, lo que yo, 
Secretario General, certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.— 

Labor de la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de marzo de 1958 

A S ABER: 

Recursos de casación civiles conocidos . 
Recursos de casación civiles faldos ...... 	

. 

Recursos de casación penales cola
nocidos .... 

enales fallados .... 
Recursos de casación p  
Defectos... . ------------ ..................................... 
Suspensiones de ejecución de sentencias... ..... 5 
Juramentación de Abogados ------------------ 	

--  
1 

Nombramietnos de Notarios ------------------------------ 
Resoluciones administrativas ------------------------------- 	

49 
9 

Autos autorizando emplazamientos -------  
Autos pasando expedientes para dictamen --- 

	65 

Autos fijando causas... 	
------------------------------------ 	27 

	

Total de asuntos------ 	227 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Marzo 31 de 1958. 
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25 
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